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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Educación, señora Carolina Schmidt Zaldívar, y de Vivienda y Urbanismo, señor Rodrigo Pérez Mackenna. Asimismo, estuvieron presentes el Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores Jaña, y el asesor legislativo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor José Ramón Ugarte Gurruchaga.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:14, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 40ª y 41ª, ordinarias, en 10 y 17 de julio del presente año, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (boletín N° 9.036-07) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo solicita el desarchivo del proyecto de acuerdo que aprueba la “Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la importación, la exportación y la transferencia de propiedades ilícitas de bienes culturales”, adoptada por la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, en su Decimosexta Reunión, celebrada en París el 12 de noviembre de 1970 (boletín N° 364-10).



--Se accede a lo solicitado y queda para tabla.



Con el tercero retira la urgencia a los siguientes proyectos de ley:



1.- El que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (boletín N° 8.493-14).



2.- El que permite ampliar plazo para que las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana (boletín N° 8.817-15).



--Se tienen presentes los retiros y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el siguiente retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (boletín Nº 8.085-29).



Con el quinto retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto sobre fomento forestal, que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (boletín N° 8.603-01).



2.- Proyecto de ley que establece un sistema de financiamiento para la educación superior (boletín Nº 8.369-04).



3.- Proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (boletín Nº 8.770-23).



4.-  Proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación e instaura un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (boletín Nº 8.774-04).



5.- Proyecto de ley relativo a autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04).



6.- Proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y derogación de cuerpos legales que indica (boletín Nº 7.966-05).



7.- Proyecto que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (boletín Nº 8.662-05).



8.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



9.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



10.- Proyecto que enmienda la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, a fin de limitar la prohibición de ingreso a la Administración Pública (boletín N° 8.520-06).



11.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín N° 7.765-07).



12.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (boletín Nº 8.314-07).



13.- Proyecto de reforma constitucional que dispone la obligatoriedad del segundo nivel de transición y establece un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio mayor (boletín Nº 8.997-07).



14.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 8.270-08).



15.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación referente a farmacias (boletines Nos. 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).



16.- Proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (boletín Nº 8.618-11).



17.- Proyecto de ley que instaura la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (boletín N° 7.829-13).



18.- Proyecto de ley que modifica la jornada, el descanso y la composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (boletines Nos. 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).



19.-  Proyecto que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del seguro social contra riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (boletín Nº 8.936-13).



20.- Proyecto de ley que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra (ITO) y de revisores de proyectos de cálculo estructural, junto con modificar normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agilizar las solicitudes ante las direcciones de obras municipales (boletín Nº 8.139-14).



21.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19).



22.- Proyecto que enmienda la ley N° 20.378, que instituye un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, con el objeto de incrementar los recursos de ese subsidio y crear el Fondo de Apoyo Regional (FAR) (boletín N° 8.289-15).



Además, hace presente la urgencia, en el mismo carácter de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (boletín N° 9.022-08).



2.- Proyecto de ley que establece penas para la fabricación, tenencia, transporte, comercialización y utilización del “hilo curado” (boletín Nº 8.579-25).



3.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y otras leyes complementarias, para instituir un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (boletín N° 8.493-14).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



2.- Proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (boletín N° 8.201-09).



3.- Proyecto que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (boletín Nº 8.329-15).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero expone que rechazó el proyecto de ley que regula la actualización de los padrones electorales (boletín N° 8.972-06) e informa la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse conforme al artículo 70 de la Constitución Política de la República (Véase en los Anexos, documento 2).


--Se toma conocimiento y se designa a los señores Senadores de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para integrar la referida Comisión Mixta.



Con los tres siguientes manifiesta que ha dado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley relativo a autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3). 



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y a la de Hacienda, en su caso. 



2.- Proyecto de reforma constitucional que dispone la obligatoriedad del segundo nivel de transición y establece un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio mayor (boletín Nº 8.997-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



3.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y que dispone otras medidas que indica (boletín Nº 8.874-05) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de las siguientes disposiciones: 



1.- Artículos 292, inciso final, y 492, inciso segundo, del Código del Trabajo.



2.- Artículo 19 de la ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. 



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  



Del señor Contralor General de la República:


Absuelve consulta, formulada en nombre de la Senadora señora Rincón, relativa a la procedencia de cursar invitación a todos los parlamentarios de una zona con ocasión de las actividades que realice una autoridad de Estado en ejercicio de funciones públicas. 



Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Contesta consulta, enviada en nombre del Senador señor Escalona, con la adhesión del Senador señor Uriarte, respecto de la posibilidad de legislar para otorgar títulos de dominio a los habitantes de las viviendas conocidas como “palafitos”, ubicadas en el borde costero de la provincia de Chiloé.



De la señora Ministra de Educación:


Responde petición, cursada en nombre del Senador señor Escalona, sobre asignación de recursos presupuestarios del Programa de Infraestructuras de la Cartera de Educación para reponer la escuela municipal de Compu, comuna de Quellón.



Adjunta oficio de la División de Planificación y Presupuesto de esa Secretaría de Estado, relativo al cumplimiento de la obligación contenida en la glosa número 14 de la Partida 09, Programa 01, Capítulo 01, de la ley N° 20.646; materia consultada en nombre de los Senadores señores Chahuán y Larraín Fernández. 



Remite información, solicitada en nombre del Senador señor Navarro, respecto de las inversiones realizadas por el Ministerio de Educación en Dichato, comuna de Tomé, durante los años 2010 a 2012.



De la señora Ministra de Justicia:


Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Senadores señor Prokurica, señora Alvear y señores García, Horvath, Kuschel, Letelier, Orpis, Sabag, Patricio Walker y Andrés Zaldívar, tocante a legislar para conferirle autonomía al Servicio Médico Legal y dotarlo de presupuesto y planta adecuados a la naturaleza de sus funciones (boletín Nº S 1.567-12).



De la señora Ministra de Obras Públicas:


Remite sendos informes del señor Coordinador de Concesiones de Obras Públicas, para atender las siguientes peticiones de antecedentes: 



1.- La cursada en nombre de la Senadora señora Alvear, sobre materias concernientes a expropiación de faja de terreno en la comuna de La Reina con el objeto de desviar el trazado de la futura autopista Vespucio Oriente.



2.- La requerida en nombre del Senador señor Navarro, referida a los requisitos para modificar la estructuración vial de la Ruta del Itata a fin de facilitar el ingreso al Centro de Manejo de Residuos, ubicado en Penco, de los vehículos de recolección de residuos domiciliarios en la provincia de Concepción.



Adjunta informe del señor Director Nacional de Obras Hidráulicas (TP), que atiende consulta enviada en nombre del Senador señor Kuschel, sobre factibilidad de un proyecto de evacuación de aguas lluvias desde el sector del Liceo de Carelmapu y poblaciones adyacentes, en la comuna de Maullín.



Informa que la consulta, realizada en nombre de los Senadores señores Kuschel y Prokurica, relativa a la necesidad de coordinar los diseños y pavimentaciones de accesos a puertos con las administraciones portuarias, fue remitida al Ministerio de Vivienda y Urbanismo por ser el órgano encargado de esa clase de coordinaciones.  



Del señor Ministro de Salud:


Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre de la Senadora señora Allende, sobre el proceso de construcción y normalización del hospital regional San José del Carmen, de Copiapó.



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:


Atiende consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, atinente a la calificación como área urbana de la localidad de Coliumo, en la Región del Biobío.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:


Responde petición de antecedentes, hecha en nombre de la Senadora señora Allende, concerniente a dependencia institucional de los telecentros comunitarios del programa “Quiero mi Barrio” y de sus condiciones presupuestarias y de funcionamiento.



Del señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes:


Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Gómez, Horvath, Lagos, Navarro e Ignacio Walker, relativo a la adopción de medidas especiales que permitan la continuidad de la Orquesta Marga Marga (boletín Nº S 1.539-12).



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:


Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, en materia de estudios o informes relativos a la posibilidad de que la provincia de Ñuble pueda llegar a ser una región.



Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras:


Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, referente a la legalidad de los cobros por “avances en efectivo” que realizan los emisores de tarjetas de crédito y a la forma de obtención de las bases de datos que utilizan las instituciones sometidas a esa entidad de control para realizar campañas de promoción.


De la señora Directora de Presupuestos:


Informa que ese servicio dispuso en la formulación presupuestaria 2014, en el marco de gasto autorizado, el estudio de la asignación de recursos adicionales para solventar el traslado del Tribunal Electoral Regional de Aysén; materia consultada en nombre del Senador señor Horvath.


De la señora Directora Jurídica (s) del Consejo para la Transparencia:


Remite copia de la declaración de inadmisibilidad de la reclamación de amparo al derecho de acceso a la información interpuesta en contra del Senado, por no ser asunto de competencia de ese Consejo.



Del señor Secretario General de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas:


Responde petición, formulada en nombre del Senador señor Horvath, para modificar el reglamento de la beca de alimentación en lo tocante a la pérdida del derecho a percibirla de los alumnos de educación superior que cambien de carrera después de cursar el primer año.


Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Empresa Nacional de Minería:


Da contestación a solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor Prokurica, respecto de medidas adoptadas por esa empresa en relación con una denuncia presentada por la señora Ana Puga Contreras.



De la señora Gerente General para la Competitividad e Innovación de la Región de Atacama:


Responde petición de antecedentes, enviada en nombre de la Senadora señora Allende, sobre la licitación concerniente a “Estudio de planta desaladora para consumo humano para la provincia de Copiapó y comuna de Chañaral” y a “Estudio de impacto ambiental Planta Desaladora Caldera”.



De la señora Secretaria Regional Ministerial del Medio Ambiente de La Araucanía:


Emite opinión técnica, solicitada en nombre del Senador señor García, respecto del conjunto de propuestas hechas por la empresa Intergas en materia de un nuevo Plan de Descontaminación MP2,5 Temuco-Padre Las Casas.


Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda:


Da respuesta a acuerdos adoptados por el Senado, referentes a las materias que se enuncian a continuación:



1.- El propuesto por los Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Quintana, Rossi y Tuma, en cuanto al fortalecimiento de la Dirección Nacional del Servicio Civil (boletín Nº S 1.554-12).



2.- El presentado por los Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Girardi, Lagos, Letelier, Quintana y Rossi, relativo al envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley para que el Servicio de Impuestos Internos condone las multas e intereses de los contribuyentes que sean micro, pequeñas o medianas empresas (boletín Nº S 1.557-12).



--Quedan a disposición de Sus Señorías.



De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Valparaíso:


Comunica sentencias recaídas en la acción de protección de derechos constitucionales ejercida en nombre del señor Harald Beyer Burgos, con relación a la decisión adoptada por esta Corporación conforme a la atribución exclusiva que le confiere el artículo 53 N° 1) de la Constitución Política de la República.



--Se toma conocimiento.

Informes



Dos de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones:



1.- El recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (boletín N° 7.815-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).


2.- El que recae en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones (boletín N° 8.034-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 7).


De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (boletín N° 9.022-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 8).


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adapta normas laborales al ámbito del turismo (boletín Nº 8.770-23) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Lagos, Letelier y Quintana, con las que dan inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional, que establece un sistema proporcional de elección de los parlamentarios y reduce los quórums de aprobación de las normas constitucionales y legales (boletín Nº 9.038-07) (Véase en los Anexos, documento 10).


2.- Proyecto que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, que reestructura los distritos y circunscripciones electorales y dispone un nuevo mecanismo de elección (boletín N° 9.039-07) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De la Senadora señora Pérez San Martín, con el que pide a Su Excelencia el Presidente de la República que modifique los decretos supremos Nos. 94 y 212, ambos del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en materia de seguridad de los usuarios en los terminales de locomoción (boletín Nº S 1.588-12) (Véase en los Anexos, documento 12).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicación



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con la que expone que ha acordado solicitar a la Sala el cambio del trámite del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Muñoz Aburto y Sabag, que establece como obligación del arrendador de inmuebles nuevos la entrega de una copia del certificado de recepción definitiva de obras de edificación de la Dirección de Obras de la Municipalidad respectiva (boletín N° 8.994-07), de forma tal que se encomiende su estudio a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



--Así se acuerda. 



El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Honorable señor  Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, solicito, en nombre de la Comisión de Educación, ampliar el plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior hasta el lunes 5 de agosto, a las 12.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a la petición de Su Señoría?

El señor NOVOA.- Sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Acordado.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron por unanimidad los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en la sesión ordinaria de hoy, en el primer, segundo y tercer lugar del Orden del Día, los proyectos signados en la tabla con los números 4, 3 y 9, respectivamente. A saber: 



-Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y otras leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (boletín N° 8.493-14).



-Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (boletín N° 5.579-03).


-Proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (boletín Nº 8.201-09).



2.- Colocar en la sesión ordinaria de mañana, en el primer y segundo lugar del Orden del Día, los proyectos signados con los números 7 y 6 de la tabla, esto es, el que crea el Ministerio del Deporte (boletín N° 8.085-29) y el que instituye la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (boletín N° 7.829-13).



3.- Integrar la Comisión Mixta que debe resolver las diferencias suscitadas entre ambas Cámaras, respecto del proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19), con los Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Girardi, Letelier y Pizarro.



4.- Requerir el pronunciamiento de la Sala sobre un proyecto de acuerdo relativo a las expresiones vertidas por el Presidente de la República Bolivariana de Venezuela, con relación a un señor Senador de esta Corporación, una vez que se presente dicho proyecto de acuerdo.
)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Algo más, señor Secretario?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sí, señor Presidente. 



En sesión del 17 de julio pasado se aprobó en general la iniciativa, en segundo trámite constitucional, que permite ampliar el plazo para que las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana.



En esa oportunidad no se pudo fijar plazo para presentar indicaciones.



De consiguiente, correspondería hacerlo ahora, salvo que ello no se pidiera, caso en el cual esa iniciativa podría darse por aprobada también en particular.

El señor PIZARRO (Presidente).- Consulto a la Sala si resulta necesario abrir un plazo para presentar indicaciones al proyecto que el señor Secretario individualizó precedentemente.



De no serlo, podríamos darlo por aprobado en particular.

La señora ALLENDE.- ¿Cuál es la iniciativa?

El señor PIZARRO (Presidente).- Por favor, señor Secretario, repita lo que señaló con anterioridad, porque algunos señores Senadores no lo escucharon.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga mayor plazo a las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura para acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana.

El señor PIZARRO (Presidente).- Les pregunto a los señores miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones si es necesario fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto o si podemos darlo por aprobado en particular.



En todo caso, un Honorable colega acaba de solicitar a la Mesa que se determine un término de una semana.



¿Le parece a la Sala que se fije plazo para presentar indicaciones a la iniciativa hasta el lunes 5 de agosto, a las 12?

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Acordado.

)------------(

El señor BIANCHI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en su momento se solicitó en la Sala que tanto la Comisión de Gobierno, que presido, como la de Constitución vieran el proyecto sobre probidad en la función pública.



Le hicimos llegar el documento correspondiente al Presidente de  la Comisión de Constitución, don Patricio Walker, y él nos señaló la conveniencia de que el asunto lo estudie solo la de Gobierno, sin perjuicio de que en aquella se tenga información permanente acerca de la iniciativa.



Por lo tanto, señor Presidente, le pido que recabe la anuencia de la Sala para que la iniciativa sobre probidad en la función pública sea considerada solo por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?

La señora ALLENDE.- Conforme.



--Así se acuerda.

)------------(
El señor PIZARRO (Presidente).- Vamos a pasar al Orden del Día.



El señor Ministro de Vivienda nos ha solicitado pedir autorización para el ingreso de don José Ugarte, asesor de esa Cartera, a fin de participar en el análisis de la iniciativa que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



¿Habría acuerdo?

El señor LETELIER.- ¿De qué proyecto se trata?

El señor PIZARRO (Presidente).- Del que los Comités acordaron colocar en el primer lugar de la tabla: el que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y otras leyes complementarias para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción.



Se encuentra con su votación aplazada y en discusión general.

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, no estaba en conocimiento -doy las disculpas del caso- de que se hubiera alterado el orden de la tabla con el objeto de considerar en primer lugar el proyecto que se menciona.



Algunos somos partidarios de pedir segunda discusión, pues queremos contar con un informe que despeje algunas dudas de  constitucionalidad que se nos han presentado.



A menos que el Ministro quiera que hagamos el debate de constitucionalidad de inmediato, sugiero que nos ocupemos primero en otra iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, ocurre que este proyecto tiene su votación aplazada. Entonces, solo cabe pronunciarse. Esa es la razón por la cual lo incluimos en el primer lugar de la tabla, a fin de poder despacharlo.



Después vendrá el debate en particular, y ahí se podrán efectuar las correcciones que parezcan pertinentes.



¿Habría acuerdo para que ingresara el señor José Ugarte, asesor legislativo del Ministerio de la Vivienda?

La señora ALLENDE.- Sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA
ESTABLECIMIENTO DE SISTEMA DE APORTES A ESPACIO PÚBLICO APLICABLE A PROYECTOS DE CONSTRUCCIÓN
 El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo resuelto por los Comités, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y otras leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8493-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 100ª, en 5 de marzo de 2013.



Informe de Comisión:



Vivienda y Urbanismo: sesión 29ª, en 11 de junio de 2013.



Discusión:



Sesiones 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión); 41ª, en 17 de julio de 2013 (queda aplazada la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe hacer presente a Sus Señorías que los numerales 1), 3), 4), 5) y 10) del artículo 1°; los números 1), 2), 3) y 4) del artículo 2°; el número 3) del artículo 4°, y el artículo 5° permanentes, así como el artículo primero transitorio, son de rango orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación de 22 votos favorables. 



Según lo planteaban algunos señores Senadores, tratándose de un pronunciamiento en general, se podría realizar una sola votación que incluya las normas de quórum.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es. 



Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez, Presidenta de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, quiero dirigirme a la Sala y, además -por su intermedio, señor Presidente-, al Ministro de Vivienda, Rodrigo Pérez, quien nos acompaña y ha liderado este proyecto de ley.



Nosotros trabajamos esta iniciativa en forma muy consensuada, aguda, fuerte e intensa al interior de la Comisión de Vivienda del Senado, que tengo el honor de presidir. Y participaron en su discusión los Senadores Sabag, Tuma, Letelier, Pérez Varela y Muñoz Aburto.



Deseo señalar brevemente que este proyecto va a causar un gran impacto, sobre todo a nivel de los municipios y de las comunas de Chile, por cuanto cambia radicalmente la forma de mirar el aporte de los privados en materia de espacios públicos, y tiene como objeto final recuperar el sentido de lo que significa la instalación de los barrios.



Hoy día existen grandes proyectos emplazados en determinadas comunas, los cuales, obviamente, traen aparejados una serie de obras complementarias, pero que no están reguladas en una ley que raye la cancha eficientemente para que las entidades edilicias cuenten con una herramienta legal que les permita recolectar recursos y que esas obras se desarrollen en las respectivas comunas.



Un cambio en ese sentido hará mucho más atractivo invertir en diversos municipios y no solo en donde hoy día hay más recursos y se llevan a cabo proyectos de alta envergadura. 



Esta iniciativa busca que todas las construcciones que se emplacen en áreas de alta densidad realicen                                                                                                                                                                            un aporte proporcional al efecto que originen sobre el espacio público. 



Asimismo, establece que en toda urbanización de terrenos se cederán -y esto es muy importante- gratuita y obligatoriamente para la circulación, áreas verdes, desarrollo de actividades deportivas y recreacionales y equipamiento -digo esto aprovechando que aquí también vamos a ver el proyecto que crea el Ministerio del Deporte, que es algo que también nos interesa mucho, y va en la misma línea- las superficies que señale la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.



No quiero entrar al detalle del proyecto porque una mesa técnica abordará en particular todo lo concerniente a su desarrollo. Y los privados, que obviamente tienen un interés muy importante en poder participar, también integrarán esa mesa, que ha sido establecida por el Ejecutivo a través del Ministerio de Vivienda.



Por lo tanto, considero muy relevante aprobar esta iniciativa, otorgándoles el quórum correspondiente a todas a aquellas normas que así lo requieren, porque -como dije- va a cambiar radicalmente la mentalidad de cómo emplazar estos proyectos de gran envergadura y de cómo lograr atraer la inversión de privados para que ellos se instalen en comunas más pequeñas y con menos recursos que hoy día no experimentan este tipo de desarrollo inmobiliario. 



Por último, deseo agregar que durante la discusión en general de esta iniciativa en la Comisión, algunos manifestaron su aprensión en cuanto a que esto pueda convertirse en un nuevo impuesto para los usuarios. Este punto es muy importante y lo hemos abordado con el Ministerio de Vivienda; también se está analizando al interior de la mesa técnica que se conformó para estudiar el reglamento interno que va a regir en relación con este proyecto, y se considerará en la discusión particular a través de la presentación de indicaciones por parte de los Senadores miembros de la Comisión. Ello, para hacer que este proyecto, que es óptimo, sea aún mejor.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor PÉREZ (Ministro de Vivienda y Urbanismo).- Señor Presidente, esta es una muy buena iniciativa, que tuvo una acogida muy positiva en la Cámara de Diputados: se aprobó por una amplísima mayoría y fue objeto de una discusión muy rica. Es un proyecto -yo diría- que ha sido aceptado transversalmente desde el punto de vista político y que viene a resolver un grave problema que se presenta hoy día en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



Desde 1931 existe la obligación de que toda nueva urbanización, al momento de ejecutarse, debe ceder gratuitamente al espacio público parte de su terreno para calles, áreas verdes y equipamiento. El artículo 70 de la legislación vigente dispone que se puede ceder hasta el 44 por ciento, que es un concepto que se aplica desde aquella fecha en nuestro país. Pero tiene un inconveniente muy grave: rige solo para los nuevos loteos y no para los proyectos de densificación urbana, como son las construcciones de edificios, que significan una carga importante en lo que respecta a los espacios públicos.



Lo anterior es porque la ley establece que dicha obligación únicamente se puede cumplir mediante la cesión del terreno propio. Por lo tanto, cuando se ejecuta cierto proyecto -por ejemplo, la construcción de un edificio, o uno de densificación-, raramente es posible ceder parte de esa superficie, por cuanto, de ser así, sencillamente no se podría llevar adelante aquel.



Hay una norma en la Ordenanza General que consigna el requerimiento de estudios de impacto vial -los famosos “EISTU”-. Pero el problema que presenta esa disposición es que solo figura en el reglamento y no tiene respaldo legal. Ella señala que los proyectos de densificación urbana, cuando incluyan más de 250 estacionamientos si se trata de un proyecto habitacional, o más de 150 estacionamientos si se refiere a otro tipo de proyectos de densificación, deben llevar adelante un EISTU, y para aprobarse este estudio se exigen determinadas obras de mitigación.



Y lo que ha ocurrido en la práctica es que cerca de 96 por ciento de los proyectos no aportan al espacio público. ¿Por qué? Porque sencillamente se construyen 249 o menos estacionamientos, y por esa vía dan vuelta la norma que está en el reglamento.



Entonces, surgen dos problemas: por una parte, se elude la obligación de aportar al espacio público colocando un estacionamiento menos que el máximo requerido por la Ordenanza, y por otra, que esto no se encuentra sustentado en la ley.



¿Y qué se propone? Agregar en el artículo 70 de la ley vigente que la exigencia de cesión al espacio público sea aplicada proporcionalmente en relación con la intensidad de utilización del suelo que establezca el correspondiente instrumento de planificación territorial, bajo las condiciones que determine la Ordenanza General. Asimismo, los parámetros se aplicarán para las cesiones cuando se produzca crecimiento urbano por densificación. 



Esa sola y sencilla norma permite que todos los proyectos aporten, independiente del tamaño o de si se trata de aquellos que son por extensión o por densificación.



Creemos que eso es muy importante: se va a mantener el que la cesión máxima de terreno sea de 44 por ciento, que es algo que ha estado por muchos años en la legislación, y el aporte será en función de tres variables: el tamaño del proyecto, el destino de este (si es para vivienda, oficina, comercio, educación, etcétera) y la ubicación de él. Además, habrá una tabla o una fórmula que va a estar definida en la Ordenanza, mecanismo que permitirá que los aportes sean conocidos. O sea, cualquier ciudadano podrá conocer los aportes que se requieren en un proyecto antes de tomarse la decisión de realizar la respectiva inversión.



Además, se establece algo muy relevante, cual es que las cesiones de terreno a que se refiere el mencionado artículo podrán cumplirse pagando su valor a la municipalidad. Dicho pago podrá ser en dinero o en obras. Para exigir los aportes, el municipio deberá tener un plan de inversiones. Los recursos solo se podrán utilizar en dicho plan y no se van a poder desviar para otros fines.



En caso de que el pago se haga en obras, estas formarán parte del plan de inversiones, y -repito- los recursos que recaude la municipalidad se destinarán a la ejecución de aquellas identificadas en ese plan; al pago de expropiaciones para materializar dichas obras; a la actualización del plan de inversiones, y a determinados gastos administrativos que requiera la mantención de este, con un límite.



Las obras deberán estar ejecutadas o garantizadas antes de la recepción definitiva del proyecto.



Cuando se trate de proyectos de “escala mayor”, el Ministerio de Vivienda, a través de las seremías, va a determinar el área de influencia y la proporción en que se reparten los recursos entre los diversos municipios involucrados.



Además, se permitirá cobrar esos aportes en un plazo de dos años, hasta contar con un plan de inversiones.



Los principios rectores que hay detrás de la iniciativa legal son los siguientes:



Aplicación equitativa o universal: todos van a contribuir, ya sean proyectos públicos o privados, grandes o pequeños, con lo cual se podrá cambiar la realidad actual de nuestro país, dado que el 96 por ciento de los proyectos de densificación que se ejecutan no realizan aportes al espacio público.



Proporcionalidad: los aportes deben ser equivalentes al efecto de los proyectos sobre el espacio público.



Objetividad: el cálculo de los aportes se hará de acuerdo a reglas objetivas y de conocimiento público.



Singularidad: el aporte debe ser uno solo, para el destino que fue creado: la ejecución del plan de inversiones.



Por último, dicho plan ha de enfocarse en las personas y no solamente en vialidad. El plan de obras…

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Le falta mucho, señor Ministro?

El señor PÉREZ (Ministro de Vivienda y Urbanismo).- Un segundo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Dispone de dos segundos.

El señor PÉREZ (Ministro de Vivienda y Urbanismo).- Gracias, señor Presidente.



Decía que el plan va a contemplar no solo lo relativo a vialidad, sino también lo concerniente a equipamiento, áreas verdes y otras obras importantes para la comunidad.



Por lo tanto, la iniciativa resuelve una distorsión muy grande existente hoy día, cual es que más del 96 por ciento de los proyectos no aportan al espacio público, y los de densificación se ven impedidos de aportar.



Gracias.
El señor PIZARRO (Presidente).- Se procederá a la votación, pues esta materia es sin debate. No obstante, se podrá fundamentar el voto.



)----------------------(

El señor ROSSI.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra para referirse a una cuestión de reglamento, señor Senador.
El señor ROSSI.- Señor Presidente, deseo solicitar que se recabe el asentimiento de la Sala a fin de que la Comisión de Salud pueda sesionar paralelamente, entre las 17 y las 19, con el objeto de tratar el proyecto relativo a los fármacos. Esto fue acordado por la unanimidad de los miembros de dicho órgano técnico.
El señor PIZARRO (Presidente).- Todos los proyectos en tabla son de rango orgánico constitucional, y varios señores Senadores no dan el acuerdo.

El señor ROSSI.- Hubo unanimidad en la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pero aquí no hay acuerdo.
)---------------(
El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, se procederá a abrir la votación.

El señor ESCALONA.- No hay acuerdo, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿No hay acuerdo para qué, señor Senador?

El señor ESCALONA.- Para abrir la votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- La Mesa no necesita el acuerdo de la Sala. Además, en la sesión anterior se aplazó la votación.

El señor LETELIER.- ¿Y cuándo se hará la discusión?

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay debate, señor Senador.



Ya se hizo la segunda discusión y, luego, se pidió el aplazamiento de la votación. Este proyecto tiene una larga historia.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, me inscribí para hacer uso de la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- A nadie se la he concedido antes. Solo se ha procedido a rendir informe sobre la materia y también hemos escuchado al señor Ministro.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar el voto, está inscrito, en primer lugar, el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- No haré uso de la palabra, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.
El señor SABAG.- Señor Presidente, yo no estuve presente en la sesión anterior y varios Senadores no pudimos participar en el debate. Por eso, reclamo un mayor tiempo para intervenir. Soy miembro de la Comisión de Vivienda y hemos debatido largamente la iniciativa. Por lo tanto, le solicito que, en lo posible, me considere unos minutos más.



El proyecto, originado en mensaje, fue despachado por una amplia mayoría en la Cámara de Diputados, y lo aprobó por unanimidad la Comisión de Vivienda y Urbanismo del Senado.



En términos generales, el propósito de la iniciativa es lograr un mejor equilibrio en las ciudades entre los proyectos privados y los espacios públicos, de modo que estos sean proporcionales al número de habitantes de un lugar.



Para ello, se modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y otros cuerpos legales relacionados y se crea un sistema que permita a todos los proyectos de construcción la cesión de terrenos, otorgando la posibilidad de pagar el aporte en dinero o en obras.



La obligación de ceder parte de un terreno para equipamiento comunitario data -como ya dijo el señor Ministro- de 1931, con modificaciones posteriores, incluyendo la apertura de calles al interior de las urbanizaciones, siempre de acuerdo a los planos reguladores y según una tabla que fija los porcentajes en conformidad a la superficie ocupada por la urbanización.



En el decreto supremo N° 47, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1992, Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, se autoriza por primera vez que esas cesiones se puedan efectuar fuera del área de las urbanizaciones.



Junto con adecuar las normas a la realidad actual, se trata también de establecer ciertas flexibilidades para los casos en que se produce una variación de la densidad habitacional por la incorporación de nuevos proyectos en áreas residenciales.



Para ello se propone un nuevo sistema de aportes que contempla, entre otros, los principios de equidad, proporcionalidad y objetividad, siempre dentro del marco del propósito de mejorar los espacios públicos.



Sin duda, uno de los aspectos más controvertidos del proyecto es la propuesta de permitir que la cesión gratuita de terreno por parte de los proyectos se realice mediante el pago del valor equivalente de la superficie a ceder, ya sea en dinero, en obras en el espacio público o la cesión de terrenos para áreas verdes o el equipamiento en un lugar distinto al del proyecto, siempre con el acuerdo previo de la municipalidad.



A lo anterior se debe agregar la presunción del impacto que esas modificaciones podrían tener en el costo de las viviendas, en particular, en el caso de las sociales. Por eso es necesario examinar el proyecto con especial atención, aunque, al mismo tiempo, es innegable que no se puede entregar al mercado la tarea de mejorar la calidad de vida en las ciudades y que al Estado le corresponde una función reguladora a la que no le es posible renunciar.



En ese sentido, resulta esencial examinar con cuidado las facultades de las municipalidades, dada la discrecionalidad con que se opera y la necesidad de establecer una coordinación entre los distintos municipios de las ciudades de mayor tamaño, puesto que, en ocasiones, un proyecto puede cumplir con las normas municipales, pero es factible que produzca un impacto que exceda la jurisdicción de una entidad edilicia.



Durante la discusión del proyecto en la Comisión, los Senadores y los especialistas invitados hicieron presente una serie de observaciones importantes, respecto de las cuales el Ejecutivo se comprometió a enviar las indicaciones correspondientes.


Debo señalar, señor Presidente, que este no es un proyecto tan inocente. Sin embargo, lo encuentro positivo. Cuando se realizan grandes construcciones en las ciudades, donde los espacios son relativamente pequeños, las empresas deben aportar el 44 por ciento del valor del terreno en dinero o en obras que pueden complementarse.



Considero que no es problema que las personas efectúen esos aportes por el impacto externo que ocasiona ese tipo de obras. En el caso del edificio de CENCOSUD que se levantó en Santiago, por supuesto que había que construir puentes y otras vías. Eso nadie lo discute. Pero aquí estamos hablando de que la plata no se va a destinar para eso, sino para otros sectores de la comuna que no sufren el impacto por las obras.



Hace pocos días, Chilevisión vendió -no recuerdo la cifra exacta- en 40 o 50 millones de dólares un terreno de casi una hectárea a Televisión Nacional. Y si este canal va a construir y no puede ceder parte de ese terreno, tendría que pagar el 44 por ciento en impuestos por las externalidades que ocasione, pero no para realizar obras de mitigación ahí, porque no se podrían efectuar en ese lugar, sino para ejecutarlas en cualquier parte de la comuna.



Me parece que este es un impuesto adicional que se le aplica a la construcción.



En la Comisión, muchos de los invitados y representantes de empresas constructoras hicieron observaciones sobre esta materia, las cuales se las dimos a conocer al Ejecutivo. Y este es un asunto no menor que debemos acotar mediante indicaciones en el próximo trámite.



No hay problemas en aprobar en general la iniciativa, y anuncio mi voto favorable.



Sin embargo, reitero que el proyecto no es tan inocente, porque implica un fuerte aumento del valor de las viviendas, incluso las sociales. Y ya no podremos hablar de 400 o 500 UF de subsidio, sino que este deberá ser mucho más elevado. Porque todo lo que nosotros aprobamos alguien lo paga. ¿Quién?



Eso es lo que tenemos que ver aquí. Si se trata de la construcción de oficinas o de edificios para otro fin, deberá cargarse al valor de la obra.



El aporte corresponderá al 44 por ciento del precio del terreno. Y los terrenos se hallan en las grandes ciudades; ninguno en las pequeñas.



Señor Presidente, yo apruebo el proyecto, pero llamo la atención de los colegas en cuanto a que tiene un trasfondo mucho mayor. Y espero que se establezca un plazo prudencial para la presentación de indicaciones (no de 10 o 15 días, sino mayor), a fin de estudiar cada una de las normas y formular una propuesta clara que dé tranquilidad a todos los sectores productivos de nuestro país.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, esta iniciativa fue debatida en la Comisión de Vivienda y Urbanismo, donde se aprobó por unanimidad no obstante ciertos reparos o reservas que formulamos algunos Senadores respecto a cómo se invertirán los recursos que en determinado momento habrán de depositarse en un fondo de la municipalidad pertinente.



Este es un gran paso que estamos dando como país, pues a menudo nos encontramos con barrios donde los vecinos reclaman porque carecen de áreas verdes, o porque al construirse en terrenos urbanos no se han dejado espacios suficientes para esparcimiento, para estacionamiento o para la circulación. En definitiva, las ciudades se han ido levantando prácticamente sin ninguna planificación. 



El texto sugerido introduce un elemento de planificación que les da a las instituciones, en especial a los SERVIU y al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, la capacidad necesaria para canalizar recursos en favor del bien común.



Estimo que, pese a todas las observaciones que le podamos hacer, es preciso apoyar, aprobar y mejorar este proyecto, ya que posibilita construir no solo edificios o viviendas, sino también sus entornos. Y estos han de ser adecuados y bien vistos por la comunidad, de modo que sus miembros no se sientan agobiados por no tener dónde pasear o dónde estacionar sus vehículos. 



A veces se construyen poblaciones con muy pocos accesos o sin ninguno, y alguien tiene que resolver ese problema de buena manera. 



No le podemos exigir a quien construye un pequeño número de viviendas que él solo se encargue de habilitar accesos, pero sí es factible que lo hagan varios constructores que en el mismo período van a edificar muchas poblaciones.



Entonces, esta iniciativa tiene una mirada de colectivo, de Estado, más que la mirada de las constructoras, las que, sin duda, van a subir sus costos.



Pero alguien tiene que pagar esto.



Por supuesto, el Estado también habrá de pagarlo, en la medida que el valor de los subsidios deberá subir. Porque no es lo mismo financiar un subsidio con la norma que obliga al constructor a destinar ciertas áreas al uso público para beneficio comunitario que sin ella.



En consecuencia, creo que este proyecto tiene muchísimos méritos.



Ha sido objeto de algunas observaciones (recojo la efectuada por el Senador Sabag, que comparto), y hay que corregirlo. Pero no por eso vamos a rechazar un articulado que permite avanzar significativamente. Y así como lo aprobamos por unanimidad en la Comisión, espero que la Sala haga lo propio.



Aparte lo anterior, contiene normas mediante las cuales los municipios pueden formular observaciones y zanjarlas rápidamente, no en los plazos que toma la modificación de un plan regulador, que significan años. Aquí se consignan plazos para determinados efectos, como el ajuste en trazados o precisiones respecto a la delimitación de zonas o áreas establecidas en el plan de inversiones en el espacio público que tenga el municipio (porque también se obliga a este a elaborarlo).



En síntesis, la iniciativa ordena las ciudades, su crecimiento.



¿Va a tener un costo? Claro. Pero ello redundará en beneficio para la comunidad.



Por consiguiente, invito a los Senadores a dar la unanimidad para aprobar la idea de legislar y a mejorar el articulado en la discusión particular.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra al Senador señor Pérez Varela para fundamentar su voto.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin duda, uno puede calificar este proyecto como un avance significativo.



¿Qué pasa hoy en nuestras ciudades? Comúnmente vemos inversiones en edificios, en centros comerciales, pero no hay ninguna normativa real y concreta para regularlas en forma objetiva.



Lo que existe es lo que señalaba el Ministro de Vivienda: una normativa dictada hace décadas para todo lo que son los proyectos inmobiliarios, las urbanizaciones, con entrega de terreno.



Sin embargo, eso no cae en el ámbito de la construcción de edificios o de centros comerciales, los que involucran una gran densidad de población.



¿Y cómo enfrentar eso adecuadamente?



Hace tiempo -6 o 7 años atrás- se estableció a través de un decreto que toda construcción debía contar con la aprobación de un estudio de impacto sobre el sistema de transporte urbano. Pero ese mecanismo no ha dado resultado porque, básicamente, el inversionista, la inmobiliaria o el constructor quedan al arbitrio de la municipalidad. 



Además -como muy bien señaló el Ministro-, dado que en un proyecto habitacional se establece la construcción de determinado número de estacionamientos, se hace uno menos, evitando así las correspondientes inversiones, que son absolutamente necesarias.



Repito: esa norma reglamentaria acerca del estudio de impacto sobre el sistema de transporte urbano no ha dado los resultados esperados. Por ende, es esencial derogarla, para que no se generen dificultades, ambigüedades y contradicciones con el mecanismo propuesto ahora.



Por lo tanto, el espíritu de esta iniciativa de establecer disposiciones objetivas, transparentes y previas para poder avanzar va en el camino correcto.



En la Comisión les planteamos a los personeros del Ministerio de Vivienda la necesidad de que los instrumentos que se empleen dispongan claramente cómo va a aportar al espacio público la construcción de un edificio o la de un centro comercial. Porque es del todo diferente de lo exigido hoy para las urbanizaciones: la cesión de parte del terreno, que puede llegar hasta el 44 por ciento.



Eso, que ha funcionado bien y permite en la mayoría de las urbanizaciones que existan avenidas, jardines, plazas, multicanchas, sedes sociales, en fin, no ocurre respecto de un edificio o de un centro comercial que no tienen un gran terreno y, por lo tanto, deben realizar su aporte en obras o en dinero. Por ello, el instrumento que se utilice ha de ser extraordinariamente preciso y adecuado, y estar en concordancia con el sentido de la respectiva construcción.



Por consiguiente, durante la discusión particular tendremos que ser muy rigurosos a los efectos de consignar una norma que mejore las ciudades y no signifique un costo desmesurado para las personas.



No debemos olvidar, señor Presidente, que tiempo atrás efectuamos una modificación y derogamos ciertas exenciones del IVA en materia de construcción. Y eso -entre otras razones- ha significado que al día de hoy hayamos expulsado a la clase media de comunas como Las Condes y Providencia, e incluso Ñuñoa.



Entonces, debemos abordar aquello con especial atención. Pero no hay duda de que la voluntad del Ministerio de Vivienda y Urbanismo es avanzar en la creación de un instrumento que permita construir las ciudades de  manera mucho más ordenada.



El crecimiento de nuestras urbes no es ordenado, y siempre enfrentamos una serie de dificultades para extender los límites. Ello amerita normas objetivas. Y la objetividad ha de manifestarse en el plan de obras específico que debe confeccionar cada municipio; en la canalización de los aportes hacia las municipalidades, y en la utilización de los recursos respectivos exclusivamente para la concreción de aquel. 



Así, todo el que invierta en un edificio, en un centro comercial o en cualquier proyecto inmobiliario conocerá anticipadamente el costo de su aporte al espacio público y sabrá cómo entregarlo. 



Eso constituye un avance notable con relación a las normas reglamentarias del estudio de impacto sobre el sistema de transporte urbano que rigen hoy, pues quienes invierten saben cuándo ingresan sus proposiciones a las municipalidades pero no cómo salen, ya que no hay ninguna disposición objetiva en ese punto.



Esta iniciativa -repito- constituye un avance. Y durante su discusión en particular habrá que tener especial cuidado, para que los instrumentos propuestos respondan adecuadamente a la voluntad expresada aquí.



Algunos han planteado dudas de constitucionalidad. Me parece muy bien que con motivo del segundo informe se analicen con precisión, pues se abre hoy la gran oportunidad de tener un instrumento legal que sirva para que el crecimiento de nuestras ciudades sea ordenado, coherente, y para que los espacios públicos crezcan de manera apropiada, en consonancia con la inversión que hacen los privados. 



Vamos a votar favorablemente esta iniciativa, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona. 

El señor ESCALONA.- Señor  Presidente, lamento no poder acceder a la solicitud que nos hizo nuestro colega y estimado amigo Senador Tuma en el sentido de que todos votemos afirmativamente.



Voy a pronunciarme en contra de la ley en proyecto por considerar que, de aprobarse, se transformará en la fiesta de las inmobiliarias.



El primer artículo nuevo que se propone señala: “Las municipalidades y demás organismos públicos” -es decir, los SERVIU, específicamente- “no podrán formular, respecto de una solicitud de cualquiera de las actuaciones a que se refiere la presente ley, otras exigencias de pagos, ejecución de obras, garantías, aportes o cualquier otra contribución, en dinero o especies, distintas de las contempladas expresamente en la ley.”.



Acá, al revés de lo que hipócritamente señala la redacción planteada, se está autorizando el pago en especies. Porque ella es bastante clara: “y demás organismos públicos no podrán formular”. O sea, está autorizando para que a los SERVIU y a otros organismos del Estado no se les cancele en dinero como corresponde.



En consecuencia, eso abre un campo infinito para todo tipo de negociados. Porque cómo se van a valorar las especies; cómo se conocerá exactamente el valor, por ejemplo, del pedazo de terreno que se le ofrezca al organismo público, el cual no tendrá otra posibilidad que aceptarlo.



Porque esa norma expresa muy claramente: “Las municipalidades y demás organismos públicos no podrán formular, respecto de una solicitud de cualquiera de las actuaciones a que se refiere la presente ley, otras exigencias de pagos”. O sea, no podrán formular exigencias de pagos que no sean “ejecución de obras, garantías, aportes o cualquier otra contribución, en dinero o especies”. 



Entonces, a los organismos públicos los están volviendo a la edad de piedra, al tiempo del trueque: ¡les pueden pagar en especies...!



¡Me parece insólita esa redacción! 



Y luego, señor Presidente, en el número 2) -página 2 del comparado- se dice:



“Podrán aprobarse enmiendas a los planes reguladores intercomunales, mediante el procedimiento simplificado que establezca la Ordenanza General, cuando se trate de las siguientes materias: 



“1.- Ajustes en los trazados viales.



“2.- Precisiones respecto de la delimitación de las zonas o áreas establecidas en el plan.



“3.- Textos refundidos, ordenados y sistematizados de la ordenanza y planos. 



“Para estos efectos, el plazo de pronunciamiento de las municipalidades a que se refiere el artículo 36 será de treinta días.”. 



Obvio. Se cierra el círculo: se va a pagar en especies y, además, a los organismos públicos no les dan tiempo para replicar. ¡En treinta días se cerró el negocio...! 



Este es un proyecto insólito.



Por eso, lo voto en contra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra al Senador señor Hernán Larraín, quien no está en este momento.



Tiene la palabra el Honorable señor Frei. 

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, como se abrió la votación y nos dieron solo cinco minutos para fundar el voto, prácticamente deberé limitarme a leer los titulares de mi intervención, porque en ese breve lapso no tengo ninguna posibilidad de exponer todos los alcances que me merece este proyecto.



Si bien la idea general de la iniciativa puede resultar atractiva en el sentido de que, a diferencia de lo que ocurre en la actualidad, todos los proyectos de construcción debieran aportar al espacio público, su texto oculta una serie de efectos negativos -lo que se ha llamado “letra chica”- que atentan contra los objetivos perseguidos y, más aún, contra la política urbana que el propio Gobierno quiere aprobar. Y ello se desprende de las siguientes observaciones.



Primero, mayor rentabilidad para los urbanizadores y menos calidad de vida para los ciudadanos.



Luego están el problema de las cesiones, la incorporación del artículo 70 bis (se remite al artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones), etcétera. 



No entraré a todo el detalle -según expresé, no tengo ninguna posibilidad de hacerlo-, sino que voy a leer la conclusión pertinente. 



Se puede llegar al absurdo de que un urbanizador haga un loteo sin ceder y, por lo mismo, sin ejecutar áreas verdes, calles, áreas para recreación, y sin ceder terrenos para equipamiento. En vez de ello, solo pagaría a la municipalidad el costo asociado al valor del terreno.



Con posterioridad viene el problema de la urbanización.



El artículo 134 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones establece como parte de las obligaciones del urbanizador del loteo “ejecutar a su costa”, entre otras obras, las derivadas de las cesiones del artículo 70, tales como calles, etcétera. 



Por lo tanto, la LGUC obliga no solo a ceder terrenos, sino también a urbanizarlos. Pero, por efecto del artículo 70 bis que se propone, si un inmobiliario decide pagar las cesiones en dinero, ello implicará que la obligación de ejecutar las obras de urbanización en el caso de los loteos no tenga ninguna aplicación. 



En seguida está el problema de los terrenos afectos a utilidad pública.



También aquí leo solo la conclusión.



Por la vía de la interpretación se puede llegar a otro absurdo, cual es que el pago en dinero no extingue una declaratoria de utilidad pública por el artículo 59 de la misma Ley, con lo que el inmobiliario, además de ahorrarse dinero destinado a calles y parques, podría exigirle a la municipalidad, si quisiera realizar unas u otros, que le expropiara los mismos terrenos, a lo cual habría que agregar el costo de su urbanización. 



Después viene el problema de las garantías, en que, a mi juicio, se deja totalmente desprotegida a la municipalidad. 



A continuación tenemos el problema de los condominios.



Por último, quisiera señalar que durante la discusión del proyecto en la Comisión el Subsecretario de Vivienda y Urbanismo manifestó lo siguiente: “en las comunas más consolidadas los grandes proyectos requerirán un alto grado de mitigación y por ende un mayor aporte, y que la nueva legislación tendrá carácter redistributivo para comunas más pequeñas, como El Bosque, San Joaquín, San Pedro de la Paz,...”. 



Empero, esa cualidad redistributiva no se encuentra contemplada en el texto del proyecto de ley, lo que, además de constituir una falta a la verdad, implica que, en el mejor de los casos, se mantienen los actuales índices de segregación urbana, que es una de las formas más tangibles de la desigualdad existente en nuestro país, aspecto en el cual la OCDE nos ha puesto en el primer lugar entre sus miembros.



El proyecto no solo mantiene niveles de desigualdad en las ciudades, sino que además los incrementa, ya que los dineros aportados en virtud del sistema que se propone van a dar a una cuenta especial destinada solo a las obras del Plan de Inversión y no son susceptibles de incorporarse al Fondo Común Municipal, que sí es un mecanismo de repartición de recursos. Con ello, solo en los sectores de mayores ingresos se recibirán aportes de los desarrolladores inmobiliarios en una cantidad infinitamente superior a la de las comunas pobres, dados la mayor actividad inmobiliaria y el valor más elevado de los terrenos.



En último término, insistiendo en que cinco minutos son insuficientes para referirse a un proyecto que debe ser objeto de un largo debate, leo mi conclusión.



El proyecto le otorgaría al gestor inmobiliario mayores rentabilidades, comparadas con las que hoy tiene, por lo siguiente:



a. Se ahorra el costo de ceder y urbanizar;



b. Se ahorra el costo de ejecutar las áreas verdes, calles y superficies para el desarrollo de actividades deportivas y recreacionales;



c. Se ahorra el costo de ceder terrenos para equipamiento, y



d. Se incrementa la rentabilidad de su proyecto al destinar estos terrenos a la construcción de más viviendas. Esto, además de dicho incremento, aumentará las insuficiencias de áreas verdes y de equipamiento en los barrios.



Conforme a todos los antecedentes que entregué y a otros que podría detallar -espero que se efectúen las correcciones necesarias; porque entiendo que la idea de legislar se aprobará mayoritariamente-, voto que no.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pedro Muñoz.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, esta iniciativa, tal como se halla planteada respecto a los espacios públicos, no soluciona los problemas: los agudiza. Sí resuelve los problemas de las inmobiliarias, responsables de los proyectos de baja calidad.



Únicamente quiero poner dos ejemplos. 



Se suprime la exigencia de un estacionamiento por cada dos unidades de vivienda para los bloques en altura. Obviamente, mientras más departamentos, más estacionamientos y, por ende, mayor espacio. Se permite, asimismo, que el plan regulador excepcione tratándose de conjuntos de menor altura.



Quien ha visitado esos conjuntos sabe de las disputas existentes por los espacios comunes, así como también del drama de las viviendas de baja altura. La gente amplía la cocina por la vía de ocupar el terreno destinado a estacionamiento, deja su vehículo en la calle y el pasaje se hace intransitable.



Así es la vida en nuestras ciudades.



Otro ejemplo. Se permite a las inmobiliarias compensar, con donaciones a la municipalidad del equivalente en dinero, los aportes al espacio público, sin hacer cesiones, o bien, hacerlas, pero en otros lugares.



Pues bien, uno de los principales problemas de nuestros barrios es la carencia de áreas verdes, de equipamiento, de espacios para la cultura y el deporte, para la recreación, para jugar con los hijos, para hacer la vida más grata. ¿Lo soluciona el proyecto? ¿Le impone nuevas obligaciones al urbanizador? No. Agrava los problemas al flexibilizar las reglas para que la inmobiliaria pueda resarcir de otro modo.



¿De qué les sirve a los pobladores que la empresa constructora compense al municipio en dinero o haciendo una plaza o multicancha 15 o 20 cuadras más allá? ¿Hará eso la vida más grata? ¿Mejorará la calidad de nuestras poblaciones? No.



Lo que necesitamos, estimados colegas, es una regulación que asegure mejores barrios; que aumente y no flexibilice los estándares básicos; que evite arbitrariedades y subterfugios; que fomente el espacio urbano de calidad; que solucione los problemas de la gente y no los de las inmobiliarias, ya sobreprotegidas en leyes e impuestos, o seguiremos agravando el hacinamiento y precariedad urbanos.



A pesar de lo dicho, en la Comisión de Vivienda voté a favor. Y voy a volver a hacerlo. Porque estimo que la regulación del espacio urbano debe cambiar. Porque creo que las exigencias actuales son escasas. Porque me parece que la regulación vigente conduce a barrios con altos estándares para los sectores altos y a barrios de muy mala calidad para los más pobres. Porque quiero avanzar en el término de la segregación.



Lo anteriormente expuesto me lleva a sostener que el proyecto debe ser remplazado sustantivamente en el segundo trámite.



Espero que aumenten, y no disminuyan, las exigencias en materia de cesiones y urbanización.



Espero que se obligue a estándares uniformes y no a eludir las obligaciones de estacionamientos, áreas verdes y espacios comunitarios.



No estoy disponible para un cambio normativo que supere un problema y permita a las inmobiliarias mantener altas rentabilidades a costa de construir, para sectores de bajos ingresos, proyectos baratos y de baja calidad que en el mediano plazo provoquen las dificultades de habitabilidad que conocemos.



La iniciativa en debate, señor Presidente, así como está, tiende a que las inmobiliarias vuelvan a construir viviendas de bajo valor, cuya oferta ha caído dramáticamente, pero disminuyendo aún más el estándar urbano. En unos cuantos años más ello generará, sin duda, nuevos Bajos de Mena y presiones para que el Estado corrija la situación.



Llamo a los señores Senadores a revisar con detención lo que se propone. Si la legislación urbana plantea hoy las cuestiones que todos conocemos, la ley en proyecto generará aún peores barrios y ciudades si no corregimos su contenido con indicaciones.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, el articulado en estudio exhibe un objetivo interesante. Parece bueno que los proyectos que causen un impacto urbano tengan la obligación de hacer aportes al desarrollo del espacio público. Ello suena bien. Mas juzgo que el enfoque del texto es absolutamente desequilibrado en la defensa del interés general. Se contempla un mecanismo que facilita a las inmobiliarias la proposición de cómo pueden verificar ciertas contribuciones con esa finalidad; pero no se considera ninguna garantía para el Estado, para los vecinos, para los que van a sufrir los efectos. No me refiero solo a los directos, sino también, por sobre todo, a las externalidades.



A tal punto es así que el artículo 5° bis que se intercala en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades dispone que “Los fondos que la municipalidad recaude por concepto de aportes al espacio público, a que se refiere la ley General de Urbanismo y Construcciones, podrán ser administrados por ésta o delegar su administración a otra entidad pública o privada, con o sin fines de lucro”. Es decir, se trata, a la vez, de la privatización de una función pública.



Deseo consignar que es necesario hacer una reflexión un poco más detenida de lo que se quiere.



El artículo 70 bis que se incorpora en la Ley General de Urbanismo y Construcciones dispone que las cesiones de terreno -el artículo 70 vigente señala un criterio- “se podrán cumplir pagando el valor equivalente al terreno a ceder a la municipalidad respectiva”. O sea, esa es una lógica de desarrollo de la ciudad. Esta última es la que dice relación con lo que todos queremos discutir. El problema radica en que el texto encierra un concepto de cómo se construye la ciudad en virtud del cual algunos pueden evitar imposiciones al pagar para ejecutar obras en otro lado y no necesariamente donde se verifica el impacto.



Dependiendo del tamaño de la comuna y del lugar -en Temuco, en Rancagua-, resulta claro que se puede impactar el centro en una forma brutal. Pero es posible comprar unos terrenos en la periferia para quizás destinarlos a áreas verdes. Mas en esa forma no se hace una mejor ciudad. No se garantizan la vialidad o los espacios públicos necesarios para evitar un uso intenso, diría, de la superficie.



Se contempla un concepto interesante, sin duda, en cuanto a la intensidad de utilización del suelo. Y está bien. Pero no se dice cómo se quiere mitigar cuando ello sea excesivo. No se ha pensado en un aumento del tipo de beneficios que se deben dar a la ciudad y al contorno. No media una garantía en la materia.



En cuanto a los estacionamientos, a mi juicio la redacción -voy a mencionar otro aspecto- se orienta en una forma poco feliz.



No entiendo por qué, cuando se trata de una vivienda social, tiene que existir un estacionamiento por cada dos de ellas. No comprendo por qué seguimos con estándares de un país subdesarrollado y no con los de uno que quiere ser desarrollado. ¿Por qué, en el caso del condenado a una vivienda social, va a haber un auto con estacionamiento y otro en la vereda, o detrás de las rejas, o en una situación inadecuada?



No advierto cuál es la mentalidad de algunos urbanistas con relación a tal propósito. Pero, cuando se levantan grandes edificios, percibo que quieren decir: “Tratemos de fomentar el uso del transporte público”.



No creo que el texto garantice la construcción de una mejor ciudad.



En seguida, me preocupa mucho la redacción del artículo 15 bis que se agrega a la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Me inquieta sobremanera que se disponga explícitamente que los organismos públicos no podrán exigir, respecto de una solicitud de cualquiera de las actuaciones a que se refiere la ley en proyecto, algo más de lo que particularmente se señala.



Aquí se están cercenando facultades de los consejos regionales, porque es algo que va incluido en un cuerpo legal paralelo sobre las nuevas atribuciones de los gobiernos regionales, que algunos queremos empoderar aún más.



Y, por último, señor Presidente, no abrigo la convicción de que sea conveniente la modificación exprés de los planes reguladores. Quizás en un mes se pueda hacer algún tipo de cambio; pero, por la amplitud de la redacción, estimo que se puede generar una ventana para un camino inadecuado.



Seguí el debate inicial de la iniciativa pensando que es posible establecer un sistema de aporte al espacio público que pueda lograr que las inmobiliarias intermedias contribuyan también al desarrollo de las ciudades. Esa es una parte que respaldo. Pero el texto que estamos conociendo en general no me convence que vamos a llegar a buen puerto.



Y, a diferencia de mi colega Muñoz Aburto, que tiene mucha esperanza en que se va a poder modificar el proyecto, mi impresión es que los intereses de algunas inmobiliarias son más fuertes.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- El señor Ministro podrá intervenir después de proclamado el resultado del pronunciamiento de la Sala.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor y 3 en contra), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido, y se fija el lunes 26 de agosto próximo, a las 12, como plazo para presentar indicaciones.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Escalona, Frei (don Eduardo) y Letelier.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor PÉREZ (Ministro de Vivienda y Urbanismo).- Señor Presidente, solo ocuparé un momento para aclarar algo que me parece importante.



En algunas intervenciones se hizo referencia a “la fiesta de las inmobiliarias” -quiero dejar establecido que es justamente al revés- y también se manifestó preocupación por el concepto de desarrollo de las ciudades.



Precisamente lo que tenemos hoy día podríamos calificarlo, en alguna medida, de “fiesta de las inmobiliarias”. Es posible observar que el 96 por ciento de los proyectos de densificación urbana no realizan ningún aporte al espacio público, porque contemplan un estacionamiento menos que el mínimo requerido por una norma de la ordenanza. Podría decirse que se carece de un sustento legal, como el que dice relación con el requisito del Estudio de Impacto Sobre el Transporte Urbano (EISTU) para aprobar iniciativas inmobiliarias.



Repito que justamente se busca lo contrario: que todos los proyectos mencionados contribuyan al espacio público de acuerdo con las externalidades que generan. Creo que el Senador señor Tuma, al mencionarlo, rescató muy bien el espíritu en el sentido de que los municipios tendrán que contar con un plan de inversiones, el que por lo menos ha de contemplar toda la vialidad considerada en el plan regulador comunal y, ojalá, un montón de otras inversiones que contribuyan al desarrollo de la ciudad.



Por lo tanto, se persigue el doble propósito de lograr, por una parte, que todos los proyectos aporten conforme a los efectos que provocan en el espacio público y de que los municipios cuenten, por la otra, con un plan de inversiones de mediano o de largo plazo que tiene que ser aprobado por su concejo tal como en el caso de un plan seccional y donde van a incluirse las prioridades que las propias comunas definan como desarrollo futuro de la ciudad.



Así que la iniciativa precisamente apunta a lograr una mejor ciudad y a que todos los privados contribuyan al espacio público según el impacto que generen, aporte este último que sea, además, justo, conocido por todos -no algo que se negocia, como hoy día, entre un privado y un ente público- y con reglas claras.



Ese es el espíritu detrás del texto, independiente de las perfecciones que se puedan introducir, y estaremos encantados de recibir todas las ideas que sea posible acoger.



Muchas gracias.

REGULACIÓN DE VENTA Y ARRIENDO DE VIDEOJUEGOS EXCESIVAMENTE VIOLENTOS

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental para el uso de consolas, con segundo informe de la Comisión de Economía y urgencia calificada de "simple".


--Los antecedentes sobre el proyecto (5579-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011.



Informes de Comisión:



Economía: sesión 90ª, en 17 de enero de 2012.



Economía (segundo): sesión 4ª, en 19 de marzo de 2013.



Discusión:



Sesiones 1ª, en 13 de marzo de 2012 (se aprueba en general); 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda aplazada la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión deja constancia de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones y de que realizó diversas enmiendas, acordadas por unanimidad, al proyecto aprobado en general.



Estas últimas deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición o de que existan indicaciones renovadas.



De dichas enmiendas, la recaída en el inciso tercero del artículo 49 bis que se incorpora a la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, contenido en el artículo 1º del texto en debate, debe ser acogida con 22 votos por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



Como todas ellas fueron sancionadas por unanimidad en la Comisión, se puede realizar una sola votación, sobre la base, naturalmente, de que la recién mencionada debe reunir el quórum necesario.

El señor PIZARRO (Presidente).- Procederemos en la forma señalada por la Secretaría. Ruego hacer sonar los timbres.



No hay indicaciones renovadas.



En votación las proposiciones de la Comisión.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, básicamente, el objetivo de la iniciativa es modificar la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores para imponer a fabricantes e importadores de videojuegos la obligación de colocar en los envases de comercialización leyendas que señalen claramente el nivel de violencia del producto respectivo.



El proyecto, iniciado en una moción presentada en la Cámara de Diputados, dispone que la advertencia al menos debe ocupar el 25 por ciento del espacio de ambas caras del envase o envoltorio y da la facilidad de homologar la observación hecha en el extranjero en orden a la regulación para determinadas edades.



Un segundo objetivo es el de modificar la ley Nº 19.846, sobre Calificación de la Producción Cinematográfica, con la finalidad de otorgar al Consejo de Calificación Cinematográfica competencia para determinar el nivel de violencia del videojuego cuando este no contemple la clasificación de la edad que deben tener los niños para usarlo.



Sin perjuicio de lo señalado y en atención a la existencia de estándares de calificación internacionales ampliamente reconocidos en la industria y por los gobiernos de distintos países, no será necesaria la intervención del Consejo si fabricantes o importadores observan la equivalencia con los sistemas de calificación del país de origen del videojuego que hayan sido reconocidos por resolución de dicho organismo.



En definitiva, señor Presidente, nos encontramos frente a un avance en la protección de niños que no reúnen la condición de un criterio formado para conocer videojuegos de alta violencia.



Con todo, permitimos que los padres actúen por la vía de la vigilancia que deben mantener sobre sus hijos.



La sanción a quien infrinja las normas de rotulación va de una a 50 unidades tributarias mensuales y se faculta al juez para aplicar, en caso de reincidencia, el doble de la multa.



El órgano técnico aprobó por unanimidad sus proposiciones. Nos constituimos en “Comisión Mixta”, con miembros del Senado y de la Cámara de Diputados, para resolver de buena manera, y con acuerdo de importadores y de representantes del ámbito de la protección de los niños.



En consecuencia, votaré a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, desde luego, votaré a favor todas las enmiendas unánimes propuestas por la Comisión de Economía.



En lo esencial, este proyecto modifica la ley Nº 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, a fin de que sea obligatorio incluir en los envases de los videojuegos advertencias que señalen claramente el nivel de violencia que contienen. 


Hago presente que hay una enmienda con rango de norma orgánica constitucional. 


También se incluye la prohibición de vender o arrendar videojuegos calificados para mayores de 18 años a personas que no acrediten esa edad.



Por otra parte, se reforma la ley No 19.846, sobre Calificación de la Producción Cinematográfica, para que el Consejo de Calificación Cinematográfica pueda pronunciarse acerca del nivel de violencia de los videojuegos.



Se crean nuevos grupos de calificación, según la edad y el contenido; se exige que la leyenda de advertencia ocupe al menos la cuarta parte de ambas caras del envase, y se contempla como sanción el decomiso de los productos y una multa de hasta 50 UTM.



La discusión en la Comisión permitió aclarar que no se trata de una censura previa a este tipo de productos ni de que nuestro país establezca un sistema de calificación adicional al que ya existe para Estados Unidos, Europa y Asia. Lo que se busca es adecuar estos modelos para su mejor comprensión.



Sin embargo, hubo aspectos del debate que no se recogieron en la iniciativa, como las críticas de los empresarios interesados en este mercado acerca de la excesiva rigidez para las importaciones, la dimensión de las advertencias impresas, los factores que deberá tomar en cuenta el Consejo de Calificación Cinematográfica y la inexistencia de medidas de orientación.



En consecuencia, señor Presidente, creo que la ley en proyecto es del todo adecuada. Por eso voto a favor de todas las modificaciones introducidas por la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro, para fundamentar su voto.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, tal como lo manifestaron los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, esta iniciativa busca evitar que los niños y jóvenes usen videojuegos violentos, ya que se ha podido comprobar que estos provocan más agresividad que los programas de televisión violentos, por cuanto en los primeros interactúan personalmente.



Para esos efectos, el proyecto en análisis modifica la ley No 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, a fin de imponer a los fabricantes e importadores de videojuegos la obligación de colocar en los envases en que comercialicen dichos productos leyendas que señalen claramente el nivel de violencia de su contenido.



Asimismo, se introducen enmiendas a la ley No 19.846, sobre Calificación de la Producción Cinematográfica, con la finalidad de otorgar al Consejo de Calificación Cinematográfica competencia para calificar el nivel de violencia de los videojuegos.



La iniciativa que nos ocupa fue aprobada por la Cámara de Diputados, y el Senado ya se pronunció a favor de la idea de legislar. 


Se propone incorporar un artículo 49 bis a la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores para obligar a los fabricantes y/o importadores de videojuegos a señalar en los envases y en toda publicidad relativa a ellos el nivel de violencia y el valor educativo de cada videojuego.



Conforme a tales parámetros, en un principio se sugirió clasificar los videojuegos en aptos para “mayores de 3 años”, “mayores de 7 años”, “mayores de 12 años”, “mayores de 16 años” y “mayores de 18 años”.



El Senador Hernán Larraín y yo presentamos indicaciones para orientar en forma distinta la clasificación de videojuegos violentos. Estas fueron aprobadas prácticamente en su integridad por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Economía. Se estimó necesario modificar el enfoque, por cuanto parecía contrario al objeto de la iniciativa hablar de violencia “apta” para menores de 3 años o de 8. En efecto, ningún tipo de violencia puede ser considerada “apta para niños”. Por ello, las indicaciones se refieren a videojuegos “no recomendados” para menores de cierta edad.



Tales enmiendas, además, plantean los parámetros que debieran tomarse en cuenta para una clasificación adecuada, fundada no en el nivel de violencia, sino en la bondad del producto, por su contenido educativo o cultural. Con ello se logra que los videojuegos positivos sean fácilmente detectados y conocidos por las personas que quieren comprar uno para un niño o un joven.



Por otra parte, mediante las indicaciones referidas, se elimina la norma que prohibía a los chilenos acceder a las páginas de Internet que contengan publicidad que no concuerde con la chilena, por cuanto ello es imposible en la práctica.



Creo que este proyecto va en el camino correcto para tener niños más sanos, que no se expongan a una imagen de violencia permanente y a un tipo de elementos que lo único que hace es afectar negativamente el desarrollo y la educación de los menores.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueban las enmiendas de la Comisión de Economía (25 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se cumplió el quórum constitucional exigido, y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Muñoz Aburto.

ESTABLECIMIENTO DE MEDIDAS DE SEGURIDAD EN PASARELAS, PASOS SOBRE NIVEL Y PUENTES QUE CRUZAN CARRETERAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a los acuerdos de Comités, corresponde tratar el proyecto, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores García-Huidobro, Uriarte, Larraín (don Hernán), Orpis y Pérez Varela, sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras, con segundo informe de la Comisión de Obras Públicas, informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8201-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores García-Huidobro, Uriarte, Larraín Fernández, Orpis y Pérez Varela):



En primer trámite, sesión 2ª, en 14 de marzo de 2012.



Informes de Comisión:



Obras Públicas: sesión 53ª, en 9 de octubre de 2012.



Obras Públicas (segundo): sesión 39ª, en 9 de julio de 2013.



Hacienda: sesión 39ª, en 9 de julio de 2013.



Discusión:



Sesión 60ª, en 7 de noviembre de 2012 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 7 de noviembre de 2012.



La Comisión de Obras Públicas deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



El referido órgano técnico efectuó una enmienda al texto aprobado en general, consistente en reemplazar los tres artículos propuestos por un artículo único con dos numerales, modificación que fue aprobada por unanimidad.



Por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó, en los mismos términos, el texto despachado por la Comisión de Obras Públicas.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas realizadas por la Comisión de Obras Públicas y el texto final que resultaría de aprobarse dichas modificaciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, paso a informar el trabajo de la Comisión de Obras Públicas respecto del debate en particular del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras.



Esta iniciativa aborda un nuevo problema que se ha generado en el país como consecuencia de la modernización de la infraestructura vial que se ha producido en las últimas décadas. El enorme avance ha dado lugar a un nuevo fenómeno delincuencial: el lanzamiento de objetos contundentes a los vehículos que circulan por las carreteras, práctica que ha causado lesiones, daños y muertes, como ocurrió en un caso el año pasado.



Ante la persistencia de tales prácticas y la necesidad de proteger la integridad de las personas, se ha hecho necesario que los pasos a desnivel y las pasarelas cuenten con nuevas medidas de seguridad para proteger mejor a los automovilistas frente a la vandálica práctica descrita.



Para ello, el proyecto en informe hace de cargo del Ministerio de Obras Públicas el establecimiento, mediante reglamento, de normas mínimas de seguridad que deberán considerar las pasarelas peatonales y los pasos desnivelados o puentes que cruzan carreteras, para evitar el lanzamiento de objetos contundentes a los vehículos en circulación.



Según la iniciativa, esas nuevas normas de seguridad serán parte integrante de los nuevos contratos de construcción de obras y de concesión de carreteras, en cuyas bases de licitación se deberán contemplar niveles de servicio acordes con las normas de seguridad que serán fijadas por el referido decreto del Ministerio de Obras Públicas, además de sanciones y multas ante el incumplimiento de dichos estándares.



Asimismo, como ya existen numerosas carreteras concesionadas en todo el país, para que las nuevas medidas de seguridad sean incorporadas en tales vías, el proyecto contempla una excepción a los actuales límites de ampliación de obras que dispone la Ley de Concesiones, que ya se encuentran copados en casi todas nuestras autopistas. Estas ampliaciones permitirán al Fisco ordenar nuevas obras, por las cuales compensará al concesionario. 



Al mismo tiempo, y para la debida transparencia de las inversiones que en definitiva debe solventar el Estado, la iniciativa exige que, “si el valor de su incorporación excediera el cinco por ciento del presupuesto oficial de la obra o correspondiere a una suma superior a cien mil unidades de fomento, su ejecución deberá ser licitada por el concesionario, bajo la supervisión del Ministerio de Obras Públicas, en la forma que establezca el reglamento de la Ley de Concesiones de Obras Públicas”. De esta manera, esas inversiones se compensarán al concesionario en su real valor.



Cabe hacer presente que las referidas disposiciones no serán aplicables respecto de contratos de concesión resultantes de procesos de licitación cuyas ofertas se hayan presentado con anterioridad a la entrada en vigencia de esta futura ley, salvo para los concesionarios que, dentro del plazo de tres meses siguientes a la publicación del reglamento, opten por la aplicación de tales normas en sus respectivos contratos.



La Comisión de Obras Públicas deja constancia de que este proyecto, originado en una moción de los Senadores señores Uriarte, Larraín Fernández, Orpis, Pérez Varela y quien habla, contó con el respaldo del Ejecutivo, que, al presentar sus indicaciones, asumió el compromiso de dictar normas de seguridad para las pasarelas, de adoptarlas en la construcción de las nuevas autopistas y de costear la ejecución de las obras complementarias que demande su incorporación. 



A las concesionarias, sin duda, les preocupa la actual situación y asumirán esas medidas de resguardo para evitar atentados que generen demandas de personas por daños, lesiones o muertes a raíz del lanzamiento de objetos contundentes desde las pasarelas de las carreteras en concesión.



Por las razones expuestas, la Comisión de Obras Públicas aprobó la iniciativa que nos ocupa por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Quintana, Sabag y quien habla). Lo mismo hicieron los integrantes presentes de la de Hacienda.



El año pasado se denunciaron 229 incidentes en las carreteras. Sin duda, el más trágico fue el que causó la muerte de la periodista Andrea Urrejola a consecuencia de una pedrada recibida en el cruce de Requínoa.


Pero ha habido otros sucesos.



En el año 2000, la señora Carla Roasenda sufrió graves lesiones en la Autopista del Sol. En 2002, la señora Gladys Valck quedó con graves secuelas neurológicas debido a una pedrada lanzada en la ruta 5. En 2007, la señora Karina Maureira fue víctima de un delincuente en la autopista Vespucio Sur. En 2004, la señora Nancy Herraz fue atacada en la ruta 78, y en 2010, la señora Cecilia Inostroza sufrió un hecho similar en el sector de Tobalaba. Y no podemos dejar de recordar la pedrada que recibió el automóvil de la Senadora señora Lily Pérez cuando viajaba por el Troncal Sur de la ruta 68 el año 2010.



Señor Presidente, creo que el proyecto en examen va en el camino correcto, por cuanto busca proteger a todos los conductores y a los vehículos que transitan por las rutas concesionadas y, también, por las que pertenecen al Estado. En los lugares peligrosos de esas carreteras tendrán que hacerse las inversiones pertinentes para resguardar a quienes por ahí circulan.



Anuncio mi voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor FREI (don Eduardo).- Votemos.

El señor SABAG.- El Honorable señor Frei está pidiendo que se abra la votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Procederemos a ello luego de su intervención, Su Señoría.

El señor SABAG.- Muy bien.



Señor Presidente, la iniciativa tuvo su origen en una moción de los Senadores señores García-Huidobro, Uriarte, Larraín Fernández, Orpis y Pérez Varela.



El texto inicial del proyecto fue reemplazado por una indicación del Ejecutivo, aprobada por unanimidad en la Comisión de Obras Públicas, aunque con cambios menores. La de Hacienda, por su parte, solo cuestionó que la Dirección de Presupuestos presentara un informe financiero señalando que el costo de la iniciativa -sin precisar un monto- no era relevante.



Las modificaciones introducidas mantienen el sentido original del proyecto. Solo incorporan mayores precisiones, distinguiéndose entre las carreteras que ya se encuentran concesionadas y las que se liciten después de entrar en vigencia la ley. Se dispone que el Estado se haga cargo de las inversiones en el primer caso y las concesionarias se responsabilicen del asunto en el futuro, aunque se estipula un plazo de tres meses para que estas acepten asumir dicho cargo, a fin de ofrecer un mejor servicio y condiciones de seguridad a sus usuarios.



Se establece, además, que las medidas de protección se aplicarán a pasarelas y pasos desnivelados o puentes que pasen sobre caminos unidireccionales, con dos o más pistas por calzada, sin cruces a nivel y con velocidades mayores a 80 kilómetros por hora.



No cabe duda de que la iniciativa en análisis, que ya fue aprobada por unanimidad en la Comisión, es altamente conveniente por las condiciones que señaló el Senador señor García-Huidobro, provocadas por los muchos accidentes -algunos de ellos fatales- que han ocurrido justamente por la existencia de estas pasarelas. 



En las primeras obras concesionadas se omitieron muchas de estas mejoras para la calidad de las carreteras y naturalmente se cometieron -yo diría- muchos deslices sobre esa materia. Pero en las nuevas concesiones se contemplarán absolutamente todas las seguridades que deben brindarse para la protección de los peatones y también, por supuesto, para los automovilistas.



Considero que es una muy buena ley, la cual, naturalmente, aprobamos en la Comisión de Obras Públicas por unanimidad, y espero que cuente también con el voto de nuestros colegas aquí, en la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de dar la palabra a la Senadora señora Lily Pérez, abriremos la votación.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Como usted desee.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación las enmiendas propuestas por la Comisión de Obras Públicas.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez, para fundar su voto.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, es bien complejo para mí hablar acerca de este proyecto de ley, por cuanto fui víctima de las consecuencias que provoca la falta de aplicación de una normativa como la que ha propuesto un grupo de Senadores, encabezados por el Honorable señor García-Huidobro. En verdad, el asunto es muy complicado para cualquier persona que haya sufrido algún tipo de agresión en carretera. 



En primer lugar, no todas las pasarelas se hallan cubiertas por mallas de protección. Al no existir dicha medida de seguridad, una persona que transita por ellas puede arrojar piedras de grandes dimensiones a la carretera. Y todos sabemos que, por la velocidad con que circulan los automóviles, tales proyectiles adquieren una fuerza realmente impactante.



Muchas personas han muerto por esa causa o han perdido alguna parte de sus miembros, quedando con secuelas o daños permanentes. Se han perdido muchas vidas, como recordó el Senador señor García-Huidobro.



Una de las cosas que más me han preocupado es el funcionamiento de las concesionarias en reacción a este tipo de accidentes.



Recuerdo haber sufrido el incidente -lo mencionó el Senador señor García-Huidobro- el año 2010 en la autopista Troncal Sur. Venía desde Quillota hacia Valparaíso (al Senado). Luego de recibir la pedrada desde un paso sobre nivel, llamé al teléfono que aparece en la boleta del peaje, y me contestaron en la concesionaria de Los Andes. No tenía ninguna relación el lugar desde el cual me respondían: para el tramo Quillota-Valparaíso atendieron desde Los Andes. ¡Ese era el número telefónico que aparecía en la boleta del peaje para llamar en situaciones de emergencia!



Afortunadamente, en mi caso -y en otros también- el asunto no tuvo consecuencias graves. Pero cabe preguntarse: ¿qué pasa con la atención debida en los accidentes en los que resulta insustituible el rol de las personas que deben velar por el buen funcionamiento de las rutas concesionadas?



Ese es un botón de muestra.



Por eso, señor Presidente, sí tiene sentido el texto legal que han propuesto los señores Senadores patrocinantes. 



Se requiere mayor protección y que el Estado pueda decir algo con respecto a las concesionarias que, si bien están trabajando en beneficio de la gente, a la vez, deben entregar un servicio coherente, principalmente cuando suceden episodios de esta naturaleza.



Así que, señor Presidente, de todas maneras apoyar este proyecto es un aporte. Y me parece que también nos tiene que servir de precedente para que todas las concesiones que se entreguen mediante la ley respectiva vayan aparejadas de medidas de seguridad realmente afinadas y muy bien revisadas en los textos legales y reglamentarios, porque este tipo de situaciones se producen y, al final, la gente no solo siente una indefensión enorme, sino que la constata cuando ocurre una emergencia de esta índole.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin duda, uno de los aportes más significativos que la ciudadanía esperaba -y que se llevan adelante, particularmente mediante la Ley de Concesiones- era la mejora del estándar de nuestras carreteras. Y creo que esa aspiración se ha logrado en una serie de aspectos. Pero ahora nos hemos visto enfrentados a una forma delincuencial para la que las carreteras no estaban preparadas.



Por lo tanto, ¿cómo reaccionar frente a este fenómeno? ¿Qué podemos hacer para que nuestras autopistas, construidas mediante la Ley de Concesiones o directamente por el Ministerio de Obras Públicas, sean cada día más seguras, garantizando el tránsito adecuado de las personas y los medios de transporte y ofreciendo condiciones técnicas no solo para que los vehículos circulen a una velocidad razonable, sin riesgo de ninguna naturaleza, sino también para impedir que se crucen animales o que personas lancen piedras u otros objetos contundentes?



Ese es el objetivo por el cual el Senador García-Huidobro nos convocó a participar en este proyecto de ley.



A mi entender, la fórmula que en definitiva se encontró es adecuada y necesaria: mandatar al Ministerio de Obras Públicas para que dicte un reglamento que determine con claridad el uso de medidas de seguridad y resguardo. Y no solo para señalar cuáles serán, sino también para fijar en qué lugares deberán establecerse.



En los nuevos contratos de concesión, en los nuevos llamados a licitación, estas medidas tendrán que estar integradas. Y cuando se produzcan ampliaciones de contratos -como ocurre en variados momentos- también deberán ser obligatorias.



En consecuencia, creemos que se trata de un instrumento adecuado para ampliar la seguridad de nuestras carreteras, lo cual es, a fin de cuentas, la gran finalidad, el gran propósito por el cual hoy día se lleva adelante la Ley de Concesiones, así como todos los programas del Ministerio de Obras Públicas.



Hay que lograr de manera objetiva, práctica, que las personas transiten con seguridad por las autopistas, evitando no solo accidentes, sino también hechos delincuenciales como los que han relatado en forma brutal el Senador García-Huidobro y la Senadora Lily Pérez, los cuales generan, además de daño para los afectados, incertidumbre, temor y miedo a transitar a determinadas horas y bajo ciertas circunstancias por algunos lugares.



Lamentablemente, ni el Ministerio de Obras Públicas, por un lado, ni las empresas concesionarias, por el otro, han reaccionado de la manera eficaz que uno hubiera esperado.



Por lo tanto, se debe consagrar un mecanismo legal, un reglamento obligatorio que establezca con certeza las acciones a adoptar, que mandate con claridad a los responsables de la construcción y mantención de nuestras rutas para que tomen todas y cada una de las medidas de seguridad tendientes a que la ciudadanía, los camioneros, los transportistas, las personas que conducen vehículos particulares, los buses interprovinciales, el transporte público, puedan circular con mayor seguridad.



Creo que esta es una buena iniciativa, un instrumento adecuado para enfrentar el desafío que tenemos.



Por eso, quiero agradecerle al Senador García-Huidobro por habernos convocado a participar en esta moción, particularmente porque en regiones la solución a este problema constituye una necesidad. Esperamos que, una vez transformada en ley, veamos pronto obras y proyectos que mejoren sustantivamente la seguridad en nuestras carreteras.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín para fundamentar su voto.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, solo deseo formular dos reflexiones claras y precisas a una normativa cuyo interés práctico es enorme.



La primera tiene que ver exactamente con eso. Esta iniciativa, liderada por el Honorable señor García-Huidobro, fue secundada por los Senadores señores Uriarte, Pérez Varela, Orpis y el que habla. Y lo hicimos precisamente porque se trata de resolver un problema concreto que existe en nuestra realidad regional. Es probable que al interior de las grandes ciudades esta situación no se produzca, pero en regiones -carreteras, autopistas, caminos vecinales de alto tráfico- es de mucha ocurrencia.



Por consiguiente, resolver las deficiencias de seguridad a través de medidas que prevengan hechos como los descritos -extraordinariamente lamentables, ya que las personas que viajan en sus vehículos pueden incluso perder la vida (de hecho, ha ocurrido) o ser gravemente amenazadas (como le pasó a la Senadora Lily Pérez)- es algo que debemos llevar a cabo en forma clara.



A mi juicio, esta iniciativa, que es simple, tiene el mérito de ser una solución concreta a un problema real. Y su valor, en tal sentido, es muy grande.



En segundo lugar, resulta importante advertir que muchas veces no podemos sacar adelante proyectos relativos a situaciones conocidas por nosotros por corresponder a materias de iniciativa exclusiva del Primer Mandatario.



En este caso, se dio la feliz coyuntura de que una inquietud fue recogida en el ámbito parlamentario, en forma limitada, aunque, a Dios gracias, el Ejecutivo la entendió y la complementó para hacerla efectiva. De esa manera, hoy día tenemos una normativa que no solo es admisible, sino que además refleja el buen trabajo concordado entre parlamentarios y el Ejecutivo para resolver, como decía, un problema concreto.



Por tales razones, señor Presidente, me parece que estamos frente a una moción que ha sido perfeccionada con las indicaciones y la labor efectuada por la Comisión de Obras Públicas, que valoramos enormemente y que, por tanto, apoyaremos en forma clara.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, estimo que esta es una muy buena iniciativa legal, ya que no existe acto de mayor cobardía que aquel en que alguien se para en una pasarela y tira piedras a los vehículos que pasan sin otra finalidad que la de querer causar un daño que, como se ha visto en los numerosos ejemplos aquí mencionados, puede costarle la vida a una persona o causarle lesiones que la dejen deforme y marcada por el resto de sus días; acto que, además, se lleva a cabo con dolo directo o eventual, en el sentido de que no se distingue a la víctima del delito, que puede ser el conductor del vehículo, una guagüita, un niño, un anciano, y que es una acción criminal de las que motivan el mayor reproche social, por ser un delito cometido con alevosía y premeditación. O sea, se sabe que se va a causar un daño, pero se tiene la cobardía de insistir en la conducta, no obstante desconocerse quién será la víctima.



Alguien se preguntará por qué hago esta distinción. La verdad es que cuando hay un crimen, un asesinato, el hechor sabe que determinada persona es la víctima, la evalúa y actúa contra ella. Pero en este caso se trata de un acto absolutamente alevoso, que no tiene ningún tipo de justificación.



En otro orden, me gustaría que alguno de los Senadores que analizaron la moción me explicara la disposición que modifica el artículo 84° del decreto con fuerza de ley N° 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, donde se señala que debe tratarse de carreteras con velocidades mayores a 80 kilómetros por hora.



Tengo una duda. Entiendo que existen platas del Estado involucradas, porque todas las futuras concesiones van a incluir recursos para implementar mecanismos de resguardo en las pasarelas y que aquellas que están licitándose tendrán un período en el cual se agregará dinero complementario para cubrir el gasto.



Mi pregunta es: ¿por qué, si existen tantas pasarelas, se propone una solución a medias? Porque, si una persona conduce su vehículo por una carretera, o una calle, o una vía en que el límite de velocidad es de 40 o 50 kilómetros por hora y alguien le tira una piedra que pesa 4 o 5 kilos, el acto de maldad es el mismo. ¿Por qué en estos casos no se van a tomar las mismas medidas de seguridad?



Me cuesta entender el criterio que hubo para hacer esta distinción, salvo que ella se deba, como escuché por aquí, a un problema de recursos. Pero, si finalmente se quiere resguardar a las personas hacia el futuro, lo razonable es que cada pasarela que se construya -todas- tenga protección, cualquiera que sea la velocidad con que esté autorizada la circulación de los vehículos.



No veo por qué una pasarela ubicada en una vía donde la velocidad máxima es 60 kilómetros por hora va a estar exenta de estas medidas de seguridad. Sin duda debiera tenerlas, a lo menos hacia el futuro.



Por lo tanto, señor Presidente, voy a respaldar la iniciativa, pero me gustaría que algún miembro de la Comisión de Obras Públicas me contestara tal interrogante. Si no, al menos manifiesto mi aprensión para que el punto se pueda clarificar y modificar en la Cámara de Diputados. A mi juicio, toda construcción de pasarelas, cualquiera que sea la velocidad con que se transite por los caminos, debiera contemplar medidas de seguridad, porque lamentablemente hay incivilizados que arrojan piedras y otros objetos causando daño a las personas.



Como he dicho, me gustaría que alguien me explicara el fundamento del límite de los 80 kilómetros por hora. Igual voy a votar a favor, por cuanto la normativa está bien, pero tengo una aprensión por ese límite de velocidad, ya que esto debiera regir siempre, independientemente de aquello. Quien construye las pasarelas es, o el municipio o una empresa a la que este le encarga la obra, con fondos propios o sectoriales del Ministerio de Obras Públicas, o del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, cuando así corresponde; pero en todas esas construcciones debiera estar incluida la obligación de disponer estas medidas de seguridad y no solo en las que se realizan en vías en que el límite de velocidad es superior a 80 kilómetros por hora. Esta última es una distinción a la que no le veo mayor justificación.



Con esta prevención, señor Presidente, voto a favor. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban las enmiendas propuestas por la Comisión de Obras Públicas (26 votos afirmativos), y el proyecto queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).
El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores Coloma, Rossi y Letelier. 

FOMENTO DE FIRMA Y DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS
El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo convenido por los Comités, corresponde tratar el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica, con informe de la Comisión de Economía y urgencia calificada de “suma”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (8466-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 37ª, en 31 de julio de 2012.



Informe de Comisión:



Economía: sesión 36ª, en 2 de julio de 2013.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es facilitar y fomentar el uso de la firma electrónica avanzada, tanto por parte de los particulares como de los organismos públicos; ampliar el ámbito de aplicación y crear incentivos para el uso de los documentos electrónicos.



La Comisión de Economía discutió este proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en su sesión del 8 de enero de 2013, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar. Asimismo, lo aprobó en particular con diversas enmiendas que acordó también por unanimidad.



Cabe tener presente que la letra b) del artículo 7°, propuesto por el numeral 9) del ARTÍCULO PRIMERO del proyecto de ley, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación de 22 votos favorables.



El texto de la iniciativa que la Comisión de Economía propone aprobar solo en general se transcribe en las páginas 60 a 80 del primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el proyecto sobre firma electrónica avanzada y certificación de firma fue analizado en la Comisión de Economía en general y en particular en el primer informe, sin perjuicio de que a la Sala le corresponde pronunciarse solamente respecto de la idea de legislar.



Durante su discusión en la Comisión se le introdujeron diversas modificaciones al texto enviado por el Ejecutivo con el objeto de ir despejando algunas inquietudes que se habían suscitado.



Se revisó exhaustivamente toda la parte que se refiere en forma específica a la firma electrónica avanzada y a la certificación de fecha de los documentos electrónicos, donde se habían planteado algunas objeciones o temores por parte de distintos abogados especializados en el estudio de esta materia.



En definitiva, la Comisión aprobó el texto unánimemente, tanto en general como en particular, dejando constancia de que la discusión pormenorizada de la iniciativa estuvo centrada en sus aspectos más técnicos, especialmente en aquellos que habían suscitado debate. En cuanto al resto del articulado, a la parte más formal o reglamentaria -por llamarla de alguna manera-, no se hizo una revisión a fondo, porque el proyecto, aun cuando haya sido discutido en general y en particular en el primer informe, de todos modos tiene que ser sometido a un período de indicaciones y todos los Senadores, incluidos naturalmente los miembros de la Comisión de Economía, podrán plantear perfeccionamientos.



Quisiera señalar que la firma electrónica y el procedimiento para establecerla ya llevan varios años de aplicación en Chile. Sin embargo, se ha constatado que su uso no se ha generalizado. Y el Ejecutivo sostiene que ello se debe a que no existe un mecanismo especial que pueda dar una certificación o garantizar de mejor forma la autenticidad de una firma.



Por eso, la modificación a la Ley sobre Documentos Electrónicos básicamente consiste en establecer una firma electrónica avanzada, que otorgue un mayor grado de seguridad y que también contemple la posibilidad de que los documentos públicos puedan ejecutarse mediante este sistema.



El otro punto que, según el espíritu del proyecto, contribuirá a generalizar el uso de la firma y los documentos electrónicos, es la certificación de fecha. Del mismo modo en que hay entidades que certifican la autenticidad de la firma electrónica, existirá la opción de certificar de manera fehaciente la fecha y hora en que un documento es emitido y la fecha y hora en que queda suscrito por las personas que lo firman electrónicamente.



Para concluir, debo señalar que en la discusión en general y en particular, con ocasión del primer informe, la Comisión se tomó bastante tiempo.



Así, se escuchó la opinión de distintos expertos en la materia y se llegó a acuerdos unánimes respecto a la necesidad de avanzar en la legislación, en el entendido de que los tiempos que corren indican que la gran mayoría de los documentos serán elaborados de manera electrónica. Por ello, facilitar la generalización de su uso, al igual que el de la firma electrónica, ayudará enormemente en las transacciones y en la actuación de las autoridades y pondrá a tono nuestra legislación con la época en que vivimos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, como se ha mencionado, el objetivo de esta iniciativa es facilitar y fomentar el uso de la firma electrónica avanzada tanto por los particulares cuanto por los organismos públicos, ampliar su ámbito de aplicación y crear incentivos para el uso de los documentos electrónicos.



Con tal fin, se plantea la modificación de diversas normas del Código Civil y del Código de Procedimiento Civil; la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y -lo señaló el Senador Novoa- servicios de certificación de dicha firma; la ley N° 20.217, que enmendó la anterior y la ley N° 18.092, concerniente a letras de cambio y pagarés.



Nadie puede poner en duda que la instauración de la firma electrónica ha constituido un paso de primera importancia en la agilización de muchos trámites y que, por lo tanto, ha servido para incrementar la competitividad de las empresas y los servicios públicos. 



Este proyecto propone ampliar aún más el ámbito de aplicación de este sistema de autenticación de las personas que expresan su voluntad, además de perfeccionar la legislación ya existente a la luz de la experiencia vivida como país. En efecto, transcurridos diez años desde la dictación de la primera normativa sobre la materia, es posible constatar que hay un escaso uso de esta modalidad de suscripción de contratos y certificados, en lo cual se incluye a los propios organismos del Estado.



Esta iniciativa se enmarca también dentro de los esfuerzos del Gobierno por promover el progreso de las pymes. Y aunque en la Comisión se plantearon algunas críticas, especialmente en lo relativo a la equivalencia del valor probatorio con el concepto de instrumento público o la manera en que se produce efectivamente el sellado de tiempo para que tenga utilidad práctica, en esencia su texto se debe analizar con cuidado y suma prudencia por incidir directamente en la manera en que se estructura nuestra sociedad.



Estimo que la modernidad en que vivimos nos lleva a aprobar este proyecto de ley, el cual es altamente conveniente para los tiempos actuales y para la competitividad de los sectores privado y público.


El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, he pedido intervenir para complementar las intervenciones de los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, especialmente la del Presidente de la Comisión de Economía, el Senador Novoa.



Efectivamente, en dicho órgano técnico realizamos un examen exhaustivo de la iniciativa legal, tanto en general cuanto en particular, y tratamos de precisar lo más posible el texto que hoy día vemos en la Sala. Seguramente, este deberá volver a Comisión para un segundo informe y así tendremos plazo para efectuar una nueva revisión.



Como aquí se dijo, hace 10 años se dictó en Chile la ley N° 19.799, que estableció el sistema de firma electrónica. Sin embargo, durante ese período ese procedimiento no ha marchado de acuerdo al progreso experimentado por los nuevos sistemas de telefonía y de Internet. Incluso, en los últimos tratados que hemos suscrito con Australia y Estados Unidos, se nos ha recomendado, a efectos de avanzar en los temas de comercio exterior, que incorporemos una normativa relacionada con la firma electrónica.



 A nuestro juicio, la iniciativa en debate avanza en tal sentido.



Debo señalar también que al momento de legislar hemos tratado de cuidar el principio de la certeza jurídica, porque es un elemento fundamental que dice relación con la confianza. Y lo hemos hecho para que el sistema de firma electrónica pueda realmente aplicarse en nuestra nación conforme a la modernidad imperante.



Por tales razones, le recomendamos a la Sala que apruebe en general esta iniciativa, sin perjuicio de que una vez que se fije fecha para presentar indicaciones podamos perfeccionarla en los aspectos que no pudimos mejorar con ocasión del primer informe.



El proyecto contó con el voto unánime de todos los miembros de la Comisión, tanto en general cuanto en particular.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero anunciar el voto favorable de los Senadores de Renovación Nacional a esta iniciativa que busca facilitar y fomentar el uso de la firma electrónica avanzada por particulares y organismos públicos. 



De igual manera, el proyecto en discusión busca ampliar el ámbito de aplicación de la firma electrónica avanzada y, por supuesto, crear incentivos para la utilización de documentos electrónicos.



Tal cual señalaron quienes me antecedieron en el uso de la palabra, resulta cada vez más frecuente que numerosas actividades cotidianas que antes realizábamos de manera personal y en papel hoy las efectuemos por la vía electrónica y en formato digital.



Por lo tanto, hacia allá va el mundo, las economías modernas. Y nuestro país, que tiene una economía muy abierta, no puede quedarse atrás.



De ahí la importancia de modernizar nuestra legislación, de ponerla al día.



Tenemos un cuerpo legal en materia de firma electrónica que data de hace diez años. No es tanto tiempo en términos generales, pero en términos de avance tecnológico, por supuesto que sí lo es. En una década -¡qué duda cabe!- la tecnología ha progresado, ha avanzado muchísimo. Y, por ende, actualizar nuestra legislación e incentivar el uso de las tecnologías electrónicas en nuestras actividades más cotidianas es algo deseable.



En todo ello debe tenerse presente, como expresó el Senador Andrés Zaldívar, la certeza jurídica, es decir, que con la utilización de la firma electrónica avanzada con sellado de tiempo (esto es, con la certificación de que el documento se extendió el día, el mes y la hora que en él se indican) se da plena fe de la autenticidad de estos instrumentos, y también de la voluntad de los contratantes, de quienes concurren con su firma electrónica avanzada.



Por eso, señor Presidente, esta es una iniciativa muy relevante, muy modernizadora y muy necesaria para los tiempos que vienen. Y, como ya señalé, los Senadores de Renovación Nacional la vamos a votar favorablemente.



Por último, señor Presidente, le solicito que recabe el asentimiento de la Sala para que pueda ingresar el Subsecretario de Economía, don Tomás Flores, a efectos de contar con su presencia durante el debate del proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a ello?

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Acordado.



Vamos a tratar de que entre a la Sala antes de someter a votación la iniciativa…

El señor PROKURICA.- ¡Antes de que toque la campanilla…!

El señor PIZARRO (Presidente).- El señor Subsecretario es privilegiado, porque ingresará justo cuando se va a votar el proyecto...



No hay nadie más inscrito.



¿El señor Subsecretario quiere intervenir?



¿No?



En votación el proyecto.



Se harán sonar los timbres para llamar a Sus Señorías, porque una norma es de quórum especial.
El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?
El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos favorables) y se deja constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde fijar plazo para presentar indicaciones.

El señor GARCÍA.- Que sean 15 días, señor Presidente.

El señor PROKURICA.- Eso es mucho. Con una semana estaría bien.

El señor PIZARRO (Presidente).- Podría ser el 26 de agosto, porque entremedio se encuentra la semana regional.

El señor GARCÍA.- Una semana menos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará plazo para formular indicaciones hasta el lunes 26 de agosto, a las 12.



--Así se acuerda.
RECHAZO A DECLARACIONES DE PRESIDENTE DE VENEZUELA EN CONTRA DE SENADOR SEÑOR NOVOA. PROYECTO DE ACUERDO
El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo suscrito por los Honorables señores García-Huidobro, Prokurica, Rossi, Tuma y Sabag, con el que solicitan que el Ministerio de Relaciones Exteriores haga llegar al Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela el rechazo enérgico del Senado a las injurias formuladas por su Jefe de Estado en contra del Honorable señor Novoa (Véase en los Anexos, documento 13).
El señor PIZARRO (Presidente).- De conformidad con lo resuelto precedentemente por los Comités, se votará esta iniciativa a continuación.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1589-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 42ª, en 30 de julio de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor PROKURICA.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor CHAHUÁN.- “Si le parece”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay objeción, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

ACUERDO MODIFICATORIO DE TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y CANADÁ

El señor PIZARRO (Presidente).- En seguida, corresponde ocuparse en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, firmado en Santiago de Chile el 16 de abril del 2012, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8951-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 27ª, en 4 de junio de 2013.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 32ª, en 18 de junio de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es incorporar un nuevo Capítulo de Servicios Financieros al Tratado de Libre Comercio antes mencionado.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió el proyecto en general y en particular y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio).



Cabe hacer notar que el referido órgano técnico deja constancia de que la iniciativa incide en normas de rango orgánico constitucional y de quórum calificado, por lo que para su aprobación se requieren 22 y 20 votos favorables, respectivamente.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el propósito de esta iniciativa es modificar el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Canadá para incorporar un nuevo Capítulo sobre Servicios Financieros, tal como anteriormente se agregó un Capítulo sobre Contratación Pública, que entró en vigencia en enero del año 2009.



El presente instrumento internacional, el primero que negoció Chile con un país del Grupo de los Ocho y el primero que incluyó dimensiones adicionales del comercio a la simple transacción de bienes, ha cumplido 15 años de vigencia. En este período las cifras demuestran el éxito alcanzado, con un intercambio comercial con Canadá que el 2011 ascendió a 1.774 millones de dólares, lo que representa un incremento de 15 por ciento en relación con el año anterior. A ello se añade que desde el 2003 la balanza comercial entre ambas naciones ha sido crecientemente favorable a Chile.



Lo que se propone agregar es el Capítulo H bis, nuevo, sobre Comercio de Servicios Financieros, y su respectivo Anexo VI, que incorpora las listas de reserva de las Partes.



De acuerdo con el mensaje del Ejecutivo, el nuevo Capítulo H bis asegura un marco jurídico estable y predecible para el comercio de los servicios financieros, que incluye los de seguros y los relacionados con seguros, los bancarios y los auxiliares a un servicio de naturaleza financiera. Además, contempla normas para la no discriminación o para la no exigencia de residencia o nacionalidad en cargos directivos (altos ejecutivos y directorios).



En todo caso, las Partes mantienen el derecho a adoptar medidas conforme a sus listas de Reservas, a lo que se adiciona una cláusula prudencial, que permitirá adoptar nuevas regulaciones en el futuro.



Sobre los alcances de la cláusula prudencial habría que pedir mayor información a la Cancillería, en especial cuando nos encontramos en una economía globalizada, donde las inversiones se trasladan de un país a otro con sorprendente rapidez.



En virtud de lo anterior, soy partidario, por supuesto, de aprobar este proyecto de acuerdo relacionado con el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Canadá, que ha sido altamente conveniente para nuestros intereses.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se procederá a abrir la votación.



Hay que hacer presente que la iniciativa contiene normas que requieren quórum especial para su aprobación. De manera que se llamará a los señores Senadores a votar.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 25 votos a favor, se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo, dejándose constancia de que se reúnen los quórums constitucionales exigidos.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).
El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, solicito que se agregue mi voto afirmativo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor García-Huidobro.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- El Honorable señor García, miembro de la Comisión de Economía, ha solicitado que pida el acuerdo unánime de la Sala para tratar a continuación el proyecto signado con el número 19 del Orden del Día, en segundo trámite constitucional, que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular.



En las tribunas se halla una delegación importante de representantes de las asesoras del hogar.



Si le parece a la Sala, se iniciará la discusión en general de la iniciativa.



No hay acuerdo.

MODIFICACIÓN A LEGISLACIÓN SOBRE EXPENDIO, COMERCIALIZACIÓN Y PRODUCCIÓN DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde pronunciarse, en la segunda discusión, sobre el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con informe y nuevo primer informe de la Comisión de Salud.



--Los antecedentes sobre el proyecto (2973-11, 4181-11, 4192-11 y 4379-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 26ª, en 11 de junio de 2008.



Informes de Comisión:



Salud: sesión 9ª, en 13 de abril de 2011.



Salud (nuevo): sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.



Discusión:



Sesiones 11ª, en 20 de abril de 2011 (se aplaza su discusión); 30ª, en 12 de junio de 2013 (queda para segunda discusión).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La primera discusión del proyecto se efectuó el 12 de junio pasado.



Cabe recordar que la Comisión de Salud lo debatió en general y en particular en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en sesión del 5 de mayo de 2009.



Se hace presente que el número 5 del artículo 3° del proyecto es de rango orgánico constitucional y requiere para su aprobación de 22 votos favorables.



Asimismo, por acuerdo de la Sala, del 6 de abril de 2011, la iniciativa debe ser estudiada, en el segundo informe, por las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Secretario, entiendo que ya fue visto por las Comisiones unidas.

El señor LABBÉ (Secretario General).- No, señor Presidente.



En el segundo informe tiene que ser considerado por ambas Comisiones.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pero estamos en el segundo informe.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Estamos en la segunda discusión del proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el debate en general.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es.

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme.



En la segunda discusión, tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, la iniciativa tuvo una larga tramitación en la Cámara de Diputados, donde finalmente se logró fusionar cuatro mociones, lo cual permitió destrabar un proyecto que va en la dirección correcta al regular y advertir respecto al consumo excesivo de bebidas alcohólicas.



Una de esas iniciativas decía relación con el etiquetado de las bebidas alcohólicas. Y en la Comisión de Agricultura de la Cámara de Diputados se llegó a un acuerdo con la de Salud para los efectos de fijar el tamaño del rotulado con las advertencias.



Por otra parte, se fusionaron una serie de indicaciones que establecían restricciones a la publicidad de bebidas alcohólicas, tanto en los medios de comunicación social como en la vía pública.



En ese sentido, hago un llamado a mejorar el proyecto. Estoy convencido de que ello es posible. La idea es aprobarlo para que, tal como ya lo resolvió la Sala, vaya a las Comisiones de Salud y de Agricultura, unidas, a fin de que prosiga su tramitación.



Esta iniciativa estuvo para ser incorporada en la tabla desde hace prácticamente 3 años, y no se ha podido despachar porque habitualmente se pedía segunda discusión o, simplemente, se sacaba del Orden del Día.



Por eso, señor Presidente, pido que aprobemos en general el proyecto para enviarlo a las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas, donde podremos introducirle las modificaciones pertinentes. De ese modo los miembros de ambos órganos técnicos encontraremos un punto de equilibrio para despachar una buena normativa.



En tal virtud, solicito a los señores Senadores que voten a favor a efectos de proseguir la tramitación de esta iniciativa legal.



He dicho.

)----------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Es un tema de Reglamento, señor Presidente.



En mi calidad de Presidente de la Comisión de Trabajo pido que, dado que se postergó la vista del proyecto signado con el número 19, sobre las trabajadoras de casas particulares, en su reemplazo se discuta el que figura en el número 18 de la tabla, iniciado en moción de los Senadores señora Alvear y señor Escalona, que incorpora en el Código de Trabajo el contrato de teleoperadores, que viene con informe favorable de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, ¿usted está pidiendo que adelantemos su discusión y lo veamos a continuación de la iniciativa que estamos debatiendo?

El señor MUÑOZ ABURTO.- Así es.

La señora ALLENDE.- Exactamente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, una vez terminada la discusión del proyecto sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, se tratará el relativo al contrato de los teleoperadores.

El señor CHAHUÁN.- Está bien.



--Así se acuerda. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Senadora señora Allende, ¿usted había solicitado la palabra para referirse a un tema de Reglamento?

La señora ALLENDE.- Era para pedir lo mismo, señor Presidente.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continuando con la segunda discusión del proyecto, tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, la iniciativa, que es de larga data y ha sido motivo de mociones de varios señores Diputados, fue aprobada en la Cámara Baja el 31 de julio de 2007. O sea, hace ya 6 años. Y, por supuesto, aquí, en la Sala del Senado, no se había podido ver hasta el día de hoy.



El propósito de este texto refundido es, entre los principales aspectos, regularizar la publicidad que incentiva el consumo de alcohol, revertir su consumo entre los menores de edad, incorporar en los envases y en la publicidad advertencias sobre los efectos del alcohol en la salud.



Para ello, se propone que cada etiqueta lleve una leyenda, que prevenga sobre los efectos del consumo excesivo, estableciendo detalladamente las características de dicho aviso, las cuales fueron consensuadas con los sectores vinculados al tema.



La principal novedad del nuevo primer informe de la Comisión de Salud es que se elimina un artículo referente a la facultad de Carabineros para ingresar al respectivo recinto, incluso por la fuerza, cuando se denuncie que allí se viola la norma que dispone que los establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas deben estar separados de las viviendas, a excepción de hoteles o pensiones. 



Creo que esa disposición debería ser repuesta. En su lugar se agrega una nueva norma, que obliga a los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de alcoholes a informar en los envases los elementos que contienen, para lo cual se faculta adicionalmente al Ministerio de Salud para reglamentar la forma de hacer esta publicación.



La Sala del Senado dispuso que el proyecto, después de su aprobación por la Comisión de Salud, fuera conocido también por la de Agricultura, pero el informe de esta aún no se encuentra listo.



La importancia de la lucha contra el consumo excesivo de alcohol se basa en que anualmente se registran alrededor de 2 mil muertos y 55 mil heridos en accidentes de tránsito. Es decir, un promedio diario de más de 5 muertes por esta causa, 3 de las cuales están asociadas al alcohol, con un costo para el país cercano a 1.200 millones de dólares.



Por eso, estimo prudente que se apruebe en general el proyecto; que en el segundo trámite reglamentario se cumpla lo ya acordado por la Sala en cuanto a que lo estudien las Comisiones de Salud y de Agricultura, unidas, con las indicaciones que se formulen, y que posteriormente llegue de nuevo a la Sala para su despacho.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.



Solicito el asentimiento de la Sala para que me reemplace en la testera, por algunos minutos, el Senador señor Girardi.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Girardi.
El señor ESPINA.- Señor Presidente, debo señalar que el proyecto contiene artículos simplemente insostenibles desde el punto de vista de votar su idea de legislar.



Cada vez que ha llegado a la Sala se ha devuelto a Comisión para intentar que en ella se eliminen algunas normas que, al menos para algunos de nosotros, son extraordinariamente inconvenientes.



Por cierto, yo no tengo ningún reparo en que legislemos para disponer de una mayor regulación de la publicidad en el contenido de las etiquetas. Pero el texto consigna disposiciones por completo equivocadas, como la siguiente:



“Artículo 2°.- La publicidad de bebidas alcohólicas en televisión sólo podrá realizarse entre las veintitrés y las seis horas. Se prohíbe la publicidad directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en radios, entre las dieciséis y las dieciocho horas.”.



Señor Presidente, considero razonable que exista una regulación como esa respecto del cigarrillo, sobre el cual no hay duda que provoca daño y no aporta ningún beneficio.



Pero en el caso del alcohol, no es verdad que per se causa daño. Sin embargo, la iniciativa en estudio señala que no se puede hacer publicidad del alcohol, del vino que nuestro país exporta, en circunstancias de que este producto, consumido con prudencia y moderación, no genera efecto nocivo alguno. Y nadie ha podido demostrar lo contrario.



Entonces, los niveles de restricción a que estamos llegando en algunas materias son -repito- francamente inconvenientes.



El inciso segundo del citado precepto expresa: “Se prohíbe cualquier forma de publicidad comercial o no comercial, directa o indirecta de bebidas alcohólicas en actividades deportivas,”.



Yo me pregunto: ¿qué problema hay en que un equipo de fútbol sea auspiciado por una marca de cerveza? ¡Entendamos bien el asunto!



Entre paréntesis, quiero señalar que yo no tengo vinculación, directa ni indirecta, con fabricantes de bebidas alcohólicas de ninguna naturaleza.



Lo preciso para evitar malas interpretaciones…

La señora ALLENDE.- Suspicacias.

El señor ESPINA.-… y suspicacias.



 Pienso que esa norma excede absolutamente el sentido común.



¿Por qué un equipo de fútbol no va a poder realizar publicidad razonable de una marca de vino? ¿Cuál es el motivo? ¿Eso va a convertir en alcohólicos a los niños chilenos?



Con tal predicamento, si le hace publicidad a los dominales, ¿los menores van a ser fanáticos de ese medicamento?



Señor Presidente, esta no es la manera como se construye una sociedad, que debe tener protección. Pero estimo que en este ámbito se exceden con creces las limitaciones que deben establecerse.



Por eso yo solicité a los autores de la moción que eliminaran aquellas normas en las cuales se incurre en un exceso absolutamente infundado.



O sea, según el proyecto, no se podrá hacer publicidad al alcohol, salvo después de las 11 de la noche. Y no sé por qué se agrega “entre las dieciséis y las dieciocho horas”.



Tampoco podrán hacer publicidad los clubes deportivos. ¡No vislumbro por qué esto haya de ser un pecado! Distinto sería que su camiseta dijera: “Consumir alcohol en exceso hace bien para la salud”. 



¡Por favor, no veo motivo para establecer estos grados de limitantes!



Se ha equivocado el camino. ¡Si este no consiste en prohibir la publicidad, menos cuando ella muchas veces ayuda a que los clubes deportivos tengan un financiamiento adecuado!



No se trata de una actividad ilícita. ¡Y entre el alcohol y el cigarrillo hay una tremenda diferencia! 



No conozco a nadie que postule que el cigarrillo hace bien. Y después de todos los estudios que se vieron en el Senado, no hubo nadie que dijera: “¿Saben qué más? El cigarrillo hace bien”. Incluso, aquellos que fumamos -es mi caso- estamos felices con la norma, pues restringe enormemente la posibilidad de fumar y ayuda a no hacerlo.



Pero respecto del alcohol -lo señalo de modo objetivo-, el precepto en comento es del todo exagerado.



Entonces, se nos pone en la disyuntiva de votar a favor un proyecto que apunta a regular las normas sobre publicidad, pero con disposiciones que exceden por entero el sentido común y lo razonable, desde mi modesto punto de vista, porque no soy juez de la conducta de los demás.



Y el inciso cuarto de dicho artículo establece: “Los artículos deportivos destinados a ser distribuidos masivamente, tales como camisetas, uniformes u otros, y aquellos de “merchandising” vinculados a actividades deportivas, no podrán contener publicidad de bebidas alcohólicas, ni siquiera cuando con ello se busque replicar más fielmente algún artículo usado por un deportista o equipo deportivo determinado.”.



Señor Presidente, creo que he dado los fundamentos de por qué  se me pone en la obligación de votar en contra de este proyecto.



Si me dijeran que la iniciativa tiende a regular exclusivamente que las etiquetas de las bebidas alcohólicas contengan indicaciones razonables: que el consumir alcohol en exceso hace daño; que ello no corresponde en el caso de las embarazadas, como se ha señalado, y una serie de otras recomendaciones, me parecería bien. Pero se cae en niveles de restricción como los mencionados, que en realidad son extremados y que, en mi concepto, no tienen justificación.



Tal vez somos varios los que pensamos así. Pero, ¡por favor!, no digan que me hacen lobby las empresas productoras de vinos, porque ninguna lo ha hecho nunca; ni que queremos protegerlas. ¡No! 



Repito: no me han hecho nunca lobby sobre este tema, ni me interesa que me lo hagan. Y si lo hacen, tendrán derecho a hablar conmigo 300 veces, pero no cambiaré mi punto de vista por el hecho de que alguien me llame o no me llame. Y lo mantendré, porque considero que esta norma es absolutamente excesiva.



Por ese motivo, anuncio que me pronunciaré en contra del texto que nos ocupa.

La señora RINCÓN.- Pido la palabra, para plantear un punto de Reglamento, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente accidental).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, después de escuchar algunas intervenciones y dada la importancia de este proyecto de ley, en mi calidad de Comité solicito postergar la votación, a fin de estudiarlo con más antecedentes.

El señor LARRAÍN.- ¿Pide segunda discusión, señora Senadora?

La señora RINCÓN.- No. Aplazamiento de la votación.



Gracias, colega Hernán Larraín.

El señor GIRARDI (Presidente accidental).- O sea, podemos discutirlo igual.



¿Está de acuerdo en que prosiga el debate?

La señora RINCÓN.- Así es.

El señor GIRARDI (Presidente accidental).- Entonces, tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, me hacen mucho sentido algunas de las intervenciones anteriores. Pero voy a exponer una situación que vivimos en la Patagonia, que si bien no tiene relación directa con este proyecto en sí, va a terminar teniéndola.



Quiero referirme a los locales comerciales denominados “boliches” en los barrios, los cuales, en su gran mayoría, tanto en la Región de Aysén como en la de Magallanes, tienen conectado el negocio con la cocina o el comedor de la vivienda.



La iniciativa propone quitarles un derecho adquirido, que tuvieron desde siempre. Porque fueron objeto de una excepción. Se dictaron  normas que eximieron a sus dueños de aquella prohibición y ellos invirtieron en una patente de alcoholes para ejercer dicho comercio. Y precisamente las bebidas alcohólicas se encuentran entre los productos que más venden. 



Con los Senadores Muñoz Aburto, Horvath y Patricio Walker (nos vinculamos regionalmente) hemos visto la preocupación de propietarios de cientos de pequeños locales de barrios ante el hecho de que, se quiera o no, la ley en proyecto, cuya votación se pidió aplazar, apunta en cierta medida a hacer desaparecer la actividad que desarrollan.



Como señalé, esos pequeños comerciantes adquirieron una patente de alcoholes e hicieron las inversiones necesarias. Pero hoy día se les prohíbe ejercer su actividad. Y ya están recibiendo los primeros partes que cursan los carabineros y las municipalidades, justamente en la idea de hacer desaparecer por completo esa clase de comercio.



Se están colocando restricciones. No me parecen mal, aunque no las comparto cuando son excesivas.



Ahora bien, más allá de lo expresado acá respecto a la promoción de bebidas alcohólicas mediante clubes deportivos, la regulación de la publicidad que se propone a través de esta iniciativa es, en mi concepto, tremendamente exagerada, por decirlo de alguna manera. 



Yo tampoco tengo ningún vínculo con las bebidas alcohólicas. No me ha llamado ningún productor, ni he conversado con nadie de ese ámbito. 



Confieso, sí, que sostuve una reunión con comerciantes de barrios de distintas comunas -al menos de mi Región-, quienes me hicieron presente su inquietud ante el riesgo de perder una actividad que han desarrollado por muchos años. Porque el proyecto que nos encontramos analizando esta tarde, si bien no guarda relación directa con su problema, de manera indirecta les imposibilitará recuperar el derecho que adquirieron al comprar su patente de alcoholes, ya que les exige cerrar sus negocios por la circunstancia de atender al público desde su domicilio.



Agreguemos a lo anterior la condición climática, que hace que tanto en Aysén como en Magallanes exista la excepción en comento, que en algún momento me gustaría discutir.



Y, además, ¡yo no tomo...!



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, comparto plenamente lo que planteó el Senador Espina y que hemos discutido en otras ocasiones en el Parlamento.



Una cosa es tratar de generar normas que orienten conductas (por ejemplo, advertir que el consumo de alcohol puede dificultar la capacidad para conducir o anularla) o algún tipo de política pública (por ejemplo, impedir o eliminar los excesos), pero algo muy distinto -lo hemos conversado con el Senador Girardi, quien ahora está presidiendo esta sesión- lo que se pretende con este proyecto: una especie de satanización de todo lo que tenga que ver con el alcohol. 



Yo, que represento a una zona viñatera, la Séptima Región (otros representan a zonas pisqueras), no me siento avergonzado por el hecho de que haya tantas personas dedicadas a tal actividad.



Incluso, para muchos efectos, puede parecer contradictorio que por un lado se postule a Chile como “la capital del vino” o que internacionalmente se busque valorar las condiciones para producir determinadas variedades, y por otro, a través de este proyecto, se dinamite cualquier posibilidad de difusión o propaganda respecto de algo que es legítimo. Si fuera ilegítimo o ilegal, ello me parecería razonable. Pero resulta absurdo si es perfectamente legítimo y legal. 



Yo tiendo a pensar que en esta materia a veces existe una especie de chiismo, en que la prohibición pasa a constituirse en la regla común, cualquiera que sea la actividad.



Creo mucho más en las libertades; en que las personas puedan, si no causan daño a terceros, generar determinado tipo de conductas. Y no me avergüenzo de que en nuestro país haya lugares con características especiales que permitan, por ejemplo, producir estupendos vinos, o buenas cervezas, o piscos de gran calidad.



Si el Parlamento señala que eso genera una suerte de capitidisminución o de avergonzamiento, está equivocado. Y si establece un listado gigantesco de prohibiciones sobre la materia, apunta en un sentido a mi juicio incorrecto. 



Entiendo que aquí pueda haber legítimas aprensiones acerca del punto. Pero insisto: una cosa es generar políticas públicas de advertencia contra los excesos -ello me parece perfectamente razonable; y algo de eso plantea el proyecto- y otra muy distinta colocar en una categoría completamente diferente al alcohol, el que puede consumirse en forma responsable y -reitero- ha sido, paradójicamente, uno de los ejes del desarrollo económico de Chile, pero de repente aparece vetado.



Por eso, me alegra que el Comité Demócrata Cristiano haya planteado el aplazamiento de la votación. 



En lo que a mí respecta, advierto en esta iniciativa una forma negativa de abordar el tema.



Yo habría sido partidario -y lo voy a plantear- de que el proyecto pasara a la Comisión de Agricultura antes de la votación en general.



¡Si ese fue el sentido de lo que discutimos!



Pero ahora se está buscando un sistema alambicado -¡el alambique se vincula con el alcohol...!- conforme al cual primero se vota la idea de legislar y después se realiza la discusión particular en Comisiones unidas, en circunstancias de que, según entendí, la normativa debía analizarse previamente en cada órgano especializado.



He dicho. 

El señor GIRARDI (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, yo también me sumo a la importancia que reviste profundizar más en este proyecto y a la idea de que el aplazamiento de la votación permitirá tal vez un mejor intercambio de opiniones.



Sin embargo, quiero hacer mención -aunque se relacione indirectamente con el contenido de este proyecto- de los abusos extremos que se cometen con los campesinos propietarios de viñedos.



He tomado conocimiento, por ejemplo, de que en el valle del Itata a los miembros de la economía familiar campesina se les compra el kilo de uva a entre 40 y 60 pesos. Y en ciertos momentos se ha llegado al absurdo de pagar 20 pesos por kilo, generándose un círculo de opresión de los pequeños productores enteramente incalificable. 



Tal actitud no es de intermediarios inescrupulosos, lamentablemente, sino de las grandes compañías.



No tengo el ánimo de enjuiciar a nadie en particular, pero debo señalar que productoras de vinos que desembolsan enormes cantidades de dinero para publicidad y que aparecen frente a la ciudadanía como rectoras del avance de Chile y de nuestra agroexportación son las protagonistas de ese tipo de prácticas. 



En el curso de los últimos años, incluso en momentos en que en numerosas comunas se vivía el drama de las consecuencias del terremoto y del tsunami, se les impusieron a los productores campesinos condiciones enteramente leoninas, muy lejos de la conducta que debiesen tener megaconglomerados económicos cuyas ventas llegan a muchas decenas de miles de millones de pesos.



Aunque ello no tenga que ver exactamente con la materia que aborda esta iniciativa, he querido hacer presentes en la Sala del Senado dichas prácticas abusivas, que me parecen por completo incalificables y que profundizan y acentúan una desigualdad inaceptable en nuestro país. 



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, no sé si el debate que haremos en torno a este proyecto va a ser acerca de salud pública o sobre defensa de una industria.



Yo entiendo que hay una dimensión relacionada con la consecuencia que se requiere al abordar la situación: tal como somos un país con altísimos indicadores de tabaquismo, tenemos graves problemas de alcoholismo y de consumo excesivo de alcohol, particularmente en ciertos estamentos etarios.



Ese es el dato duro.



Se debería, tal como sucede con el tabaco, prohibir todo tipo de publicidad, si uno quisiera ser consistente en esta materia.



De igual manera, siendo yo partidario de un equipo de fútbol albo, no me parece que corresponda que su camiseta -tampoco la de cualquier club deportivo, profesional o semiprofesional- lleve publicidad de una empresa que produce bebidas alcohólicas, pues ello no apunta en la dirección que todos queremos. Y siento que la información se podrá precisar.



La eliminación de la publicidad en todas sus formas es un mínimo común denominador que nos debería unir a todos.



Yo represento, al igual que el Senador Coloma, a una zona productora de vinos. Podremos discutir cuál de los valles genera el mejor. No tengo ninguna actividad vitivinícola, de ningún tipo. Me asiste la convicción de que en el valle de Colchagua y en Totihue se producen vinos de excelencia. Pero los vinos que se elaboran masivamente en nuestro país son de exportación y no dependen de la publicidad.



Al igual que el pisco, la gran mayoría de los vinos producidos en Chile no requiere publicidad para su venta.



Tengo la impresión de que una señal correcta, en un país que aspira a ciertos parámetros de desarrollo, ha de entender que este tipo de debate debe girar, como primera prioridad, en torno a los temas de salud pública y no a si uno defiende una industria u otra.



Señor Presidente, yo soy defensor de la idea de que la persona mayor de edad puede hacer lo que quiera con su vida, en todos los ámbitos, en tanto no atente contra los derechos de terceros.



Por eso, me parece bien que se precisen otras normas contenidas en este proyecto. Por ejemplo, la de que las organizaciones comunitarias, las cuales no tienen patentes permanentes, puedan en ciertas situaciones contar con una de venta eventual.



Opino que deberíamos sincerar esta materia más de lo que dice la ley en proyecto. Porque todos sabemos que en los campos deportivos de nuestro país los clubes venden bebidas alcohólicas durante los fines de semana -disculpen si me equivoco en el lenguaje que voy a usar- y muchas veces terminan en una relación no sana con la entidad fiscalizadora, que les quita o no lo que adquieren o tienen a consignación dependiendo del trato que les dan en otros ámbitos.



Señor Presidente, creo importante tener un denominador común sobre publicidad, advertencia, y después, generar los mecanismos incluso para acoger lo que nos insinuó el Senador de Punta Arenas, quien señaló que es necesario establecer cierto criterio de flexibilidad ante las condiciones climáticas, etcétera.



Considero que se debe y se puede hacer, siempre que entendamos que el consumo excesivo de alcohol es en nuestro país un problema que ha de abordarse y que ninguna razón de fondo impide enfrentarlo en forma si no idéntica al menos parecida a como se afronta la cuestión del tabaco.



Señor Presidente -y con esto termino, por lo que pido medio minuto adicional-,…

El señor GIRARDI (Presidente accidental).- Puede concluir, señor Senador.

El señor LETELIER.-… no tengo ningún interés en que se perjudique ni a la industria pisquera en el norte ni a la industria vitivinícola en el sur; de ningún modo objeto que existan y se desarrollen las múltiples empresas productoras de cerveza que hay en Chile, pero pienso que estamos en condiciones de dar un paso para restringir o prohibir la publicidad y para efectuar ciertas advertencias básicas en esta materia.



Yo no creo que las advertencias tengan gran efecto en la reducción del consumo. Me parece mucho mejor disminuir la publicidad y, como sociedad, dar una señal -entre otras- en el sentido de que los clubes deportivos no deben exhibir la vinculada con bebidas alcohólicas; eso, como elemento mínimo. Y lo planteo aunque ello afecte a un equipo que a muchos nos gusta, que tiende a recibir grandes cantidades de recursos provenientes de algunas empresas de aquel rubro.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, a este Parlamento le toca siempre enfrentar situaciones complejas y difíciles en que hay visiones legítimas pero que, a mi entender, tienen jerarquías distintas.



Me parece muy bien que para algunos Senadores sea prioritario representar los intereses de un sector productivo. El problema estriba en que estamos hablando de una actividad que guarda una importante relación con la salud, con la vida de las personas.



Este proyecto, a diferencia del relacionado con el tabaco, no busca impedir la ingesta de bebidas alcohólicas. En ninguna de sus normas existe asociación alguna con el propósito de señalar que no hay que consumirlas.



En él subyacen dos elementos centrales. Y quiero llamar la atención de Sus Señorías, por la relevancia de ambos.



Apela al beber responsable, a proteger la vida. Porque, en bajas dosis, el alcohol no provoca daño -es cierto-; pero en dosis altas genera un conjunto de problemas relacionados no solo con la toxicidad sino también con terceros. Y por eso el Congreso Nacional aprobó el proyecto de ley de tolerancia cero.



Esta es una iniciativa absolutamente transversal. Una de sus impulsoras fue la Diputada Cristi; también firmó la moción el a la sazón Diputado Chahuán. Fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Salud, con el voto de la entonces Senadora Matthei.



Por lo tanto, hay en ella una transversalidad relevante de personas que estiman que la salud, jerárquicamente, es un bien superior a la protección de cuestiones económicas.



Ahora, yo veo aquí un aspecto de fondo: por qué es necesario resguardar a la sociedad.



Si Sus Señorías leen bien, verán que este proyecto no está dirigido a los adultos -a estos se les entregó un mensaje: el beber responsable-: su objetivo es proteger a los niños.



En Chile, guste o no, hay una prevalencia de consumo que empieza a los 11 años. A las clínicas privadas llegan niños -particularmente niñas- de 12 o 13 años intoxicados por ingesta alcohólica. Porque hoy día el alcohol está asociado a un estatus de pertenencia a un grupo o a una tribu de identidad de los jóvenes. Y, como nuestra sociedad tiene carencia de valores y de elementos que den sentido de pertenencia, ahora este se expresa en función de la zapatilla que se usa, del producto que se consume.



Y aquí tenemos una cuestión compleja: cuando esta iniciativa habla de regular la publicidad de bebidas alcohólicas en la televisión para evitar que se exhiba en horarios destinados a menores, es evidente que no está pensando en proteger a los adultos.



¿Cuál es la libertad de un niño -porque se habla de “libertad”- cuando se lo expone a una publicidad engañosa, subliminal, que asocia el consumo de alcohol al éxito, a lo placentero, a lo entretenido, a lo (como dicen los menores) bacán? ¿Qué opción tiene el menor para defenderse de esa publicidad? ¡Ninguna!



Es decir, un niño es rehén de dicha publicidad, que se dirige a él.



En el mismo sentido, ¿por qué cuestionar el alcohol asociado al deporte?



No hay mejor publicidad que ligar algo, como una droga, al deporte, que genera todo lo contrario.



Y aquí se presenta una cuestión muy de fondo. Estudios de neurociencia que me gustaría mostrar mañana demuestran la liberación de dopamina cada vez que se consume alcohol. Este último producto es una droga tan potente como la nicotina, la marihuana y otras. La diferencia radica en que es lícito. Y distintos factores también provocan el efecto señalado: la relación sexual, la visión de un plato apetitoso. Por eso son todos adictivos. Pero cuando uno consume varias veces un alimento apetitoso o se expone a ver pornografía, por ejemplo, los niveles de intensidad de la dopamina van bajando en el tiempo, en tanto que con el alcohol se mantienen siempre altos. Es decir, una persona que bebe va a experimentar siempre una relación placentera, y, por lo tanto, se genera ahí el elemento que introduce la adicción. Esa es la razón por la cual es necesario proteger a los niños.



El proyecto, tal como está concebido, en ninguna parte dice que no hay que beber alcohol. El articulado apela -le pido un minuto para concluir, señor Presidente- a que los adultos sean destinatarios de una indicación que hoy día, de hecho, se hace con relación a la cerveza: “Deja las llaves”, “Bebe responsablemente”. Es un aspecto nuevo. Ello se dirige a la protección de quienes no se pueden defender, y es responsabilidad del Congreso proporcionar un resguardo de esa índole por sobre el de los intereses económicos.



Pido que no se use nuevamente el argumento de que el texto tiene que pasar a la Comisión de Agricultura, porque todos sabemos lo que les sucede a estas iniciativas en ese órgano técnico: se rebaja el estándar que tiene que ver con la protección de la salud y se reafirma, como ha ocurrido en muchas, el de protección de la visión más bien económica, la cual creo que aquí tiene que estar supeditada a una defensa de un bien común superior.



Por eso hago un llamado a reflexionar sobre aquello en que estamos legislando. Tenemos una oportunidad de resguardar la salud de los niños, que son las víctimas de la publicidad engañosa.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, el Senador que habla habría dado el paso de aprobar la idea de legislar. Y lo señalo porque, más allá de que el beber moderadamente no cause daño, Chile vive un serio problema de alcoholismo, lo que particularmente afecta a los adolescentes, como lo expuso quien me antecedió en el uso de la palabra.



Desgraciadamente, el informe de la Comisión no contiene ningún dato al respecto. Y creo que sería importante, para robustecerlo, que se consignara cuál es la magnitud del alcoholismo en el país, en especial a nivel de ese sector de los jóvenes.



Ahora, el proyecto es perfectible, sin duda. Básicamente, regula dos materias. Aquí se ha centrado el debate en la publicidad, pero quiero referirme a otro aspecto, que dice relación con el artículo 39 de la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas.



Siempre he sostenido que una de las herramientas más eficaces para generar cultura y conducta es la prevención, en particular a nivel escolar. Lo mismo pasa con las drogas. La disposición recién citada se refiere a ello -corresponde a la ley vigente- y determina que “En todos los establecimientos educacionales, sean de enseñanza parvularia, básica o media, se estimulará la formación de hábitos de vida saludable y el desarrollo de factores protectores contra el abuso del alcohol. Se incluirán temas relativos a cultura gastronómica y a actividades sociales que consideren un consumo adecuado de bebidas alcohólicas, a fin de prevenir positivamente el alcoholismo.”.



Me parece importante reemplazar la expresión “se estimulará” por la frase “el currículo de enseñanza del establecimiento deberá incorporar”. Creo que resulta tremendamente positivo que el proyecto contemple la obligatoriedad, porque, si se llevara a cabo una pequeña fiscalización en establecimientos educacionales, me surge una serie de dudas con relación a cuántos mantendrían programas efectivos en la prevención del consumo de alcohol. Aquí, afortunadamente, se determinaría -repito- una norma obligatoria, al no emplearse un verbo extremadamente débil como el de “estimular”, sino la expresión en el sentido de que el establecimiento necesariamente “deberá incorporar” las medidas correspondientes.



Y en lo personal, voy a perfeccionar mucho más allá el texto en la discusión particular, porque en los colegios se registran serios problemas de alcohol y de drogas.



Por lo tanto, una de las partes más relevantes, para mí, de la iniciativa precisamente es la que dice relación con el artículo 39.



Pero fallamos en una serie de aspectos incluso cuando se debatió la prevención obligatoria del consumo de drogas en los colegios: no se señala el tiempo suficiente para la incorporación. No basta decir que se van a considerar estas materias en la formación de hábitos saludables, sino que tan importante como incluir una norma obligatoria es establecer cómo se procederá. Solo definiendo este último punto vamos a dar garantías de que la prevención del alcohol y de la droga efectivamente debe incluirse en todos los niveles de enseñanza.



En síntesis, señor Presidente, estimo que, más allá de la polémica que haya generado lo relativo a la publicidad, una de las normas más importantes, desde mi punto de vista, es la del artículo 39, porque va a permitirnos incorporar en todos los establecimientos del país la prevención del consumo de alcohol en la adolescencia.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el texto en estudio no tiene un solo objetivo, sino varios: fundamentalmente los de proteger la salud y a los menores, evitar accidentes de tránsito, mejorar la productividad laboral, todos los cuales se ven afectados cuando el consumo del alcohol es excesivo. Por lo tanto, la finalidad está vinculada a un propósito de bien cuando se registra esta última situación.



Sobre esa base, lo que el proyecto hace es establecer ciertas regulaciones y obligaciones educativas, tanto generales como específicas, de acuerdo con lo que recién se mencionaba; pero también algunas prohibiciones. Y, para mi gusto, encuentra bastante justificación y explicación en la primera parte, pero menos en la segunda. Es decir, cuando se trata de regular, de educar al público o a la juventud, estamos frente a un tipo de disposiciones; cuando se hace referencia a prohibiciones, estamos frente a un objetivo distinto.



Y aquí no es indiferente la discusión acerca de si nos hallamos ante un problema de regulación de un sector productivo o ante un problema de salud pública. Porque sucede que si tenemos un sector productivo empoderado para actuar, cuyas decisiones son lícitas desde el punto de vista de su actividad y que, por lo tanto, se puede desarrollar en el país, ello obedece a que no es incompatible con la salud pública. No podría concebirse una industria cuyo objetivo fuera, en lo atinente a la salud, nocivo para las personas. Sería un contrasentido, un antibién, y, en consecuencia, no estaría autorizada. Es legítimo aseverar, entonces, que si se trata de un rubro compatible con la salud pública, puede existir como industria. Este no es un análisis economicista, sino simplemente de coherencia lógica.



Por lo tanto, no son dos cuestiones que se puedan disociar. Y me parece razonable que el proyecto también sea visto por la Comisión de Agricultura, porque estamos frente a una actividad importante, de la cual Chile se enorgullece, junto con prestigiarse en el mundo por la calidad de sus vinos, en la medida en que estos son y forman parte de la calidad de la vida.



Sin embargo, como en muchas otras actividades, el exceso y los malos hábitos pueden causar efectos muy negativos. Pero ese ya no es un problema de la industria del vino, sino de la forma de consumir.



Por eso, valoro el proyecto en muchos sentidos, pero lo cuestiono en no poco. Porque una cosa es regular, educar y formar hábitos saludables, y otra, prohibir. Y el texto está lleno de prohibiciones.



Entre ellas se encuentra la de realizar publicidad comercial o no comercial, directa o indirecta, de bebidas alcohólicas en actividades deportivas o en alguna destinada a menores. Desde luego, unas y otra no son lo mismo. El impedimento puede tener sentido en la última, pero ¿por qué se extiende a las primeras?



Por otra parte, hay prohibiciones ya no solo al consumo de bebidas alcohólicas, sino también a la venta, como la aplicable a estaciones de servicios o bombas bencineras y a cualquier otro establecimiento emplazado en el mismo terreno.



Lo mismo sucede en el caso de los espectáculos masivos, ya no solo de fútbol profesional, cuando el Intendente los califique de alto riesgo.



A la vez, el ingreso a discotecas que vendan bebidas alcohólicas se prohíbe ya no a menores de 16 años, sino a menores de 18, lo cual obviamente altera hábitos muy significativos de la juventud.



Es decir, nos encontramos frente a un proyecto con aspectos muy positivos en sus objetivos cuando se refiere a las regulaciones, pero que entra en el campo de las prohibiciones, lo que me parece que excede el ámbito lógico de su naturaleza. Por eso, quisiera que fuese enviado a la Comisión de Agricultura antes de tomar una resolución sobre el fondo, para ver si podemos llegar a un entendimiento distinto del que propone la Comisión de Salud.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- No se encuentra presente el Senador señor Chahuán.


Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.
El señor HORVATH.- Señor Presidente, como lo consignó en su minuto el colega recién mencionado por usted, ha habido varias iniciativas en esta línea, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado. Y, desde luego, han ido por el lado de las advertencias, de la publicidad, de generar conciencia y, en algunos casos bien específicos, de restringir y hasta dónde hacerlo.



De hecho, el Senador señor Orpis efectuó un alcance al artículo 39 de la ley No 19.925, habiendo sido justamente quien habla el autor de la indicación que incluyó lo relacionado con “la formación de hábitos de vida saludable y el desarrollo de factores protectores contra el abuso del alcohol”, así como también, en especial, lo atinente a “temas relativos a cultura gastronómica y a actividades sociales que consideren un consumo adecuado de bebidas alcohólicas”, como una misa o una celebración.



¿Y ello de dónde viene?



Tengo la experiencia de haber trabajado muchos años en el Ministerio de Obras Públicas y particularmente en Vialidad, donde había una suerte de hábito en el sentido de que era preciso evitar acercarse mucho al alcohol, por los riesgos que eso significaba, no solo en lo laboral, sino también en la vida personal.



Quienes estaban a cargo de la prevención de riesgos en dicha Cartera se daban cuenta, por registrarse un período de más de treinta años en que se trató de asustar desde el punto de vista de los daños que provocaba el consumo en los aspectos físico y psicológico, en el entorno social y familiar, en el deterioro del patrimonio, en fin, de que esa medida no tenía éxito, de que el mayor susto que se intentaba generar no causaba ningún efecto. Entonces, se cambiaron los códigos, y en vez de prohibir y atemorizar se empezó a enseñar a tomar, es decir, a no hacerlo nunca con el estómago vacío, a no mezclar nunca distintos tipos de alcohol, a saber lo que se bebe para tomarle el gusto. Con eso se buscaba dar un salto cultural y ponerle riendas al asunto. Y la verdad es que ello resultaba, lejos, mucho mejor.



Por lo tanto, creo que lo conveniente es una combinación. Porque, al igual que lo que vimos en el programa Contacto respecto a la vida sexual de los jóvenes en Chile, el Ministerio de Educación está fallando por omisión, en términos bastante graves, tanto en esta materia como en otras. Y la gente toma decisiones distintas cuando la asustan con algo. Lo mismo sucedió en el caso de la protección contra la radiación ultravioleta producto del daño en la capa de ozono: si se les dice a las personas que les dará cáncer a la piel, que pasarán malos ratos y tendrán problemas, ello de alguna manera lo consideran; pero si se advierte que envejecerán prematuramente, ahí sí lo tienen en cuenta.



En consecuencia, existen códigos distintos en estas materias, las cuales no solo se resuelven por la vía de la prohibición, de las multas, sino que también es preciso generar una acción más positiva, de manera que las personas en forma responsable les pongan riendas a cuestiones como la que nos ocupa, que forman parte de nuestra cultura.



Desde luego, votaré a favor. Y formularemos las indicaciones del caso.



He dicho.


--Queda aplazada la votación del proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

)-----------(

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Antes de entrar al Tiempo de Votaciones,…

La señora RINCÓN.- Falta tratar un proyecto.

El señor LARRAÍN.- … quiero plantear una solicitud.



Un proyecto ya despachado por la Comisión de Agricultura otorga a los funcionarios del INDAP condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario, contemplándose un cierto período y otros incentivos. La iniciativa se encuentra avalada por los trabajadores, por sus dirigentes, y ha tenido muy buena recepción, registrando una aprobación unánime.



Ahora corresponde que la estudie la Comisión de Hacienda, pero existe la posibilidad y la voluntad de incorporar una modificación. Con el propósito de que el trámite sea más rápido, pido que se autorice a dicho órgano técnico para ver el proyecto en general y en particular, de manera de efectuar las revisiones y de que cuando este llegue a la Sala se pueda tratar a lo mejor en la misma forma. El texto no presenta dificultades, pero requiere un perfeccionamiento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón, señor Senador.



Para entenderle bien, ¿Su Señoría está solicitando que la iniciativa, antes de ser discutida en general en el Hemiciclo,…?

El señor LARRAÍN.- Pedimos que se autorice a la Comisión de Hacienda para que la estudie no solo en general, como lo hicimos nosotros en Agricultura, sino también en particular. Ello, a fin de que una pequeña modificación sea incorporada, con lo cual se agilizará el trámite.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



Acordado.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

ADMISIBILIDAD DE ACCIÓN JUDICIAL CONTRA MINISTRA DE ESTADO SEÑORA CAROLINA SCHMIDT ZALDÍVAR

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme al artículo 199 del Reglamento, corresponde fijar el día en que el Senado comenzará a conocer de la solicitud de admisibilidad de una acción judicial en contra de la Ministra de Educación, señora Carolina Schmidt Zaldívar, pues la Comisión de Constitución ya emitió su informe.



Si le parece a la Sala, se determinará para dicho efecto el próximo martes 6 de agosto.



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminado el Tiempo de Votaciones.


En consecuencia, se levanta la sesión, sin perjuicio de darse curso a los oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



A la señora Directora Nacional del Trabajo, pidiéndole PRONUNCIAMIENTO JURÍDICO ACERCA DE JORNADA DE TRABAJADORES DE COMPAÑÍA MINERA MARICUNGA, TERCERA REGIÓN.



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro de Salud, a fin de que dé a conocer CONCLUSIONES ACERCA DE EVENTUAL CAUSALIDAD ENTRE ENFERMEDADES Y CONDICIONES SANITARIAS DE SECTOR LA CAÑAMERA, BAJOS DE MENA, y al señor Alcalde de Puente Alto, para que informe respecto de MEDIDAS ANTE ESTUDIO DE CENTRO NACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE EN BAJOS DE MENA, COMUNA DE PUENTE ALTO.



Del señor BIANCHI:



A las señoras Ministra del Medio Ambiente y Secretaria Regional Ministerial del Medio Ambiente de Magallanes y de la Antártica Chilena, solicitándoles EXCEPCIÓN DE DUODÉCIMA REGIÓN ANTE NUEVAS EXIGENCIAS EN REVISIÓN TÉCNICA DE GASES PARA VEHÍCULOS CATALÍTICOS.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Minería, para que informe acerca de CORRESPONDENCIA DE PETICIONES DE CONCESIONES MINERAS CON SU PROPÓSITO EN REGIÓN DE AYSÉN Y ENTRE RÍOS PANGAL Y BLANCO.



Del señor MUÑOZ ABURTO:



A los señores Ministro de Salud e Intendente de la Duodécima Región, para que se analice FACTIBILIDAD DE NO INCORPORACIÓN DE SECTOR SALUD DE MAGALLANES A JORNADA CONTINUA DE ADMINISTRACIÓN CIVIL DEL ESTADO.


Del señor ORPIS:



Al señor Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, con el objeto de pedir DECLARACIÓN DE MONUMENTO HISTÓRICO DE SECTOR “CARNAVALES” Y OFICINA SALITRERA “SAN ANTONIO”, REGIÓN DE TARAPACÁ.



Del señor URIARTE:



Al señor General Director de Carabineros, a fin de que informe sobre CANTIDAD DE FUNCIONARIOS FISCALIZADORES DE LEY DE TRÁNSITO Y PARA PROTECCIÓN DE ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES EN REGIÓN DE COQUIMBO, Y CONDICIONES DE SU LABOR.

)-------------(



--Se levantó a las 19:28.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S

D O C U M E N T O S

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 18.961, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE CARABINEROS DE CHILE, PARA ESTABLECER LA MEDIDA DE CONTROL PREVENTIVO DE IDENTIDAD 
(9036-07)
SANTIAGO, 10 de julio de 2013.-

  M E N S A J E     N° 137-361/
Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, he resuelto someter a vuestra consideración el presente proyecto de ley que establece un control preventivo de identidad por parte de Carabineros de Chile.

I. 
FUNDAMENTOS DEL PROYECTO
1. 
Sobre el resguardo del orden público

Nuestro país ha avanzado en los últimos años hacia una modernización del sistema procesal penal, con lo cual se ha logrado una mejora en la gestión del Ministerio Público en la persecución de los delitos. Sin embargo, la batalla contra la delincuencia es una tarea de largo aliento, ardua, permanente y en la cual se entremezclan continuos avances y retrocesos. Contribuyen a esta dificultad la multiplicidad de causas y factores que confluyen en el fenómeno de la delincuencia. Consecuentemente, diversos actores participan en el abordaje de la problemática, cada uno desde una perspectiva diferente. Entre ellos, por cierto, el Gobierno, pero también las policías, la Fiscalía, el Poder Judicial y la sociedad civil. Por esta razón, es necesario fortalecer la coordinación y colaboración entre estas instituciones, al mismo tiempo que se optimizan los recursos y las medidas tendientes a disminuir los índices de delincuencia desde el ámbito de cada uno de estos actores, en sí mismos considerados. 
En este sentido, Carabineros de Chile cumple una labor preventiva fundamental, que tiene por objeto garantizar el orden y seguridad pública. Asimismo, Carabineros de Chile cumple un importante rol en materia investigativa, en su función de auxiliar del Ministerio Público. Consecuentemente, en el contexto de tales labores, es necesario proveer a dicha Institución de instrumentos que permitan otorgar una protección real y efectiva a la ciudadanía o, en su defecto, mejorar los ya existentes. Dentro de tales instrumentos se encuentra el control de identidad, establecido en el artículo 85 del Código Procesal Penal.

2. 
El control de identidad y la función de Carabineros de Chile
El control de identidad constituye, por un lado, una herramienta de prevención, destinada a evitar la ejecución de un determinado delito en aquellos casos en que existan indicios que hagan temer la ocurrencia de hechos que puedan poner en riesgo la seguridad y el orden público y, por el otro lado, es una herramienta de investigación, pues permite identificar y pesquisar a ciertas personas, cuando haya indicios de que han cometido una falta o delito, o bien en aquellas situaciones en que se estima que dichas personas pueden suministrar informaciones útiles para la indagación de un hecho delictual. 
En nuestra legislación, el control de identidad se encuentra consagrado en el artículo 85 del Código Procesal Penal, que en su inciso primero señala que “los funcionarios policiales señalados en el artículo 83 deberán, además, sin orden previa de los fiscales, solicitar la identificación de cualquier persona en los casos fundados, en que, según las circunstancias, estimaren que existen indicios de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta; de que se dispusiere a cometerlo; o en el caso de la persona que se encapuche o emboce para ocultar, dificultar o disimular su identidad.” A continuación, el artículo establece la manera en que debe llevarse a cabo este procedimiento, especificando, entre otras consideraciones, las situaciones en que los funcionarios policiales se encuentran autorizados para proceder a la detención, así como la manera en que deben proceder ante situaciones de negativa o imposibilidad de acreditar la identidad.
En este estado de cosas, la norma citada dispone la potestad ―vale decir, la facultad y obligación― de la policía (incluyendo a Carabineros de Chile e Investigaciones, actuando como auxiliares del Ministerio Público), de establecer la identidad, registrar e incluso detener, en ciertos casos, a una persona determinada, cuando estimaren que existen indicios de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta, o de que se dispusiere a cometerlo.

En el primer caso, el control de identidad parece una herramienta netamente investigativa, puesto que permite a la Policía identificar ―y, en definitiva, por aplicación de la misma norma, registrar y detener― a una persona respecto de la cual existan, al razonable juicio de la Policía, indicios de que ha cometido un delito.

En el segundo caso, el control de identidad tiene un fin netamente preventivo, toda vez que, enfrentada a indicios de que una persona se dispone a cometer un hecho delictual, la Policía tiene el deber de controlarla.

La naturaleza del control de identidad, así expuesto, es plenamente concordante con la naturaleza de las funciones que cumple Carabineros de Chile, de acuerdo a su propia ley orgánica y el Código Procesal Penal: preventiva e investigativa.

En efecto, la Ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, en su artículo primero, establece que la Institución tiene como finalidad “garantizar y mantener el orden público y la seguridad pública interior en todo el territorio de la República y cumplir las demás funciones que le encomiendan la Constitución y la ley”. Asimismo, en su artículo tercero, establece que “Es misión esencial de la Institución desarrollar actividades tendientes a fortalecer su rol de policía preventiva”.
Pues bien, el problema que se ha suscitado dice relación con el uso de la herramienta del control de identidad y la interpretación restrictiva que se ha hecho de la norma que la consagra, lo cual ha significado un obstáculo en el eficaz desarrollo de las tareas preventivas e investigativas de Carabineros de Chile. 
En cuanto a la naturaleza del control de identidad, algunos autores aseveran que se trataría de una institución de carácter netamente investigativo, no idóneo para llevar a cabo funciones de policía preventiva. Así, doña María Inés Horvitz asevera que “el procedimiento penal sólo puede estar encaminado a la persecución penal de hechos cometidos en el pasado correspondiendo a la policía preventiva la tarea de evitar que se cometan en el futuro nuevos delitos. De allí [que] no se pueda utilizar legítimamente el proceso penal para fines de prevención general, como a nuestro juicio ocurre con la institución del control de identidad [...], por tratarse de un caso prototípico en que se manifiestan las distorsiones de confundir las funciones preventivas y represivas de la policía” (Horvitz, María Inés: “Estado de Derecho y Policía”, en Estado de Derecho y Reformas a la Justicia, Universidad de Chile, Heilderberg Center para América Latina, California Western School of Law, Santiago, 2004. p. 72.).

La opinión anterior contrasta con la don Raúl Tavolari, quien plantea el imperativo de “reconocer en forma expresa la necesidad y utilidad de la discrecionalidad policial, no sólo por motivos de carácter fáctico, sino también por el hecho de que sólo a partir de tal reconocimiento se pueden hacer efectivos los mecanismos de responsabilidad” (Tavolari Oliveros, Raúl: Instituciones del Nuevo Proceso Penal, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 2005, p. 32.).

Por otra parte, y desde un punto de vista más práctico, la indeterminación de los elementos contenidos en la frase “los casos fundados, en que, según las circunstancias, estimaren que existen indicios”, requisito esencial para la procedencia del control de identidad, ha llevado a problemas fácticos de interpretación en sede judicial. En tal sentido, no es inusual que los juzgados de garantía que conocen de los controles de detención de individuos cuya identidad ha sido controlada, en virtud de lo establecido en el artículo 85 del Código Procesal Penal, y que, en el marco de dicho procedimiento, se ha determinado que se encuentran en una situación de flagrancia, determinen que la detención ha sido ilegal, toda vez que no han llegado a la convicción de que los indicios que dieron lugar al control de identidad serían, en base a un juicio ex post, suficientes para haber procedido al mismo. 

En consecuencia, la disímil interpretación que se ha efectuado en relación con la naturaleza y fines del control de identidad, así como de la naturaleza y alcance de los “indicios” que deben existir para que dicho control sea procedente y legítimo, ha llevado a que Carabineros de Chile se encuentre, en muchos casos, imposibilitado de cumplir con su deber legal y constitucional, en relación con su carácter de policía preventiva.
3. 
Legislación Comparada

A. 
Alemania
La legislación alemana distingue un control de identidad represivo y un control de identidad preventivo. 
Dentro del primero, regulado en el § 163 b de la Ordenanza Procesal Penal Alemana, reciben tratamiento diferenciado el sospechoso del  no sospechoso, y tiene como supuesto de hecho la comisión de un hecho punible. 
Por su parte, el  caso del control de identidad de carácter preventivo no tiene regulación única y corresponde a legislación de policía de cada uno de los Estados y, a nivel federal, sólo están reguladas a propósito de la protección de fronteras. 
A modo referencial, los supuestos fácticos que permiten un control preventivo son:
a)  Cuando sea necesario para evitar una acción contraria a la seguridad pública. Aquí, se exige peligro concreto, probabilidad cierta de comisión.
b)  Lugares peligrosos o de mala reputación, en el entendido que determinados hechos justifican la creencia de que allí se preparan o perpetran hechos delictivos.
c)  Centrales o instalaciones de abastecimiento de trasporte público,  edificios oficiales u otros objetos especialmente expuestos a peligros, o en sus inmediaciones. Existencia de datos que permitan presumir que allí se va a perpetrar actos delictivos. 
d) Terrorismo y control de armas
e) Puestos de control fronterizo.
B. 
España
El control de identidad está regulado en dos cuerpos legales: la Ley de Enjuiciamiento Criminal y la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, de Protección de la Seguridad Ciudadana (LOPSC). En esta última se regula un control preventivo de identidad en cumplimiento del ejercicio de las funciones de protección de la seguridad.
El supuesto de hecho contemplado por dicha norma es que el conocimiento de la identidad de la persona requerida fuese necesario para el ejercicio de las funciones de protección de la seguridad (Art. 20.1 LOPSC).
El procedimiento debe realizarse en la vía pública y sólo está permitido el traslado a dependencias policiales en los casos en que no se posible obtener la identificación y se realice para impedir la comisión de un delito o falta (exige la realización de un comportamiento de tentativa punible). 
C. 
Estados Unidos

La materia está regulada por la Cuarta Enmienda, que establece como garantía de razonabilidad la existencia de orden judicial previa. Sin embargo, a través del desarrollo jurisprudencial se han establecido situaciones en las que no se hace necesaria la orden judicial previa para identificar y registrar a un sujeto u objetos en aquellos casos en que no existe una expectativa razonable de privacidad:

a) Objetos que están a plena vista.
b) Objetos a campo abierto.
c) Vigilancia aérea del área cerrada que rodea a una vivienda.
d) Circunstancias exigentes, en que se hace impracticable conseguir una orden por falta de tiempo y ameritando las circunstancias del caso una intervención policial.
e) Vehículos motorizados. En este caso, los vehículos no pueden ser registrados al azar, debe existir causa probable. Por lo demás, solo pueden registrar el vehículo, no los pasajeros.
f) Registro en un arresto lícito.
g) Registros en fronteras.
h) Situaciones bajo dependencia o cuidado ajeno. Caso de registro de estudiantes en las escuelas y las celdas en las prisiones.
i) Después del 11 de septiembre de 2001, no rige la Cuarta Enmienda en operaciones militares domesticas ni en actividades de la Agencia de Seguridad Nacional (NSA).
En el caso de control de identidad preventivo es el de Terry v. Ohio (Terry v. Ohio, 392 U.S. 1 (1968)), la Corte Suprema declaró que la Cuarta Enmienda no es infringida cuando un policía detiene a un sospechoso y lo registra sin una causa probable de arresto, si es que el oficial tiene sospecha razonable de que la persona cometió, está cometiendo o está a punto de cometer un delito.
Por último, cabe señalar que todo el procedimiento debe realizarse en la calle y la policía solo está facultada para un registro superficial de las vestimentas.
II. 
OBJETIVOS DEL PROYECTO

Nuestro Gobierno se encuentra plenamente comprometido con el resguardo de la seguridad y el orden público, pilar fundamental para el desarrollo y protección del Estado de Derecho.

Como se ha concluido, la herramienta del control de identidad, tal como se encuentra establecida y ha sido entendida por los tribunales de justicia, se ha mostrado insuficiente para permitir que Carabineros de Chile pueda cumplir con su mandato legal y constitucional con debida observancia de las garantías constitucionales, previniendo la ocurrencia de hechos que pongan en riesgo la seguridad de las personas.

Debido a lo anterior, nuestro Gobierno está convencido de que debe establecerse una herramienta especial que permita a Carabineros de Chile realizar controles de identidad, en cumplimiento de su rol de policía preventiva, ante la existencia de hechos o situaciones que puedan derivar en un peligro para la seguridad pública.

Sobre esta base, este proyecto de ley propone la creación de un control de identidad de carácter preventivo, que, en pleno resguardo de las garantías constitucionales –entre ellas, el principio de proporcionalidad—, permita a los funcionarios de Carabineros de Chile cumplir de forma más eficiente su función, sin que ello se enmarque, necesariamente, en un procedimiento netamente investigativo. Ello permitiría, además, que los funcionarios policiales puedan poner en ejercicio su experiencia y pericia en la labor preventiva, dada la recurrencia de situaciones en las cuales existen indicios que no resultan plenamente observables para una persona que no cuenta con dicha experiencia y pericia. 

Se hace necesario, en esta parte, referirse a las previsibles críticas que enfrentará este proyecto, en el sentido de que estas nuevas atribuciones podrían poner en riesgo las garantías constitucionales. Nuestro Gobierno se encuentra convencido de que ello no es efectivo.

Debemos empezar considerando que, dada su naturaleza, el grado de afectación que tendrá el control preventivo de identidad es de menor entidad. En este respecto, comparte dicha característica con el control de identidad contenido en el Código Procesal Penal. En opinión del profesor de derecho penal Roberto Rabi González, en relación con esta última herramienta, la “mera consulta de la identidad satisfecha por la exhibición de la cédula nacional de identidad, por ejemplo, importa una muy tenue afectación de la libertad ambulatoria y la garantía de la protección de la intimidad. Si a ello adicionamos en la práctica un registro superficial de vestimentas, la afectación será menos tenue y será definitivamente más intensa si se requiere el traslado a la unidad policial de la persona sometida a control de identidad” (REJ – Revista de Estudios de la Justicia – Nº 13 – Año 2010). 

Se trata, en definitiva, tanto el control de identidad como el control preventivo que se propone en este proyecto, de herramientas que buscan satisfacer una necesidad específica de prevención y persecución de un hecho delictual, que permite una satisfacción de adecuada intensidad, sin afectar de modo profundo las garantías constitucionales ni el principio de proporcionalidad. 

En cuanto a la posibilidad de que exista un grado desmesurado de arbitrariedad en la actuación de las policías, no creemos que exista tal, dado el régimen de responsabilidad administrativa y penal al que están sujetos en su actuación. Asimismo, nuestro sistema constitucional se basa en la responsabilidad de todos los órganos que forman parte de la administración del Estado, comprendiendo, naturalmente, y con mayor fuerza, a las policías. Tampoco el ejercicio de esta facultad  estará exento de control jurisdiccional, toda vez que, de derivar en una afectación más profunda de las garantías constitucionales, como la detención, ella deberá someterse a dicho control.

En este sentido, conviene mencionar el desarrollo de la jurisprudencia norteamericana en esta materia. En el sistema procesal penal de los Estados Unidos se establece que es procedente detener a una persona si existe una “causa probable” de que ella haya tenido participación en un delito (nótese que lo permitido es la detención, no el solo control de identidad o el registro). En este sentido, en base a la jurisprudencia, se ha señalado que por causa probable debe entenderse “todo fundamento razonable para sospechar que una persona ha cometido o está cometiendo un crimen o que en un lugar tiene instrumentalidades específicas relacionadas con un crimen” (Muñoz Neira, Orlando: Sistema Penal Acusatorio de Estados Unidos, Legis, Bogotá, 2006, p. 139.).

Por otro lado, y en relación con una afectación de menor intensidad, como el registro, la jurisprudencia norteamericana ha señalado el siguiente criterio: “cuando un policía observa una conducta poco usual que lo lleva razonablemente a concluir, a la luz de su experiencia, que está a punto de producirse una conducta criminal y que las personas sospechosas pudieran estar armadas y ser peligrosas, si en el curso de la investigación de esta conducta el policía se identifica como tal y tras hacer ciertas averiguaciones iniciales permanece o no se disipa su temor por la seguridad propia y de terceros, tiene entonces derecho, para la protección de sí mismo y de terceros en el área, a llevar a cabo un registro, cuidadosamente limitado, de la vestimenta exterior de las personas sospechosas, para descubrir armas que pudieran ser utilizadas para asaltarlo” (392 U.S. 1 (1968), citado por Roberto Rabi González en REJ – Revista de Estudios de la Justicia – Nº 13 – Año 2010).
De esta forma, la jurisprudencia norteamericana ha admitido que la policía tiene facultades para realizar leves afectaciones a la libertad de circulación y otras garantías, con el objeto de prevenir la ocurrencia de hechos que pongan en peligro la seguridad pública, e incluso afectaciones de mayor intensidad, como la detención, ante la presencia de “fundamentos razonables”.

Otro ejemplo de esto es la legislación peruana, en la cual el control de identidad se encuentra consagrado en los siguientes términos: “sin necesidad de orden del Fiscal o del Juez [el agente de policía] podrá requerir la identificación de cualquier persona y realizar las comprobaciones pertinentes en la vía pública o en el lugar donde se hubiere hecho el requerimiento, cuando considere que resulta ser necesario para prevenir un delito u obtener información útil para la averiguación de un hecho punible” (Art. 205 Código Procesal Penal de Perú, Decreto Legislativo 957). En este caso, resulta claro que el ejercicio de la facultad policial es discrecional (“cuando considere”) —sin que por ello pueda ser ilimitado o irracional—, y que procede también para efectos de “prevenir un delito”. 
Nuestro Gobierno es plenamente consciente de que el establecimiento de mayores atribuciones para los órganos policiales no puede entenderse como un mecanismo de vulneración de garantías constitucionales. Por supuesto, no es ésta la finalidad de este proyecto. Muy por el contrario, nos asiste la convicción de que no es posible maximizar el orden público en la vida cívica de un país sin procurar, al mismo tiempo, el total respecto a las garantías establecidas en nuestra Constitución Política. Más todavía, el pleno cumplimiento y satisfacción de los derechos fundamentales sólo pueden verificarse en un contexto de paz social y respecto al orden público, siendo un deber del Estado garantizar que ello ocurra. 
En nuestra Carta Suprema la disposición que consagra precisamente este deber se encuentra contenida en el artículo 1° inciso final, en virtud del cual “Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.” Históricamente, se ha considerado como un elemento definitorio de la función estatal la mantención del orden público y la seguridad interna, sin la cual el Estado no puede existir. 
En este sentido, nuestro ordenamiento jurídico encomienda a las Fuerzas de Orden y Seguridad la tarea de hacer respetar el orden público. Así, el artículo 101 incisos segundo y tercero de la Constitución Política de la República señala que “Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública están integradas sólo por Carabineros e Investigaciones. Constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior, en la forma que lo determinen sus respectivas leyes orgánicas. Dependen del Ministerio encargado de la Seguridad Pública.”.

Nuestro Gobierno está haciendo todos los esfuerzos posibles para lograr satisfacer las necesidades presentes y futuras de la ciudadanía, en lo que se refiere a las labores y objetivos de Carabineros de Chile, tendiendo al fortalecimiento de las herramientas destinadas al cumplimiento de sus fines.




III. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY

El presente proyecto de ley incorpora un nuevo artículo 3° bis a la ley orgánica de Carabineros de Chile, el cual tiene por objeto regular un mecanismo de control preventivo de identidad a ser efectuado por funcionarios de dicha institución en los casos que se indican.

Así, la iniciativa contempla que en el ejercicio de su rol de policía preventiva, Carabineros de Chile, a través de su personal en servicio, podrá solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre en, o cerca de, lugares u objetos especialmente expuestos a peligro, tales como edificios públicos; establecimientos de salud; instalaciones de abastecimiento y generación de energía eléctrica, agua potable o gas; instalaciones de telecomunicaciones; centrales de abastecimiento de transporte público y depósitos o instalaciones de acopio o destrucción de sustancias peligrosas o prohibidas; todo ello, con el objeto de prevenir la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público. Asimismo, podrá solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde sea previsible, razonablemente, la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público, todo ello, con el objeto de prevenir hechos que puedan poner en riesgo la seguridad y el orden público.

En esta parte, el proyecto propone elementos objetivos que constituirán el presupuesto habilitante para proceder al control preventivo, en oposición a presupuestos subjetivos que dependan principalmente del criterio del funcionario policial respectivo.


Se señala que la identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, debiendo ésta acreditar su identidad por medio de documentos de identificación oficiales, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. Para estos efectos, la iniciativa es clara en señalar que el funcionario policial deberá otorgar todas las facilidades para encontrar o exhibir estos instrumentos.

El proyecto de ley dispone también que durante el control preventivo de identidad se aplicarán las normas establecidas en los incisos tercero y siguientes del artículo 85 del Código Procesal Penal, vale decir, las normas relativas al procedimiento aplicable ante negativa o imposibilidad de la persona a identificarse.


Adicionalmente, se indica que los funcionarios de Carabineros de Chile a cargo del procedimiento podrán registrar la vestimenta, equipaje o vehículo de la persona sometida a control, con el mismo objeto antes señalado. Podrán, también, cotejar la existencia de órdenes de detención que pudieren afectarle y se procederá a la detención del individuo, sin necesidad de orden judicial, de quienes se sorprenda, a propósito del mencionado registro, en algunas de las hipótesis del artículo 130 del Código Procesal Penal ―que describe las situaciones en que un persona se encuentra en situación de flagrancia―, así como de quienes al momento del cotejo registren órdenes de detención pendientes.
Finalmente, el proyecto establece que el abuso en el ejercicio de las facultades establecidas estará sujeto a las sanciones administrativas y penales que correspondan. Esto con la finalidad de reforzar la idea de resguardo y protección a los derechos de las personas.
Por las razones expuestas precedentemente, someto a su consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.-
Introdúcese el siguiente artículo 3° bis en la Ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile:

“Artículo 3° bis.- En el ejercicio de su rol de policía preventiva, Carabineros de Chile, a través de su personal en servicio, podrá solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre en, o en las inmediaciones de, lugares u objetos especialmente expuestos a peligro, tales como edificios públicos; establecimientos de salud; instalaciones de abastecimiento y generación de energía eléctrica, agua potable o gas; instalaciones de telecomunicaciones; centrales de abastecimiento de transporte público y depósitos o instalaciones de acopio o destrucción de sustancias peligrosas o prohibidas; todo ello, con el objeto de prevenir la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público. Asimismo, Carabineros de Chile, en la misma forma y para el mismo objeto antes aludido, podrá solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde sea previsible, razonablemente, la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público.


La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos. Serán aplicables, a este respecto, los incisos tercero y siguientes del artículo 85 del Código Procesal Penal. 


Durante el procedimiento, y con el mismo objeto indicado en el inciso primero, el funcionario policial podrá proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona sometida a control, y cotejar la existencia de las órdenes de detención que pudieren afectarle. El funcionario a cargo del procedimiento procederá a la detención, sin necesidad de orden judicial y en conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Código Procesal Penal, de quienes se sorprenda, a propósito del registro, en alguna de las hipótesis del artículo 130 del mismo Código, así como de quienes al momento del cotejo registren orden de detención pendiente.

El abuso en el ejercicio de las facultades establecidas en este artículo estará sujeto a las sanciones administrativas y penales que correspondan.”.”.
Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- 
Andrés Chadwick Piñera, Ministro del Interior y Seguridad Pública.- Patricia Pérez Goldberg, Ministra de Justicia 
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE REGULA LA ACTUALIZACIÓN DE LOS PADRONES ELECTORALES 

(8972-06)
Oficio Nº 10.840
VALPARAÍSO, 18 de julio de 2013.
La Cámara de Diputados, en sesión realizada el día de ayer, rechazó la idea de legislar respecto del proyecto de ese H. Senado que regula la actualización de los padrones electorales, correspondiente al boletín N° 8972-06.

En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta que debe formarse de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 70 de la Constitución Política de la República:
- don Felipe Ward Edwards

- don Celso Morales Muñoz

- don Germán Becker Alvear

- don Pepe Auth Stewart

- don René Saffirio Espinoza

Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº534/SEC/13, de 10 de julio de 2013.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.
Dios guarde a V.E.

 (Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
3

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA LA AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO DE JARDINES INFANTILES 
(8859-04)
Oficio Nº 10.846
VALPARAÍSO, 18 de julio de 2013.
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles otorgada por el Ministerio de Educación y modifica otros cuerpos legales que indica, boletín No 8859-04, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por jardín infantil todo establecimiento que imparta educación integral a niños y niñas entre su nacimiento y la edad de ingreso a la educación básica, fomentándoles su desarrollo integral y proporcionándoles los aprendizajes, conocimientos, habilidades y aptitudes de acuerdo a sus niveles de desarrollo, y que cuente con la autorización para funcionar del Ministerio de Educación o esté reconocido oficialmente por el Estado.

Artículo 2°.- Deberán contar con una autorización del Ministerio de Educación para funcionar como jardín infantil todos los establecimientos que regularmente impartan educación integral a niños y niñas desde su nacimiento hasta la edad de ingreso a la educación básica.

Estarán exentos de esta autorización aquellos establecimientos educacionales que se encuentren reconocidos oficialmente por el Estado y los jardines infantiles comunitarios a que se refiere el inciso segundo del artículo 3° de la ley N°17.301, que crea la corporación denominada Junta Nacional de Jardines Infantiles.
Artículo 3°.- El Ministerio de Educación otorgará la autorización de funcionamiento de jardines infantiles, la cual se regirá por las normas contenidas en esta ley. 

La autorización señalada en el inciso precedente se otorgará previo cumplimiento de los siguientes requisitos:

1) El propietario del jardín infantil que sea persona natural o el representante legal y el administrador de la entidad propietaria, según sea el caso, deberán: 

a) No haber sido sancionados con las inhabilidades a que se refiere el artículo 9°.
b) No haber sido condenados por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Título VII y los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal, o la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes.

c) No haber sido condenados con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal.

2) Acreditar que el local en el cual funciona el establecimiento cumple con las normas mínimas de planta física establecidas en el reglamento de esta ley.
En el evento que el propietario del jardín infantil no sea dueño del local donde funciona, deberá acreditar la existencia de un contrato, en calidad de arrendatario, comodatario o titular de otro derecho sobre el inmueble, de duración no inferior a tres años e inscrito en el Conservador de Bienes Raíces respectivo. Esta acreditación deberá renovarse seis meses antes de su término.

3) Disponer de mobiliario y equipamiento mínimo, según las especificaciones contenidas en el reglamento de esta ley.

4) Contar con un proyecto educativo institucional, que incluya los antecedentes de la institución, la definición de las características del establecimiento; la finalidad educativa expresada en la misión, visión y valores sustentados, y el curriculum pedagógico adoptado por el establecimiento.

5) Contar con un reglamento interno que regule las relaciones entre el jardín infantil y los distintos actores de la comunidad educativa, y aplicarlo. Dicho reglamento deberá incorporar políticas de prevención, medidas pedagógicas y protocolos de actuación ante conductas que constituyan falta a la seguridad de los niños y a la buena convivencia, tales como abuso sexual y maltrato infantil.

El Ministerio de Educación deberá tener siempre disponible en su página web distintos modelos de reglamentos internos, los cuales podrán ser utilizados por los jardines infantiles.

6) Tener el personal idóneo y suficiente de acuerdo a lo que señale el reglamento de esta ley. Tratándose del personal docente, se entenderá idóneo el que cuente con el título profesional de la educación o licenciatura del respectivo nivel de al menos ocho semestres de duración, de una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.

No podrán desempeñarse en jardines infantiles aquellas personas que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:

a) Que hayan sido condenadas por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Título VII y los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal, o la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes.

b) Que hayan sido condenadas a inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal.

El reglamento determinará las especificaciones de los requisitos contenidos en el presente artículo.
Artículo 4°.- El establecimiento educacional que solicite la autorización de funcionamiento deberá presentar, ante el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente, una solicitud acompañada de todos los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos a que se refiere el artículo anterior.

Si dicha solicitud no se resolviera dentro de los noventa días hábiles posteriores a su entrega, se tendrá por aprobada, en los términos contemplado en el artículo 64 de la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.

Si la solicitud fuere rechazada, se podrá reclamar de manera fundada ante el Ministro de Educación, en un plazo de quince días hábiles contado desde la notificación del rechazo, quien resolverá dentro de los quince días hábiles siguientes. 
La autorización se entenderá hecha al propietario del jardín infantil que la solicite y no podrá transferirse ni transmitirse a otra persona. En caso de fallecimiento del propietario, la autorización se mantendrá vigente durante un año contado desde la fecha de su muerte.

Artículo 5°.- La autorización se otorgará mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que corresponda, en la que se indicará, a lo menos, el nombre y dirección del jardín infantil, la identificación del propietario o del representante legal, en su caso, y el certificado de antecedentes de dichas personas.

Artículo 6°.- El Ministerio de Educación llevará un Registro Público de propietarios y un Registro Público de jardines infantiles que cuenten con esta autorización, los que se encontrarán disponibles en la página web del Ministerio de Educación o en otros medios electrónicos.

Artículo 7°.- Sólo podrán publicitarse como jardines infantiles los establecimientos que se encuentren autorizados para funcionar por el Ministerio de Educación o reconocidos oficialmente por el Estado. Quienes no cumplan con dichos requisitos no podrán poner en su local carteles o avisos que contengan, en cualquier idioma, expresiones que indiquen que se trata de un jardín infantil. Asimismo, les estará prohibido efectuar propaganda por la prensa o cualquier otro medio en que se haga uso de tal expresión. 

Las infracciones señaladas precedentemente darán lugar al procedimiento regulado en el artículo 9°.
Artículo 8°.- Los establecimientos educacionales que cuenten con la autorización para funcionar como jardín infantil deberán informar, mensualmente, la matrícula y la asistencia de los niños que atiendan, a través de la página web u otro medio que el Ministerio de Educación dispondrá para esos efectos. 

Artículo 9°.- La Superintendencia de Educación será el organismo encargado de fiscalizar la mantención de los requisitos que dieron origen a la autorización de funcionamiento de los jardines infantiles.

La Dirección Regional de la Superintendencia de Educación sustanciará el procedimiento respectivo en caso de pérdida de alguno de los requisitos para ser autorizado y aplicará las sanciones que procedan, de conformidad con lo establecido en el inciso quinto de este artículo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Dirección Regional respectiva de la Superintendencia de Educación o a requerimiento del Ministerio de Educación o de otros organismos públicos relacionados con éste o dependientes de él.

La resolución que ordene instruir el proceso deberá notificarse personalmente o por carta certificada al propietario o a su representante legal, quien tendrá diez días hábiles para presentar los descargos, acompañando todos los medios de prueba que estime pertinentes.

El Director Regional de la Superintendencia de Educación correspondiente podrá, mediante resolución fundada, aplicar las siguientes sanciones en atención a la naturaleza, gravedad y reiteración de la infracción:

1) Amonestación por escrito, en cuyo caso deberá señalarse el origen de la infracción administrativa, como asimismo el plazo dentro del cual deberá ser subsanada.

2) Multa a beneficio fiscal de 1 a 250 UTM. 

3) Cancelación de la autorización para funcionar como jardín infantil.

4) Inhabilidad temporal o perpetua del propietario para mantener o participar de cualquiera forma en la administración de establecimientos educacionales que atiendan a niños y niñas desde su nacimiento hasta el ingreso a la educación básica. En el caso que el propietario sea persona jurídica, esta inhabilidad se entenderá aplicada a sus representantes legales y administradores.

Con todo, el Director Regional sólo podrá aplicar las sanciones contempladas en los números 3) y 4) precedentes en caso de incumplimiento de los requisitos establecidos en el número 1) del artículo 3°. Asimismo, podrá aplicar dichas sanciones en caso de infracciones de los requisitos contemplados en los números 2), 3), 5) y 6) del artículo 3°, siempre que éstas pongan en inminente riesgo la integridad física y psicológica de los niños, según lo determine el reglamento.

De la resolución que dicte el Director Regional de la Superintendencia de Educación podrá reclamarse ante el Superintendente de Educación, dentro del plazo de quince días hábiles contado desde la notificación de la resolución que se impugna.

En caso que la Superintendencia de Educación disponga la sanción de cancelación de la autorización, deberá ordenar la clausura inmediata del establecimiento y enviar al Ministerio de Educación los antecedentes que correspondan para que lo excluya de los registros a que se refiere el artículo 6°. 

Artículo 10.- Dará lugar al procedimiento señalado en el artículo 9° la circunstancia de que algún establecimiento de los señalados en el inciso primero del artículo 2° se encuentre operando sin contar con la autorización del Ministerio de Educación ni con el reconocimiento oficial del Estado en los niveles parvularios que imparta.
Artículo 11.- Modifícase la ley N° 17.301, que crea la corporación denominada Junta Nacional de Jardines Infantiles, de la siguiente forma:

1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1º:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “promover, estimular y supervigilar” por “promover y estimular”.

b) Elimínase el inciso segundo.

2) Elimínase el artículo 33.

Artículo 12.- Modifícase el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de la siguiente forma:

1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 203:

a) Elimínase el inciso segundo.

b) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “previo informe favorable de la Junta Nacional de Jardines Infantiles” por “previa autorización del Ministerio de Educación”.

c) Sustitúyese, en el inciso sexto, la locución “de la Junta Nacional de Jardines Infantiles” por “del Ministerio de Educación”.

2) Elimínase en el artículo 207 la frase “a la Junta Nacional de Jardines Infantiles y”.

3) Modifícase el artículo 208 de la siguiente forma:

a) Elimínase el inciso penúltimo.

b) Elimínase, en el inciso final, la locución “y a la Junta Nacional de Jardines Infantiles”.

Artículo 13.- Modifícase el artículo 177 del Código Procesal Penal de la siguiente forma:

1) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 177.- Incumplimiento de la obligación de denunciar. Las personas indicadas en las letras a), b), c) y d) del artículo 175 que omitieren hacer la denuncia que en él se prescribe incurrirán en la pena prevista en el artículo 494 del Código Penal, o en la señalada en disposiciones especiales, en lo que correspondiere.”.

2) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“En el caso que las personas indicadas en la letra e) del mismo artículo no dieran cumplimiento a dicha obligación, serán sancionadas con multa de hasta ciento veinticinco unidades tributarias mensuales.”.

Artículo 14.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Artículos transitorios
Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para establecer mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Determinar el número máximo de funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que se traspasarán a la Superintendencia de Educación, considerando los estamentos que se requieran en virtud de las funciones transferidas por la presente ley. La individualización, encasillamiento y contratación con asimilación a grado del personal que se traspasará se llevará a cabo mediante decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación.

2) Los traspasos podrán hacerse hasta en dos etapas sucesivas, con las modalidades que se indican para cada caso. La primera de ellas se realizará mediante concurso efectuado conforme a lo prescrito en el artículo siguiente, y la segunda etapa, si se requiere para completar el número máximo de funcionarios a que se refiere el numeral anterior, será determinada por el Presidente de la República, según las normas del artículo tercero transitorio. En esta segunda etapa se contemplará el personal titular de planta o a contrata de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, que cumple las funciones que son traspasadas por la presente ley a la Superintendencia de Educación. Sólo para estos efectos se entenderán equivalentes los estamentos de Profesionales y de Fiscalizadores, siempre que se trate de funcionarios que cuenten con título profesional, y la condición de cumplir dichas funciones será certificada por la Directora de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.

3) Establecer el plazo en que se llevarán a cabo cada una de las etapas anteriores y las fechas desde las cuales será traspasado este personal. Podrá, también, fijar un plazo para que la Junta Nacional de Jardines Infantiles siga cumpliendo las funciones de supervigilancia, en tanto se efectúen los procesos de traspaso de personal. 

4) Traspasar los recursos presupuestarios y bienes que se determinen desde la Junta Nacional de Jardines Infantiles a la Superintendencia de Educación, conforme al traspaso de funciones, atribuciones y personal. 

5) Aumentar la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Educación en el número total de funcionarios traspasados y disminuir en el número equivalente la de la Junta Nacional de Jardines Infantiles. 

Se transferirán a la Superintendencia de Educación los recursos presupuestarios que se liberen por el traspaso de personal. 

Las facultades señaladas en este artículo quedarán sujetas a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) El traspaso será sin solución de continuidad y se mantendrá la calidad jurídica que tenía cada funcionario a la fecha de la publicación de la presente ley, en las condiciones que se indican en los artículos segundo y tercero transitorios. 

b) Los traspasos de personal bajo cualesquiera de las modalidades que fija esta ley no podrán tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado, como tampoco podrán significar modificación de los derechos previsionales. El desahucio, que de conformidad al artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, a que tuvieren derecho los funcionarios traspasados desde la Junta Nacional de Jardines Infantiles a la Superintendencia de Educación, se calculará sobre el sueldo base y la asignación de antigüedad correspondiente al grado que tenían a la fecha de traspaso, cuando los nuevos sueldos base, en dicha Superintendencia, sean inferiores. Lo anterior se aplicará en la medida que se mantenga la situación antes descrita.

c) Al personal traspasado no le será aplicable lo dispuesto en el artículo 107 de la ley N° 20.529.

d) Los funcionarios traspasados, encasillados o contratados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

Artículo segundo.- La primera etapa del traspaso de personal se efectuará mediante concursos internos en el número máximo y en las plantas o estamentos determinados por el Presidente de la República, según el número 1) del artículo anterior, que se convocarán por intermedio del Ministerio de Educación en un proceso de postulación abierto al personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, con amplia difusión a través de las páginas web institucionales. 

La Superintendencia de Educación, con la opinión de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, establecerá los requerimientos para el proceso y selección de postulantes, fijando, entre otros, al menos, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas, el grado ofrecido y su nivel referencial de remuneraciones, y la forma en que deberán acreditarse éstos. En todo caso, en esta etapa, adicionalmente, deberán cumplirse los requisitos de ingreso y promoción que contempla la planta de personal de dicha Superintendencia. En los anuncios del llamado se incluirá toda esta información.

Podrán postular en estos concursos todos los funcionarios titulares de planta o a contrata de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que cumplan con los requisitos y requerimientos. En igualdad de condiciones tendrá preferencia el personal que ejerza las funciones que son traspasadas o que haya tenido una experiencia significativa en ellas. 

El proceso de selección será conducido por un comité técnico que designará el Ministro de Educación, que deberá incluir al Superintendente de Educación o a quien éste designe. Verificado el cumplimiento de los requisitos y ejecutada la evaluación de los factores de mérito y de las competencias específicas, el comité entregará los resultados al ministro en el plazo establecido.

Una vez concluido el proceso, los postulantes sólo tendrán derecho a reclamar ante el comité, en un plazo de cinco días hábiles, cuando estimen que no se han considerado todos los antecedentes presentados o estos no han sido adecuadamente ponderados. El comité, dentro de igual plazo, informará sobre su resolución final.

Todos los cargos ofrecidos en esta etapa serán contratos asimilados a grado. En caso que postulare personal de planta, mantendrá el cargo del que era titular en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, en las siguientes condiciones: 

a) El personal titular de planta o aquel que tenga la calidad de la letra d) del artículo 87 del Estatuto Administrativo, que fuere seleccionado, mantendrá la propiedad del cargo del que es titular en la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Para estos efectos se constituirá una planta de personal en extinción, que se conformará con los cargos que mantenga en propiedad el personal traspasado a la Superintendencia de Educación.
b) En caso que se ponga término al contrato de trabajo en la Superintendencia de Educación por causa no imputable al funcionario, éste podrá reintegrarse, sin solución de continuidad, a la Junta Nacional de Jardines Infantiles al cargo que mantiene en propiedad y que conformaba hasta esa fecha la planta en extinción. Para tal efecto, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, se efectuarán los ajustes de dotación en los respectivos servicios y se dispondrá la transferencia de recursos correspondiente a la remuneración del cargo al que se reintegra el funcionario en propiedad, sin que estos ajustes puedan producir, en el conjunto, variaciones. El funcionario conservará la asignación de antigüedad que tenía reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

c) El cargo en extinción y la propiedad del mismo se mantendrá mientras el funcionario esté contratado en la Superintendencia y se suprimirá de pleno derecho, una vez que éste renuncie voluntariamente o sea designado como titular en la planta de la Superintendencia o no se reintegrara, de forma inmediata, al habérsele puesto término a su contrato en la Superintendencia, conforme a la letra anterior. En el acto administrativo en el que se dispongan cualesquiera de estas situaciones, se deberá dejar constancia de la supresión de cargo que procede. Por decreto fundado en lo anterior, dictado por intermedio del Ministerio de Educación, cuya copia se remitirá al Ministerio de Hacienda, se suprimirá el cargo en la planta en extinción de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.

Artículo tercero.- De no alcanzarse mediante concurso la dotación definida en el número 1) del artículo primero transitorio, podrá completarse mediante el traspaso del personal que cumpla las funciones en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, hasta alcanzar el número máximo determinado en dicho decreto con fuerza de ley. La condición de no haber sido seleccionado en el proceso del concurso no excluirá al funcionario de la posibilidad de ser traspasado en esta segunda etapa, conforme a las normas propias de ésta.

El grado de encasillamiento o de asimilación, sea un funcionario de planta o a contrata, será aquel cuya remuneración total sea la más cercana a la que percibía, se trate de una diferencia positiva o negativa. Para su determinación se considerará la suma del total de haberes brutos mensualizados que percibe cada funcionario en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, excluidos sólo los pagos por trabajos extraordinarios y la asignación por funciones críticas, comparándolos con el total de haberes brutos mensualizados que le corresponderá en la Superintendencia de Educación al momento del traspaso, exceptuados los componentes remuneratorios recién señalados.

Cualquiera diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, a la que se le aplicará el porcentaje de reajuste que se fije anualmente para las remuneraciones de los funcionarios públicos en la forma dispuesta en el artículo 31 de la ley N° 20.642, y que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que corresponda al funcionario. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

Procederá crear un cargo en la planta de personal de la Superintendencia de Educación, cuando el funcionario traspasado en esta segunda etapa tenga la calidad exclusiva de titular en la planta de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, aplicándosele las normas del inciso segundo del presente artículo para determinar el grado que corresponda.

En tanto, el personal traspasado que tenga la calidad de la letra d) del artículo 87 del Estatuto Administrativo mantendrá el cargo del que es titular en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, en iguales condiciones a lo establecido en el inciso sexto del artículo segundo, en lo que proceda, y será traspasado con una renta equivalente a la que percibía en la calidad de contrata.

El personal a contrata mantendrá su calidad jurídica y su grado será fijado conforme a las normas de este artículo. 

Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para crear en la planta de la Superintendencia de Educación los cargos necesarios para traspasar al personal correspondiente a la segunda etapa del proceso, cuando ejercieren exclusivamente un cargo titular de planta, en el grado que sea el más cercano, conforme con el procedimiento definido en el artículo tercero transitorio. En el mismo decreto con fuerza de ley se suprimirá el cargo del que era titular en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, a contar de la total tramitación del decreto supremo de individualización de traspasos. 

Artículo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, modificará el presupuesto de la Superintendencia de Educación y de la Junta Nacional de Jardines Infantiles para el cumplimiento de la presente ley e integrará a la primera los recursos que correspondan al traspaso de personal y bienes, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes. No obstante lo anterior, para el primer año de vigencia de la presente ley, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con las reasignaciones destinadas para ello.

Artículo sexto.- Los establecimientos educacionales a que se refiere el inciso primero del artículo 2°, que se encontraban funcionando con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley sin tener el reconocimiento oficial del Estado en los niveles parvularios que impartan, tendrán un plazo de tres años contado desde dicha fecha para obtener la autorización de funcionamiento otorgada por el Ministerio de Educación. Durante dicho período estos establecimientos podrán seguir funcionando.

Artículo séptimo.- Las modificaciones a que se refieren los artículos 11 y 12 de la presente ley entrarán en vigencia una vez que el personal respectivo de la Junta Nacional de Jardines Infantiles haya sido traspasado al Ministerio de Educación y a la Superintendencia de Educación.

Artículo octavo.- Los informes favorables y las autorizaciones que hayan sido otorgadas por la Junta Nacional de Jardines Infantiles, para efectos de lo señalado en los incisos tercero y sexto, respectivamente, del artículo 203 del Código del Trabajo, mantendrán su validez hasta tres años contados desde la entrada en vigencia de esta ley.

Artículo noveno.- Durante los tres primeros años, contados desde la publicación de esta ley, el Ministerio de Educación podrá encomendar a otros organismos públicos la certificación del cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 3°. Sólo en la medida que el Ministerio de Educación y los demás organismos públicos a los que se hubiere encomendado esta función no tuvieren la capacidad instalada para certificar por sus propios medios el cumplimiento de los requisitos a que se refiere este artículo, podrá el ministerio encomendarla a entidades privadas.”.

***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE LA OBLIGATORIEDAD DEL SEGUNDO NIVEL DE TRANSICIÓN Y CREA UN SISTEMA DE FINANCIAMIENTO GRATUITO DESDE EL NIVEL MEDIO MAYOR
(8997-07)
Oficio Nº 10.841
VALPARAÍSO, 17 de julio de 2013
Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de reforma constitucional, que establece la obligatoriedad del segundo nivel de transición y crea un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio mayor, correspondiente al boletín N°8997-07.

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

“Artículo único.-
Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República:
1) 
Reemplázase el inciso cuarto del numeral 10° del artículo 19 por el siguiente:
“Para el Estado es obligatorio promover la educación parvularia, para lo que financiará un sistema gratuito a partir del nivel medio mayor, destinado a asegurar el acceso a éste y sus niveles superiores. El segundo nivel de transición es obligatorio, siendo requisito para el ingreso a la educación básica.”.
2) 
Reemplázase la disposición vigesimoprimera transitoria por la siguiente:
“VIGESIMOPRIMERA.- La reforma introducida en el numeral 10º del artículo 19, que establece la obligatoriedad del segundo nivel de transición y el deber del Estado de financiar un sistema gratuito a partir del nivel medio mayor, destinado a asegurar el acceso a éste y sus niveles superiores, entrará en vigencia gradualmente, en la forma que disponga la ley.”.”.

***

Hago presente a Vuestra Excelencia que este proyecto de reforma constitucional fue aprobado tanto en general como en particular por 100 votos afirmativos, de un total de 120 señoras y señores diputados en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 127 de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEGISLACIÓN TRIBUTARIA EN MATERIA DE FACTURA ELECTRÓNICA Y DISPONE OTRAS MEDIDAS QUE INDICA 
(8874-05)

Oficio Nº 10.842
VALPARAÍSO, 17 de julio de 2013.
Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que introduce modificaciones en la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica, boletín No 8874-05, del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974: 

1) Agrégase en el artículo 23, el siguiente número 7°: 

“7°.- El impuesto recargado en facturas emitidas en medios distintos del papel, de conformidad al artículo 54, dará derecho a crédito fiscal para el comprador o beneficiario en el periodo en que hagan el acuse de recibo conforme a lo establecido en el inciso primero del artículo 9º de la ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a la copia de la factura. Esta limitación no regirá en el caso de prestaciones de servicios, ni de actos o contratos afectos en los que, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 55, la factura deba emitirse antes de concluirse la prestación de los servicios o de la entrega de los bienes respectivos.”.

2) Reemplázase el artículo 54 por el siguiente:

“Artículo 54.- Las facturas, facturas de compra, liquidaciones facturas y notas de débito y crédito que deban emitir los contribuyentes, consistirán exclusivamente en documentos electrónicos emitidos en conformidad a la ley. Las guías de despacho y las boletas de ventas y servicios se podrán emitir, a elección del contribuyente, en formato electrónico o en papel. Con todo, los comprobantes o recibos generados en transacciones pagadas a través de medios electrónicos tendrán el valor de boleta de ventas y servicios, tratándose de contribuyentes que hayan optado por emitir dichas boletas en formato papel, en la forma y condiciones que determine el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. Tratándose de contribuyentes que hayan optado por emitir boletas electrónicas de ventas y servicios en que el pago de la respectiva transacción se efectúe por medios electrónicos, ambos sistemas tecnológicos deberán estar integrados en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, de forma tal que el uso del medio de pago electrónico importe necesariamente la generación de la boleta electrónica de ventas y servicios por el contribuyente respectivo. 

Tratándose de contribuyentes que desarrollen su actividad económica en un lugar geográfico sin cobertura de datos móviles de operadores que tienen infraestructura o sin acceso al servicio público de suministro eléctrico o en un lugar decretado como zona de catástrofe conforme a la ley N° 16.282, no estarán obligados a emitir los documentos señalados en el inciso primero en formato electrónico, pudiendo siempre optar por emitirlos en papel. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos, de oficio o a petición de parte, dictará una o más resoluciones, según sea necesario, debiendo individualizar al contribuyente o grupo de contribuyentes que se encuentren en alguna de las situaciones referidas, solicitando a los organismos técnicos respectivos informes que acrediten las zonas geográficas del territorio nacional que no cuentan con los servicios o suministros respectivos y el plazo durante el cual dicha situación se mantendrá o debiese mantenerse. Presentada la solicitud de que trata este artículo y mientras ésta no sea resuelta, el Servicio de Impuestos Internos deberá autorizar el timbraje de los documentos tributarios que sean necesarios para el desarrollo del giro o actividad del contribuyente. En todo caso, transcurridos sesenta días hábiles sin que la solicitud sea resuelta por el Servicio de Impuestos Internos, ésta se entenderá aceptada en los términos planteados por el contribuyente.
Los documentos tributarios que, de acuerdo a los incisos anteriores, puedan ser emitidos en papel, deberán extenderse en formularios previamente timbrados de acuerdo a la ley y contener las especificaciones que señale el reglamento. 

La copia impresa en papel de los documentos electrónicos a que se refiere el inciso primero, tendrá el valor probatorio de un instrumento privado emanado de la persona bajo cuya firma electrónica se transmitió, y se entenderá cumplida a su respecto la exigencia de timbre y otros requisitos de carácter formal que las leyes requieren para los documentos tributarios emitidos en soporte de papel.”.

3) Modifícase el artículo 56 de la siguiente forma:

a) Agrégase en el inciso segundo la siguiente oración antes del punto aparte, precedida por una coma:

“pudiendo autorizar la emisión en papel de los documentos que deban ser emitidos en formato electrónico conforme al inciso primero del artículo 54, mediante resolución en que se deberá expresar los fundamentos por los cuales se concede dicha autorización e individualizar al contribuyente o grupo de contribuyentes beneficiados y el plazo de vigencia de la misma, el cual, en todo caso, podrá ser renovado sucesivamente en tanto se mantengan las razones que originaron el otorgamiento de la autorización”.
b) Elimínase el inciso tercero.

c) Reemplázase el inciso cuarto, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:

“En los casos en que, de acuerdo a esta ley, los contribuyentes emitan boletas en soporte de papel, la Dirección Nacional del Servicio de Impuestos Internos podrá autorizar su emisión mediante máquinas registradoras u otros medios tecnológicos.”.

Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Tributario, cuyo texto se contiene en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974:

1) Modifícase el artículo 8° ter del siguiente modo:

a) Elimínase en el inciso primero la frase “que opten por la facturación electrónica”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo la frase “soliciten por primera vez la emisión de” por la siguiente: “por primera vez deben emitir”.

2) Modifícase el artículo 8° quáter del siguiente modo:

a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “timbre” y “en”, la expresión “o autorice a emitir electrónicamente, según corresponda”, entre comas. Asimismo, intercálase entre las palabras “timbraje” y “de”, la frase “o, en su caso, la emisión electrónica”.
b) Intercálase en el inciso segundo, entre las palabras “inmediato” y “de”, la expresión “o la emisión electrónica, según corresponda”, entre comas.
3) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 17:

“El Servicio podrá autorizar que los libros de contabilidad y los libros adicionales o auxiliares, que los contribuyentes lleven en soporte de papel, sean reemplazados por sistemas tecnológicos que reflejen claramente el movimiento y resultado de los negocios y permitan establecer con exactitud los impuestos adeudados. Para estos efectos, el Servicio certificará los sistemas que cumplan con tales requisitos.”.

4) Agrégase, al inicio del inciso segundo del artículo 30, la siguiente expresión seguida por una coma: “En todos aquellos casos en que la ley no exige la emisión de documentos electrónicos en forma exclusiva”; y reemplázase la palabra “La” por “la”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas:

1)  Modifícase el número 3) del artículo 1º del siguiente modo:

a)
 Sustitúyense, en el inciso primero, los porcentajes "0,033%" y "0,4%", por "0,0166%" y "0,2%", respectivamente.

b) Sustitúyese, en el inciso segundo, el porcentaje "0,166%" por "0,083%".

2)  Modifícase el número 2 del artículo 2º del siguiente modo:

a)  Sustitúyese, en el inciso primero, el porcentaje "0,166%", por "0,083%".

b)  Sustitúyese, en el inciso segundo, el porcentaje "0,033%" por "0,0166%".

c)  Sustitúyese, en el inciso tercero, el porcentaje "0,4%" por "0,2%".

3)  Sustitúyense, en el inciso segundo del artículo 3º, los porcentajes "0,033%" y "0,4%", por "0,0166%" y "0,2%", respectivamente.

Artículo 4°.- Modifícase la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, cuyo texto se encuentra fijado por el artículo primero del decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda, de la siguiente forma:

1) Reemplázase en el artículo 4º, en su inciso primero, la palabra “cuatro” por “cinco”; y en el inciso segundo, intercálase entre la expresión “Dirección Regional, Arica”, y el punto aparte, la siguiente frase, precedida por una coma: “y XIX Dirección Regional Metropolitana, Santiago Norte”, y suprímese la conjunción “y” que antecede a la expresión numérica “XVIII”.

2) Incorpórase en el artículo 4º bis el siguiente inciso segundo:

“El Servicio de Impuestos Internos deberá establecer y administrar en su sitio web una plataforma tecnológica para que los contribuyentes de difícil fiscalización o de escaso movimiento operacional o económico, las empresas de menor tamaño según se definen en la ley N° 20.416 y demás contribuyentes que determine a su juicio exclusivo, emitan y reciban las facturas y demás documentos electrónicos señalados en el artículo 54, registren sus operaciones y cedan o recepcionen las facturas a través del procedimiento previsto en la ley N°19.983. Respecto de las operaciones que se ejecuten a través de esta plataforma, el Servicio acreditará para todos los efectos legales la identidad del emisor y la integridad del mensaje o documento electrónico.”.

Artículo 5°.- Modifícase el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos y los respectivos requisitos de ingreso y promoción, de la siguiente forma:

1) En la planta “Directivos”, a continuación del cargo de “Director Regional Metropolitano Santiago Sur”, créase un cargo de Director Regional Metropolitano Santiago Norte, grado 4.

2) En la planta “Jefes de Departamento”, créanse seis cargos de Jefe de Departamento, grado 7.

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

1) Intercálase, en el inciso segundo del Nº 8 del artículo 17, entre las frases “Tratándose de la enajenación de derechos en sociedad de personas o de acciones emitidas con ocasión de la transformación de una sociedad de personas en sociedad anónima,” y “10% o más de las acciones, a la empresa o sociedad respectiva o en las que tengan intereses, para los efectos de determinar el mayor valor proveniente de dicha operación,”, la siguiente expresión: “que hagan los socios de sociedades de personas o accionistas de sociedades anónimas cerradas, o accionistas de sociedades anónimas abiertas dueños del”.

2) Suprímese en el encabezado del párrafo décimo tercero de la letra b), del Nº 1, del artículo 20, la palabra “natural”.
3) Modifícase el inciso segundo del artículo 21 del siguiente modo:

a) Suprímese la expresión “y,” entre las frases “a organismos o instituciones públicas creadas por ley;” y “(iv) los pagos a que se refiere”. 

b) Agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma, la siguiente frase: “y (v) los pagos o desembolsos que se efectúen con motivo de la aprobación o ejecución de un proyecto o de actividades empresariales que cuenten o deban contar, de acuerdo a la legislación sobre medio ambiente, con una resolución dictada por la autoridad competente que apruebe dicho proyecto o actividades y que consten en un contrato o convenio suscrito con una autoridad pública, una organización dotada de personalidad jurídica de acuerdo al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, una organización comunitaria constituida en conformidad a la ley N°19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, o en conformidad a la ley N° 19.253, sobre comunidades indígenas, que guarden relación con grupos, sectores o intereses de la localidad respectiva, siempre que no se efectúen directa o indirectamente en beneficio de empresas del mismo grupo empresarial o de personas o entidades relacionadas en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, sobre mercado de valores. Las empresas deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y oportunidad que éste determine mediante resolución, el monto total de la inversión destinada a la ejecución del proyecto o actividad, los pagos efectuados en cumplimiento de las obligaciones señaladas, la identificación de los beneficiarios de los mismos, así como cualquier otro antecedente relacionado. Con todo, igualmente se afectarán con el impuesto establecido en el inciso primero de este artículo, en la parte correspondiente al exceso, cuando los pagos o desembolsos excedan de la cantidad menor a la suma equivalente al 2% de la renta líquida imponible del ejercicio respectivo, del 1,6 por mil del capital propio tributario de la empresa, según el valor de éste al término del ejercicio respectivo, o del 5% de la inversión total anual que se efectúe en la ejecución del proyecto.”. 

4) Modifícase el artículo 41 A de la siguiente forma:

a) Sustitúyese, en la letra A, el párrafo tercero de su Nº 1 por el siguiente:

“En la misma situación anterior, también dará derecho a crédito el impuesto a la renta pagado por una o más sociedades en la parte de las utilidades que repartan a la empresa que remesa dichas utilidades a Chile, siempre que todas estén domiciliadas en el mismo país y la referida empresa posea directa o indirectamente el 10% o más del capital de las sociedades subsidiarias señaladas.”.

b) Reemplázase, en la letra b) del Nº 2 de la letra A, el porcentaje “30%” por “32%” las dos veces que aparece.

c) Agrégase, en el Nº 3 de la letra A, la siguiente letra c): 

“c) Cuando en el ejercicio respectivo se determine un excedente de este crédito deducible del impuesto de primera categoría, ya sea por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, dicho excedente se imputará en los ejercicios siguientes en que se determinen rentas afectas a dicho tributo, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el último día del mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.”.

d) En el Nº 6 de la letra D, agrégase a continuación de la palabra “corresponda,” la expresión “de países con los cuales Chile no haya suscrito convenios para evitar la doble tributación,”. Asimismo, sustitúyese el porcentaje “30%” por “32%” y, finalmente, agrégase a continuación de la expresión “Renta Neta de Fuente Extranjera”, las dos veces que aparece, la frase “de Países sin Convenio.”.

5) Introdúcense en el artículo 41 C las siguientes modificaciones:

a) Modifícase el N° 1 del siguiente modo:

i) Agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En este caso, el porcentaje a que se refiere la letra b) del número 2.-, letra A, del artículo 41 A, será de 35%, salvo que los beneficiarios efectivos de las rentas de fuente extranjera afectas al Impuesto de Primera Categoría tuvieran residencia o domicilio en el exterior, en cuyo caso será necesario, además, que Chile tenga vigente un convenio para evitar la doble tributación con el país de residencia de dichos beneficiarios efectivos.”.
ii) Agrégase el siguiente párrafo segundo:

“El crédito total por los impuestos extranjeros correspondientes a las rentas de fuente extranjera percibidas o devengadas en el ejercicio, según corresponda, de países con los cuales Chile haya suscrito convenios para evitar la doble tributación, no podrá exceder del equivalente a 35% de la Renta Neta de Fuente Extranjera de Países con Convenio de dicho ejercicio. Para estos efectos, la Renta Neta de Fuente Extranjera señalada de cada ejercicio se determinará como el resultado consolidado de utilidad o pérdida de fuente extranjera de países con Convenio, afecta a impuestos en Chile, obtenida por el contribuyente, deducidos los gastos necesarios para producirlo, en la proporción que corresponda, más la totalidad de los créditos por los impuestos extranjeros de dichos países, calculada de la forma establecida en este artículo.”.

b) Sustitúyese el párrafo segundo del Nº 2 por el siguiente: 

“También dará derecho a crédito el impuesto a la renta pagado por una o más sociedades en la parte de las utilidades que repartan a la empresa que remesa dichas utilidades a Chile, siempre que todas estén domiciliadas en el mismo país y la segunda posea directa o indirectamente el 10% o más del capital de las sociedades subsidiarias señaladas.”.
c) Sustitúyese en el párrafo segundo del Nº 3 el porcentaje “30%” por “35%”.

6) Agrégase en el párrafo sexto del N° 1 del artículo 54, a continuación de la frase “determinadas según las normas de esta ley”, la expresión “y las rentas establecidas con arreglo a lo dispuesto en los artículos 70 y 71”.

Artículo 7°.- La presente ley regirá desde su publicación en el Diario Oficial y respecto de los hechos acaecidos a contar de dicha fecha, salvo aquellas disposiciones que tengan una regla especial de vigencia.
Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Lo dispuesto en el artículo 1º, número 1), comenzará a regir luego de ciento ochenta días corridos desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.

La obligación de emitir facturas y demás documentos electrónicos señalados en el artículo 54 de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios entrará en vigencia luego de nueve meses de publicada esta ley en el Diario Oficial. No obstante, en el caso de empresas de menor tamaño, según éstas se clasifican y definen en la ley Nº 20.416, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño, que de acuerdo a los respectivos instrumentos de planificación territorial estén domiciliadas en zonas urbanas, la obligación de emitir documentos electrónicos entrará en vigencia luego de dieciocho meses desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Tratándose del mismo tipo de empresas, pero domiciliadas en zonas rurales, dicho plazo será de veinticuatro meses, contados desde la citada publicación.

Dentro de los nueve meses siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial, el Servicio de Impuestos Internos deberá dictar la o las resoluciones que sean necesarias para implementar la excepción establecida en el inciso segundo del artículo 54 del decreto ley N° 825, de 1974, sustituido por la presente ley. 

La disposición relativa al valor de los comprobantes o recibos que se emitan en el caso de transacciones pagadas por medios electrónicos, establecida en el inciso primero del artículo 54 de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974, que se sustituye por el artículo 1º Nº 2 de la presente ley,  entrará en vigencia en el plazo de un año contado desde la publicación de ésta en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- Lo dispuesto en los números 1), 2) y 6) del artículo 6° regirá a partir del 1 de enero de 2013, en los mismos términos en que rigen las modificaciones introducidas por el artículo 1º, N° 5), letra d); N° 7), letra b), literal iii) y N° 8 de la ley N° 20.630, que perfecciona la legislación tributaria y financia la reforma educacional.
Lo dispuesto en el número 3) del artículo 6° regirá a partir del 1 de enero del 2014 respecto de los pagos, gastos o desembolsos allí señalados y que se efectúen a contar de dicha fecha.

Lo dispuesto en los números 4) y 5) del artículo 6° regirá a partir del 1 de enero 2014, respecto de las rentas que se perciban del exterior o, en el caso de las agencias u otros establecimientos permanentes en el exterior, respecto de las rentas que se perciban o devenguen a contar de dicha fecha, siempre que el impuesto extranjero que se utiliza como crédito en Chile se haya pagado en dicha fecha o con posterioridad a ella. Las rentas percibidas o devengadas en los términos señalados a contar del 1 de enero de 2014, respecto de las cuales se haya pagado el impuesto extranjero que se utiliza como crédito en Chile con anterioridad a dicha fecha, se regirán por las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta vigentes con anterioridad a la fecha referida.
Lo dispuesto por el artículo 3º regirá a partir del 1 de septiembre de 2013, o a contar de la fecha de publicación en el Diario Oficial de la presente ley, si ello fuere posterior, respecto de los documentos gravados cuyo impuesto se devengue a contar de la fecha de vigencia señalada.

Finalmente, lo dispuesto en el Nº 1) del artículo 4º comenzará a regir en la fecha que fije el Director del Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, la que no podrá exceder del primer día hábil del año 2014. A la XIX Dirección Regional Metropolitana, Santiago Norte, del Servicio de Impuestos Internos, le corresponderá la fiscalización, conocimiento o realización de las actuaciones, asuntos, diligencias o peticiones, que se inicien o se encuentren pendientes a esa fecha, de contribuyentes que se encuentren domiciliados en el territorio sobre el cual la nueva Dirección Regional tenga competencia.
Artículo tercero.- Para efectos de la aplicación de la tasa máxima de 0,2% establecida por las modificaciones introducidas al decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas por el artículo 3º de esta ley, en aquellos casos en que el plazo que medie entre la emisión del documento gravado respectivo y el vencimiento del mismo sea superior a doce meses, para los primeros doce meses el impuesto se deberá pagar con la tasa mensual de 0,0166%, y en el mes o fracción de mes siguiente, el impuesto se deberá pagar con una tasa del 0,0008%, de forma tal de completar la tasa máxima señalada. 

Para la aplicación de la exención del artículo 24, N° 17, del decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, respecto de las operaciones de crédito de dinero efectuadas a contar de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, destinadas a pagar préstamos anteriores a esa fecha, se considerará como tasa máxima un 0,2%.

Para la aplicación de lo dispuesto en el artículo 2° bis del mismo decreto ley, la tasa máxima de impuesto a que se refiere el número 2) de dicho artículo será la vigente a la fecha de inicio de la colocación de la primera emisión acogida a la línea.
Artículo cuarto.- La Tesorería General de la República podrá ejercer la facultad concedida por el artículo 5° de la ley N° 20.630, respecto de los impuestos adeudados en ella señalados, desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y hasta seis meses después de dicha fecha.

Artículo quinto.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley en el transcurso de su primer año presupuestario de vigencia será financiado con reasignaciones del presupuesto del Servicio de Impuestos Internos. En lo que faltare, el Ministerio de Hacienda podrá suplementar con cargo a recursos del Tesoro Público. Para los años siguientes, se estará a lo que indique la ley de Presupuestos respectiva.”.
***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, EN MATERIA DE SANCIONES A VEHÍCULOS IMPEDIDOS DE EFECTUAR TRANSPORTE PÚBLICO Y DE ESCOLARES 
(7815-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares, con urgencia calificada de “suma” el 2 de julio de 2013. 

- - - - - - - 


Durante el estudio de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación del Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González; de la Jefa del Programa Nacional de Fiscalización de la Subsecretaría de Transportes, señora Paula Flores y del Encargado Legal de dicho Programa, señor Raúl Carrasco.

- - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: las signadas con los números 1; 2; 2 bis; 3; 5; 5 bis y 6.

IV.- Indicaciones rechazadas: la signada con el número 4.

V.- Indicación retirada: no hay.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.
- - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR 


La Comisión se abocó al estudio de las 8 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.


El proyecto aprobado en general por el Honorable Senado consta de dos artículos permanentes. 

ARTÍCULO PRIMERO


Modifica el artículo 9º de la ley Nº 19.040, que establece normas para adquisición por el Fisco de vehículos que indica y otras disposiciones relativas a la locomoción colectiva de pasajeros.

Artículo 9º


El artículo 9º de la ley 19.040, señala que el empresario del transporte público de pasajeros que realice servicios de transporte de locomoción colectiva con vehículos impedidos de hacerlo según disposiciones del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en uso de sus atribuciones y en resguardo de la seguridad o de la preservación del medio ambiente, será sancionado con una multa, a beneficio fiscal, de hasta el valor equivalente a diez unidades tributarias mensuales.


Su inciso segundo indica que a las personas que condujeren vehículos afectos a las normas referidas, en caso de no ser dueñas del vehículo, se les aplicará el régimen del inciso final del artículo 198 de la ley N° 18.290.


Su inciso tercero dispone que en tales casos, los vehículos serán retirados de la circulación por Carabineros de Chile, poniéndolos a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 161 de la ley citada en el inciso anterior, al propietario del vehículo.


Su inciso final señala que conocerán de estas infracciones los jueces de policía local, de acuerdo con sus atribuciones generales.


El artículo primero aprobado en general por la Comisión, incorpora al artículo 9° de la ley N° 19.040, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo a cuarto a ser incisos tercero cuarto y quinto, respectivamente:


“Cuando la prestación del servicio se haga en un vehículo que no se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, la multa será de tres a quince unidades tributarias mensuales.”.

A este artículo primero se presentó una indicación signada con el Nº 1. 

Indicación Nº 1


1.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para incorporar, en el inciso segundo propuesto, la siguiente oración final: “En caso de reincidencia la multa será de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.

- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi.
Indicación Nº 2


2.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para intercalar el siguiente Artículo Primero Bis:


“Artículo Primero Bis.- Reemplázase en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, del artículo 9° de la ley N° 19.040, la frase “el régimen del inciso final del artículo 198 de la ley N° 18.290”, por “una multa de uno coma cinco a tres unidades tributarias mensuales”.

- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi.
Indicación Nº 2 bis


2 bis.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para intercalar el siguiente Artículo Segundo Bis:


“Artículo Segundo Bis.- Incorporase en el inciso tercero que pasa a ser cuarto, entre las expresiones “los vehículos serán retirados de la circulación por Carabineros de Chile” y “, poniéndolos a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto,” la frase “o Inspectores Fiscales”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi.

Con las modificaciones formales introducidas por la Comisión, en base a las indicaciones aprobadas, este artículo quedó redactado, en los siguientes términos:


“Artículo Primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 9° de la ley N° 19.040:


1.- Agrégase, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo a cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Cuando la prestación del servicio se haga en un vehículo que no se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, la multa será de tres a quince unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia la multa será de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.

2.- Reemplázase el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:


“A las personas que condujeren vehículos afectos a las normas referidas, en caso de no ser dueñas del vehículo, se les aplicará una multa de uno coma cinco a tres unidades tributarias mensuales.”.


3.- Incórporase en su inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, entre las expresiones “los vehículos serán retirados de la circulación por Carabineros de Chile” y “, poniéndolos a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto”, la frase “o Inspectores Fiscales.”.
ARTÍCULO SEGUNDO


Modifica el artículo 7º de la ley Nº 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares.

Artículo 7º


El artículo 7º de la ley 19.831, dispone que la circulación de vehículos realizando transporte escolar, sin estar habilitados para ello, constituye una infracción gravísima a la ley Nº18.290, de Tránsito.


El artículo segundo aprobado en general por la Comisión, modifica la ley N° 19.831, en el siguiente sentido:


a) Reemplácese en su artículo 7° el texto a continuación de la frase “sin estar habilitados para ello,” por “será sancionada con multa a beneficio fiscal de tres a quince unidades tributarias mensuales, de cargo del propietario del vehículo.”.


b) Incorpórense en el artículo 7° los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Si el conductor que fuere sorprendido cometiendo dicha infracción corresponde a una persona distinta del propietario, se le aplicará el régimen del inciso final del artículo 200 del decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito.


En caso que un vehículo sea sorprendido circulando en las condiciones señaladas en el inciso primero, será retirado de circulación por Carabineros de Chile, poniéndolo a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por la Municipalidades para tal efecto, aplicándose respecto de su propietario lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 156 del Decreto con Fuerza de Ley citado en el inciso anterior.”.”.


A este artículo segundo se presentaron cinco indicaciones signadas con los Nos 3, 4, 5, 5 bis y 6. 

Letra a)

Indicación Nº 3


3.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para incorporar, luego de las expresiones “de cargo del propietario del vehículo.”, la siguiente oración final: “En caso de reincidencia, la multa será de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.

- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi.

Hacemos presente que la Comisión acordó, suprimir en este inciso la frase “constituye una infracción gravísima a la ley Nº 18.290, de Tránsito”, ya que el espíritu de la modificación es sancionar con la multa que se señala.  Asimismo, con la finalidad de facilitar la comprensión de esta norma se sustituyó el encabezamiento del artículo 2º y el inciso primero, por el siguiente: 

“Artículo Segundo.- Modifíquese el artículo 7º de la ley N° 19.831, en el siguiente sentido:


a) Reemplácese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 7º.- La circulación de vehículos realizando transporte escolar, sin estar habilitados para ello, será sancionada con multa a beneficio fiscal de tres a quince unidades tributarias mensuales, de cargo del propietario del vehículo. En caso de reincidencia, la multa será de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.
Letra b)

Indicación Nº 4


4.- De los Honorables Senadores señores Larraín Fernández y Uriarte, para sustituir el inciso segundo que se propone, por el siguiente:


“Si el conductor que fuere sorprendido cometiendo dicha infracción corresponde a una persona distinta del propietario, será sancionado con infracción gravísima.”.

Durante el estudio de esta indicación se hizo presente que se refiere al sistema anterior de sanciones, contemplado en la ley Nº 18.290, de Tránsito, por lo tanto, es contradictoria con el resto de las disposiciones de esta iniciativa legal.

- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi.
Indicación Nº 5


5.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazar, en el inciso segundo propuesto, las frases: “el régimen del inciso final del artículo 200 del decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito”, por “una multa de uno coma cinco a tres unidades tributarias mensuales”.

- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi.
Indicación Nº 5 bis


5 bis.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para incorporar, en el inciso tercero propuesto, entre las expresiones “será retirado de circulación por Carabineros de Chile” y “, poniéndolo a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto,” la frase “o Inspectores Fiscales”.

- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi.
Indicación Nº 6


6.- Del Honorable Senador señor Chahuán, para consultar la siguiente letra c), nueva:


“c) Incorpórase un inciso cuarto al artículo 7° de la ley N° 19.831, con el siguiente texto:


“No se entenderá como vehículo inhabilitado a aquél que ocasionalmente realice transporte de escolares en viajes específicos, de acuerdo a lo establecido en los reglamentos dictados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.


La Comisión acordó dejar constancia para la historia de la ley que mediante la aprobación de esta norma los servicios ocasionales de transporte de escolares realizados por empresas inscritas en los registros de transportistas no son un servicio informal.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi.

Al igual que el artículo 1º, vuestra Comisión acordó en base a las indicaciones aprobadas, redactar este artículo en los siguientes términos:


“Artículo Segundo.- Modifíquese el artículo 7º de la ley N° 19.831, en el siguiente sentido:


a) Reemplácese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 7º.- La circulación de vehículos realizando transporte escolar, sin estar habilitados para ello, será sancionada con multa a beneficio fiscal de tres a quince unidades tributarias mensuales, de cargo del propietario del vehículo. En caso de reincidencia, la multa será de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.


b) Incorpórense los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:


“Si el conductor que fuere sorprendido cometiendo dicha infracción corresponde a una persona distinta del propietario, se le aplicará una multa de uno coma cinco a tres unidades tributarias mensuales.


En caso que un vehículo sea sorprendido circulando en las condiciones señaladas en el inciso primero, será retirado de circulación por Carabineros de Chile o Inspectores Fiscales, poniéndolo a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose respecto de su propietario lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 156 del decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito.


No se entenderá como vehículo inhabilitado a aquél que ocasionalmente realice transporte de escolares en viajes específicos, de acuerdo a lo establecido en los reglamentos dictados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.
- - - - - - - - 

MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe:

ARTÍCULO PRIMERO


--- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo Primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 9° de la ley N° 19.040:


1.- Agrégase, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo a cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Cuando la prestación del servicio se haga en un vehículo que no se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, la multa será de tres a quince unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia la multa será de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 1)


2.- Reemplázase el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:


“A las personas que condujeren vehículos afectos a las normas referidas, en caso de no ser dueñas del vehículo, se les aplicará una multa de uno coma cinco a tres unidades tributarias mensuales.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 2)

3.- Incórporase en su inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, entre las expresiones “los vehículos serán retirados de la circulación por Carabineros de Chile” y “, poniéndolos a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto”, la frase “o Inspectores Fiscales.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 2 bis)
ARTICULO SEGUNDO

--- Sustituir su encabezamiento, por el siguiente: 


“Artículo Segundo.- Modifíquese el artículo 7º de la ley N° 19.831, en el siguiente sentido:”


---Sustituir las letras a) y b), por las siguientes:


“a) Reemplácese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 7º.- La circulación de vehículos realizando transporte escolar, sin estar habilitados para ello, será sancionada con multa a beneficio fiscal de tres a quince unidades tributarias mensuales, de cargo del propietario del vehículo. En caso de reincidencia, la multa será de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 3, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)


b) Incorpórense los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:


“Si el conductor que fuere sorprendido cometiendo dicha infracción corresponde a una persona distinta del propietario, se le aplicará una multa de uno coma cinco a tres unidades tributarias mensuales.


(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 5)


En caso que un vehículo sea sorprendido circulando en las condiciones señaladas en el inciso primero, será retirado de circulación por Carabineros de Chile o Inspectores Fiscales, poniéndolo a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose respecto de su propietario lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 156 del decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito.


(Unanimidad 3X0. Indicación Nº 5 bis)


No se entenderá como vehículo inhabilitado a aquél que ocasionalmente realice transporte de escolares en viajes específicos, de acuerdo a lo establecido en los reglamentos dictados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.

(Unanimidad 3X0. Indicación Nº 6)

- - - - - - - - 


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 9° de la ley N° 19.040:


1.- Agrégase, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo a cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Cuando la prestación del servicio se haga en un vehículo que no se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, la multa será de tres a quince unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia la multa será de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.

2.- Reemplázase el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:


“A las personas que condujeren vehículos afectos a las normas referidas, en caso de no ser dueñas del vehículo, se les aplicará una multa de uno coma cinco a tres unidades tributarias mensuales.”.


3.- Incórporase en su inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, entre las expresiones “los vehículos serán retirados de la circulación por Carabineros de Chile” y “,poniéndolos a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto”, la frase “o Inspectores Fiscales.”.

Artículo Segundo.- Modifíquese el artículo 7º de la ley N° 19.831, en el siguiente sentido:


a) Reemplácese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 7º.- La circulación de vehículos realizando transporte escolar, sin estar habilitados para ello, será sancionada con multa a beneficio fiscal de tres a quince unidades tributarias mensuales, de cargo del propietario del vehículo. En caso de reincidencia, la multa será de cinco a veinte unidades tributarias mensuales.”.


b) Incorpórense los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:


“Si el conductor que fuere sorprendido cometiendo dicha infracción corresponde a una persona distinta del propietario, se le aplicará una multa de uno coma cinco a tres unidades tributarias mensuales.


En caso que un vehículo sea sorprendido circulando en las condiciones señaladas en el inciso primero, será retirado de circulación por Carabineros de Chile o Inspectores Fiscales, poniéndolo a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las Municipalidades para tal efecto, aplicándose respecto de su propietario lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 156 del decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito.


No se entenderá como vehículo inhabilitado a aquél que ocasionalmente realice transporte de escolares en viajes específicos, de acuerdo a lo establecido en los reglamentos dictados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en la sesión celebrada el día 10 de julio de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahúan (Presidente), Carlos Cantero Ojeda y Guido Girardi Lavín.


Sala de la Comisión, a 11 de julio de 2013.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA SUPERINTENDENCIA DE TELECOMUNICACIONES

(8034-15)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”, el 17 de julio de 2013.
- - - - - - - -


A algunas sesiones en que vuestra Comisión analizó esta iniciativa legal asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Kuschel.

Además, durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton; de la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González y de la Asesora Legislativa de Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Pamela Barros.
OBJETIVOS DEL PROYECTO


Crear la Superintendencia de Telecomunicaciones que será un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Sus funciones y atribuciones serán las propias de un organismo estrictamente fiscalizador, resolutor y ejecutor de las normas dictadas por los órganos con competencias normativas de política pública.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El inciso tercero del artículo 6º; el inciso tercero del artículo 15; el artículo 16; el artículo 41; y del artículo 48 la letra f) del numeral 9 (inciso undécimo del artículo 13 A); el numeral 10 (artículo 13 B, nuevo); la letra d) del numeral 13 (inciso quinto del artículo 15), y el numeral 14 (artículo 16).


El inciso tercero del artículo 6º dice relación con el artículo 57 y siguientes de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


El inciso tercero del artículo 15; el artículo 16; el artículo 41; y la letra f) del numeral 9, el número 10, la letra d) del numeral 13 y el número 14 del artículo 48 del proyecto, dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.
OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA


Hacemos presente que la Sala de la Cámara de Diputados envió oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto del inciso tercero del artículo 15, el artículo 16, el artículo 41; y la letra f) del numeral 9, el número 10, la letra d) del numeral 13 y el número 14 del artículo 48 del proyecto de ley en estudio, en cumplimiento a lo preceptuado en los incisos segundo y tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, toda vez que dicha iniciativa incide en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.

El máximo Tribunal emitió su opinión mediante Oficio Nº 89-2013, de fecha 27 de junio de 2013.

- - - - - - - 

ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA


Los artículos 1º, 4º, 8º, 13, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 29, 31, 32, 44, 48 Nos 1, 28 letra a) y 36 letra b), 52 Nos 3 y 4 letra a) y los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º y 7º transitorios.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

Tienen incidencia, en este proyecto de ley, las siguientes normas jurídicas:


1.- Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, de 2 de octubre de 1982.


Artículos 2º,  6º,  7º,  7º bis,  8º,  9º, 13, 13 A, 13 B, 13 C, 14, 15, 16, 16 bis, 17, 19 bis, 20, 21, 22, 23, 24 bis, 24 A, 24 B, 24 I, 25 bis, 26, 27, 28, 28 bis, 28 G, 30, 30 H, 30 I, 30 J, 31 bis, 34, 35, 37,38, 39, 39 bis y 39 A.


2.- Decreto ley Nº 1.762, de 30 de abril de 1977, del Ministerio de Transportes, que crea la Subsecretaría de Telecomunicaciones dependientes del Ministerio de Transportes y organiza la dirección superior de las telecomunicaciones del país.


Artículos 1º, 6º, 7º, 9º y 13.


3.- Ley Nº 18.838, de 30 de septiembre de 1989, que crea el Consejo Nacional de Televisión.


Artículos 23, 27, 30, 31 y 33. 


4.- Ley Nº 20.433, de 4 de mayo de 2010, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana.


Artículos 2º, 13, 16 y 17.


5.- Proyecto de acuerdo Nº 27, de la Honorable Cámara de Diputados de 15 de abril de 2010, de iniciativa de los Honorables Diputados señores Gustavo Hasbún, Pedro Pablo Álvarez-Salamanca, Celso Morales, Eugenio Bauer, Romilio Gutiérrez, Tucapel Jiménez, Osvaldo Andrade, Sergio Ojeda, Felipe Salaberry, Ignacio Urrutia y señora Ximena Vidal, mediante el cual solicitan al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones “el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley donde se cree la Superintendencia de Telecomunicaciones”.


6.- Decreto ley Nº 3.551, de 2 de enero de 1981, del Ministerio de Hacienda, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público.


7.- Ley Nº 19.882, de 23 de junio de 2003, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos.


8.- Decreto ley Nº 1.263, de 28 de noviembre de 1975, del Ministerio de Hacienda, Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado.


9.- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 17 de noviembre de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


10.- Decreto con fuerza de ley Nº 29, de 16 de marzo de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículos 8º, 10, 15 y 13 transitorio.


11.- Código Penal.


Artículos 210 y 260.


12.- Ley Nº 19.863, de 6 de febrero de 2003, sobre remuneraciones de autoridades de gobierno y cargos críticos de la administración pública y da normas sobre gastos reservados. 


Artículo 8º.


13.- Ley Nº 18.045, de 22 de octubre de 1981, del Ministerio de Hacienda, Ley de Mercado de Valores. 


Artículos 96 y 97.


14.- Ley Nº 19.880, de 29 de mayo de 2003, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.


Artículos 22, 46 y 47.


15.- Código Tributario.


Artículo 53.


16.- Código de Procedimiento Civil, Artículo 90 y Título XI del Libro III, Del Procedimiento Sumario.


17.- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 07 de marzo de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973, que crea el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.


18.- Ley Nº 19.131, de 8 de abril de 1992, que modifica ley Nº 18.838, sobre Consejo Nacional de Televisión.


19.- Ley Nº 19.300, de 9 de marzo de 1994, que aprueba Ley Sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


20.- Ley Nº 19.799, de 12 de abril de 2002, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.


21.- Decreto con fuerza de ley Nº 458, de 13 de abril de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que aprueba nueva Ley General de Urbanismo y Construcciones. 


Artículos 116 bis F y 116 bis I.


22.- Código Orgánico de Tribunales. 


Artículo 232.


23.- Ley Nº 17.910, de 27 de febrero de 1973, que declara extinguidos los contratos aprobados por la ley Nº 4.791, las disposiciones legales de excepción que menciona y la concesión otorgada por el Estado a la Compañía de Teléfonos de Chile para explotar el servicio telefónico en el país; previene que dicha compañía continuará prestando sus servicios sujeta a las normas que señala.

Artículo 2º.


24.- Ley Nº 18.287, de 7 de febrero de 1984, que establece procedimiento ante los juzgados de policía local.


25.- Ley Nº 19.553, de 4 de febrero de 1998, que concede asignación de modernización y otros beneficios que indica. 


Artículo 1º.


26.- Ley Nº 19.528, de 4 de noviembre de 1997, que introduce modificaciones a la Ley General de Bancos; al decreto ley Nº 1.097, de 1975; a la ley Nº 18.010, y al Código de Comercio. 


Artículo 5º.


27.- Ley Nº 18.091, de 30 de diciembre de 1981, establece normas complementarias de incidencia presupuestaria, de personal y de administración financiera. 


Artículo 17.


28.- Ley Nº 20.642, de 11 de diciembre de 2012, que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos y otros beneficios que indica y modifica normas legales que señala.


Artículos 30 y 31.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Según expresa el Mensaje el proyecto de ley en estudio se fundamenta en los siguientes antecedentes:


A. Fundamentos del proyecto


1. Las cifras


Las telecomunicaciones constituyen un servicio indispensable para el desarrollo económico, social y cultural del país. En los últimos años, la aparición de internet y de la tecnología IP ha modificado dramáticamente la estructura de las telecomunicaciones, transformando la forma en que nos relacionamos y accedemos a los distintos bienes y servicios en un mundo globalizado.


El país vive una explosiva masificación en el acceso a servicios de telecomunicaciones. Hoy es el mercado con el mayor número de usuarios que existe en Chile. La red de telefonía móvil tiene alrededor de 18 millones de abonados, los de telefonía fija son 3.5 millones, 1.8 millones los de la TV pagada, y más de 16 millones los de la TV abierta. En un año se producen más de 580 millones de llamadas de larga distancia nacional, 40 millones de llamadas de larga distancia internacional, 1.8 millones de conexiones fijas a internet, 5.3 millones de conexiones móviles a internet (de las cuales 1.1 millones son con tecnología 3G), un 33 por ciento de hogares con acceso a internet y más de 29 proveedores de este acceso.


En cuanto a los operadores de servicios de telecomunicaciones, hay 28 concesionarios de telefonía fija, 5  de telefonía móvil, 15 concesionarios de VoIP, 19 de telefonía móvil virtual, 23 de larga distancia, 3.500 permisionarios de servicios limitados de telecomunicaciones, de los cuales 218 son de TV pagada, 94 concesionarios de TV abierta, 1.995 concesionarios de radiodifusión sonora y un numeroso conjunto de titulares de licencias como radioaficionados. Estos últimos desarrollan una importante labor cotidiana en beneficio de la comunidad, la que se hace totalmente evidente durante las emergencias, como la vivida por el país tras el terremoto de febrero de 2010.


En consecuencia, prácticamente todos los habitantes del país son, también, usuarios de uno o más servicios de telecomunicaciones. Esta masificación de las telecomunicaciones es inédita en nuestra historia y explica en buena parte la presencia significativa que hoy el sector tiene en el PIB nacional.


Semejante crecimiento exponencial se vincula al hecho de que la autoridad sectorial ha considerado a las telecomunicaciones como un servicio esencial para el desarrollo de las personas y del país. En coordinación con los órganos colegisladores, la autoridad sectorial ha puesto en práctica una importante política de fomento a fin de actualizar el principio de acceso universal a las telecomunicaciones. Asimismo, en medio de este escenario de creciente masificación, la autoridad ha redoblado esfuerzos en velar por el cumplimiento de las normas que rigen el sector para, entre otros objetivos, brindar una adecuada protección a los derechos que asisten a los usuarios de los servicios de telecomunicaciones. Todo esto, al mismo tiempo que la autoridad diseña políticas y define normas con el objeto de mantener al día una regulación sometida, como pocas, al riesgo de obsolescencia que plantea una tecnología en vertiginosa innovación.


2. Historia


Sin embargo, la arquitectura institucional que posee esta autoridad sectorial ya no ayuda a desplegar bien estas tareas. Esa arquitectura fue diseñada el año 1977, mediante el decreto ley N° 1.762, que creó la Subsecretaría de Telecomunicaciones (SUBTEL), como la Subsecretaría del ramo en el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Esa legislación fue un avance respecto de la situación anterior, que se extendió por buena parte del Siglo XX. Esto, pues la creación de la SUBTEL en 1977 permitió constituir un órgano especializado en las telecomunicaciones al interior de la Administración, ya que, hasta ese momento, la regulación comprendía telecomunicaciones y energía eléctrica, es decir, lo que en la época se denominaba como “servicios eléctricos”. Poco tiempo después de la creación de la SUBTEL, a principios de los años 1980, este paso hacia la especialización se consolidó con el establecimiento de las respectivas legislaciones sectoriales: la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, y otra dedicada a la energía eléctrica. Distintas ventajas se han derivado de esta especialización.


No obstante el avance que significó la creación de SUBTEL en 1977, y la ley N° 18.168 en 1982, la reforma en materia de telecomunicaciones quedó incompleta. Este carácter incompleto se deriva del hecho de que el ámbito de competencia de esta autoridad sectorial es promiscuo: abarca tareas de diseño de política y normas, y tareas de fiscalización del cumplimiento de estas normas, además de su sanción en caso de incumplimiento. En palabras figuradas, respecto de la normativa sectorial de las telecomunicaciones, el “legislador” es juez de sus propias normas. Un órgano que fiscaliza sus propias normas es un órgano cuyo ámbito de competencia adolece de una tensión recíproca.


3. Competencia en tensión


Hay un doble problema en esto. Uno es desde el punto de vista de la corrección institucional. Y el otro desde el punto de vista de la práctica. Desde el punto de vista institucional, es un problema porque, como nos sugieren los ideales ilustrados, no parece correcto que quien dicta las normas sea el mismo que las fiscaliza y sanciona. A esta concentración de poder inevitablemente subyace un delicado riesgo para los ciudadanos. El riesgo está en que, al radicarse ambas tareas en un mismo sujeto, la fiscalización y sanción de las normas sea contagiada con los objetivos de política a los que esas normas apuntan. Así, en lugar de que la fiscalización y sanción sean tareas desplegadas con la neutralidad necesaria, de tal manera que con ellas sólo se busque contrastar una conducta con un contenido normativo y, de encontrarse contradicción, se aplique una sanción al autor de la conducta; se transformen, en la práctica, en instrumentos de la política sectorial. Si esto ocurre, el fiscalizador y sancionador pierde la neutralidad debida. Esto no es correcto, pues los ciudadanos legítimamente aspiran a que existan aplicadores de normas que sean imparciales, y a una arquitectura institucional que intente garantizarlo en la mayor medida posible.


Pero, como se anunció más arriba, el problema no es sólo desde el punto de vista de la corrección institucional. También es práctico, pues el hecho de que un mismo órgano deba desempeñar tareas que -como el diseño de política y definición de normas, y su fiscalización y sanción- son tan distintas y están en tensión recíproca, disminuye en tal órgano la posibilidad institucional de poder concentrarse y especializarse en dichas tareas. A esto se suma el hecho de que la SUBTEL y el Ministerio al que pertenece, cumplen otras tareas, además de las señaladas: entregan y caducan las autorizaciones para prestar servicios de telecomunicaciones, salvo los de radiodifusión televisiva, pero participan del procedimiento de entrega de estas últimas; participan intensamente en el proceso de fijación de tarifas para los servicios de telecomunicaciones sujetos a tarificación, y administran el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones a fin de actualizar el principio de acceso universal.


Este es un conjunto diverso de tareas, cuyo cumplimiento simultáneo en general no es fácil. Sin embargo, en este caso, la arquitectura institucional lo hace aún más difícil, pues cobija dos tareas fundamentales –creación de normas y su aplicación- que se repelen normativamente y que, por lo mismo, no debieran estar en un mismo ámbito de competencia. Al estarlo, se arriesga el peligro de que las decisiones de la Administración pierdan legitimidad, dando pie a justificadas aprehensiones sobre su real independencia y solidez técnica. Estas aprehensiones, claro está, pueden fácilmente confabular contra la eficacia de esas decisiones.


4. Diagnósticos


La arquitectura institucional definida en 1977 con el decreto ley N° 1.762 fue expresión de los desafíos que se presentaban en esa época. Los servicios de telecomunicaciones regulados tenían un desarrollo incipiente y estaban muy poco masificados. Pero la experiencia en estos más de 30 años muestra de una manera ineludible la necesidad y conveniencia de introducir mejoras a esa arquitectura. Mejoras que le permitan dar debida cuenta de una realidad en que los servicios de telecomunicaciones tienen una masificación inédita y que, gracias a la tecnología digital, están experimentando un proceso de convergencia que desafía las categorías con que tradicionalmente hemos entendido dichos servicios. La telefonía IP y la TV digital son sólo dos ejemplos de la desafiante realidad que hoy  enfrenta la regulación sectorial, constituida por servicios que evolucionan precipitadamente en el mencionado proceso de convergencia tecnológica, es decir, el proceso en que se funden un conjunto de servicios y redes, como la telefonía, la informática y el audiovisual, confundiéndose en prestaciones unificadas sobre la plataforma internet. Asimismo, junto a estas innovaciones tecnológicas, se ha producido un conjunto de innovaciones regulatorias, destinadas a incentivar la competencia entre operadores y, en definitiva, a aumentar el bienestar general. Dos ejemplos recientes de esto en la normativa sectorial de las telecomunicaciones son la portabilidad del número telefónico y las medidas destinadas a mantener la neutralidad de las redes.


Cuando, como hoy, la totalidad de las funciones y atribuciones administrativas en materia de telecomunicaciones se ejercen por un mismo órgano, resulta institucionalmente complejo ejercitar todas de un modo correcto. Esto, pues falta la arquitectura institucional para contrapesar los conflictos de intereses públicos que necesariamente surgen, como cuando, por ejemplo, el órgano que fiscaliza y sanciona a la industria debe, simultáneamente, coordinar y propiciar la colaboración de la misma en tareas de fomento al acceso y la conectividad.


Desde hace ya años se viene apuntando a la necesidad de mejorar la arquitectura institucional de la autoridad sectorial sobre las telecomunicaciones. En 1998, por ejemplo, el informe Modernización de la Institucionalidad Reguladora del Estado, que produjo la Comisión Presidencial de Modernización de la Institucionalidad Reguladora del Estado o, como se conoció comúnmente, “Comisión Jadresic”,  destacó la necesidad de separar las tareas básicas de definir la política y normas para el sector, de fiscalización y sanción de estas últimas. Para estos efectos, el informe propone la creación de una Superintendencia de Telecomunicaciones.


A la misma necesidad han apuntado varios trabajos académicos y, también, las directrices que Chile debe adoptar por su reciente ingreso a la OCDE. Ellas enfatizan la corrección y eficacia que hay en la separación del diseño de la política y normas para un sector, de su fiscalización y sanción. Para la fiscalización y la sanción de las normas, la OCDE recomienda órganos “independientes”, en el sentido de que guarden independencia del órgano que persigue los objetivos de política para el sector regulado. Así, este proyecto de ley constituye un paso adelante dado por Chile en el contexto de la OCDE. Sin ir más lejos, la Honorable Cámara de Diputados adoptó, en abril de 2010, el Acuerdo Nº 27, de iniciativa de los Honorables Diputados señores Gustavo Hasbún, Pedro Pablo Alvarez-Salamanca, Celso Morales, Eugenio Bauer, Romilio Gutiérrez, Tucapel Jiménez, Osvaldo Andrade, Sergio Ojeda, Felipe Salaberry, Ignacio Urrutia y la señora Ximena Vidal, mediante el cual solicitan al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones “el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley donde se cree la Superintendencia de Telecomunicaciones”.


Todos estos antecedentes apuntan hacia la corrección y conveniencia de crear una Superintendencia de Telecomunicaciones, que concentre las tareas fiscalizadoras, sancionatorias, autorizatorias y aquellas vinculadas a la fijación de tarifas que la ley determine. En un órgano distinto quedarían las tareas de definir la política sectorial y de dictar las normas pertinentes. Aquí se radicarían los objetivos de política pública, vinculados a la representación democrática del gobierno. Este órgano será la SUBTEL. En la Superintendencia, en cambio, quedarían las tareas que suelen considerarse más “neutrales” o “técnicas”, tales como fiscalizar, sancionar, participar en la entrega de las autorizaciones para prestar los servicios de telecomunicaciones y conducir el procedimiento para la fijación de las tarifas, sobre la base de las definiciones que adopte el órgano regulador. Así se crea una arquitectura institucional que reduce la posibilidad de conflictos de interés, permite la solidez técnica que se deriva de la especialización y, por lo mismo, reduce el riesgo de ese fenómeno que se conoce como “captura del regulador”.


Cabe agregar a lo anterior el hecho de que el desarrollo de la infraestructura requerida para brindar más y mejores servicios de telecomunicaciones, a precios más accesibles para toda la población, requiere de una arquitectura que garantice al inversionista certeza en cuanto al órgano que velará por el respeto de los derechos que le asisten y vigilará el cumplimiento de las obligaciones a que estará sujeto. La mejora institucional en el mercado de las telecomunicaciones, el único mercado regulado en nuestra economía que carece de una Superintendencia, debe así también generar los incentivos necesarios para atraer los proyectos de inversión de mediano y largo plazo que, urgentemente, demanda la instalación de la nueva infraestructura tecnológica requerida para el desarrollo del país. Asimismo, como contrapartida, se requieren determinadas herramientas de control, a fin de responder a las exigencias de los usuarios, al desarrollo de las telecomunicaciones y a la competitividad del sector, trabajando en un entorno de confianza y de riguroso respeto por la normativa sectorial.


Este nuevo contexto requiere de una mejora sustantiva del papel fiscalizador del Estado, para que sea capaz de enfrentar desafíos de una envergadura incomparablemente mayor a los que existían al crearse la SUBTEL hace más de tres decenios. A este respecto, cabe destacar que la fiscalización que hoy se lleva a cabo por dicho organismo es, básicamente, reactiva, generada en respuesta a denuncias, reclamos de los usuarios, solicitudes de los interesados o a requerimiento de otras autoridades. Y las consecuencias sancionatorias del ejercicio de este papel suelen ser tardías.


A su turno, la evaluación que la Subsecretaría realiza de la calidad de los servicios de telecomunicaciones es más bien marginal e insuficiente, pues está focalizada fundamentalmente en los servicios de telefonía fija y móvil.


Por su parte, los fenómenos tecnológicos e industriales ya aludidos han sido causa de que la supervigilancia de los operadores de telecomunicaciones se haya también complejizado de una manera sustantiva. Esto es un llamado a la autoridad para que garantice el mantenimiento de una provisión ordenada y de calidad de los servicios al público, resguardando los principios de la regulación sectorial, como, por ejemplo, la regularidad y continuidad del servicio, la obligación de interconexión de redes, la intangibilidad de las interconexiones establecidas, y el encaminamiento no discriminatorio de las comunicaciones.


En este contexto, y además de la posibilidad de adaptar la institucionalidad pública en torno a las telecomunicaciones a su evolución tecnológica, la creación de esta Superintendencia presenta oportunidades desde el punto de vista de su corrección jurídica. Así, por ejemplo, se busca lograr una proporcionalidad del régimen de sanciones y una adecuación del procedimiento de aplicación de las mismas para que, junto con reforzar el papel fiscalizador y protector de los usuarios que le corresponde al Estado, la discrecionalidad con que este papel se desempeña sea reducido al máximo.


Lo anterior implica dotarse de instrumentos disuasivos para cumplir con eficacia dicho papel, pero también implica la necesidad de establecer un adecuado régimen de garantías para quienes queden sujetos a la fiscalización del nuevo órgano.


5. Propuesta


Por todo lo expresado, el Gobierno tiene la convicción de que la modernización pendiente en el sector no se satisface con una mera reforma de las funciones y atribuciones de autorización, fiscalización, sanción y regulación que hoy, junto a las de diseño de política y normas, tienen la SUBTEL y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Por el contrario, ya es de una evidencia insoslayable la corrección y conveniencia de crear un nuevo órgano especializado en esas funciones y atribuciones. Un nuevo órgano de alto nivel técnico y profesional, que tenga la independencia, estabilidad y flexibilidad necesarias para acometer las tareas que en materia de telecomunicaciones el país demanda. Un órgano cuya creación implique actualizar en el sector de las telecomunicaciones un principio ilustrado que está a la base del derecho moderno: debe haber separación institucional entre quien dicta una norma y quien la aplica. Un órgano, en fin, que sea un paso decisivo en el camino que nos lleve hacia una sociedad digital.


B. Contenido del proyecto


1. El nuevo órgano


Para introducir las mejoras institucionales que el diagnóstico anterior sugiere, el Gobierno propone impulsar una reforma legislativa para la creación de una Superintendencia de Telecomunicaciones, como órgano altamente calificado para dar respuesta adecuada a las innovaciones actuales y venideras.


Se ha puesto énfasis en la transparencia de sus procedimientos como frente a eventuales grupos de presión, estableciendo en forma clara sus funciones y atribuciones, que se separan de las propias de los órganos encargados de llevar adelante los objetivos de política pública. Entre otros mecanismos que apuntan a preservar esta separación, se propone circunscribir la competencia de interpretación administrativa de la Superintendencia, a sus funciones fiscalizadora y sancionatoria. Esto, a fin de establecer con toda claridad que el órgano competente para interpretar administrativamente la normativa sectorial, de un modo general y abstracto, es el órgano a cargo de los objetivos de política pública sectorial.


2. Naturaleza


La Superintendencia de Telecomunicaciones será un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Sus funciones y atribuciones serán las propias de un organismo estrictamente fiscalizador, resolutor y ejecutor de las normas dictadas por los órganos con competencias normativas de política pública. Esto hará posible que los conflictos de interés derivados de la tensión recíproca que caracteriza al ámbito de competencia actual de la SUBTEL y del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, desaparezcan. Además, se busca un órgano que pueda construir la independencia necesaria frente al gobierno de turno, en línea, según vimos, con las recomendaciones de la OCDE.


Dicha independencia se hace posible, básicamente, por tres razones. Primero, por la garantía de capacidad y solvencia técnica del Superintendente al involucrar en su nombramiento al Sistema de Alta Dirección Pública. Segundo, por la definición especialmente clara de las funciones y atribuciones de la Superintendencia, así como las conductas que son objeto de sanción administrativa. Y, tercero, por relativa independencia económica que se deriva de que al patrimonio se integren con ciertos ingresos propios.


3. Funciones y atribuciones


El proyecto de ley  que se somete a consideración de este Honorable Congreso delimita en forma clara las funciones y atribuciones concedidas a la Superintendencia. Esto se hace a la luz de los requerimientos actuales y futuros del mercado de las telecomunicaciones, de las dificultades que ha enseñado la experiencia de la SUBTEL, y de los modelos que ofrecen otras Superintendencias en el ordenamiento jurídico chileno.


Su competencia básica es la fiscalización del cumplimiento de la normativa sectorial y, en caso de incumplimiento, su sanción administrativa. Los márgenes de esta tarea se han perfilado con nitidez, para acotar debidamente el actuar de la Administración. Así, el procedimiento administrativo sancionatorio que se propone está en línea con los últimos avances alcanzados por nuestro ordenamiento en esta materia. Por ejemplo, se ordena que las tareas de fiscalización y de instrucción del procedimiento sancionatorio estén radicadas en una unidad distinta a la encargada de la aplicación de sanciones. En el mismo sentido, la instrucción del mencionado procedimiento, desde la formulación de cargos, está a cargo de un instructor. La sanción es privativa del Superintendente, pero al haber un instructor que hace avanzar el procedimiento hasta el estado de resolución, los riesgos de prejuzgamiento se reducen. Todo esto, a fin de afianzar el carácter racional y justo de este procedimiento para, mediante él, velar por el respeto de los derechos que la ley reconoce a los usuarios de las telecomunicaciones.


También forma parte de la competencia básica de la Superintendencia la participación en el otorgamiento y terminación de las autorizaciones para entrar al mercado de las telecomunicaciones. Así, la Superintendencia deberá elaborar el informe técnico previo y necesario para la entrega de las concesiones, y entregará por sí misma los permisos y licencias. Un órgano especializado en estas materias, como el que aquí se propone, significará mayor calidad técnica y expedición a la hora de entregar dichas autorizaciones, lo que posibilitará, entre otros beneficios, una disminución de las barreras de entrada al mercado de las telecomunicaciones. Todo esto, anticipando la próxima y necesaria modernización de este régimen de autorizaciones.


Por su parte, el ámbito de competencia de la Superintendencia de Telecomunicaciones incluye también una tarea de creciente importancia: velar por el correcto uso del espectro radioeléctrico según la normativa sectorial. Y se le encarga, además, otra tarea importante: conducir los procedimientos para la fijación de las tarifas en los servicios de telecomunicaciones que aún están afectos a ellas, distinguiendo las específicas tareas vinculadas a la política sectorial en materia tarifaria, que se mantienen en los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Economía, Fomento y Turismo; de las tareas de administración y aplicación de los criterios que la normativa sectorial establece para la fijación de las tarifas.


Asimismo, dicho ámbito de competencia incluye el papel de la Superintendencia en otra tarea de la mayor relevancia pública: la recolección de la información relevante del sector telecomunicaciones. Parte de esta información –la vinculada directamente a su ámbito de competencia- será utilizada por la Superintendencia en el debido cumplimiento de sus funciones y atribuciones. La otra parte de la información –la vinculada más directamente al ámbito de competencia del órgano a cargo de la política sectorial- será puesta a disposición de la SUBTEL a fin de que este órgano la procese, publique y utilice en el cumplimiento de sus propias funciones y atribuciones. Se ha dispuesto este mecanismo con el propósito de que exista un solo órgano con la facultad de requerir información. De este modo, no se superpondrán los ámbitos de competencia de dos órganos distintos ni se duplicará innecesariamente la carga que deben soportar los sujetos sometidos a fiscalización.


4. Infracciones y sanciones


El proyecto contempla modificar también el régimen de sanciones de la Ley N°18.168. Este régimen es deficiente por, al menos, un par de razones. En primer lugar, porque es poco sistemático. Las sanciones se encuentran diseminadas por todo el texto de la citada ley. En segundo lugar, carece de  suficiente proporcionalidad en relación a la gravedad de algunas infracciones, sobre todo a la luz del impacto público que éstas pueden tener debido a la masificación de  las telecomunicaciones. Además, la ley vigente no establece un esquema de agravantes y eximentes que permita al sancionador, dentro de determinados márgenes definidos por la ley, graduar la sanción atendiendo a determinadas circunstancias de hecho, como, por ejemplo, las consecuencias en el público de su accionar.


Para corregir lo anterior, se propone una clasificación sistemática de infracciones en gravísimas, graves y leves, y se les asignan las correspondientes sanciones. El mercado de las telecomunicaciones es uno que hace especialmente difícil la graduación de las sanciones. Esto, porque hay mucha disparidad de sujetos sometidos a fiscalización. Para dar cuenta de esta gran dispersión, en medio de un esfuerzo general por dotar de proporcionalidad a las sanciones, el proyecto de ley define, como se ha dicho, un sistema de agravantes y atenuantes que permita al juzgador asignar, razonadamente, una sanción. Lo que permite dar cuenta de tal variedad de operadores de servicios de telecomunicaciones a la hora de sancionar es, básicamente, la inexistencia de topes mínimos en el monto de las distintas sanciones.


Paralelamente, se aumenta el monto de todas las sanciones, atendida la envergadura económica que ha adquirido el mercado de las telecomunicaciones, por una parte, y su inédita masificación, por la otra, que extiende un vasto campo de usuarios titulares de legítimos derechos. Para definir los montos que se proponen para este aumento, se ha seguido la línea trazada por las últimas reformas a órganos fiscalizadores.


No obstante, y para conservar el debido equilibrio, se establece un plazo de caducidad de las medidas provisionales adoptadas que dificulta la ineficacia y desidia de la Administración a la hora de formalizar investigaciones. Además, se exige autorización judicial para solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de que ésta sea necesaria para el cumplimiento de las funciones y atribuciones fiscalizadoras de la Superintendencia. Asimismo, por primera vez se regulan legislativamente dos puntos relativos a la prescripción, al explicitarse que en tres años prescriben las infracciones y en el mismo plazo las sanciones impuestas.


Todo esto ayuda, sin duda, a uno de los propósitos de esta reforma legislativa: incrementar los grados de certeza jurídica en este mercado regulado. Y este escenario más cierto, con una discrecionalidad más reducida, permitirá un ejercicio más legítimo de las funciones y atribuciones fiscalizadoras y sancionatorias sobre el sector. Esta legitimidad permitirá más eficacia a la hora de proteger los derechos que la ley reconoce a los usuarios de servicios de telecomunicaciones. Habrá poder, pero menos discrecionalidad.


5. Procedimiento administrativo sancionatorio


Al crear un órgano independiente y especializado en la fiscalización y sanción de una normativa que otro órgano dicta, se puede definir explícitamente el carácter genuinamente administrativo del procedimiento por el cual se imponen las sanciones administrativas. Así, el procedimiento administrativo sancionatorio que este proyecto propone para las telecomunicaciones, queda en línea con el sentido básico de la legislación vigente sobre procedimiento administrativo.


Además, y como se señaló más arriba, se establecen una serie de mecanismos para maximizar el carácter racional y justo de este procedimiento. Partiendo del hecho de que el Superintendente de Telecomunicaciones no estará a cargo de la política sectorial, sino sólo de su fiscalización y sanción, ese carácter se busca también mediante la separación de las unidades de fiscalización e instrucción, por una parte, y la de sanción, por la otra. Esta división -que reduce el riesgo de prejuzgamiento y, por lo mismo, aumenta la posibilidad de defensa-, se replica a nivel de los sujetos al introducirse la figura del instructor.


Todo el procedimiento se formaliza, se regula la valoración de la prueba, los plazos, la forma de la resolución final, y el sistema de recursos a los Tribunales de Justicia, y se exige control judicial para la intervención de la fuerza pública cuando sea necesaria, entre otros mecanismos que sólo redundan en menor discrecionalidad administrativa y en un mayor derecho a la defensa. También se formalizan las posibles medidas provisionales, y se les da un carácter exclusivamente cautelar y excepcional.


Y se refuerza el derecho a defensa, además, reduciendo el centralismo. Esto, pues se propone que quien reclame en contra de la resolución que pone término al procedimiento administrativo sancionatorio, pueda hacerlo ante la Corte de Apelaciones de su domicilio y no, como ocurre hoy, deba ir a la capital de la república para hacerlo.


Con todo, como el sentido básico de la legislación que aquí se propone es obtener una permanente adecuación de la conducta de los operadores a la normativa sectorial del modo menos inquisitorial y punitivo posible, se ha establecido un mecanismo de autodenuncia a fin de incentivar dicha adecuación.


6. Otras mejoras


Como se ha venido diciendo, en este proyecto de ley subyace una especial preocupación por el respeto de los derechos de los usuarios de telecomunicaciones. Coherentemente, se le concede a la Superintendencia la facultad de atender y resolver los reclamos y denuncias que éstos formulen en contra de los operadores, sin perjuicio de sus atribuciones sancionatorias.


A fin de conocer las inquietudes de los usuarios, y poder hacer un diagnóstico adecuado de una realidad social esencialmente variable, la Superintendencia podrá elaborar estudios sobre las materias propias de su competencia. Con éstos se espera tener información para mejorar el ejercicio de sus funciones y atribuciones, en general, y, en especial, respecto de la calidad de los servicios prestados por los operadores y la protección de los derechos de los usuarios.


Un avance en la calidad de la información disponible -sea la que el fiscalizador tiene de los sujetos sometidos a su fiscalización, la que tienen los operadores del mercado regulado, y la que tiene el público usuario-, es la tarea encomendada a la Superintendencia de Telecomunicaciones para el cumplimiento de sus fines. Esto, sin duda, posibilitará la permanente mejora de un proceso tan delicado como es la fijación de tarifas, proceso que, en los muchos aspectos técnicos que tiene, será conducido por la Superintendencia, el órgano técnico del sector telecomunicaciones.


7. Transición


El proyecto de ley, por último, contempla una serie de disposiciones para formalizar el tránsito desde una SUBTEL que concentra todas las funciones, hacia una realidad con dos órganos entre los cuales dichas funciones se reparten. Con este objetivo, se faculta al Presidente de la República para que, mediante uno o más Decretos con Fuerza de Ley disponga la adecuación de la planta de la Subsecretaría, la creación de la Planta de la Superintendencia y el traspaso del personal y los bienes a esta última.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


El proyecto de ley en informe, está estructurado en 52 artículos permanentes y 8 artículos transitorios.


Los artículos permanentes se encuentran distribuidos en 4 Títulos y estos se dividen en párrafos.


El Título I “De la Superintendencia de Telecomunicaciones”, comprende 5 párrafos.


El párrafo 1º “De la naturaleza y funciones”, comprende los artículos 1º a 3º.


El párrafo 2º “De la solicitud de información”, contiene el artículo 4º.

El párrafo 3° “De la organización”, contiene los artículos 5º, 6º y 7º.


El párrafo 4° “Del personal”, trata los artículos 8º, 9º, 10, 11 y 12.


El párrafo 5° “Del patrimonio”, contiene el artículo 13. 


El Título II “De la fiscalización”, contiene los artículos 14, 15, 16 y 17.

El Título III “De las infracciones y sanciones”, comprende 5 párrafos.


El párrafo 1° “De las infracciones”, contiene los artículos 18, 19, 20, 21 y 22.


El párrafo 2° “De las sanciones”, contiene los artículos 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31 y 32.


El párrafo 3° “Del procedimiento administrativo sancionatorio”, contiene los artículos 33, 34, 35, 36, 37, 38 y 39.

El párrafo 4° “De los recursos”, comprende los artículos 40, 41 y 42.


El párrafo 5° “Normas generales”, contempla los artículos 43, 44, 45, 46 y 47.


El Título IV “Disposiciones generales”, comprende los artículos 48, 49, 50, 51 y 52.

Los artículos transitorios, contempla 8 artículos transitorios.
DISCUSIÓN EN GENERAL


Durante la discusión en general del proyecto, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista, las entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica: 


- Asociación de Funcionarios del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones (AFUNMTT). Concurrieron el Presidente, señor Víctor Tapia y el Secretario General, señor Arsenio Gacitúa.


- Asociación de Telefonía Móvil (ATELMO). Asistieron el Presidente, señor Guillermo Pickering y el Asesor, señor Juan Pablo Moreno.


- Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI). Participó el Presidente, señor Luis Pardo.


- Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (CONADECUS). Concurrió el Presidente, señor Hernán Calderón.


- VTR Globalcom S.A. Asistieron el Gerente Legal de Regulación e Interconexiones, señor Matías Danus y el Jefe de Regulación, señor Tomas Streeter.


-  Entel S.A. Participaron el Gerente de Regulación y Asuntos Corporativos, señor Manuel Araya y el Gerente Área Relaciones Institucionales y Estratégicas, señor Cristián Sepúlveda.


- Nextel Chile. Concurrieron el Vicepresidente del Área Legal y Recursos Humanos, señor Miguel Oyonarte y el Gerente de Relaciones Institucionales y Asuntos Judiciales, señor Jaime Prado.


- Asociación Mundial de Radios Comunitarias (AMARC). Participó el Representante, señor Raúl Rodríguez.


- Asociación Nacional de Televisión (ANATEL A.G.). Concurrieron el Presidente, señor Ernesto Corona y el Ingeniero, señor Cristián Núñez.

- Asociación Regional de Canales de Televisión de Señal Abierta de Chile (ARCATEL). Asistieron el Gerente General, señor Rodrigo Moreno y el Asesor, señor Claudio Rojas.

- Telefónica – Movistar Chile. Concurrieron el Director de Secretaría General, señor Cristián Aninat y el Director de Asuntos Corporativos, señor Andrés Wallis.


- Claro Chile. Participó el Director Legal Regulatoria, señor Jeanpaolo Peirano.


Todos los documentos recibidos y los acompañados por los invitados se enviaron por correo electrónico a los señores Senadores miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, y se encuentran en la Secretaría de la Comisión, a disposición de los señores Senadores.

- - - - - - -

Durante el estudio del proyecto de ley en informe, se escucharon las exposiciones de las personas que se señalan a continuación, en el orden que se efectuaron las mismas.

Exposición del señor Subsecretario de Telecomunicaciones.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton en conjunto con su asesora jurídica, señora Daniela González, iniciaron la presentación destacando que probablemente el mercado más masivo que existe en Chile es el de las telecomunicaciones, razón por la cual es necesario observar y perfeccionar su institucionalidad.

Este mercado abarca distintos tipos de servicio presentes en la vida de todos los chilenos a través de la telefonía móvil, la red fija y la televisión pagada, entre otros, el siguiente número de consumidores:

24.000.000 clientes red móvil

3.300.000 clientes red Fija

2,1 millones clientes TV pagada

429 millones de llamadas LDN

76 millones de llamadas LDI

2,2 millones usuarios internet fijas año

8,8 millones usuarios móviles internet año

37% de hogares con Internet


En materia de operadores señalaron a Gtd Manquehue, Telefónica Movistar, Direct TV, Nextel, Vtr, Claro, CTR Telefónica Regional, Telmex, Entel, Convergia, Redvoiss, Telefónica del Sur y  dieron a conocer las siguientes cifras:

ISP = 38

Telefonía Móvil = 6

Telefonía Fija = 17

LD = 19

TV pagada = 9

VoIP = 5

Esto es sin contar la radio y la televisión abierta. En nuestro país la mayoría de las personas son usuarios de más de un servicio de telecomunicaciones. Por esta razón hay una diversidad de actores de distinto tamaño, de distintas características, lo que supone que se trata de un mercado muy relevante para la economía nacional.


Manifestaron que cuentan con datos que señalan que el impacto del mercado de las telecomunicaciones, en general, de las tecnologías de la información, es muy relevante para el crecimiento.


 El potencial aumento del PIB con un 10% de incremento en la penetración de la Banda Ancha se demuestra en el siguiente gráfico:
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El PIB en Chile es de $ 128.028.696 millones, el 0,5% equivale a $ 640.143 millones de incremento del PIB (US$ 1.280 millones debido a banda ancha).


Un estudio realizado en los países de la OCDE demuestra que con una duplicación de la velocidad de la Banda Ancha, el PIB de Chile aumentaría en un 0,3%


Efectivamente constituye un desafío el poder aspirar a mejorar la penetración de los servicios, especialmente de banda ancha, para que sea una oportunidad de integración social pero también de desarrollo económico.


Esto es posible solamente cuando el desarrollo del sector se da en un ambiente competitivo donde exista la necesidad de asegurar la prestación de los servicios de telecomunicaciones de calidad, en cobertura, velocidad, latencia, confiabilidad, continuidad y en otros atributos que la gente espera de los servicios de telecomunicaciones, tanto en cuanto al cobro como en la atención a los usuarios y también en un uso adecuado del espectro radioeléctrico. 


En ese contexto creen que la Superintendencia puede constituir un aporte en la actual institucionalidad que hoy día está dada por dos actores relevantes del sector de telecomunicaciones.

Básicamente, por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones que tiene a su cargo las políticas regulatorias y estudios técnicos del sector y las políticas de fomento a través de la entrega de subsidios del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones. Desde el año pasado tiene también la Secretaría Ejecutiva de Estrategia Digital que antes estaba en el Ministerio de Economía y que hoy día está en Subtel. Además,  la Agenda Digital 2012-2020 que se lanzó hace muy poco tiempo. Tienen también la fiscalización del sector y la entrega de concesiones y autorizaciones.


El otro actor relevante relacionado con el Sector de Telecomunicaciones es el Ministerio de Economía quien colabora con la Subsecretaría de Telecomunicaciones, principalmente con las fijaciones tarifarias a través de la División de Política Comercial e Industrial (Mercados Regulados).También han tenido siempre muy presente en el mercado de telecomunicaciones los organismos de libre competencia como la Fiscalía Nacional Económica y el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y también en forma muy activa el Servicio Nacional del Consumidor.


Indicaron que tienen un diagnóstico crítico de la actual institucionalidad que se creó a finales de los años 70. La Ley General de Telecomunicaciones se dictó el año 1977 y desde esa época, en la cual se adoptó la decisión de privatizar las empresas que eran públicas, proceso que tomó varios años, la institucionalidad no se cambió, fue la misma. Es decir, se radicaron en una Subsecretaría todas las funciones públicas en relación al sector.


Destacaron que esto fue muy distinto a lo que sucedió en otros sectores, por ejemplo, en el sector energía sí se creó, cuando se dictó la Ley General de Servicios Eléctricos, la Superintendencia de Electricidad y Combustible y, en el caso de los servicios sanitarios, se creó la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


El único sector regulado en donde se adoptó la decisión de privatizar las empresas que en esa época eran públicas, que no se adoptó la decisión de crear una Superintendencia para la fiscalización del cumplimiento de la normativa sectorial fue Telecomunicaciones.


Piensan que existe una tensión permanente cuando todas las atribuciones quedan radicadas en un solo organismo, las instituciones tienden a concentrarse en lo contingente y obviamente es más propio de los Ministerios y así lo señala todo nuestro marco normativo desde la Constitución hasta la Ley Orgánica de Bases Generales de la Administración del Estado. Los Ministerios son organismos hechos para diseñar políticas públicas. La ejecución es extraño que se radique en servicios públicos, descentralizados o centralizados, pero servicios públicos y normalmente pasan a un segundo plano y eso es lo que ha ocurrido en el caso de telecomunicaciones. El área fuerte de la Subsecretaría ha sido la regulación y el área más dejada de la mano de Dios por decirlo de alguna manera ha sido la fiscalización.


El mercado regulado más masivo de Chile es el de las Telecomunicaciones y el único en que el mismo órgano diseña la política y normas sectoriales, las fiscaliza y las sanciona. Es decir, un mismo órgano, Subtel, es “legislador” y “juez”.

Su ámbito de competencia está en tensión recíproca. Esto es incorrecto desde los puntos de vista normativo y práctico.


Además, Subtel autoriza, participa activamente en la fijación tarifaria y administra el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones. Es un escenario institucional que no favorece la especialización. Se ha priorizado sistemáticamente el rol regulatorio.


La fiscalización es reactiva, y el monitoreo de la calidad de los servicios es parcial y padece de un serio problema de asimetría de información. Creen que la fiscalización se hace con una legislación antigua, que no se ha modernizado al igual como lo han hecho otras leyes como la Ley de Procedimientos Administrativos, tiene pocos estándares de debido proceso y creen que es necesario revisarla.


El mecanismo sancionatorio no está plenamente formalizado por ley.

- No está bien integrado a la Ley 19.880, de Bases de los Procedimientos Administrativos.

-  Es frágil desde el punto de vista de las garantías procesales, incentiva la litigación y es centralista.

- Exhibe un mecanismo de sanciones asistemático y obsoleto respecto a las actuales características del mercado.


La Propuesta Institucional es la creación de una  Superintendencia de Telecomunicaciones, separándose los roles entre quien regula y quien aplica la norma, siguiéndose una tendencia mundial desde la década de los 90, ampliamente adoptada entre países de la región en donde varias empresas del país tienen presencia.


En la región casi todos los países tienen Superintendencia de Telecomunicaciones u organismos afines. Sólo hay tres países en la Región que no tienen Superintendencia: uno es Cuba, el otro es Antigua y Barbuda y Chile.


Además, destacó que en la Región hay dos empresas que son dominantes y ellas desarrollan sus negocios sin problemas en todo el resto de la Región donde sí hay Superintendencias de Telecomunicaciones: son América Móvil (Es Telmex, es Claro) y Telefónica. Entre las dos tienen el 80% del mercado. En algunos es dominante Claro, en otros es dominante Telefónica. (En México y toda Latinoamerica).


Las Superintendencias han sido el modelo de agencias independientes que el país ha adoptado durante décadas conforme a nuestra tradición jurídica. Sin perjuicio de lo anterior, esta Superintendencia presenta algunas particularidades que la distinguen de las anteriores.


Se desea mantener el diseño de las políticas en telecomunicaciones, que es la función propia de un Ministerio en la Subsecretaría, además del desarrollo digital (espacial), dándole la facultad normativa y las bases de los procesos tarifarios también y los subsidios del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones y en la Superintendencia estaría focalizada la fiscalización, la facultad sancionatoria y la recolección de información. No dicta normas ni las interpreta.


Compartirían, en algunas cosas roles en autorización. Todas las autorizaciones las entregaría la Superintendencia con excepción de las concesiones que seguirían otorgándose o formalizándose por decreto supremo del Ministro del Ramo.


Desde un punto de vista de los procesos el fomento y la regulación quedarían en la Subsecretaría. La autorización, la fiscalización y la sanción en la Superintendencia.


Aclaró que llaman autorización al conjunto de permisos que habilitan a prestar servicios de telecomunicaciones. En Chile solamente se pueden dar servicios de telecomunicaciones si se cuenta con una concesión, un permiso o una licencia. Entonces cuando se habla de autorizaciones se refieren a ese conjunto: concesiones, permisos y licencias.


La Superintendencia va a estar focalizada en la fiscalización y en esto es distinta a otras Superintendencias que son regulatorias, por ejemplo, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la Superintendencia de Valores y Seguros, son instituciones que son regulatorias.


El Honorable Senador señor Girardi, consultó si va a ser un Tribunal Independiente, de primera instancia, de lo contrario sería una figura decorativa.


Se le respondió  que va a ser un servicio público descentralizado que aplicará sanciones administrativas, será un tribunal de primera instancia. Hoy día lo es. Estará focalizada en la fiscalización y en el proceso sancionatorio. Hace este contrapunto porque normalmente se tiende a criticar que hay instituciones que son jueces y parte. Ponen las reglas y después sancionan. En este caso la facultad regulatoria sigue estando en la Subsecretaría y esta es una Superintendencia que se dedica a fiscalizar el cumplimiento de la normativa sectorial y a sancionar esas infracciones. Esa va a ser su función principal.


Sigue una estructura convencional, se trata de una Superintendencia con una dirección unipersonal. Durante la tramitación del proyecto de ley se ha planteado en varias ocasiones la idea de que sea un servicio colegiado a la usanza del Banco Central, del Consejo Nacional de Televisión o el Consejo Nacional de Acreditación. Indicó que pone estos ejemplos porque en el fondo la conformación del gobierno corporativo no asegura la salida o independencia de las tareas que se realizan. 


Destacó que han señalado que dadas las características de esta Superintendencia que tiene por función principal la fiscalización y no la regulación, no habría ningún antecedente que permitiera decir que un gobierno corporativo colegiado pueda cumplir de mejor manera estas funciones. Además, agregó, que de acuerdo a nuestra normativa vigente orgánica constitucional la regla general de las organizaciones son de cabezas unipersonales y sólo excepcionalmente con rango orgánico constitucional se pueden establecer instituciones con gobiernos corporativos distintos.


Este proyecto de ley está enfocado en la labor de fiscalización de la Superintendencia. Por otro lado, describe las infracciones a la normativa sectorial y asocia a su infracción determinadas sanciones y regula el procedimiento sancionatorio con estándares del debido proceso que sean justos. Se trata de sancionar dando las posibilidades legítimas de defensa.


El otro tema que ha sido foco de atención en este proyecto a lo largo de su tramitación es dejar bien en claro el ámbito de competencia de esta Superintendencia versus otros servicios de manera que no haya superposición de facultades. Se ha tratado de separar bien las funciones entre esta Superintendencia y el Consejo Nacional de Televisión y el Servicio Nacional del Consumidor.


Informó que al igual que las otras Superintendencias se rigen por el Estatuto Administrativo. No innova en la forma en que se han desarrollado los procesos de transformación institucional en el sentido de que se regula la forma en que los funcionarios de la Subsecretaría se van a traspasar a la Superintendencia. 


El informe financiero de este proyecto considera que al menos 183 personas de la Subsecretaría van a pasar a la Superintendencia y que ésta, además, va a tener un aumento de dotación de 29 personas al segundo año.


Es importante recordar esto porque no se trata de una institución que nace de la nada, actualmente hay personas que desarrollan estas funciones y se trasladarían a la Superintendencia.  Hoy día la Subsecretaría tiene una división de fiscalización y tiene una división de concesiones. Todos los procesos que se llevan adelante se traspasan con su personal. Quieren que esos procesos se mejoren y se fortalezcan y que se automaticen, se modernicen y que cumplan de mejor manera los objetivos que persiguen. El traspaso se hará con pleno respeto a los derechos laborales del personal que se traspasa.


Finalmente, indicó cuál va a ser la evolución que van a tener las sanciones que se aplicarán en comparación con el sistema actual. 


Hoy día hay un sistema en que los tipos penales o infraccionales son absolutamente abiertos, es decir, la Subsecretaría tiene bastante laxitud en cuanto a qué cosas podría perseguir. Sin embargo, las multas asociadas son muy bajas. Hay mucha discrecionalidad en las cosas que pueden constituir infracción a la normativa sectorial pero por otro lado la sanción que está asociada a ella es tan baja que no genera ningún tipo de efecto como para evitar que se den esas sanciones.


La regla general, hoy día, en materia de telecomunicaciones como sanción máxima son mil utm. para servicios de telecomunicaciones; 10 veces menos para los servicios de radio y televisión que es lo que hoy día distingue la Ley General de Telecomunicaciones. Distingue entre telecomunicaciones, radio y televisión.


En este proyecto de ley se está distinguiendo entre telecomunicaciones y televisión, por un lado, y radio. Distinguiendo dentro de las radios comerciales y las comunitarias. Es decir, el rango de las multas se ajusta al tipo de servicio que se presta. Las multas mayores se dan en los concesionarios de telecomunicaciones propiamente tales y se pone como multa máxima, en general, las 10 mil utm, asociadas a un catálogo de infracciones que están en el artículo 20.


Hoy día la multa general es de mil utm. y sólo en casos muy excepcionales se sanciona con 5 mil utm. y, en casos graves, que obedecen a tipos o infracciones que se han establecido en el último tiempo, por ejemplo, en la ley de antenas, se colocó como infracción al que no  respetara la norma de emisión con una multa de 10 mil utm. Estos son los últimos casos de sanciones regulados en esta materia por el Congreso Nacional.


Dependiendo del tipo de infracción cometida las sanciones evolucionan de 100 a 10.000 utm., manteniéndose algunas en 10.000 y otras que pasan de 5.500 y que suben a 10.000. Es decir, en términos generales las sanciones tienen un aumento grande. Si hay un cambio y es que en la ley actual hay ciertas causales de caducidad obligatoria y acá se aplica caducidad a más tipos de infracciones pero siempre en forma facultativa no como forma obligatoria. La experiencia indica que cuando no hay capacidad de ponderar y si la fiscalización inevitablemente va a llevar a la caducidad lo que se hace entonces no es fiscalizar. Cuando la sanción se ve tan desproporcionada y no hay otro mecanismo la caducidad obligatoria no ha demostrado ser un mecanismo eficiente, por el contrario. Por ello creen que la caducidad tiene que estar como una parte de las sanciones aplicables pero siempre tiene que haber la posibilidad de ponderar de acuerdo a los méritos del proceso.

Comparado Multas

	Artículo 20 PL
	Sanción actual
	PDL
	Ley 18.168 (LGT)

	c) Uso no autorizado espectro
d) Infracción norma emisión y transmisión mensajes alerta
o) Cables en desuso
	Amonestación,
Multa 5 a 1.000 UTM (CRDLR: 5 a 100 UTM), o
suspensión de transmisiones hasta 20 días
	Hasta 10.000 UTM (TV 1.000, Radio 100, RC 50)

Caducidad
	Artículo 36 

Nº 1, 2 y 3

	a) Reiteración de infracciones graves  (CS, MR, OS)
f) Transferencia sin autorización
g)  No uso espetro
m) Suspensión de transmisiones afecte al 50%
	Amonestación,
Multa 5 a 1.000 UTM (CRDLR: 5 a 100 UTM),
Suspensión transmisiones hasta 20 días, o
Caducidad concesión o permiso
	Hasta 10.000 UTM (TV 1.000, Radio 100, RC 50)

Caducidad
	Artículo 36 Nº 1, 2, 3 y 4 letras a), h), i) y e)

	b) No pago de multa inf. gravísima
e) Alteración elementos esencia
n)  Atraso pago derechos
	Caducidad concesión o permiso
	Hasta 10.000 UTM (TV 1.000, Radio 100, RC 50)

Caducidad
	Artículo 36 Nº 4 letras c), d) y g)

	ñ) negativa entrega información
	Multa 5 a 500 UTM
Catástrofe: Presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de 5 a 500 UTM.
	Hasta 10.000 UTM (TV 1.000, Radio 100, RC 50)
	Artículo 31 bis

Artículo 37 inciso 2º (art. 210 Código Penal)

	h) Infracción obligación de interconexión
	Multa de 1.000 a 5.000 UTM
	Hasta 10.000 UTM(TV 1.000, Radio 100, RC 50)

Caducidad
	Artículo 36 bis inciso 4º

	i) Infracción normas colocalización Ley Torres
	multa de 100 a 10.000 UTM
	Hasta 10.000 UTM (TV 1.000, Radio 100, RC 50)
	Artículo 19 bis

	l)  No pago de reliquidaciones a clientes
	multa 1.000 a 10.000 UTM
	Hasta 10.000 UTM (TV 1.000, Radio 100, RC 50)
	Artículo 30 

inciso 8º

	j)  Infracción  implementación portabilidad numérica
	Multa 100 a 10.000 UTM
	Hasta 10.000 UTM (TV 1.000, Radio 100, RC 50)
	Artículo 25 bis inciso 7º (Tít. VII,  36 bis y 38 inc. 1º)

	k) Incumplimiento concursos FDT
	Multa máxima de hasta el triple del monto del subsidio considerado para el proyecto adjudicado (en UTM)
	Hasta 3 veces monto de subsidio aunque supere 10.000 UTM
	Artículo 36 bis inciso 6º


	Artículo 21 PL
	Sanción actual
	PDL
	Ley 18.168 (LGT)

	a) Alteración elementos no esenciales concesión
b) Alteración permisos y licencias
c) Acciones de telecomunicaciones sin autorización pero que no usan espectro
e) Incumplimiento instrucciones, circulares y resoluciones de Superintendencia.
f) Obstaculizar fiscalización
g)  Incumplimiento normas calidad de servicio
h) No prestar servicio en plazo legal
i)  No pago de descuentos e indemnizaciones
j) No cumplimiento resolución reclamo
k) Infracción normas multiportador 
	Amonestación,
Multa 5 a 1.000 UTM (CRDLR: 5 a 100 UTM), o
suspensión de transmisiones hasta 20 días
	Hasta 5.000 UTM (TV 500, Radio 50, RC 30)
	Artículo 36 

	d) Entrega de información falsa, incompleta o erronea
	Multa 500 UTM
	Hasta 5.000 UTM (TV 500, Radio 50, RC 30)
	Artículo 37 inciso 2°

	m) Suspensión transmisiones para 25%
n)  No pago de multa infracción grave
	Amonestación,
Multa 5 a 1.000 UTM (CRDLR: 5 a 100 UTM),
Suspensión transmisiones hasta 20 días, o
Caducidad concesión o permiso
(SE INCORPORA GRADUALIDAD)
	Hasta 5.000 UTM (TV 500, Radio 50, RC 30)
	Artículo 36 N° 4, letra c) y e)



La SUBTEL ha venido desarrollando desde el año 2010 un proceso de preparación para este cambio institucional, impulsando un proceso de nuevo diseño organizacional y mejoramiento de procesos.


Durante el año 2011 se invirtió en modernización de procesos y equipamientos más de  M$950, M$ 530 el año 2012 y este año se invertirá aproximadamente M$ 1.000 en equipos en sistemas. 


El programa de trabajo para el año 2013 continúa con estos procesos de modernización institucional, en particular en fortalecer las unidades en regiones, con miras a preparar lo que serán las oficinas regionales de la Superintendencia. Además se encuentra en marcha, la incorporación gradual del proceso de reclamos a la plataforma ChileAtiende.


Estas iniciativas apuntan a que la transformación no sea sólo formal sino que la nueva institucionalidad pueda dar respuesta a las expectativas que se generarán de una más eficiente gestión en las funciones que se le encomienden a la Superintendencia.


Finalmente señaló que este no es un proceso que parte de cero, es decir, no están esperando que salga este proyecto para preocuparse de las funciones fiscalizadoras. Cree que las instituciones hay que prepararlas para los procesos de transformación y han tenido un foco muy grande en el mejoramiento de los procesos de fiscalización y de otorgamiento de concesiones. Principalmente se han enfocado en la modernización de la gestión de la fiscalización que ha supuesto que en los últimos años se han tenido que invertir una suma considerable de recursos en automatización de procesos y en la compra de equipos para hacer de la fiscalización una función eficiente.


No quieren que este proyecto de ley sea simplemente cambiarle el letrero al edificio sino que suponga que la función de fiscalización se va a desarrollar de manera mejor y con el foco en las personas que es lo que interesa.

El Honorable Senador señor Chahuán, Presidente de la Comisión consultó cual es el ritmo o premura en despachar este proyecto de ley.

El señor Subsecretario de Telecomunicaciones, don Jorge Atton manifestó que desde el año 2011 iniciaron una readecuación de todos los procesos y muchos planes de capacitación. Ha sido un trabajo completo dentro de la Subsecretaría, con gente de Regiones, con cursos de capacitación.


El óptimo desde el punto de vista de gestión de una administración es que parta con un año presupuestario o de un año calendario.


El Honorable Senador señor Cantero señaló que estamos frente a un tema que es capital para dar un salto cualitativo hacia el desarrollo y que la Superintendencia es capital para poder establecer primero, calidad y, segundo, equidad. 


Por la vía de la calidad finalmente se ha roto la equidad. Hay mucha gente que está recibiendo Banda Ancha que es una basura y, en consecuencia, es bueno que una institución de una vez por todas regule y fiscalice esta situación.


En tercer lugar, no seguiría los pésimos precedentes que se han venido dando en todas las leyes que tienen que ver con sociedad digital son verdaderamente un escándalo, son una vergüenza y algunas de ellas son mucho más escandalosas. En el caso del Ejecutivo, por ejemplo, regular la educación e-learning no ha hecho ni una línea el Ministerio de Educación.


Así que seguir los precedentes tanto del Ejecutivo como del Parlamento en los ritmos de gestión le parece mal. Dentro de los posible está por legislar con rapidez particularmente en la discusión general pero quiere detenerse  en la discusión en particular donde le interesa mucho hilar fino y que realmente exista de parte del Estado del órgano que va a representar el bien común, la capacidad de gestionar, de fiscalizar y de sancionar. De manera que declara su voluntad de acelerar lo más que se pueda los trámites lo que no significa no entrar en profundidad. Muy por el contrario le interesa entrar en profundidad pero entiende que la discusión general normalmente es mucho verbo, mucha poesía y donde se concreta es en la discusión en particular.


El Honorable Senador señor Letelier no tiene convicción de que el Ejecutivo no esté proponiendo una Superintendencia con músculo. Consultó cuántos vehículos van a haber en cada Región. Va a haber Superintendencia realmente en cada Región? No oficinas de la Subtel. No ve la voluntad en este proyecto de lograr lo que plantea el Senador Cantero. Esta es una Superintendencia que en el proyecto se delegan facultades al Ejecutivo para fijar las plantas de personal. Cree que eso sería darle un cheque en blanco al Ejecutivo y, además, sería de discutible constitucionalidad y políticamente hará todo lo posible para que ello no ocurra.  Destacó que han tenido una mala experiencia con la Superintendencia de Educación. Es mejor plantear los temas antes. No entiende el que la Superintendencia sea quien autoriza las concesiones ya que considera es un modelo distinto a lo que venían conversando, todo lo de la televisión digital por ejemplo, se sacó de la Subsecretaría  y se pasa al Consejo Nacional.


Respecto del tema de las concesiones de telefonía, las licitaciones que se han hecho de 3, 4G. las está haciendo la Subsecretaría. Es la autoridad que diseña e implementa políticas públicas. Para que la Superintendencia implemente políticas públicas tiene sus dudas a como diseña. Cree que es una entidad que más bien tiene que fiscalizar y hacer cumplir normas. No sabe cuál es la planta de personal que va a tener la Superintendencia pero no hay presencia en todas las Regiones. Cree que eso es una dificultad. No cree en la autoregulación. Piensa que el tema es el diseño más que el marco sancionatorio.

El señor Subsecretario señaló dos cosas que en su opinión son estratégicamente o políticamente miradas desde el punto de vista de las telecomunicaciones. Una, es que este sector está absolutamente obsoleto, se ha parchado la ley y en cada uno de los cambios normativos se ha repetido la palabra Internet, por ejemplo, la ley de neutralidad en la red, que tampoco está clara, la ley de reconstrucción en la que pusieron telecomunicaciones e Internet, porque se opuso el Congreso a regular el servicio de Internet. Por lo tanto, han estado parchando una ley respecto de la cual ha recibido muchas críticas en el sentido de por qué no se ha hecho una Ley de Telecomunicaciones moderna, como lo está haciendo México.


En realidad esta ley está hecha bajo un monopolio natural cuando era telefonía fija y, además, del Estado. Por lo tanto, ahí se hizo la Ley de Telecomunicaciones, en el año 1977. Destacó que fue parte y participó, por lo tanto, conoce la génesis. Agregó que se hizo bajo un monopolio y ha quedado capturado el Ejecutivo y el Poder Legislativo y nunca se ha enfrentado.


Esta Ley de Superintendencia es el tercer intento de una Superintendencia. Las dos veces anteriores durante los gobiernos de la Concertación quedaron paralizados en el Ministerio de Hacienda dos proyectos de ley que no salieron.


Respecto de la pregunta del Senador Letelier de cuánto significa el tema financiero está y se entregan las atribuciones a que se extienda el crecimiento de la Superintendencia hacia las distintas Regiones. Ha habido una gran discusión de parte de los trabajadores que es importante entenderla.


Por una parte se preocuparon que no tuvieran errores como los hubo en el Ministerio de Educación y también en el Ministerio de Desarrollo Social. Esto se corrigió de tal forma que perdían plata lo que constituía un perjuicio en el traslado y se mejoró en la Cámara de Diputados.


La posición de los trabajadores es una sola. Primero que toda la gente pase a la planta lo que en el fondo es regular algo que no se ha hecho en los últimos 20 años y segundo, que existan oficinas en todas las Regiones del país. Este es un tema discutible porque, por ejemplo, la EFCC en USA regula todo el país y tiene 25 personas en terreno fiscalizando pero tienen muchos recursos con muchos instrumentos de sistemas automáticos de fiscalización que son más efectivos. 


Por eso hay que buscar un intermedio de cuál va  a ser el objetivo en presencia del punto de vista de los consumidores, o del punto de vista de la regulación si es del punto de vista de la fiscalización.


Si se trata de fiscalizar sistemas o instrumentos lo mejor es automatizar procesos. Si es presencia a los usuarios, lo mejor es tener presencia lo más cercana posible de toda la gente.


Es un tema a discutir. Se trata de un proyecto que no es transversal dentro del Ejecutivo, en el sentido de si es buena o no una Superintendencia. Lo que sí quieren es separar las funciones desde el punto de vista de la regulación de las políticas públicas y a que la fiscalización se empodere y se le den los recursos para que funcione.


La asesora del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González manifestó que en este proyecto de ley de hecho se está dando a las Comisiones Periciales que ven los temas tarifarios un poder vinculante y eso va a resolver bastante la pretensión que hay de que haya un Comité de Expertos. El Ejecutivo no tiene interés en ese proyecto que fue del gobierno anterior.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton informó que la idea era hacer un Comité de Expertos como está en el sector eléctrico que resolviera las contingencias entre los distintos operadores, entre el Ejecutivo, los fiscalizados y los fiscalizadores. Ellos sostuvieron que hay un Comité Pericial frente a estos temas que es muy técnico, y son de opinión que sea vinculante. Los temas de libre competencia y las contingencias entre empresas las resuelven los Tribunales de Libre Competencia y los Tribunales de Justicia.

Presentación de la Asociación de funcionario del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones (AFUNMTT)

El Secretario General de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, señor Arsenio Gacitúa, expresó que la creación de una Superintendencia de Telecomunicaciones reviste gran importancia, puesto que se trata de un organismo fiscalizador de las telecomunicaciones en el territorio nacional y su acción tiene consecuencias en todos los sectores de la economía, las personas y en los usuarios en general. Mediante esta Superintendencia se pretenden evitar prácticas abusivas, cautelando el cumplimiento de la calidad de servicio ofrecido al usuario; la buena y sana fiscalización permite proteger a los usuarios de telecomunicaciones y acercar el país a niveles de calidad de servicio de países desarrollados.


Para el cumplimiento de su función, la Superintendencia de Telecomunicaciones requiere contar con un financiamiento adecuado.


La Superintendencia que se pretende crear debe resguardar los derechos de los usuarios de telecomunicaciones, para lo que es necesario que la fiscalización tenga presencia en todas las regiones del país. Se debe fiscalizar la calidad y continuidad del servicio público de telecomunicaciones.


Al mismo tiempo, es necesario garantizar el acceso en todas las regiones al reclamo de los usuarios, su atención y resolución en servicios de telecomunicaciones.


En opinión de esta Asociación de Funcionarios, la creación de esta Superintendencia debe considerar las funciones obligatorias en la ley y establecer 15 Direcciones Regionales obligatorias, impuestas por ley. No se debe externalizar la función esencial del nuevo servicio fiscalizador que se crea, que debe contar con una planta fiscalizadora calificada, competente y con recursos de apoyo. Las multas que se establecen deben ser adecuadas como herramienta de fiscalización y no deberían concentrarse las atribuciones en un órgano unipersonal.


En ese contexto, expresó que la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), recomienda que las entidades fiscalizadoras deben mantener su independencia de la autoridad política. No obstante, en el caso del nombramiento del Superintendente de Telecomunicaciones, según se indica en el proyecto de ley, se ignora esta recomendación.

La Asociación de Funcionarios que representa, aspira a contar con un diseño de un nuevo servicio fiscalizador, que resguarde el interés de los usuarios, de la industria de las telecomunicaciones y la experiencia de los trabajadores. Que garantice la función pública del sector, para el país en general y la debida protección a más de 14.000.000 de usuarios y más de 22.000.000 de terminales de telecomunicaciones.


Este nuevo servicio público debe contar con una Planta Fiscalizadora en las 15 Regiones del país, con especialidades profesionales dedicadas al servicio público. Esta nueva Planta debe diferenciar las capacidades para medir la cobertura, velocidades y por otra parte, contar con la capacidad para recibir los reclamos de los usuarios.


Finalmente, manifestó que el proyecto de ley en estudio, es perfectible, de acuerdo con las necesidades de cambios tecnológicos del sector de las telecomunicaciones. El Estado debe otorgar un

mejor servicio a las personas y a la industria de las telecomunicaciones.


El Honorable Senador señor Letelier consultó si el Ejecutivo está de acuerdo con las demandas de los trabajadores en relación a la estabilidad de la carrera funcionaria. 


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, respondió que no se va a externalizar ningún función de fiscalización, agregó que este proyecto de ley fue modificado para recoger en las disposiciones transitorias la experiencia en la creación del Ministerio de Desarrollo Social y en la Superintendencia de Educación, respecto del traspaso de funcionarios, puesto que se trata de la creación de una Superintendencia al interior del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. De esta forma, se garantiza que los funcionarios que sean traspasados a la Superintendencia mantendrán sus mismas remuneraciones.


Luego, informó que en la actualidad existen 5 macrozonas o áreas, en las distintas regiones del país y el proyecto de ley en estudio, considera el establecimiento de 2 macrozonas adicionales con capacidades de fiscalización y la ampliación en cada Ley de Presupuestos de la Nación para la cobertura a todas las regiones del país, para contar con direcciones regionales en cada una de ellas.


Respecto del tipo de administración de la Superintendencia, señaló que se analizó largamente la conveniencia de contar con un organismo colegiado o con una administración unipersonal. Aclaró que esta Superintendencia no es reguladora, sólo fiscaliza, no interpreta normas, porque ello corresponde a la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


La recomendación de la OCDE en el sentido de establecer un organismo colegiado es para organismos que norman, regulan y fiscalizan.


El Secretario General de la Asociación de Funcionarios, señor Arsenio Gacitúa, informó que en la actualidad la Subsecretaría de Telecomunicaciones cuenta en todas las regiones con oficinas de atención de reclamos y con algunas macrozonas. No obstante, la Asociación de Funcionarios estima que deben existir direcciones regionales establecidas en la ley y no que se implementen de conformidad a la disponibilidad de recursos. Actualmente, las macrozonas no disponen de equipamiento adecuado, existe precariedad en el financiamiento y en el número de profesionales que deben cumplir con la fiscalización. Se debe garantizar que todas las regiones sean atendidas y tengan igualdad de condiciones en el sentido de contar con buenos servicios, sean fiscalizados y tengan el derecho a efectuar el reclamo cuando no puedan disponer de un servicio adecuado.


Por último, el Secretario General de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, formuló las siguientes observaciones al texto del proyecto de ley:

1.-  Es necesario crear la ley de la Superintendencia con una estructura de Direcciones u Oficinas Regionales.

2.-  Se propone que la fijación de la estructura, dotaciones y funciones, se establezcan en el cuerpo de la ley, ampliando la dotación actual en el nuevo proyecto.

3.-  Se propone eliminar el artículo 12 del proyecto de ley, actual artículo 11°.

4.-  Se propone no aumentar los cargos de confianza.

5.- Se propone que el traspaso de funcionarios sea en la misma calidad jurídica manteniendo el grado en la EUS.

6.-  Se propone que el personal a Contrata y Honorarios, se incorpore a la nueva planta del Servicio.

7.-  Se propone que la fijación de la estructura, dotaciones y funciones, que se establezcan para la nueva SUBTEL,  se trate en un proyecto de ley particular, el que debiera ser trabajado en paralelo a la Ley de la Superintendencia.


Finalizada su exposición, el Secretario General de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, entregó una minuta que contiene diversas observaciones al texto del proyecto de ley, la que se encuentra en la Secretaría de la Comisión, a disposición de los señores Senadores.

Presentación de la Asociación de Telefonía Móvil (ATELMO)


El Presidente de la Asociación de Telefonía Móvil (ATELMO), señor Guillermo Pickering, expresó que el gremio que representa valora la creación de una Superintendencia de Telecomunicaciones, porque se considera que es importante contar con un ente fiscalizador especializado y técnico, como sucede en otros mercados regulados.


En seguida, solicitó dejar constancia para la historia de la ley, que no debe existir superposición de competencias en la fiscalización de este mercado con otros órganos del Estado, en especial con el Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC), debiendo entenderse que la competencia del SERNAC es supletoria. 


Luego, señaló que la tendencia internacional es la creación de Comisiones Fiscalizadoras, en lugar de establecer organismos unipersonales y en esta materia será determinante conocer la distribución de tareas entre la Subsecretaría de Telecomunicaciones y la nueva Superintendencia. Debe existir una división entre la función normativa y la función fiscalizadora.


Expresó que en el proyecto de ley debe contemplarse la existencia de un recurso judicial de alcance general, puesto que sólo se considera la presentación de reclamos ante la Corte de Apelaciones respecto de resoluciones que aplican sanciones o disponen medidas cautelares, y no por instrucciones, órdenes, dictámenes, resoluciones de reclamos, omisiones y otros . 


Finalmente, manifestó que se deben precisar algunas causales de infracciones gravísimas. La determinación de las conductas debe ser estricta y no abierta, porque se presta para abusos interpretativos. Las sanciones van hasta las 10.000 unidades tributarias mensuales (UTM). Por ejemplo “Letra i), establece que cualquiera infracción de lo dispuesto en el artículo 19 bis de la ley N°18.168 será sancionada”. Se debe acotar que no se trata de cualquiera infracción, sino que puede ser la instalación de sistemas radiantes con infracción de las normas sobre zonas saturadas y sensibles y entorpecer o retardar la colocalización al operador que la ha solicitado.  
Presentación de la Asociación Mundial de Radios Comunitarias (AMARC)


El representante de AMARC, periodista señor Raúl Rodríguez, solicitó que se mantenga la eliminación de la penalización de las radios comunitaria con la derogación del artículo 36 b), de la Ley General de Telecomunicaciones y bajar las multas de acuerdo al tipo de sanción y a la naturaleza del actor.

La fuente de su argumentación se encuentra en tres niveles (internacional, regional y nacional), que a su vez, tienen implicancias en cuanto a derechos y prácticas comunicacionales desde la sociedad civil.

1.- A nivel internacional, el sistema interamericano y la legislación comparada recomiendan en varios instrumentos como la Convención Americana de 1969; la Declaración sobre Diversidad en la Radiodifusión de la OEA y ONU de 2007 y la Relatoría de la ONU sobre libertad de expresión de 2010, entre otros, que la acción penal es improcedente con un acto de libertad de expresión, como es emitir a través de las frecuencias de radio. 
Asimismo, las relatorías de la ONU y la OEA, recomiendan a los Estados no utilizar mecanismos o restricciones indirectas a la libertad de expresión, como el control de la publicidad oficial o la administración de las frecuencias radioeléctricas para impedir la entrada de distintos actores sociales y goce de las frecuencias concesionadas. 
También, señalan que en orden a mantener un buen uso del espectro cualquier sanción administrativa –no penal- debe ser de acuerdo a la naturaleza de la falta y del actor infractor. Por ello solicitó, en concordancia con lo consensuado con la autoridad, que las multas se expresen en unidades tributarias mensuales (UTM) y vayan desde 1 a 10 UTM, según la gravedad de la falta. De lo contrario, será imposible para el infractor, aun cuando, en su voluntad quisiese cumplir con las obligaciones que demanda el Estado, pagar multas que pueden llegar a las 5 UTA, que equivalen a $2.500.000 aproximadamente.
2.- A nivel regional, sólo Chile, Brasil, Guatemala y Honduras, mantienen en sus cuerpos legales sanciones penales contra las radios comunitarias, lo que contraviene estándares internacionales en la materia. Esto implica no desconocer, a su vez, el proceso de reformas que se viven en varios países de la región, que han discutido o están discutiendo nuevas políticas públicas de comunicación con el reconocimiento del sector social y asignándole el 33,3% del espectro, al igual que al sector comercial y público. Así es como se da, en el caso que nos compete, la aprobación de la nueva ley general de telecomunicaciones en México, que reconoce legalmente a la radio comunitaria e indígena, terminando así un largo período de persecución y de alegalidad de este tipo de experiencias.
3.- A nivel nacional, si bien la ley Nº 20.433, de radios comunitarias es un avance respecto a la ley de mínima cobertura de 1994, aún no ha sido aplicada y presenta varias deficiencias de cara al entorno digital y a las recomendaciones de los organismos internacionales en orden a tener marcos regulatorios democráticos, equitativos y no discriminatorios, en cuanto a su potencia, antena, años de concesión y facilidades para entrar a operar una frecuencia concesionada. Por ello, estimó importante sostener la despenalización sin comiso de equipos y una multa ejemplar para la naturaleza de nuestros actores sociales, vecinales y barriales en orden máximo a las 10 UTM ($400.000 aproximadamente.)
Presentación de la Asociación Nacional de Radiodifusores de Chile (ARCHI)

El Presidente de la Asociación Nacional de Radiodifusores de Chile (ARCHI), señor Luis Pardo, manifestó que la radiodifusión sonora, es un medio de comunicación fundamental para la democracia y para la integración social y territorial del país, que quedará bajo la jurisdicción de este nuevo organismo autónomo – Superintendencia de Telecomunicaciones- en todo lo que dice relación con el otorgamiento y revocación de concesiones, como así también en la fiscalización y administración del espectro radio eléctrico, que es el soporte de nuestra actividad.


En ese sentido, señaló que es importante destacar que nuestra Asociación fue invitada a exponer ante las Comisiones de Ciencia y Tecnología, de Obras Públicas Transportes y Telecomunicaciones y finalmente ante la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, siendo buena parte de sus recomendaciones acogidas, tanto por las mencionadas Comisiones legislativas como por el Ejecutivo.


Cabe resaltar que durante su tramitación en la Cámara de Diputados, el proyecto original fue sustantivamente perfeccionado en aspectos muy relevantes, habida consideración de la diferente naturaleza de los servicios regulados por el mismo. Por una parte, la telefonía fija y celular, los proveedores de internet y la televisión de pago, servicios que son pagados por el público, en tanto, la radiodifusión sonora y televisiva, son servicios de recepción libre y gratuita.


En el primer caso, se trata de servicios regulados no sólo respecto del uso del espectro radioeléctrico, sino también de las condiciones y características de los bienes que ofrecen y proveen al mercado, lo que implica prestaciones que conjuntamente representan grandes volúmenes de dinero.


En el segundo caso, el de la radio y la TV abierta, se trata sólo de la administración y fiscalización del uso del espectro radioeléctrico, para la difusión de un contenido amparado constitucionalmente en cuanto al libre flujo de la información, el que además debe ser recepcionado en forma gratuita por la población. A diferencia de los servicios de telefonía, que le cobran al usuario, el financiamiento de la radiodifusión proviene de una fuente indirecta, que es la venta de publicidad, cuya magnitud en conjunto, radio y TV, no alcanza el 10% del conjunto del sector telecomunicaciones.


Por lo tanto, la diferenciación establecida por el legislador para las distintas escalas de multas es de toda lógica y se ajusta a la realidad de las diferentes industrias reguladas.


En esa misma línea, el impacto que puede tener en la independencia editorial y en la libertad de expresión, un órgano fiscalizador cuyas facultades y atribuciones no estén debidamente reglamentadas respecto de la radio y la TV abierta puede ser muy grave y por ende el fortalecimiento del debido proceso, el establecimiento de plazos razonables y procedimientos específicos, tanto para la formulación de cargos como para los descargos y apelaciones correspondientes, la tipificación y categorización de las faltas y sus respectivas sanciones, la precisión y alcance de las facultades y atribuciones del Superintendente para efectuar registro de instalaciones o para requerir información coactivamente, entre otros tópicos, son todos estándares razonablemente logrados en el primer trámite constitucional, y que espera que esta Comisión pondere positivamente e incluso fortalezca.


En ese sentido, estimó que hay aspectos que aún pueden mejorarse. La facultad de "requerir de los operadores auditorías o certificaciones para verificar el carácter veraz y suficiente de la información que hayan proporcionado a la Superintendencia o publicado en cumplimiento de la normativa sectorial" debe precisarse, por ejemplo, acotándola a la información de mercado relacionada con los servicios de telefonía e internet, pero no parece razonable que si se está creando un órgano fiscalizador se le permita delegar, con cargo a los fiscalizados, su función principal de fiscalizar.


En la misma línea, estimó que tipificar como falta gravísima el no pago de una multa constituye una doble sanción, que se aleja de la doctrina del debido proceso.


Finalmente, indicó que para la ARCHI es muy importante la modificación del artículo 36 b) de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. Todas las normas contenidas en nuestra legislación en materia de telecomunicaciones y el presente proyecto de ley en discusión, carecerían de sentido si cualquier persona puede instalar una estación de radio sin concesión o permiso, interferir a las emisoras debidamente autorizadas e imponer un determinado contenido a una determinada población o audiencia.


Ninguna radio ilegal es inocua, todas producen interferencias a otras radioemisoras, e incluso a otros servicios como los de aeronavegación, canales de audio e imagen de TV abierta y muchas veces una única radio ilegal interfiere a varias frecuencias a la vez, por la precariedad de los elementos utilizados. En efecto, el bajo costo de los equipos semi profesionales de transmisión y la falta de mecanismos legales adecuados ha significado en varios países un incentivo para la proliferación de radios ilegales que terminan destruyendo la radiodifusión como medio de comunicación sustentable.


La ARCHI ha estado de acuerdo en eliminar la pena de cárcel, e incluso en rebajar las multas asociadas a los delitos de transmisión ilegal y de interferencias perjudiciales, pero sería incomprensible que este Congreso Nacional legisle en materia de radiodifusión y establezca todo un ordenamiento y regulación de la radiodifusión y al mismo tiempo prive al Estado de las herramientas necesarias para asegurar a los concesionarios sometidos a la ley, que puedan operar sin interferencias perjudiciales, como por lo demás lo establece la Convención Internacional de las Telecomunicaciones, tratado del cual nuestro país es signatario y lo recomiendan los organismos internacionales especializados.


La fórmula alcanzada en el primer trámite constitucional respecto de esta materia, en el sentido de eliminar la pena de cárcel y reducir las multas, pero manteniendo el comiso de los equipos como sanción penal, es la adecuada para nuestra realidad y se ajusta plenamente a los tratados y recomendaciones internacionales.
Presentación de la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (CONADECUS)


El Presidente de la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (CONADECUS), señor Hernán Calderón, expresó que la creación de organismos reguladores ha sido la respuesta de los gobiernos para fiscalizar y regular diversas actividades económicas. Los organismos internacionales han recomendado su creación a los gobiernos. 

Los consumidores y usuarios chilenos en hechos públicos y recientes han conocido fallos de la Corte Suprema por demandas colectivas, en los cuales se ha condenado a empresas y bancos por abusos que han sufrido los consumidores. Esto producto de omisiones o interpretaciones erradas de sus atribuciones, falta de fiscalización oportuna o no cumplir con atribuciones establecidas dentro de sus funciones en actividades reguladas por las Superintendencias, los cuales han significado un daño significativo para los consumidores y usuarios y la perdida credibilidad de las instituciones. 
Las Superintendencias No Protegen A Los Consumidores

Las Superintendencias no han cumplido un rol en defensa de los derechos de los consumidores y usuarios, más bien han estado preocupadas de la estabilidad de las actividades, no han cumplido su rol fiscalizador. Además, muchas de las propias circulares emitidas por las Superintendencias, al aplicarse han significado nuevos abusos por parte de las empresas en contra de los consumidores. 

Recomendaciones De Organismos Internacionales

La Comisión Económica Social de la Unión Europea (CESE) considera que los reguladores nacionales deben promover no sólo la transparencia de la información y del proceso de toma de decisiones, sino también favorecer el equilibrio de los intereses en juego, sectores económicos regulados y consumidores, apoyando y discriminando positivamente a las organizaciones que representan los intereses de los consumidores.

En opinión de CONADECUS, para crear una Superintendencia deben considerarse los siguientes aspectos:

1.- Que la ley Nº 19.496 de Defensa del Consumidor, tenga plena vigencia en todas las actividades reguladas por leyes especiales, y no supletoriamente en lo que no consideren las leyes especiales como sucede en la actualidad.


2.- Las Superintendencias debieran definir su rol no solo como la estabilidad, solvencia, regulación y normas de la industria, sino que también la protección de los consumidores creando un comité de conducta con integrantes de la industria, SERNAC, organismo regulador y representantes de los usuarios.


3.- Todas las circulares, resoluciones o autorizaciones, deben obligatoriamente ser consultadas al SERNAC antes de entrar en vigencia, para que se pronuncie en cuanto pueden afectar a los consumidores y usuarios.

Objetivos De Una Superintendencia De Telecomunicaciones

La Superintendencia de Telecomunicaciones es un organismo fiscalizador de las telecomunicaciones en el territorio nacional, cruza todos los sectores de la economía, las personas y los usuarios en general.

Debe tener cobertura nacional y permitir por medio de su acción garantizar la disponibilidad de los servicios de telecomunicaciones en todo el territorio. Evitar prácticas abusivas, garantizando el cumplimiento de la calidad de servicio vendido al usuario.

Los países desarrollados, por lo general, no tienen zonas de sombra de comunicaciones. La buena y sana fiscalización permite proteger a los usuarios de telecomunicaciones

El buen diseño de un nuevo servicio fiscalizador garantiza la función pública que requiere el país, para la protección de los usuarios, la aplicación de especialidades profesionales dedicada al servicio público, en general, constituye un mejor Estado al servicio de las personas y de la industria en Chile.

Los usuarios de servicios de telecomunicaciones necesitan de un organismo que aplique los siguientes criterios:

- Fiscalización con presencia en todas las regiones.

- Que se fiscalice la calidad y continuidad del servicio público de telecomunicaciones.

- Garantizar el acceso en todas las regiones, al reclamo de los usuarios, su atención y resolución, y

- Acceso a los derechos del consumidor en servicios de telecomunicaciones.
Observaciones al proyecto de ley de Superintendencia de Telecomunicaciones

El artículo 5° del proyecto de ley establece que “el Superintendente de Telecomunicaciones, quien será el jefe de servicio, será nombrado por el Presidente de la Republica de conformidad a lo establecido en el título VI de la ley N°19.882.


A juicio de CONADECUS, es necesario para la independencia del Superintendente que su designación sea de una terna propuesta por el Presidente de la República al Senado, quien elegirá por mayoría simple al Superintendente, que su cargo tenga una duración de 8 años, y su remoción sea con el mismo procedimiento con que se remueve a los jueces.


El artículo 1º, inciso tercero, del proyecto de ley prescribe que su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que el Superintendente pueda establecer en otras ciudades del país.


En esta materia expresó que es preocupante esta situación, ya que esto puede significar no tener fiscalizadores en las regiones, los usuarios de servicios al detectar una infracción no podrían concurrir al ministro de fe para constatar la infracción y poder ejercer su acción en tribunales de justicia si fuera necesario.

Modelos De Entidad Reguladora Que Operan En El Mundo
Modelo de Autoridad Unipersonal

El diseño de autoridad unipersonal, eventualmente, aumenta la percepción del riesgo de captura por parte del mercado o del aparato político, poniendo en cuestionamiento las resoluciones normativas o sancionatorias de las superintendencias, y restando continuidad a las políticas internas de estas entidades.

Modificaciones al modelo de autoridad unipersonal

Conferir al organismo regulador una autoridad estatutaria específica que no esté sometida a ningún control ministerial. 


Establecer criterios profesionales bien definidos para los nombramientos. 


Hacer participar a los Poderes Ejecutivo y Legislativo en el proceso de designación. 


Designar reguladores (director general o miembros de la junta o comisión) para un período fijo y prohibir su destitución (con sujeción a una evaluación oficial), salvo por una causa de peso claramente definida.


CONADECUS sugiere adoptar el modelo de Gobierno Corporativo de las Agencias Reguladoras con directorios colegiados para las entidades reguladoras en Chile y las siguientes consideraciones:

Otorgar independencia presupuestaria y generar incentivos para captar y retener personal calificado en las agencias reguladoras.


En este contexto, un modelo que ha ganado aceptación es el “twin peaks”, que además integra funciones bajo dos grandes objetivos: conducta de mercado (protección del consumidor, competencia y transparencia) y solvencia regulación normas y fiscalización.


El grado de autonomía y el proceso de nombramiento de los superintendentes del sistema financiero fue una de las debilidades Identificadas por la OECD en los años 2010 y 2011.


La idea de un gobierno colegiado es razonable, más allá de las definiciones específicas sobre el número de integrantes y otros. Esto por cuanto establece mecanismos internos de “check and balances”, minimiza la injerencia del ciclo político- y reduce las posibilidades de captura, entre otros.


Un gobierno colegiado, para las agencias supervisoras, tiene beneficios en términos de la legitimidad de los procesos regulatorios y sancionatorios, la continuidad de políticas de las instituciones reguladoras y más control interno en caso de avanzar hacia una mayor autonomía.


Cuando se elige una estructura colegiada, ya sea una junta o comisión, se considera necesario escalonar los mandatos de los miembros de modo que éstos sólo puedan ser sustituidos gradualmente por los gobiernos sucesivos. 


Proporcionar al organismo una fuente de financiación fiable y adecuada. En términos ideales, se pueden imponer tasas por servicios específicos o gravámenes al sector para financiar al regulador con el fin de que éste quede al margen de toda interferencia política durante todo el proceso  presupuestario. 


Exonerar al regulador de los límites salariales de la administración pública para atraer y mantener al personal mejor calificado y garantizar unos incentivos adecuados para la buena gobernanza. 


Prohibir que el Poder Ejecutivo invalide las decisiones del organismo, salvo por conductos cuidadosamente definidos, tales como una nueva legislación o recursos ante los tribunales de justicia con arreglo a la legislación vigente. 


En conclusión, el modelo aplicado en Chile para la regulación del sector de las telecomunicaciones, es el modelo tradicional en este ámbito, es una Subsecretaría incorporada en el Ministerio del sector, este esquema es aplicado en Francia y Japón, en los casos de Francia y Alemania los operadores también reportan al ministerio del sector. 


Conadecus estima que este modelo tiene ventajas sobre los sistemas de cargo unipersonal, ya que aminora significativamente el riesgo de captura del organismo regulador por parte de la industria, además dispone de las atribuciones suficientes para regular, fiscalizar, normar y sancionar, y tiene la función de implementación de las políticas públicas. 


Sin embargo, tiene el inconveniente de no resguardar la independencia de los gobiernos de turno, pero el grado de autonomía es muy superior al de otras agencias formalmente más independientes. 


Puede ser que la independencia no dependa sólo ni principalmente de la figura jurídica adoptada, sino del contexto institucional, de las atribuciones efectivas del organismo, la calificación de personal y los recursos disponibles.


El modelo que propone el proyecto de ley en trámite, es de autoridad unipersonal, similar al aplicado en las actuales superintendencias de Chile, que es precisamente el que tiene más riesgos de captura por parte de la industria y el ciclo político.


El país requiere un organismo con las fortalezas suficientes para enfrentar a una industria que tiene el primer lugar en los ranking de reclamos de los usuarios, posee una falta de estabilidad en sus servicios, fallas permanentes, conductas abusivas y cobro de precios por sus servicios dentro de los más caros del mundo.


La Subsecretaría de Telecomunicaciones cumple con los objetivos, y debiera fortalecerse entregándole los recursos y darle la relevancia necesaria para cumplir con sus atribuciones o de otra manera adoptar el modelo de organismo colegiado.
Presentación de VTR Globalcom S.A.


El Gerente Legal de Regulación e Interconexiones, de VTR Globalcom S.A., señor Mauricio Danús, expresó que el mérito de esta iniciativa legal es la creación de un organismo especializado, especificando las facultades de la Superintendencia como ente de carácter técnico


A su vez, separa las funciones de diseño de políticas y normativas, que se radican en la Subsecretaría de Telecomunicaciones, respecto de las funciones de fiscalización y fijación de tarifas que corresponden a la Superintendencia.


Resuelve eventuales conflictos de competencia entre la Superintendencia y el Consejo Nacional de Televisión, impone nuevos estándares de control y rendición de cuentas, actualiza las garantías en el procedimiento sancionatorio. La facultad de fiscalización se declara indelegable a terceros.


Consagra expresamente el principio “non bis in ídem”, establece sanciones proporcionales, diferenciar los plazos de prescripción de las infracciones, según la gravedad de las mismas y regula la obligación de entrega de información y la facultad de establecer medidas cautelares en ciertos casos

Observaciones al Modelo Institucional


Se hace necesario profundizar la independencia institucional de la Superintendencia, en relación con el Poder Ejecutivo. El proyecto de ley sigue el modelo tradicional de Superintendencia, con relativa dependencia de la autoridad central.


Se deben evaluar diseños existentes en otros sectores, como el Consejo para la Transparencia, la Fiscalía Nacional Económica, el Panel de Expertos Eléctrico, y Tribunal Ambiental.


Se debe establecer un modelo de integración colegiado, frente al modelo unipersonal.


En cuanto al nombramiento y remoción del Superintendente, señaló que se debe establecer la intervención de diversas autoridades en el nombramiento y establecer un plazo de duración en el cargo y causales de remoción.


Se deben separar efectivamente las funciones de fiscalización, instrucción y sanción. La función de fiscalización, instrucción y sanción terminan y dependen directamente del Superintendente, afectándose el principio de independencia de funciones que debe existir en materia sancionatoria (órgano es “juez y parte”).


En el proyecto de ley se eliminó la referencia a que la función de instrucción y fiscalización esté a cargo de una unidad distinta a la que aplica sanciones.

Observaciones: Funcionamiento


Se debe delimitar adecuadamente la aplicación de otra normativa o la intervención de otros organismos públicos, en particular del SERNAC, debiendo establecerse expresamente la coordinación entre el SERNAC y la Superintendencia, cuando se trate de materias en que ambos organismos tengan competencias.


El artículo 3, letra g), consagra la facultad de la Superintendencia para velar por el respeto de los derechos de los usuarios “sin perjuicio de las acciones judiciales y administrativas que dichos usuarios puedan ejercer respecto de materias no previstas por la normativa sectorial.”


El artículo 3, letra h), establece la facultad de la Superintendencia para velar por el respeto de los derechos de los usuarios “sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos competentes, en este último caso, en materias no previstas por la normativa sectorial”


De lo contrario, aumentará el costo del litigio por impugnaciones judiciales y administrativas.

Determinación precisa del régimen de recursos


El artículo 41 establece un régimen confuso: alude a dos autoridades en primera instancia; dos procedimientos aplicables; dos tipos de recursos, por lo que debería aclararse la procedencia de los recursos judiciales frente a otro tipo de actuaciones de la Superintendencia, como la resolución de reclamos.


El artículo 41 señala que los afectados que estimen que las resoluciones del Superintendente o del Ministro, según sea el caso, que apliquen sanciones conforme a la presente normativa, no se ajustan a la ley, podrán reclamar ante la Corte de Apelaciones. En el caso de la aplicación de la sanción de caducidad, la reclamación se interpondrá ante la Corte Suprema.


Acogido a tramitación, se regirá por las normas del procedimiento sumario […] La sentencia definitiva que dicte el tribunal ordinario será apelable para ante la Corte de Apelaciones de Santiago […]

La apelación deberá interponerse […] se regirá por las normas aplicables al recurso de protección.” 


Por lo que se debe entender que serán aplicables los recursos de la ley de bases de los procedimientos administrativos.

Determinación precisa de la regulación de las indemnizaciones procedentes


El artículo 28 induce a confusiones, pues hace mención a eventuales indemnizaciones asociadas a infracciones, pero sin aclarar cuál debería ser el procedimiento para determinarlas y la autoridad competente para ese efecto. 


En el caso de las indemnizaciones asociadas a una infracción de la ley, que afecten masivamente a usuarios, puede resolverse a través de la regulación del procedimiento de resolución de reclamos, pero la ley debería establecer los criterios para calcular su monto.


La ley Nº 18.168, Ley General de Telecomunicaciones, contempla los lineamientos para determinar las indemnizaciones procedentes en caso de interrupción de un servicio público.

Observaciones: Gestión regulatoria


Es necesario fortalecer las instancias de cooperación y colaboración entre regulador y regulados. El ingreso de Chile a la OCDE exige colocar el foco en estos aspectos esenciales de la calidad regulatoria.


Incorporar instrumentos de colaboración o gobernabilidad regulatoria, tales como autorregulación y co-regulación, aceptar reglas de control de pares en la industria y de validación de instrumentos frente a la autoridad.


Establecer formalmente reglas adecuadas de dictación de normas: procedimientos transparentes y públicos


Esto implica exigir evaluaciones costo beneficio o costo efectividad para la justificación de algunas regulaciones, anuncio de regulación, reglas de participación y diálogo regulatorio.
Presentación de Entel S.A.

El Gerente del Área de Relaciones Institucionales y Estratégicas de Entel S.A., señor Cristián Sepúlveda, manifestó que la creación de una Superintendencia para el desarrollo de las telecomunicaciones es positiva para el país. Legislar en este tema abre la oportunidad para avanzar en 2 aspectos:


1.- Más competencia y mayor protección de los consumidores, y


2.- Contar con una Subsecretaría de Telecomunicaciones destinada al Desarrollo de las telecomunicaciones.


La reducción de la brecha digital y el desarrollo de Chile requiere de una Subsecretaría de Telecomunicaciones abocada íntegramente a diseñar las políticas públicas de telecomunicaciones que piensen en el futuro del país y de todos sus habitantes.


Sin embargo, el proyecto de ley plantea la creación de una Superintendencia, que en la forma en que está estructurada no es el modelo moderno que requiere el país, porque: 


1) Genera un desequilibrio enorme entre sus facultades y la de los operadores.


2) Establece con precariedad el debido proceso.


3) El nuevo organismo que se crea es unipersonal y dependiente del Ejecutivo, con una excesiva concentración de las potestades de investigar, de acusar, de formular un cargo, de apreciar la prueba e interpretar administrativamente, de juzgar y sancionar el incumplimiento de la normativa sectorial,  radicado en una sola persona. 


De esta forma, se produce una ficción de independencia, puesto que se viola el principio de imparcialidad, pues acusa y sanciona el mismo órgano.


Existe una pérdida de objetividad al ser el Superintendente quien interpreta administrativamente y sanciona de acuerdo a la misma interpretación.


Se produce un incentivo perverso a ajustar la interpretación administrativa de la norma a efectos de imponer la sanción que la autoridad desea aplicar, lo que resulta contradictorio con el Mensaje que acompaña a este proyecto de ley. Además, existe la posibilidad de dictar medidas cautelares de alto impacto sin los resguardos suficientes.


Dentro de las medidas de altísimo impacto, se debe considerar la suspensión de la explotación de servicios de telecomunicaciones masivos, en caso de no seguirse las instrucciones del Superintendente. 


Las medidas cautelares se podrán dictar aun cuando éstas no se traduzcan en un procedimiento de cargo y se generan incentivos perversos para su dictación. El proyecto de ley no contempla un sistema de responsabilidades ulteriores en caso de error en la adopción de estas medidas, no se establecen indemnizaciones ni compensaciones para el afectado.


A su vez, existe una posible inconsistencia entre el texto original y el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, en los artículos 19 y 20, respectivamente, del proyecto de ley.


El proyecto de ley en estudio, propone el aumento en 10 veces de las multas aplicables. La ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, establece en su artículo 36 un régimen general de multas que va desde 5 a 1.000 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de casos especiales. 


En el proyecto de ley en estudio, el régimen general se divide en infracciones leves, graves y gravísimas, y las multas aplicables van de 1.000 UTM, 5.000 UTM y hasta 10.000 UTM, respectivamente, según lo establecen los artículos 23, 24 y 25.


No se resguarda el debido proceso, puesto que sólo se puede apelar de la sentencia del Superintendente ante la Corte Apelaciones.


Existen escazas y estrechas posibilidades de defensa y prueba ante Corte de Apelaciones, dado que las potestades están concentradas en el Superintendente quien acusa, aprecia la prueba y sanciona.


El Superintendente será ministro de fe de hechos fiscalizados, presunción legal establecida en el artículo 46 del proyecto de ley. Por otra parte, al presentar un Recurso de Protección, se debe tener en consideración que es un procedimiento de naturaleza distinta, destinado a la no vulneración de las garantías constitucionales. Es un procedimiento de urgencia, breve y concentrado, que implica una revisión restringida de los hechos y del derecho de lo que falló el Superintendente.


Se debe considerar el riesgo de un ejercicio abusivo de los grandes poderes del Superintendente, para lo cual las alternativas modernas recomiendan la creación de organismos pluripersonales, dotando al Superintendente de una estructura colegiada, pues reduciría la discrecionalidad del ente.


La OCDE ha sugerido implementar formas de solución de controversias no jurisdiccionales, tales como arbitraje, mediación, negociación directa, etc.


En consideración a la realidad de nuestra legislación, se debe considerar un control jurisdiccional de la sentencia del Superintendente, estableciendo la reclamación ante los tribunales de justicia, como se indica en el artículo 13 de la ley Nº 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios, a lo menos para las infracciones gravísimas y graves.


Finalmente, expresó que la creación de una Superintendencia es positiva para el desarrollo de las telecomunicaciones del país, para la competencia y protección de los consumidores y políticas de futuro digital. Sin embargo, se basa en un MODELO ANTIGUO DE SUPER desequilibrio respecto del fiscalizado y conlleva un riesgo de un ejercicio abusivo y alto impacto de las medidas.


Chile requiere de un MODELO MODERNO: mayor control jurisdiccional de las decisiones del Superintendente, como la que se estipula en la Ley de Servicios Sanitarios.


El Honorable Senador señor Letelier consultó cuál sería una proposición moderna de Superintendencia, porque un tema son los procedimientos que se pueden aplicar, sin embargo, lo más importante con la creación de este organismo es la defensa de los usuarios. La industria cuenta con mayores recursos que le permiten protegerse.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, hizo presente que es necesario adoptar los resguardos pertinentes para que la creación de esta nueva Superintendencia no suponga un recargo de trabajo para los tribunales de justicia, como consecuencia de la presentación de diversos recursos judiciales.


El Gerente del Área de Relaciones Institucionales y Estratégicas de Entel S.A., señor Cristián Sepúlveda, respondió que la empresa que representa está de acuerdo en la creación de una Superintendencia de Telecomunicaciones que cautele los derechos de los usuarios. Sin embargo, la figura que se pretende crear concentra diversas funciones en la autoridad del Superintendente, se debe buscar una fórmula que permita un equilibrio y no afectar el principio del “debido proceso”. Por ello, estima que sería preferible contar con un organismo colegiado y establecer la presentación de recursos judiciales ante la justicia ordinaria para el caso de las infracciones gravísimas y graves.


La figura actual del Superintendente que se pretende crear está ligada al Poder Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que está de acuerdo en que el Superintendente de Telecomunicaciones no esté afecto a los ciclos políticos. El organismo colegiado es una buena forma que permite evitar la arbitrariedad.
Presentación de Nextel Chile


El Vicepresidente del Área Legal y Recursos Humanos de Nextel Chile, señor Miguel Oyonarte, manifestó que la creación de la Superintendencia de Telecomunicaciones como órgano fiscalizador es un anhelo de los consumidores y de las empresas de telecomunicaciones.

Este modelo basado en la separación de los roles de política pública y fiscalizadora, si bien parece necesario de aplicar en nuestro país, no es único y en otros países como Inglaterra y en general, en los países anglosajones, ambas funciones se encuentran reunidas resultando exitosos, ejemplo de ello es la OFCOM en Inglaterra. 


El proyecto de ley que crea la Superintendencia, fue mejorado en la Cámara de Diputados, sin embargo, a la fecha subsisten algunos aspectos de orden medular que deben ser analizados y corregidos por el Honorable Senado.


Se ha señalado que en nuestro país contamos con un mercado de telecomunicaciones que, en general, se desenvuelve en un ámbito de competencia. Lo cierto es que, a juicio de Nextel, dicha afirmación es una falacia, mercados como la telefonía y datos, tanto fijo como en su versión móvil, no son precisamente competitivos. Así, en el mercado móvil tenemos una dominancia colectiva en tres empresas que se reparten más del 98% del mercado y en el sector fijo un duopolio, que también domina el mercado. 

Se sostiene con habitualidad, en el sector de la telefonía móvil, por las empresas incumbentes o tradicionales, que este mercado es altamente competitivo, Nextel como entrante al mercado, debe hacer presente que ello no es así y ejemplo de que este mercado al año 2013 es poco competitivo precisamente lo demuestran los siguientes hechos:


a.- Existencia de contratos de amarre por las compañías a sus usuarios con lo cual le limitan y obstaculizan el ejercicio a la portabilidad.


b.- Existencia de una tarifa fijada por la autoridad como lo es el Cargo de Acceso Móvil artificialmente alto ($60 versus $8 en los países de la OCDE) que impiden la desafiabilidad de las bases de clientes de las empresas con mayor poder de mercado.


c.- Discriminación de tarifas de acuerdo a destino de las comunicaciones, esto es, si el cliente llama a otro cliente dentro de la red de la empresa proveedora del servicio se le cobra casi 1/10 de lo que se le cobra si llama a un cliente de otra compañía de telefonía móvil. Incluso el Tribunal de la Libre Competencia señaló que esta práctica es anticompetitiva en diciembre de 2012.


d.-Inexistencia de ofertas de colocalización, esto es, posibilidad de usar, previo pago, las torres de las empresas ya establecidas, para con ello evitar construir nuevas torres por los actores entrantes como lo es Nextel, con ello se busca evitar por las empresas establecidas dar mayor dinamismo competitivo a este mercado, etc.

Aspectos que Nextel solicita sean analizados por el Honorable Senado

1.- Profundizar las diferenciaciones en los roles de política pública con el rol relativo a fiscalización y sanción:


En esta materia se solicita que se analice por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado, la posibilidad de separar completamente el rol fiscalizador del rol político regulatorio, devolviendo al órgano Regulatorio (Subsecretaría de Telecomunicaciones) las facultades que en el proyecto de ley figuran como prerrogativas de la nueva Superintendencia, referidas a desarrollar y resolver materias propias de la función regulatoria, tales como:


a) Intervenir y desarrollar los procesos de fijación de tarifas. En estos procesos se fija la estructura del mercado de telecomunicaciones y su competitividad (ejemplo fijación de Cargos de Acceso). Se define el mercado de telecomunicaciones por 5 años.


Estos procesos y sus parámetros inciden en otros procesos de otras ramas de servicios, tales como agua, gas, electricidad, etc. Inciden en los precios y productos que se ofertan a los consumidores


b) Intervenir en procesos de otorgamiento de concesiones de telecomunicaciones.


c) Otorgar y modificar permisos de telecomunicaciones (por ejemplo de TV de postpago).


d) Otorgar y modificar licencias de telecomunicaciones.


Todas estas facultades no se relacionan con un ente que debe tener una finalidad fiscalizadora, sino que son propias de un órgano regulador, toda vez que estas acciones inciden en la estructura y competitividad del mercado de las telecomunicaciones.


2.- Complementar la capacidad fiscalizadora de la Superintendencia de Telecomunicaciones con un organismo técnico experto, por ejemplo un Panel de Expertos. 


Las telecomunicaciones, son cada vez más complejas, sus desarrollos tecnológicos son cada vez más rápidos y los servicios que las compañías proveen son cada vez más masivos. En este sentido, Nextel es de la opinión que aquellas materias definidas como infracciones gravísimas, contemplen en el proceso de investigación la posibilidad que el Superintendente o la empresa afectada, en caso de tratarse de temas de orden técnico, puedan recurrir a un Panel de Expertos que, previamente a la sentencia, se pronuncien en el caso particular sobre la materia investigada.


Nextel ve este Panel de Expertos como una etapa del proceso investigativo, símil a una comisión de peritos, que pueda ser solicitado por la compañía o por la autoridad como una medida probatoria. 


El Panel de Expertos en su integración, debiera ser definido por la autoridad en base a académicos de renombre y debiera ser integrado por tres profesionales. Lo anterior, otorgará a las sanciones aplicadas en la materia una mayor objetividad y permitirá a la industria conocer los criterios técnicos que se considerarán para fundar la resolución que adopte la autoridad.


Contemplar una medida como la señalada, evitará o limitará el uso de recursos ante los tribunales ordinarios de justicia en contra de la Superintendencia y facilitará una herramienta que al amparo de la Superintendencia explicitará públicamente los criterios técnicos que sustentarán sus definiciones en materia sancionatoria y con ello irá orientando fundadamente el actuar de la industria.


3.- Aumentar la capacidad y facultad de la Superintendencia de analizar y transparentar la información obtenida de los operadores.


A la fecha, el proyecto de ley contempla que la Superintendencia podrá requerir información a los operadores y poner a disposición de los consumidores algunos indicadores generales. En este punto hay espacio para aumentar las facultades informativas de la Superintendencia. Efectivamente, Nextel, considera que la nueva Superintendencia debiera asumir la obligación de transparentar al público el comportamiento regulatorio de las distintas compañías de telecomunicaciones y expresamente posibilitar a los consumidores el acceso a conocer, a lo menos, las condiciones de las ofertas de los servicios públicos de telecomunicaciones.


Es absolutamente relevante para Nextel que se permita a la comunidad acceder a información completa, objetiva y validada por la autoridad en materia de comportamiento normativo de los operadores o compañías, que proveen servicios de telecomunicaciones, como asimismo, de las ofertas que los operadores de servicios masivos, tales como telefonía, TV de pago, etc. ofertan a sus clientes y las condiciones de dichas ofertas. 


En la actualidad, dicha información no está disponible, tampoco la Subsecretaría de Telecomunicaciones la tiene a disposición de los consumidores. A la fecha, la autoridad se ha conformado con emitir análisis estadísticos muy gruesos del estado del mercado, por ejemplo en materia de participaciones de mercado; tráficos acumulados en las redes, etc. No existe información relevante que la autoridad provea a los ciudadanos y que sirva a éstos para adoptar una decisión de contratación de servicio.


En este sentido, este proyecto de ley, presenta una gran oportunidad para que la Superintendencia se haga cargo de una materia que hoy es objeto de reclamo ciudadano. Es preciso mencionar que en este mercado y sobre todo en el mercado de las telecomunicaciones móviles, los contratos que se suscriben por los usuarios, tienen la calidad de contratos de adhesión, esto es, donde el consumidor no tiene facultad alguna para negociar sus cláusulas y menos modificarlas.


Establecer un registro público en materia de comportamiento normativo por los operadores, complementado con información de la Superintendencia referida a las condiciones contractuales en que se ofertan los servicios, sin duda sería un avance en lograr transparencia en la contratación de servicios de telecomunicaciones. 


Finalmente, expresó que la existencia de este tipo de información, al permitir la existencia de una contratación informada, disminuirá el alto nivel de reclamos de consumidores que hoy deben ser resueltos por la autoridad y la Superintendencia concentrará sus esfuerzos en materias de fiscalización.


4.- Acotar y objetivizar las conductas descritas en los artículos 20, 21 y 22 del proyecto de ley, entregando mayor seguridad jurídica.


Es necesario revisar el catálogo de infracciones gravísimas y graves, donde, en opinión de Nextel, se contemplan hipótesis de conductas que no revisten el carácter que hoy le entrega el proyecto de ley, por ejemplo:

a) Exigencias de calidad del servicio móvil a todo evento (esto corresponde a un imposible técnico, más a la luz de la actual ley de torres y la falta de ofertas de colocalización por los operadores dominantes).

b) La no entrega de información requerida por la Superintendencia en tiempo y forma corresponde a una infracción gravísima, mientras que la entrega incompleta o manifiestamente errónea constituye una infracción grave. La pregunta entonces será cuándo estamos en uno y otro caso, resolver éste y otros casos evitará subjetividades e incluso prejuzgamientos de arbitrariedad por parte de la autoridad.

c) Evitar que conductas sancionadas puedan ser actos que atenten a la libre competencia, por ejemplo, cuando se exige la colocalización y no lograrla corresponda a una infracción, esta hipótesis conllevará para evitar caer en la misma que los operadores, como mi representada, se pueda ver obligada a aceptar precios de colocalización excesivos o discriminatorios.

5.- Necesidad de evaluar la constitucionalidad de la sanción de caducidad de la concesión por no uso del espectro por parte de los operadores.


En esta materia Nextel desea hacer presente que si bien esta sanción fue corregida en el primer trámite constitucional, la misma aparece en el Mensaje ingresado por el Ejecutivo y a juicio de Nextel, resulta inconstitucional, ya que su establecimiento vulnera importantes garantías constitucionales. Asimismo, este tipo de sanciones que buscan recuperar para el Estado un supuesto espectro no utilizado por los operadores, resulta incongruente con una economía de mercado y un régimen de libre competencia. 


Efectivamente, las empresas que operan en el mercado móvil, utilizan el espectro asignado por la autoridad por un período de 30 años, en la medida que van sumando una mayor cantidad de clientes. Así, resulta absolutamente ilógico y desproporcionado que se pretenda que empresas, como su representada, entrante al mercado de la telefonía móvil, a menos de 2 años de haber iniciado su operación comercial, hagan uso del espectro asignado en igual proporción que la que hoy se supone hacen las empresas incumbentes que llevan más de 15 años en el mercado con altas cifras de participación. Lo anterior, incluso suponiendo que el uso que estas últimas compañías hacen es realmente eficiente.


Si al poco tiempo en el mercado que lleva su representada, sumamos la falta de condiciones de competitividad en el mercado de la telefonía y datos móviles, algunas de las cuales ya hemos señalado anteriormente, la verdad resulta, abusivo el pretender establecer este tipo de sanciones, más si se considera que el espectro para este tipo de concesiones se otorga por ley por un período de 30 años.


6.- Necesidad de contemplar la facultad de la Superintendencia de resolver reclamos entre operadores de telecomunicaciones.


Actualmente, el proyecto de ley que crea la Superintendencia no contempla la facultad para que este organismo pueda resolver los conflictos o reclamos que existan entre empresas operadoras de telecomunicaciones. Lo anterior resulta de la mayor relevancia, toda vez que el mercado de los servicios de telecomunicaciones, requiere cada vez y con mayor frecuencia de la contratación de servicios entre operadores. Ejemplo de lo anterior, son los servicios de transporte; roaming; colocalización, etc. En este sentido, es de la mayor relevancia el que se contemple la facultad que permita a la Superintendencia intervenir y resolver los conflictos que se puedan suscitar entre operadores de manera ejecutiva, con el objeto de evitar, por ejemplo que ante la existencia de conflictos finalmente se caiga en la imposibilidad de proveer servicios; interrupciones o mala calidad de los mismos, etc. 


La facultad de resolver reclamos de usuarios y entre operadores de telecomunicaciones se encuentra contemplada en el artículo 28 de la ley N°18.168, General de Telecomunicaciones y no resulta entendible que sólo se traslade la facultad de resolver reclamos de usuarios a la Superintendencia y, por otro lado, la facultad de resolver reclamos entre operadores no quede radicada en ninguna autoridad, con lo cual se corre el riesgo de judicializar este tipo de conflictos.
Presentación de la Asociación Nacional de Televisión (ANATEL)

El Presidente de la Asociación Nacional de Televisión (ANATEL), señor Ernesto Corona, expresó que la creación de la Superintendencia es un instrumento eficiente para el mejor funcionamiento de las telecomunicaciones, no obstante, para cumplir sus objetivos es indispensable que cuente con presupuesto suficiente y personal calificado.


Asimismo, es fundamental, la aplicación de normas de fiscalización con criterios definidos y objetivos que eviten interpretaciones individuales o subjetivas, lo que resulta primordial, en la aplicación de sanciones gravísimas.  Por otra parte, todos los procesos de fiscalización y sancionatorios deben estar sujetos a la posibilidad de recurrir ante los tribunales ordinarios de justicia.


En seguida, recalcó que la televisión y la radio, son empresas de telecomunicaciones de libre recepción, sin costo para el usuario y que por su tamaño e ingreso, las faltas que puedan cometerse con los concesionarios, deben considerar esta situación.


Finalmente, resaltó que el proyecto de ley en estudio, ha tenido un sustancial mejoramiento en el trabajo de las Comisiones de la Honorable Cámara.

Observaciones formuladas al proyecto de ley.


1.- Es muy positivo que la Superintendencia se encuentre afecta al Sistema de Alta Dirección Pública, lo cual cobra una especial importancia en relación con la designación del Superintendente, como asimismo con la transparencia en la gestión de este organismo.


2.- El artículo 3°, letra f), que se refiere a la atribución de la Superintendencia para requerir de los sujetos sometidos a fiscalización la información necesaria para el debido cumplimiento de sus funciones y atribuciones, indica como causales de excepción de entregar la información solicitada, la existencia de una norma legal sobre reserva o secreto. 


En su opinión, se debe agregar una referencia a la existencia de compromisos de confidencialidad adquiridos en conformidad al ordenamiento jurídico vigente, pues no se debe olvidar que las relaciones comerciales internacionales reguladas por tratados bilaterales o multilaterales, también abren espacios a la existencia de informaciones confidenciales, lo cual tiene un matiz diverso a la reserva o secreto legal.


3.- En el artículo 4° se establece la facultad de la Superintendencia para “requerir de los operadores auditorías o certificaciones para verificar el carácter veraz y suficiente de la información que hayan proporcionado a la Superintendencia o publicado en cumplimiento de la normativa sectorial. Para ordenar esta medida, el Superintendente deberá indicar que le asiste la presunción fundada, expresada en la resolución que dicte al efecto, de que la respectiva información no es del todo veraz o suficiente”. 


En esta materia, estimó conveniente que la redacción de esta norma indique que el Superintendente, al efecto, debe indicar las presunciones que le asisten y sus fundamentos, pues no basta invocar la existencia de presunciones fundadas, debe darse cuenta de ellas, de acuerdo a los principios contenidos en el artículo 8° de la Constitución Política.


4.- En la letra b) del artículo 15, se faculta al organismo para “suspender total o parcialmente la operación o explotación de un servicio de telecomunicaciones cuando no se subsanen las observaciones formuladas o no se adopten las medidas ordenadas, dentro del plazo razonable que la Superintendencia fije al efecto”. Sin embargo, respecto de los servicios de radiodifusión televisiva y de los servicios limitados de televisión, establece el proyecto: “la orden impartida al operador será comunicada al Consejo Nacional de Televisión (CNTV) y, si se justificare la eventual adopción de la medida cautelar, se requerirá a dicho Consejo, acompañándose los antecedentes que la justifiquen, salvo que se trate de un uso no autorizado del espectro radioeléctrico por parte de los sujetos sometidos a fiscalización o que sólo fuere necesario realizar adecuaciones de potencia para evitar interferencias, en cuyo caso la medida podrá ser adoptada por la Superintendencia informando de ello al referido Consejo”.


Al respecto, el Presidente de ANATEL señaló que la redacción transcrita induce a error, pues se señala, por una parte, que la suspensión emana de “una orden” de la Superintendencia y, por otra, que ello debe requerirse al CNTV por lo que sugirió clarificar, en el sentido que la Superintendencia puede requerir la suspensión al CNTV, pero será función de este último organismo resolver sobre dicha materia, con los antecedentes aportados por la primera.


5.- El artículo 19, sobre infracciones gravísimas, establece en su letra b), el no pago de la multa que se hubiese impuesto de conformidad con lo establecido en esta ley por haberse incurrido en una infracción gravísima, transcurridos treinta días desde la fecha en que se haya comunicado por escrito al operador bajo apercibimiento de iniciarse un procedimiento sancionatorio, sin que se hubiera realizado el pago respectivo. 


Esta causal parece contraria al debido proceso, pues el no pago de una multa puede generar responsabilidad civil o la aplicación de una medida de apremio, pero no la re- incriminación del responsable, asimilándose a la reincidencia. 


En seguida, manifestó la misma prevención respecto de la figura del artículo 20 n), del proyecto de ley.


6.- En la letra e), del mismo artículo 19, se considera infracción gravísima la alteración de cualesquier de los elementos de la esencia de una concesión establecidos en el artículo 143 de la ley N° 18.168”. A juicio del Presidente de Anatel debe aclararse que se trata de la alteración intencional por parte del operador respecto de dichos elementos. Idéntica precisión corresponde hacerla en el artículo 20 b), sobre infracciones graves.


7.- En la misma norma, su letra g), indica como infracción gravísima “El no uso del espectro radioeléctrico por un año continuo durante todo el período de vigencia de la respectiva concesión o permiso”. Debe indicarse como excepción: “salvo que la suspensión de servicios haya sido autorizada por la autoridad competente”, ello sí se contempla en la letra m) de este artículo y tiene asimismo que introducirse en el artículo 20 m).


8.- En el caso de la letra ñ), se establece como infracción gravísima “La negativa u omisión injustificada a entregar la información relevante requerida por la Superintendencia en el tiempo y forma instruidos por ésta”, debiendo indicarse como excepción: “En el caso que la solicitud de información motivara la reclamación prevista en esta ley, la calificación de infracción gravísima sólo procederá si tal reclamación fuere desechada por el tribunal competente”.


9.- En el caso de las sanciones previstas en el artículo 23 y siguientes, parece adecuado y justificado que sus límites máximos varíen de acuerdo al tipo de servicio del que se trate respecto de las multas, pues sin duda la realidad de cada industria es muy diversa y las multas originales establecidas en el Mensaje de este proyecto de ley hacían coincidir la sanción con la imposibilidad económica de seguir operando la concesión o permiso.


10.- El artículo 26 inciso primero, establece que “A quien se le hubiere caducado una concesión o permiso, no podrá otorgársele concesión o permiso alguno dentro de los cinco años siguientes a la fecha en que haya quedado ejecutoriada la respectiva resolución”. Debe precisarse que esta inhabilidad se refiere a concesiones o permisos de telecomunicaciones y no a la totalidad del sistema de concesiones que existe en Chile.


11.- La prohibición contemplada en el inciso segundo del mismo precepto requiere ciertas aclaraciones: ¿qué quiere decirse jurídicamente con la palabra “miembro” o “miembros” en relación con personas jurídicas? 


12.- En la descripción de atenuantes establecida en el artículo 29 debe precisarse:


a) En el número 1, que se trata de “Una conducta anterior irreprochable por parte del infractor” respecto de la comisión de las infracciones previstas en esta ley o en la normativa de telecomunicaciones.


b) En el inciso final se establece: “Lo dispuesto en los incisos precedentes regirá no obstante que la respectiva concesión o permiso haya experimentado transferencias o renovaciones” debiendo agregarse que tal aplicación se corresponde con quienes eran sus operadores al momento de cometerse la infracción.


13.- Las normas de reclamación establecidas en el artículo 41, si bien coinciden en cuanto al tribunal competente, con la ley 
N° 18.838, no guardan consistencia con ésta en relación con los plazos respectivos ni tampoco al procedimiento aplicable, que en dicho caso es el del recurso de protección, pero en el proyecto de ley es el recurso de amparo. En opinión de Anatel, es altamente conveniente homogenizar procedimientos y plazos.

Presentación de la Asociación Regional de Canales de Televisión de Señal Abierta de Chile (ARCATEL)


El Gerente General de Arcatel, señor Rodrigo Moreno, inició su presentación manifestando que la creación de una Superintendencia en materia de telecomunicaciones constituye un aporte al desarrollo de esta industria en el país.


A continuación, formuló las siguientes observaciones:

1. Superposición de atribuciones. El proyecto de ley plantea una división de funciones entre los distintos órganos asociados a las Telecomunicaciones, separando la planificación de políticas públicas del ámbito sancionatorio. Sin embargo, mientras se mantenga el actual estatuto regulatorio y facultades de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, existe un riesgo manifiesto de superposición de atribuciones entre esta última repartición y la nueva Superintendencia de Telecomunicaciones, que se pretende instaurar, tanto en materia normativa, fiscalizadora como sancionatoria.

La nueva Superintendencia no debe ser un ente centralizado que dirija su accionar desde la ciudad de Santiago. Debe contar con personal idóneo en las regiones, para que no se repita lo que sucedió en la VIII Región el año 2007, en que se realizaron transmisiones en formato digital, sin que la Subsecretaría de Telecomunicaciones tuviera conocimiento de esta situación. 


2. Naturaleza del servicio y empresas que lo prestan. En el proyecto de ley original no se hacía distinción en cuanto a la naturaleza del servicio y al tamaño de las empresas que funcionan en el ámbito de las telecomunicaciones. Sin embargo, valoró que esta situación se comience a modificar y que los señores Senadores puedan ratificar las prevenciones que deben existir para la industria de la televisión. 


3. Delegación de acciones de certificación. El proyecto de ley contempla en su artículo 3º la posibilidad de que la autoridad convenga con personas jurídicas de derecho público o de derecho privado, la realización de acciones de certificación que permitan apoyar el ejercicio de sus funciones y atribuciones.


En esta materia manifestó que, si bien puede contribuir a mejorar la eficiencia en los procedimientos de fiscalización por parte de la nueva Superintendencia, ello no ocurrirá si no se establecen previamente los mecanismos adecuados y debidamente detallados en la ley, que disipen razonablemente el riesgo de que se produzca una delegación de funciones públicas que ni la Constitución Política ni la ley permiten.  Asimismo, se debe cautelar la fe pública involucrada, asegurando que los privados que ejerzan estas funciones cumplan con los estándares de idoneidad técnica, así como de independencia adecuados. 


4. Régimen de sanciones. En primer lugar, respecto de la facultad que se entrega a la Superintendencia de decretar la suspensión preventiva del servicio, advirtió que la referida facultad hoy pertenece al Consejo Nacional de Televisión, y que su concreción requiere de un procedimiento administrativo previo. En este sentido, es pertinente y ratificó su apoyo a la modificación que se ha realizado al proyecto de ley, que señala que cuando se trate de servicios de radiodifusión televisiva, las medidas cautelares deberán ser requeridas al Consejo Nacional de Televisión. En el proyecto de ley original simplemente se consideraba que la Superintendencia informaba al Consejo. Esto último es muy relevante en el caso de los medios de comunicación, porque de otra manera, la aplicación de estas medidas podría vulnerar la libertad de expresión consagrada en el artículo 19 N° 12 de la Constitución Política, afectando sus correspondientes líneas editoriales. 


En seguida, y respecto del régimen de sanciones que podrá aplicar la Superintendencia de Telecomunicaciones, expresó que es acertado salvaguardar que en el caso de concesiones de servicios de Radiodifusión Televisiva, es el Consejo Nacional de Televisión el ente que puede determinar la caducidad del servicio y por las causales previstas en la ley N° 18.838, por lo que solicitó a los Honorables señores Senadores ratificar esta norma.

5. Solicitud de información. En su opinión, cuando se trate de medios de radiodifusión sonora y televisiva, quienes ejecutan las labores de fiscalización, sólo debieran poder requerir documentación de carácter técnico. En este mismo sentido, los fiscalizadores tampoco deberían poder estar autorizados a acceder a instalaciones donde se encuentren equipos que no guarden relación con los aspectos técnicos. Se debe armonizar el interés público que se busca cautelar mediante una adecuada fiscalización, con el legítimo derecho a la privacidad de los concesionarios, especialmente respecto de aquella información sensible que excede lo estrictamente técnico.   

Finalmente, consideró que el Superintendente de Telecomunicaciones debería tener que invocar razones fundadas ante el Juez Civil competente para poder, legítimamente, ingresar con la fuerza pública a las dependencias del ente fiscalizado. En el proyecto de ley sólo se considera el criterio de un fiscalizador. 

6. Monto de las multas. Manifestó que si bien se han producido avances en esta materia durante la tramitación de la presente iniciativa de ley, el tema de las multas y particularmente su monto, continúa siendo algo de enorme relevancia para la agrupación que representa, considerando que muchos de los asociados son canales pequeños y de clara identificación regional. 

En este contexto, expresó que el proyecto de ley podría graduar de mejor forma las multas, dando cuenta de las distintas realidades económicas que existen en el sector y, en consecuencia, moderar sus actuales cuantías, que persisten elevadas.

Así, en el caso de los canales más pequeños, (entendiéndose principalmente, por ejemplo canales regionales o comunales), propuso una rebaja razonable en el monto de las multas fijadas, en cada caso, para las infracciones gravísimas, graves o leves, respectivamente, a fin de evitar montos que puedan poner en riesgo su continuidad. Las sanciones deben ser un instrumento destinado a lograr un eficaz cumplimiento de la ley, pero en ningún caso alcanzar dimensiones expropiatorias o que se transformen en verdaderas barreras anticompetitivas que puedan dejar a los más pequeños fuera del mercado

En definitiva, es necesario equilibrar el propósito de fiscalizar adecuadamente el cumplimiento de las normas que regulan los servicios de telecomunicaciones, con la necesaria viabilidad y sustentabilidad de los proyectos de los operadores, reconociendo las asimetrías de realidades que existen entre los diferentes medios.

En lo concreto, el proyecto de ley debiera contemplar un trato diferenciado tratándose de canales regionales, locales o comunitarios, que de cuenta de su realidad y especificidades, evitando con ello tratamientos expropiatorios. Esto significa que, tratándose de las infracciones gravísimas señaladas en al artículo 23 del proyecto de ley, el monto máximo para los canales más pequeños debiera rebajarse de los 1.000 UTM que se señalan a 200 UTM. En el caso, por su parte, de las infracciones graves establecidas en el artículo 24, la rebaja debiera ser de las 500 UTM que se indican a 100 UTM. Finalmente, en el caso de las infracciones leves del artículo 25, la rebaja debiera transitar de las 100 UTM  a 20 UTM.
Presentación de Telefónica- Movistar Chile


El Director de la Secretaría General de Telefónica-Movistar Chile, señor Cristián Aninat, informó que el mercado de las telecomunicaciones tiene particularidades respecto de otros sectores regulados. En efecto, presenta una fuerte competencia y altas tasas de crecimiento, que requieren de grandes inversiones, para lo cual es necesario contar con reglas claras y precisas para su desarrollo. 


El mercado de las telecomunicaciones se desenvuelve sobre la base de un vertiginoso desarrollo tecnológico, con alta inversión y rápida obsolescencia de medios, equipos y productos.


A continuación, señaló que el sector de las telecomunicaciones requiere de un régimen de fiscalización equilibrado y flexible, que no se someta a incertidumbres e incertezas regulatorias innecesarias, que no afecten la inversión o aumenten el riesgo, de por si elevado por el cambio de tecnologías sujetas a constante caducidad.

La entidad que representa está de acuerdo con la creación de una Superintendencia, sin embargo, es necesario corregir los siguientes aspectos críticos del proyecto de ley para hacerlo consistente con el dinamismo del sector:


1. Ausencia de recursos judiciales ante los  tribunales de justicia para reclamar por actos no sancionatorios de la Superintendencia.


Las Superintendencias son organismos autónomos que no tienen un superior jerárquico y sus actos no están sujetos al trámite de toma de razón por parte de la Contraloría General de la República ni en materias que puedan ser litigiosas o controvertidas.


Por ello, para cautelar el principio de legalidad, el ordenamiento jurídico sujeta a las Superintendencias a un recurso ante la Corte de Apelaciones o un Tribunal Superior especial, como es el caso del medio ambiente.


El proyecto de ley contempla la presentación de reclamos ante la Corte de Apelaciones sólo respecto de resoluciones que aplican sanciones o disponen medidas cautelares, y no por instrucciones, órdenes, dictámenes, resoluciones de reclamos, omisiones y otros.


Debe establecerse un recurso ante la Corte de Apelaciones análogo a los que establecen las leyes para otras Superintendencias, como es el caso de la Superintendencia de Valores y Seguros y de la Electricidad y Combustibles.


2. Descripción vaga y tipificación inadecuada de infracciones gravísimas contenida en el artículo 19 del proyecto de ley.


La clasificación de infracciones por gravedad sólo tiene sentido si las conductas se describen con precisión para reflejar las circunstancias que distinguen a las llamadas gravísimas.


Esto es especialmente necesario en un régimen en que las multas se multiplican por 10 veces.


A continuación, analizó los artículos que a su juicio, deberían ser precisados:


“Letra i): Cualquiera infracción de lo dispuesto en el artículo 19 bis de la ley N° 18.168”.


No »cualquiera infracción», sino instalar sistemas radiantes con infracción de las normas sobre zonas saturadas y sensibles y entorpecer o retardar la colocalización al operador que la ha solicitado.


“Letra k) El incumplimiento de las disposiciones del Título IV de la ley N° 18.168, o de su reglamento, en tanto dicen relación con las condiciones fijadas en los concursos públicos para la ejecución de proyectos afectos a subsidio”.


No el incumplimiento de cualquiera condición, sino de condiciones de calidad y cobertura señaladas como esenciales en las bases.


“Letra l): La infracción de lo dispuesto en los incisos quinto y sexto del artículo 30 J de la ley N° 18.168”.


No el mero retardo o error, sino la negativa a dar cumplimiento a estas normas habiéndolo exigido la autoridad fiscalizadora.


“Letra ñ): La negativa u omisión injustificada a entregar la información relevante requerida por la Superintendencia en el tiempo y forma instruidos por ésta”.


»Tiempo y forma»: ¿más importante que la veracidad?. La ley debe regular un plazo mínimo para informar.


“Letra o): Mantener en desuso por un período no inferior a un año, para los fines específicos del servicio respectivo, las líneas aéreas de los bienes a que se refiere el inciso primero del artículo 18 de la ley N° 18.168, por más de ciento ochenta días contados desde la instrucción municipal pertinente, previo informe técnico de la Superintendencia”


Definir el «desuso» en telecomunicaciones», como aquellas líneas inutilizadas (basura) y no aquellas que están «vacantes» a la espera de un cliente.

3. Facultades Fiscalizadoras y Otros


a) Obligación de reserva y sanción penal por violación sobre información requerida a los operadores contenida en el artículo 45 del proyecto de ley. Sólo recae sobre funcionarios, excluye a los particulares que presten servicios, a honorarios, como asesores, etc., lo que es ineficiente, peligroso para la seguridad de las redes y bases y discriminatorio para el funcionario.


b) Prueba de los hechos investigados establecida en el artículo 36. Causal de rechazo de las pruebas de la defensa: discrecionalidad excesiva del sancionador: debe repetir norma de la ley general de procedimientos administrativos.


c) Competencia de la Corte de Apelaciones en sanciones, artículo 41, inciso primero, del proyecto de ley. Esta competencia debe ser para que las rebaje o deje sin efecto las sanciones.


d) Reclamos entre operadores. (Modificación al artículo 28 bis de la LGT).  Estos reclamos son distintos de los de usuarios, los conflictos suelen referirse a pactos de orden comercial, que se dan en el plano de la autonomía de la voluntad, con arbitrajes, por lo que no debieran prohibirse que de ellos conozcan los tribunales de justicia ordinarios o arbitrales.
Presentación de Claro Chile

El Director Legal de Regulatoria de Claro Chile, señor Jeanpaolo Peirano, señaló que la entidad que representa está de acuerdo en legislar en relación a la creación de una Superintendencia de Telecomunicaciones porque es bueno para el país, ordena el sector y porque en la actualidad, las telecomunicaciones son parte esencial de la vida. Asimismo, hizo presente que el proyecto de ley presenta grandes mejoras en relación al Mensaje original. 


En seguida, resaltó que en los últimos años en la industria de las telecomunicaciones han ocurrido ciertos hechos de gran importancia, como fue, en el año 2007, la Consulta Pública sobre el anteproyecto de ley que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones; la portabilidad numérica; la eliminación de la larga distancia nacional, la neutralidad de la red y el establecimiento de la infraestructura crítica para situaciones de emergencia.


En relación al proyecto de ley en estudio, manifestó la necesidad de contar con un ente fiscalizador único, separar las acciones de fiscalización de la política regulatoria que está radicada en la Subsecretaría de Telecomunicaciones, establecer que la entrega de información por parte de los fiscalizados debe realizarse en un tiempo razonable. 


Consideró que el artículo 15 se debe rectificar en dos aspectos: en primer lugar, en relación a la facultad de suspender total o parcialmente la operación de un servicio de telecomunicaciones puesto que se pueden afectar los derechos de los usuarios y, en segundo lugar, se debe perfeccionar la norma que permite ingresar a los inmuebles para hacer mediciones, en el sentido de precisar que debe ser con aviso previo y sólo por razones técnicas.


Finalmente, expresó que la creación de una Superintendencia es necesaria para el desarrollo actual de la industria de las telecomunicaciones en el país, fija reglas claras, es un ente especializado, debiendo evitarse la superposición de competencias con otros órganos, como es el caso del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC). Por otra parte, se logra una necesaria coordinación entre la labor regulatoria de la Subsecretaría de Telecomunicaciones y la fiscalización.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que la experiencia creciente es que el 50% de las llamadas que se realizan desde un teléfono celular se interrumpen y no se pueden terminar, por lo que consultó cómo se puede resolver esta situación. Por otra parte, para los consumidores todos los instrumentos a los que se pueda recurrir son válidos, aunque los representantes de la industria de las telecomunicaciones reiteren la inconveniencia de una superposición de competencias en este ámbito.


En seguida, en relación a los denominados “Triple Pack” señaló que no se puede medir la eficacia de la banda ancha y muchos usuarios se sienten frustrados en sus expectativas.


Por último, expresó que estos temas son muy importantes de analizar para determinar con posterioridad las atribuciones que se le van a otorgar a la nueva Superintendencia, como puede ser la fijación de las tarifas.  Es importante saber qué pasa con los usuarios, es evidente que la Subsecretaría de Telecomunicaciones no cuenta con las atribuciones que se pretenden otorgar para esta nueva etapa de desarrollo de las telecomunicaciones.


El Director Legal de Regulatoria de Claro Chile, señor Jeanpaolo Peirano, respondió que la empresa que representa se ha hecho cargo en forma lenta de estas situaciones y los concesionarios deben efectuar mayores inversiones y lograr acuerdos en aras de otorgar un mejor servicio a los usuarios. Se necesita contar con más infraestructura en telecomunicaciones, desarrollar nuevas tecnologías, como es el caso de 4G y entregar la información de manera más transparente y clara para los usuarios, como es el caso de la calidad de la banda ancha. En esta materia, resaltó que la industria se hizo cargo hace dos años de la acción ejecutada por el SERNAC en relación a la mediación de contrato, en que se efectuó una mediación para que la información que recibe el usuario sea más transparente, lo que demuestra la buena disposición de la industria.


A su vez, la neutralidad en la red también influye en la prestación de un mejor servicio a los usuarios en consideración a la información que reciben.



El Director de la Secretaría General de Telefónica-Movistar, señor Cristián Aninat, señaló que las telecomunicaciones es un sector muy complejo y cambiante por la incursión permanente de nuevas tecnologías, por lo que debe haber un tiempo prudente para atender a las necesidades de los usuarios.


La industria de las telecomunicaciones aspira a entregar el mejor servicio a los usuarios y por eso resulta fundamental precisar las faltas gravísimas, porque se generan falsas expectativas y frustraciones en los usuarios y para la industria se produce una falta de certeza respecto de la aplicación de las normas.


Actualmente, se desarrollan los mayores esfuerzos para otorgar un buen servicio, sin embargo, se necesita tiempo y recursos para lograr la satisfacción total de los clientes.


El Director de Asuntos Corporativos de Telefónica-Movistar, señor Andrés Wallis, explicó que la medición de calidad del servicio es compleja, influyen diversas variables, particularmente en los servicios de redes móviles como estándar mundial se mide por 4 parámetros; el acceso, el poder comunicarse; el corte de la llamada, que se mantenga hasta que el usuario decide terminar con ella; la descarga de datos y la subida de datos.


Si se compara la situación en Chile con la de otros países el nivel de las operaciones no es peor que en el resto del mundo. La construcción de las redes móviles tiene una variable que es probabilística, lo que otorga un componente complejo.


En seguida, informó que una publicación de la OCDE de hace unas semanas, indica que la inversión en Chile en redes de telecomunicaciones es una de las más altas, incluso un estudio interno de Telefónica-Movistar demuestra que se invierte cerca del 25% de los ingresos en infraestructura, lo que es superior a los demás países de América Latina, sin embargo, existe insatisfacción de los usuarios. Las empresas de telecomunicaciones no están ajenas al problema y han efectuado las inversiones que se requieren para resolverlo y la demanda de la comunidad es muy alta.


En relación a la velocidad de la banda ancha, expresó que se ha realizado un esfuerzo en cambiar la lógica de la discusión, porque siempre se señala que se contrató un número de velocidad e influyen muchas variables, tales como el computador y el lugar donde se descargan los datos. Por ello, se ha propuesto entregar un servicio más acorde a las necesidades de los usuarios, para lo cual se pretende educar a los consumidores para que contraten los servicios que realmente necesitan y sus expectativas sean en función de sus necesidades reales y así pagar por el servicio que necesita.


El Honorable Senador señor Girardi anunció su voto a favor de esta iniciativa legal, haciendo presente que las telecomunicaciones es una de las industrias más innovadoras y el nivel de la penetración de las redes móviles, fijas y de internet, tanto fijo como móvil, es una situación que da cuenta del dinamismo del sector y esto va a llegar a una gran velocidad. En consideración a lo anterior se requiere la existencia de una Superintendencia porque no se puede depender de la buena voluntad de las empresas para autoregularse, aunque es necesario reconocer que se han registrado avances.


Recordó que hace unos años denunció la existencia de los contratos forzados y la Corte Suprema acogió sus planteamientos. Lo mismo sucedió con los cobros de las llamadas y se solicitó a la Subsecretaría de Telecomunicaciones que los verificara y se debió realizar con los teléfonos de los funcionarios porque no había equipamiento.


La creación de una Superintendencia obliga a contar con un proceso más tecnológico, acorde al nivel de desarrollo del sector. Agregó que no está de acuerdo que la regulación de este sector esté entregada al SERNAC, porque carece de atribuciones y debe remitirse a la Superintendencia.


Esta Superintendencia debe estar dotada de amplios poderes de fiscalización y control porque así se evita recurrir al Ministerio Público, como sucedió en el caso de la denuncia de las Farmacias, en que las atribuciones de la Fiscalía Nacional Económica eran precarias y fue clave la incautación de los computadores decretada por el Ministerio Público, para determinar que hubo colusión.


La Superintendencia debe ejercer un rol preventivo de fiscalización y evitar la competencia desleal entre las empresas. La vida se va a desarrollar a través de la tecnología, e internet tendrá un rol fundamental en la educación, salud.


Por último, en relación a la banda ancha expresó que el problema se presenta con las expectativas que crean las empresas y no los usuarios, por lo que será necesario regular esta materia porque el vínculo futuro más permanente que tendrá la ciudadanía con las telecomunicaciones será por medio de internet.


El Honorable Senador señor Letelier se mostró partidario de aprobar en general esta iniciativa legal dejando constancia de que la creación de la Superintendencia es para tener una autoridad que garantice que se cumplan las regulaciones. No obstante, en su opinión algunas regulaciones están pendientes, porque no puede ser que la Superintendencia fiscalice y fije algunas normas de esta industria muy innovadora. Agregó que desconoce si el alto nivel de penetración de la tecnología va a significar una mejor o peor calidad de vida para las personas.

En otros países, las telecomunicaciones presentan un menor grado de avance, sin embargo, el servicio que se presta es mejor y más barato.


La situación actual de regulación en esta industria no es la óptima, se requiere una Superintendencia puesto que no puede seguir regulada por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


En seguida, precisó que aprobará en general esta iniciativa legal, en el entendido de que se van a recoger diversos planteamientos muy relevantes efectuados ante esta Comisión. Se debe definir en forma adecuada si la Superintendencia de Telecomunicaciones tendrá atribuciones para fijar las tarifas, debiendo analizarse con detención la forma en que se otorgará esta facultad, porque no se va a delegar. También, va a depender la aprobación de esta iniciativa legal si el Ejecutivo entiende que no se le van a delegar facultades para fijar las plantas del personal.


Concluyó expresando que está dispuesto a hacer un acto de buena fe, en el sentido de que la creación de la Superintendencia de Telecomunicaciones es positiva para la industria y para el país. Sin embargo, se deben buscar precisiones y el Ejecutivo deberá cumplir ciertos compromisos para la aprobación de este proyecto de ley.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, anunció su voto a favor, haciendo presente que la creación de una Superintendencia de Telecomunicaciones es necesaria y constituye un gran avance, sin perjuicio de las precisiones que se requieren, en especial en lo relativo al establecimiento de competencias y atribuciones a las regiones, la fijación de las plantas de personal, la procedencia de recursos judiciales y la resolución de conflictos entre operadores. 

- - - - - - -
VOTACIÓN EN GENERAL


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Girardi y Letelier.
- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


A continuación se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar en general:
PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DE LA SUPERINTENDENCIA DE TELECOMUNICACIONES

Párrafo 1°

De la naturaleza y funciones


Artículo 1º.- Créase la Superintendencia de Telecomunicaciones como un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Anualmente, el Superintendente dará cuenta ante la Cámara de Diputados de su gestión, de los planes de fiscalización por implementar, del número de procedimientos sancionatorios iniciados, del número de sentencias y sanciones impuestas, del número de reclamos recibidos y, en general, del estado del mercado de las telecomunicaciones.


La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley Nº 3.551, de 1981, estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley Nº 19.882 y sometida al decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.


Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que el Superintendente pueda establecer en otras ciudades del país.


Artículo 2º.- Corresponderá a la Superintendencia supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y técnicas que rigen la instalación, operación y explotación de servicios de telecomunicaciones, en adelante, la normativa sectorial, y sancionar su incumplimiento. Asimismo, y en la forma que dispone la ley, le corresponderá participar en el procedimiento autorizatorio que dichos servicios requieren y en la del mecanismo por el cual se fijan, cuando corresponda, sus tarifas.


Se excluye del ámbito de competencia de la Superintendencia la facultad otorgada al Consejo Nacional de Televisión en el artículo 1° de la ley N° 18.838, así como en el otorgamiento y modificación de concesiones, salvo las funciones que dicha ley le otorgue en esta materia, y cualquiera otra facultad referida al control de los contenidos transportados por los servicios de telecomunicaciones. 


Artículo 3º.- La Superintendencia tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


a) Fiscalizar el debido cumplimiento de la normativa sectorial e imponer sanciones en caso de incumplimiento, de conformidad con lo dispuesto en esta ley. Sólo a estos efectos podrá la Superintendencia interpretar administrativamente dicha normativa.


b) Elaborar el informe técnico necesario y cumplir las demás funciones que señale expresamente la normativa sectorial en los procedimientos para el otorgamiento y renovación de la operación o explotación de los servicios concesionados para la instalación, operación y explotación de servicios de telecomunicaciones. Además, la Superintendencia podrá otorgar, denegar, renovar, modificar, suspender, certificar la extinción y caducar los permisos y licencias para la instalación, operación y explotación de servicios de telecomunicaciones, de conformidad con la normativa vigente, y también podrá suspender las concesiones conforme a lo establecido en el artículo 15 de esta ley.


En adelante, los titulares de las concesiones, permisos y licencias a que se refiere esta letra se denominarán operadores. La Superintendencia mantendrá actualizado en su página web un registro público de estos operadores en la forma que determine el reglamento.


c) Fiscalizar que los servicios de telecomunicaciones y aquellos a que se refiere el inciso sexto del artículo 8° de la ley N° 18.168 operen o se exploten en la forma señalada por sus autorizaciones y la normativa sectorial y dentro de las bandas definidas por la respectiva autorización y que las frecuencias del espectro radioeléctrico alcancen la cobertura geográfica correspondiente en condiciones de calidad suficiente para que no decaiga ni se interrumpa, parcial o totalmente, el servicio autorizado, según la normativa técnica respectiva.


d) Velar por que los equipos, instalaciones y redes asociados a los servicios de telecomunicaciones, y sus procedimientos de instalación, operación y explotación, cumplan con los requisitos definidos en la normativa sectorial. Además, la Superintendencia velará por el cumplimiento de los requisitos técnicos que la normativa sectorial defina para los equipos que operen mediante radiofrecuencias, en la forma que determine el reglamento.


e) Verificar que las obras e instalaciones asociadas a las autorizaciones referidas en la letra b), o la modificación de alguno de sus elementos, se encuentran correctamente ejecutadas y correspondan al respectivo proyecto técnico aprobado por la Superintendencia o el Ministerio, según sea el caso, en la oportunidad que corresponda de acuerdo a la ley.


f) Requerir de los sujetos sometidos a fiscalización la información necesaria para el debido cumplimiento de sus funciones y atribuciones, conforme a lo dispuesto en el artículo 4° de esta ley. Los requeridos por la Superintendencia, en uso de la presente facultad, sólo podrán exceptuarse de entregar la información solicitada, invocando una norma legal sobre reserva o secreto.

g) Velar por el respeto de los derechos que la normativa sectorial concede a los usuarios de los servicios de telecomunicaciones, incluyendo los derechos y obligaciones derivados de los contratos para el suministro de servicios de telecomunicaciones y sus terminales; sin perjuicio de las acciones judiciales y administrativas que dichos usuarios puedan ejercer respecto de materias no previstas por la normativa sectorial.


h) Atender a través de su sitio web, o de otros medios, y resolver los reclamos que, en conformidad a la ley y al reglamento, formulen los usuarios de servicios de telecomunicaciones o cualquier persona, contra los operadores y aquellos formulados por y entre operadores. Los reclamos formulados por usuarios deberán ser resueltos dentro del plazo de treinta días; sin perjuicio de los recursos que procedan de acuerdo a la ley y del ejercicio de las atribuciones sancionatorias de la Superintendencia, y de las atribuciones de otros órganos competentes, en este último caso, en materias no previstas por la normativa sectorial.


i) Atender y resolver, a través de su sitio web y de otros medios, las consultas formuladas por los operadores, por los usuarios de servicios de telecomunicaciones o por el público en general, sobre las materias de su competencia.


j) Liquidar el monto y fiscalizar el pago de los derechos por el uso del espectro radioeléctrico y de las multas impuestas en ejercicio de las atribuciones sancionatorias de la Superintendencia.


k) Adoptar, de oficio o a petición de parte, las medidas provisionales que, con fines exclusivamente cautelares, establece esta ley.


l) Dictar las circulares, instrucciones y resoluciones que sean necesarias para el ejercicio de las funciones y atribuciones que le confiere esta ley.


m) Impartir instrucciones de carácter particular a los sujetos sometidos a fiscalización, a fin de que éstos corrijan, en un plazo razonable, las deficiencias que la Superintendencia les observe en el cumplimiento de la normativa sectorial.


n) Poner en conocimiento del Ministerio Público o de la Fiscalía Nacional Económica los hechos que advierta en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, que puedan constituir delitos o un atentado contra la libre competencia, según corresponda.


ñ) Elaborar o encargar estudios sobre las materias propias de su competencia, cuyos resultados y conclusiones deberá difundir, a objeto de mejorar la información disponible para los usuarios de servicios de telecomunicaciones, los operadores y el público en general.


o) Convenir con otras personas jurídicas de derecho público o con personas jurídicas de derecho privado, todas debidamente acreditadas por la Superintendencia, la realización de acciones de certificación que permitan apoyar el ejercicio de sus funciones y atribuciones, en los casos en que la ley lo autorice. El reglamento definirá las exigencias para esa acreditación y las características de estos convenios, los que no podrán implicar la delegación de funciones de fiscalización. Entre las exigencias que deberán cumplirse para obtener la acreditación referida deberá considerar, a lo menos, la incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de dichas labores y las de consultoría a operadores, determinados requisitos mínimos de conocimiento o experiencia calificada en materias relacionadas, personal idóneo, infraestructura y equipamiento suficientes para desarrollar las labores solicitadas.


Quienes sean acreditados quedarán sujetos a la permanente fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia. Respecto de ellos, la Superintendencia podrá adoptar las medidas de suspensión o eliminación del correspondiente registro en caso de incumplimiento de los parámetros de servicio que establezca la normativa, y para su aplicación se estará a lo dispuesto en el Título II de esta ley.


p) Conducir los procesos de fijación de tarifas en la forma, oportunidades y con las facultades que establezca la ley.


q) Proporcionar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones la información necesaria para que forme y publique las estadísticas del sector telecomunicaciones, y para que cumpla las demás funciones y atribuciones que le encomienda la ley.


r) Informar al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones sobre las dificultades que, asociadas a la normativa sectorial, haya advertido en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, y, si fuera oportuno, sugerir mejoras.


s) Rendir, anualmente, cuenta de su gestión, y publicarla a través de su sitio web y de otros medios, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por la Superintendencia.


t) Las demás funciones y atribuciones que le asigne la ley.

Párrafo 2°

De la solicitud de información


Artículo 4º.- En el ejercicio de las funciones y atribuciones contempladas en la letra f) del artículo 3° y en la letra a) del artículo 14 de esta ley, la Superintendencia deberá conceder a los requeridos un plazo razonable para proporcionar la información tomando en consideración la naturaleza de la misma y los demás factores que incidan en los tiempos necesarios para su producción. Los requeridos estarán obligados a hacerlo en el tiempo y forma definidos por la Superintendencia.


Para los efectos de ser notificados de los requerimientos de información, los concesionarios, permisionarios y licenciatarios deberán registrar y mantener actualizada ante la Superintendencia  una dirección de correo electrónico. En los casos en que los antecedentes  sean solicitados en formato de papel y deban remitirse por correo, el plazo que se fije al efecto no podrá ser inferior a cinco días contado desde la notificación del requerimiento.


Con todo, tratándose de información estandarizada que los operadores deban proporcionar a la Superintendencia regularmente, se podrá establecer una periodicidad determinada. Además, en situaciones de catástrofe, la información sobre fallas significativas que puedan afectar el normal funcionamiento de los servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones deberá ser proporcionada en línea, en la forma y condiciones que determine el respectivo reglamento.


Asimismo, la Superintendencia podrá requerir de los operadores auditorías o certificaciones para verificar el carácter veraz y suficiente de la información que hayan proporcionado a la Superintendencia o publicado en cumplimiento de la normativa sectorial. Para ordenar esta medida, el Superintendente deberá indicar que le asiste la presunción fundada, expresada en la resolución que dicte al efecto, de que la respectiva información no es del todo veraz o suficiente. Además, respecto de una misma información no se podrá ordenar esta medida más de una vez al año. La contratación y financiamiento de estas auditorías corresponderá al operador requerido. El auditor o certificador deberá estar inscrito en el registro que para estos efectos lleve la Superintendencia, que corresponda según la naturaleza de la información requerida. Este registro deberá respetar los principios de libertad de acceso, no discriminación y transparencia.

Párrafo 3°

De la organización


Artículo 5º.- El Superintendente de Telecomunicaciones es el Jefe del Servicio, y será nombrado por el Presidente de la República de conformidad con lo establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.


El Superintendente tendrá, especialmente, las siguientes funciones y atribuciones:


a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia; y ejercer, respecto de su personal, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.


b) Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento de la Superintendencia.


c) Encomendar a las distintas unidades de la Superintendencia las funciones que estime necesarias de conformidad con esta ley.


d) Nombrar y remover al personal de la Superintendencia de conformidad con esta ley y con las normas estatutarias. 


e) Establecer oficinas regionales cuando las necesidades del Servicio así lo exijan y existan las disponibilidades presupuestarias.


f) Representar judicial y extrajudicialmente a la Superintendencia.


g) Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines de la Superintendencia.


h) Aprobar la aplicación de las medidas provisionales que establece la ley.


i) Aplicar las sanciones que correspondan de conformidad con lo establecido en la ley.


j) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.


k) Delegar el ejercicio de funciones y atribuciones específicas en funcionarios de la Superintendencia, salvo las materias señaladas en las letras c), f), h), i), j), y l) del presente artículo. En todo caso, el Superintendente tendrá la atribución privativa e indelegable de aplicar las sanciones establecidas en esta ley.


l) Informar al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones sobre las dificultades que, asociadas a la normativa sectorial, haya advertido en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, y, si fuera oportuno, sugerir mejoras.


m) Rendir cuenta pública, al menos una vez al año, de su gestión y de la Superintendencia.


n) Las demás que establezcan las leyes y reglamentos.


Artículo 6º.- El Superintendente estará sujeto al régimen de inhabilidades e incompatibilidades de la ley N° 18.575. Asimismo, serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente las personas que por sí, o por su cónyuge, o por sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, o por personas ligadas a él por vínculo de adopción, tengan participación por sí o a través de personas jurídicas en sociedades que sean operadores de servicios de telecomunicaciones o que ejerzan labores de inspección, verificación y análisis del cumplimiento de la normativa sectorial.


Igualmente, serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente las personas que por sí, o por su cónyuge, o por sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo por afinidad, o por personas ligadas a él por vínculo de adopción, tengan, por sí o a través de personas jurídicas, el control de la administración, más del 10% del capital con derecho a voto o puedan elegir o designar a lo menos un director en las sociedades señaladas en el inciso anterior.


El Superintendente y los funcionarios de la Superintendencia que corresponda estarán obligados a realizar la declaración de intereses y de patrimonio en los términos de la ley N° 18.575.


Artículo 7º.- A las oficinas regionales les corresponderá ejercer, dentro del territorio de su competencia, las funciones y atribuciones que, siendo competencia de la Superintendencia, les sean delegadas por el Superintendente.

Párrafo 4°

Del personal


Artículo 8º.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sin perjuicio de la aplicación de las normas especiales establecidas en la presente ley y en los reglamentos que de conformidad con ella se dicten.


El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.

El personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.


Artículo 9°.- El Superintendente podrá solicitar en comisión de servicios a funcionarios especializados de los distintos órganos e instituciones de la administración civil del Estado, ateniéndose plenamente a las limitaciones establecidas por las  disposiciones legales o reglamentarias vigentes.


Artículo 10.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su fiscalización otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta. Cualquiera infracción a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad con la ley.


Artículo 11.- Sin perjuicio de las causales previstas en la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por la causal de evaluación de desempeño en lista condicional.


Artículo 12.- El personal de la Superintendencia que detente cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos deberá desempeñarse con dedicación exclusiva. Sin perjuicio de lo anterior, podrá realizar labores docentes en los términos del artículo 8º de la ley Nº 19.863.

Párrafo 5°

Del patrimonio


Artículo 13.- El patrimonio de la Superintendencia estará formado por:


a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos de la Nación y los recursos que le entreguen otras leyes generales o especiales.


b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título y los frutos de tales bienes. 


c) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.


d) El producto de la venta de bienes que realice, las costas judiciales que se obtengan en los asuntos judiciales en que intervenga, y otros ingresos que le corresponda percibir por los servicios que preste.


e) Los aportes de cooperación internacional y nacional que reciba para el desarrollo de sus actividades.


En ningún caso estos aportes de terceros podrán provenir de personas jurídicas sometidas a fiscalización por parte de la Superintendencia, ya sean éstas nacionales o extranjeras.


Igual restricción se hará extensiva a las personas naturales que tengan cualquier interés patrimonial en las personas jurídicas sometidas a fiscalización. 

TÍTULO II

DE LA FISCALIZACIÓN


Artículo 14.- En el ejercicio de sus funciones y atribuciones de fiscalización la Superintendencia estará facultada para:


a) Requerir de los sujetos sometidos a fiscalización, a través de sus representantes legales o las personas que se designen al efecto, la información que sea necesaria en conformidad a lo dispuesto en el artículo 4º.


b) Requerir de los sujetos sometidos a fiscalización las facilidades necesarias para que se lleve a cabo el proceso de fiscalización. En el cumplimiento de sus labores fiscalizadoras y con plena observancia de lo dispuesto en el artículo 17 de esta ley, los funcionarios de la Superintendencia estarán facultados para ingresar a inmuebles públicos o privados en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, efectuar mediciones y registros de las instalaciones, equipos o servicios fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de los sujetos fiscalizados que se encontraren en el lugar de la fiscalización.


c) Solicitar de cualquier organismo público la información necesaria para acreditar el cumplimiento de la normativa sectorial por parte de los sujetos sometidos a fiscalización. Asimismo, podrá solicitar la colaboración de cualquier organismo público para el ejercicio de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley. En especial, podrá informar a otros organismos públicos fiscalizadores de  determinadas situaciones de que haya tomado conocimiento para que ejerzan sus funciones y atribuciones legales si encuentran mérito para ello.


Artículo 15.- En el ejercicio de sus funciones y atribuciones de fiscalización y con el sólo objeto de evitar un daño grave e inminente a la salud de las personas, las cosas o a la operación de los servicios de telecomunicaciones, y siempre que la adopción de la medida sea indispensable para evitar dicho daño, la Superintendencia podrá adoptar, por resolución fundada, con fines exclusivamente cautelares, una o más de las siguientes medidas provisionales:


a) Suspender total o parcialmente la instalación de determinados sistemas técnicos para la provisión de los servicios, que provoquen o amenacen con provocar interferencias perjudiciales o generar daños a las personas o cosas.


b) Suspender total o parcialmente la operación o explotación de un servicio de telecomunicaciones cuando no se subsanen las observaciones formuladas o no se adopten las medidas ordenadas, dentro del plazo razonable que la Superintendencia fije al efecto. Respecto de los servicios de radiodifusión televisiva y de los servicios limitados de televisión, la orden impartida al operador será comunicada al Consejo Nacional de Televisión y, si se justificare la eventual adopción de la medida cautelar, se requerirá a dicho Consejo, acompañándose los antecedentes que la justifiquen, salvo que se trate de un uso no autorizado del espectro radioeléctrico por parte de los sujetos sometidos a fiscalización o que sólo fuere necesario realizar adecuaciones de potencia para evitar interferencias, en cuyo caso la medida podrá ser adoptada por la Superintendencia informando de ello al referido Consejo.


c) Las demás medidas provisionales que establezca la ley.


Notificada al afectado cualquiera de las medidas señaladas en las letras precedentes, la Superintendencia, si no lo hubiere hecho antes, tendrá un plazo máximo de diez días, prorrogable por una sola vez, por el mismo plazo, mediante resolución fundada, para instruir un proceso administrativo sancionatorio por los mismos hechos. Transcurrido el plazo original o prorrogado, según corresponda, sin que se haya iniciado dicho proceso administrativo sancionatorio, la medida se entenderá alzada sin más trámite. Dentro del proceso administrativo sancionatorio las medidas provisionales se regirán por lo dispuesto en el artículo 34.


La resolución por la que se adopte cualesquiera de las medidas señaladas en las letras precedentes deberá ser fundada y será reclamable para ante la Corte de Apelaciones en los mismos plazos y de acuerdo al mismo procedimiento señalados en el artículo 41 de la presente ley.


Estas medidas provisionales se entienden sin perjuicio de las facultades sancionatorias de la Superintendencia. En el procedimiento administrativo sancionatorio se tramitarán en cuadernos separados.


Artículo 16.- Los funcionarios que ejecuten las labores de fiscalización de la Superintendencia podrán solicitar al juez de letras en lo civil competente el auxilio de la fuerza pública cuando exista oposición a la fiscalización, debidamente certificada por el fiscalizador. Ésta podrá actuar, si fuere necesario, con descerrajamiento para ingresar a lugares cerrados.


Artículo 17.- En el ejercicio de la labor fiscalizadora, los funcionarios de la Superintendencia que requieran ingresar a las dependencias de un sujeto sometido a fiscalización deberán siempre identificarse como personal de aquella e informar a éste de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejando copia íntegra de las actas levantadas y realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de fiscalización. En el mismo acto, el sujeto fiscalizado podrá hacer sus descargos sobre errores de hecho a fin de dejar constancia en el acta.


En caso que el levantamiento del acta se realice de manera electrónica, se deberá remitir ésta al fiscalizado a más tardar al día siguiente hábil, a fin de que realice sus descargos en un plazo máximo de cinco días hábiles.


Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de los fiscalizadores ante el Superintendente. En caso que cualquier fiscalizador deje constancia de hechos que resultaren ser falsos o inexactos, el afectado podrá denunciar el hecho a su superior jerárquico, quien iniciará la investigación que corresponda de acuerdo al Estatuto Administrativo.

TÍTULO III

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

Párrafo 1°

De las infracciones


Artículo 18.- Corresponderá exclusivamente a la Superintendencia de Telecomunicaciones el ejercicio de la potestad administrativa sancionatoria respecto de las conductas que constituyan infracciones a la normativa sectorial o que constituyan un incumplimiento de las circulares, instrucciones y resoluciones que les imparta la Superintendencia en aplicación de dicha normativa. Tales infracciones o incumplimientos podrán ser objeto de la aplicación por ésta de las sanciones que se establecen en esta ley, sin perjuicio de las dispuestas en otros cuerpos legales y en aquellas materias que no sean objeto de la normativa sectorial, y siempre que estas sanciones administrativas, según sea el caso, no versen sobre los mismos hechos ni exista identidad de sujeto y fundamento, todo ello con estricto apego al debido proceso y conforme al procedimiento previsto en los artículos siguientes.

Con todo, aquellas infracciones previstas en la ley N° 18.838 y que correspondieren a las mismas causales establecidas en los artículos siguientes, serán sancionadas por el Consejo Nacional de Televisión conforme al procedimiento establecido en dicho cuerpo legal.

Para los efectos del ejercicio de la potestad administrativa sancionatoria que corresponde a la Superintendencia, las infracciones de su competencia se clasificarán en gravísimas, graves y leves.


Artículo 19.- Son infracciones gravísimas:


a) La reiteración o reincidencia de cualquiera de las infracciones señaladas en las letras g), h) y l) del artículo 20, siempre que ellas hayan sido sancionadas por resolución firme.

b) El no pago de la multa que se hubiese impuesto de conformidad con lo establecido en esta ley por haberse incurrido en una infracción gravísima, transcurridos treinta días desde la fecha en que se haya comunicado por escrito al operador bajo apercibimiento de iniciarse un procedimiento sancionatorio, sin que se hubiera realizado el pago respectivo.

c) El uso no autorizado del espectro radioeléctrico de conformidad a la normativa legal y reglamentaria por parte de los sujetos sometidos a fiscalización.


d) La infracción de lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto del artículo 7° y en el inciso primero del artículo 7° bis de la ley N° 18.168.


e) La alteración de cualesquier de los elementos de la esencia de una concesión establecidos en el artículo 14 de la ley N° 18.168.


f) La infracción de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 21 de la ley N° 18.168.


g) El no uso del espectro radioeléctrico por un año continuo durante todo el período de vigencia de la respectiva concesión o permiso.

h) La obstaculización, entorpecimiento o retardo en aceptar o establecer una interconexión obligada por ley.


i) Cualquiera infracción de lo dispuesto en el artículo 19 bis de la ley N° 18.168.


j) La infracción de lo dispuesto en el inciso séptimo del artículo 25 bis de la ley N° 18.168.


k) El incumplimiento de las disposiciones del Título IV de la ley N° 18.168, o de su reglamento, en tanto dicen relación con las condiciones fijadas en los concursos públicos para la ejecución de proyectos afectos a subsidio. 


l) La infracción de lo dispuesto en los incisos quinto y sexto del artículo 30 J de la ley N°18.168.


m) La suspensión injustificada de las transmisiones de un servicio de radiodifusión, o de un servicio público de telecomunicaciones, por más de tres días dentro de un mes calendario, sin autorización previa de la Superintendencia y siempre que no concurra fuerza mayor y se afecte a más del 50% de los usuarios o suscriptores del servicio respectivo.


n) El atraso, por más de seis meses, en el pago de los derechos devengados por el uso del espectro radioeléctrico establecidos en el Título VI de la ley N° 18.168, transcurridos treinta días desde la fecha en que se haya comunicado por escrito al operador bajo apercibimiento de iniciarse un procedimiento sancionatorio, sin que se haya realizado el pago respectivo, sin perjuicio del cobro ejecutivo de los mismos.


ñ) La negativa u omisión injustificada a entregar la información relevante requerida por la Superintendencia en el tiempo y forma instruidos por ésta.


o) Mantener en desuso por un periodo no inferior a un año, para los fines específicos del servicio respectivo, las líneas aéreas de los bienes a que se refiere el inciso primero del artículo 18 de la ley N° 18.168, por más de ciento ochenta días contados desde la instrucción municipal pertinente, previo informe técnico de la Superintendencia en el que consten los hechos anteriores.

Artículo 20.- Son infracciones graves:


a) La alteración relevante y no autorizada de cualquier elemento de una concesión que no sea de los señalados en la letra e) del artículo precedente, ni de aquellos cuya modificación sólo requiere ser informada a la Superintendencia, en forma previa a su ejecución.


b) La alteración relevante y no autorizada de cualquier elemento de un permiso o licencia de telecomunicaciones.


c) La ejecución no autorizada, por parte de los sujetos sometidos a fiscalización, de acciones de telecomunicación que no usen espectro radioeléctrico y que cause daños a terceros.

d) La entrega a la Superintendencia de información falsa o manifiestamente incompleta o errónea, transcurridos cinco días desde la fecha en que se haya comunicado por escrito al operador bajo apercibimiento de iniciarse un procedimiento sancionatorio, sin que se haya rectificado o completado la información solicitada.

e) El incumplimiento grave y reiterado de las circulares, instrucciones y resoluciones dictadas por la Superintendencia, en el ejercicio de las funciones y atribuciones que le confiere esta ley.


f) La negativa, obstrucción u obstaculización de las acciones fiscalizadoras emprendidas por la Superintendencia de conformidad a esta ley, especialmente la inspección de instalaciones, equipos o redes.


g) El incumplimiento grave de las normas de calidad de servicio referidas a la suspensión o interrupción de servicio definida en la normativa técnica bajo cuyo amparo se encuentran las concesiones, permisos y licencias, siempre que se afecte a más del 50% de los usuarios o suscriptores del respectivo servicio.

h) La negativa injustificada a la solicitud para la prestación de un servicio público de telecomunicaciones transcurrido el plazo previsto en el artículo 24 C de la ley N°18.168.


i) La negativa, en caso de suspensión, alteración o interrupción de un servicio de telecomunicaciones, a realizar los descuentos e indemnizaciones que sean del caso según la normativa sectorial.


j) El incumplimiento de una resolución firme de la Superintendencia en el ejercicio de las funciones y atribuciones señaladas en el artículo 3º, letra h), de esta ley.


k) La infracción de lo dispuesto en el artículo 24 H, letra a), y en los artículos 24 bis y 26 de la ley N° 18.168.


l) El incumplimiento grave de las medidas de resguardo establecidas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 39 A, letra c), de la ley N° 18.168.


m) La suspensión injustificada de las transmisiones de un servicio de radiodifusión, o de un servicio público de telecomunicaciones, por más de tres días dentro de un mes calendario, sin autorización previa de la Superintendencia y siempre que no concurra fuerza mayor y se afecte a más del 25% de los usuarios o suscriptores del respectivo servicio.


n) El no pago de la multa que se hubiese impuesto de conformidad a lo establecido en esta ley por haberse incurrido en una infracción grave, transcurridos treinta días desde la fecha en que se haya comunicado por escrito al infractor bajo apercibimiento de iniciarse un procedimiento sancionatorio, sin que se hubiera realizado el pago respectivo.


ñ) La vulneración de los derechos que la normativa sectorial concede a los usuarios de los servicios de telecomunicaciones, incluyendo los derechos y obligaciones derivados de los contratos para el suministro de servicios de telecomunicaciones y sus terminales. 

Artículo 21.- Son infracciones leves los actos u omisiones que contravengan cualquiera disposición de la normativa sectorial y no constituyan infracciones gravísimas o graves específicamente establecidas, de acuerdo a lo dispuesto en los dos artículos precedentes.


Artículo 22.- Las infracciones gravísimas, graves y leves previstas en esta ley prescribirán a los tres años, dos años y un año de cometidas, respectivamente, plazo que se suspenderá con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de las mismas.

Párrafo 2°

De las sanciones


Artículo 23.- Las infracciones gravísimas se sancionarán con multa de hasta 10.000 unidades tributarias mensuales. En los casos señalados en el artículo 19 letras a), b), d), e), f), h), m) y n), se podrá, además, sancionar con la caducidad de la concesión o permiso. Tratándose de concesiones, la caducidad deberá ser declarada por decreto supremo con la firma del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, salvo en el caso de concesiones de servicios de radiodifusión televisiva, en que la caducidad sólo podrá ser impuesta por el Consejo Nacional de Televisión y por las causales previstas en el artículo 33° N° 4 de la ley N°18.838, debiendo remitirse a dicho organismo los antecedentes del procedimiento sancionatorio realizado por la Superintendencia para su decisión. Tratándose de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, la multa será de hasta 1.000 unidades tributarias mensuales y, en el caso de servicios de radiodifusión sonora, la multa será de hasta 100 unidades tributarias mensuales.


En el caso del artículo 19, letra k), la multa podrá alcanzar hasta el triple del monto del subsidio considerado para el proyecto adjudicado a la infractora, aunque con ello se excedan las 10.000 unidades tributarias mensuales.


Artículo 24.- Las infracciones graves se sancionarán con multa de hasta 5.000 unidades tributarias mensuales. Tratándose de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, la multa será de hasta 500 unidades tributarias mensuales y, en el caso de servicios de radiodifusión sonora, la multa será de hasta 50 unidades tributarias mensuales.


Artículo 25.- Las infracciones leves se sancionarán con amonestación por escrito o con multa de 1 hasta 1.000 unidades tributarias mensuales. Tratándose de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, la multa será de hasta 100 unidades tributarias mensuales y, en el caso de servicios de radiodifusión sonora, la multa será de hasta 10 unidades tributarias mensuales.


Artículo 26.- A quien se le hubiere caducado una concesión o permiso, no podrá otorgársele concesión o permiso alguno dentro de los cinco años siguientes a la fecha en que haya quedado ejecutoriada la respectiva resolución.


Toda persona natural que haya sido titular de una concesión o permiso caducado no podrá ser socio, miembro, presidente, director, gerente, administrador o representante legal de una persona jurídica que solicite una concesión o permiso, dentro de los cinco años señalados en el inciso precedente. Asimismo, toda persona jurídica que solicite una concesión o permiso no podrá tener entre sus socios, miembros, presidente, directores, gerentes, administradores o representantes legales a quien haya tenido, en los últimos cinco años, cualquiera de dichas calidades en una persona jurídica a la que se le haya caducado una concesión o permiso, ni podrá a éstos otorgarse concesión como persona natural.


En el caso de las sociedades anónimas, la inhabilitación indicada en el inciso precedente respecto de los socios, se entenderá referida sólo a aquellos socios que sean controladores de la sociedad respectiva, de conformidad con lo establecido en el artículo 97 de la ley N° 18.045.


Artículo 27.- Tratándose de una infracción de lo dispuesto en el artículo 19, letra h), no podrá dilatarse o suspenderse la interconexión mientras se tramite el respectivo procedimiento administrativo sancionatorio, a menos que la Superintendencia lo resuelva expresamente, y sin perjuicio de las medidas provisionales que, dentro de sus atribuciones, pueda disponer.


Artículo 28.- La imposición de una sanción de conformidad a esta ley no obstará a que los mismos hechos puedan generar indemnizaciones a favor de los usuarios o terceros perjudicados de acuerdo a la normativa sectorial, salvo que ésta contemple un procedimiento especial sancionatorio.

Sin perjuicio de lo anterior, no podrá sancionarse administrativamente los hechos que ya hubieren sido objeto de  sanción, en los casos que concurra identidad de sujeto, hechos y fundamento.

Artículo 29.- Al momento de graduarse la magnitud de las sanciones establecidas en esta ley, se deberá considerar la entidad del daño causado, en especial el número de suscriptores o usuarios afectados por la infracción y la duración de tal afectación, y el beneficio económico que el infractor obtuvo o razonablemente podría haber obtenido.


Si la infracción cometida, sancionable conforme a los artículos 19, 20 o 21 precedentes, ocasiona perjuicios pecuniarios a los clientes del infractor, la magnitud de la multa dentro del respectivo rango aplicable deberá ser proporcional a la cantidad de clientes perjudicados pecuniariamente por la infracción en relación a la base total de los clientes de la concesionaria infractora, al momento de la misma.

Sin perjuicio de lo anterior, deberán considerarse, para los efectos de determinar la sanción, una o más de las siguientes circunstancias agravantes o atenuantes.


Son circunstancias agravantes:


1. Haber sido sancionado por infracciones a las que la ley señale igual o mayor sanción, dentro de los tres años anteriores a la fecha en que se certifique que la resolución sancionatoria se encuentra firme y ejecutoriada.


2. Ser reincidente en un mismo tipo de infracción, dentro del año anterior a la fecha en que sea notificado de la formulación de cargos. Para los efectos de esta ley, será reincidente el que hubiere sido sancionado por resolución firme y ejecutoriada más de una vez por una misma causal de infracción, y no hubiere transcurrido, entre esta resolución y la notificación de la formulación del nuevo cargo, el plazo de un año.

Son circunstancias atenuantes:


1. Una conducta anterior irreprochable por parte del infractor.


2. Haber regularizado completamente la situación infraccional reprochada con anterioridad al momento en que el proceso administrativo sancionatorio haya quedado en estado de resolución, conforme al artículo 39.

3. Haber procurado reparar con celo los efectos de la infracción cometida.


4. Haber reconocido expresamente la efectividad de los hechos que hayan motivado la formulación cargos.


5. Haber realizado una autodenuncia de una infracción establecida en esta ley, en los términos y en los casos señalados en el artículo 44.


El Superintendente apreciará prudencialmente la concurrencia de circunstancias atenuantes y agravantes y, en su virtud, podrá aplicar hasta el máximo de la multa con que se sanciona la infracción. Esto, sin perjuicio de la aplicación de la simple amonestación cuando resulte procedente.


Lo dispuesto en los incisos precedentes regirá no obstante que la respectiva concesión o permiso haya experimentado transferencias o renovaciones.


Artículo 30.- Las sanciones administrativas aplicadas de conformidad con esta ley prescribirán a los tres años desde la fecha en que se certifique que la respectiva resolución sancionatoria ha quedado firme y ejecutoriada.


Esta prescripción se suspenderá por la notificación del respectivo procedimiento de ejecución o de la formulación de cargos por incumplimiento, según la naturaleza de la sanción aplicada.


Artículo 31.- Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen multa tendrán mérito ejecutivo una vez que se encuentren ejecutoriadas.


El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de cinco días contado desde la fecha en que quede ejecutoriada la resolución condenatoria. En el caso que se aplicaren multas por la infracción contenida en la letra k) del artículo 19, los montos de éstas se harán efectivos mediante el cobro de las boletas de garantías exigidas en las bases que los operadores hubieren presentado, hasta por la cantidad de la respectiva multa. Si la boleta no fuere suficiente para el pago íntegro de la multa, la resolución consignará la diferencia y se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior. Si la boleta fuere por un monto superior, se ejecutará parcialmente.

El pago de toda multa aplicada de conformidad con este Título deberá ser acreditado ante la Superintendencia, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que debió ser pagada.


Artículo 32.- Las multas se pagarán según el valor de la UTM al día que efectivamente se realice el pago y en caso de retardo devengarán el interés corriente. 

Párrafo 3°

Del procedimiento administrativo sancionatorio


Artículo 33.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse de oficio o por denuncia, y su instrucción comenzará con la notificación de los cargos que se formulen de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 35.


Se iniciará de oficio cuando la Superintendencia tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción.


Las denuncias de infracciones administrativas deberán ser formuladas por escrito a la Superintendencia, señalando lugar y fecha de presentación, y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o mediante apoderado en conformidad al artículo 22 de la ley Nº 19.880. Asimismo, deberán contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su verificación y, de ser posible, la identificación del presunto infractor.


La denuncia formulada conforme al inciso anterior originará un procedimiento sancionatorio si, a juicio de la Superintendencia, está revestida de seriedad y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el presunto infractor y si no existiere mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al denunciante. En contra de esta resolución podrá recurrirse de reclamación, en los términos del artículo 41.


Artículo 34.- Iniciado el procedimiento administrativo sancionatorio, el instructor podrá solicitar fundadamente al Superintendente la adopción o mantención de alguna o algunas de las medidas provisionales señaladas en el artículo 15, con fines exclusivamente cautelares, para lo cual se requerirá que hayan antecedentes que justifiquen la existencia de una infracción y que el fiscalizado ha tenido participación en ella.


Las medidas contempladas en este artículo serán esencialmente temporales y tendrán una duración de hasta veinte días. Su renovación por otros veinte días deberá ser solicitada fundadamente por el instructor al Superintendente quien, si la decreta, lo hará por resolución fundada. Excepcionalmente, en casos debidamente calificados, dejándose así constancia en la resolución respectiva, la renovación podrá extenderse durante todo el proceso administrativo sancionatorio.


Si se hubieren decretado medidas cautelares conforme al artículo 15, de estimarse necesario por parte del instructor mantenerlas durante el procedimiento administrativo, deberá realizar la respectiva solicitud al Superintendente conforme al presente artículo dentro del plazo de cinco días contados desde el inicio de dicho procedimiento. De no requerirse la mantención de la medida provisional dentro del plazo antes indicado, ésta se entenderá alzada sin más trámite.


Artículo 35.- La instrucción del procedimiento administrativo sancionatorio se realizará por un funcionario de la Superintendencia que recibirá el nombre de instructor. El instructor será designado por el Superintendente, dictará resoluciones de sustanciación, y no podrá delegar sus funciones y atribuciones.


Comenzará la instrucción del procedimiento administrativo sancionatorio con la notificación al presunto infractor de una formulación precisa de cargos por parte del instructor. La formulación de cargos se notificará al presunto infractor personalmente o por cédula, confiriéndole un plazo de diez días para formular los descargos.


La formulación de cargos señalará una descripción clara y precisa de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma, circular, instrucción o resolución eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción y la sanción que la ley le asigna.


Salvo el caso de la notificación de la formulación de cargos señalado en el primer inciso, las demás resoluciones podrán ser notificadas personalmente, por cédula, por carta certificada al domicilio que las partes hayan señalado en su respectiva presentación, o por medios electrónicos, cuando así lo hayan solicitado expresamente. En este caso, se dejará debida constancia de haberse practicado la notificación en la forma solicitada.


En el caso de las notificaciones por carta certificada, se entenderá perfeccionada transcurridos cinco días hábiles desde la fecha de recepción de la carta en la oficina de Correos de Chile.


Para los efectos de las notificaciones personales o por cédula que procedan, el Superintendente podrá encomendar dicha tarea a funcionarios de la Superintendencia, quienes para estos efectos, tendrán el carácter de ministro de fe.


Artículo 36.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Superintendencia podrá ordenar, a su costa, la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes. También podrá ordenar la recepción de los demás medios probatorios que procedan.


En todo caso, se dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, se rechazarán por resolución fundada.


El término probatorio será de ocho días. Podrá ser ampliado mediante resolución fundada, pero en ningún caso podrá exceder de quince días.


En el caso de recibirse prueba testimonial, el instructor podrá fijar, mediante resolución fundada, un número máximo de testigos por punto de prueba. En la audiencia testimonial las partes podrán formular preguntas de credibilidad, interrogar y contrainterrogar directamente a los testigos, y podrán solicitar al instructor la objeción de determinadas preguntas. En todo caso, el instructor tendrá en dicha audiencia la facultad de formular, por sí mismo, preguntas de credibilidad a los testigos, de interrogarlos y contrainterrogarlos. El testimonio será dado bajo juramento o promesa de decir verdad ante el instructor.


En caso de recibirse prueba confesional, el instructor ordenará acompañar pliego de posiciones en sobre cerrado al menos un día hábil con anterioridad a la audiencia. El instructor abrirá el sobre en la audiencia y leerá las posiciones. El instructor y las partes podrán pedir que el declarante aclare sus dichos.


Para los efectos de las pruebas testimonial y confesional señaladas en los incisos precedentes, el instructor tendrá carácter de ministro de fe.


Artículo 37.- Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en Derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.


Artículo 38.- Concluidas las diligencias y plazos señalados en los artículos anteriores, el instructor del procedimiento emitirá, dentro de cinco días, un dictamen en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.


Dicho dictamen deberá contener la individualización del o de los presuntos infractores; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, y la proposición al Superintendente de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los presuntos infractores.


Artículo 39.- Emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará los antecedentes al Superintendente. Previo a resolver, y dentro del término a que se refiere el inciso siguiente, el Superintendente por resolución fundada, podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, para lo cual fijará un plazo máximo de quince días, prorrogable por una vez y hasta por el mismo plazo, y dará audiencia al investigado.


El Superintendente resolverá en el plazo de quince días, y dictará al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.


Ninguna persona podrá ser sancionada por hechos que no hubiesen sido materia de cargos.

Párrafo 4°

De los recursos


Artículo 40.- En contra de las resoluciones de la Superintendencia que apliquen sanciones, se podrá interponer el recurso de reposición en el plazo de cinco días hábiles contado desde la notificación de la resolución. 

El plazo para resolver cada uno de estos recursos será de treinta días hábiles.


La interposición de este recurso suspende el plazo para reclamar de ilegalidad, siempre que se trate de materias por las cuales procede dicho recurso. 


Artículo 41.- Los afectados que estimen que las resoluciones del Superintendente o del Ministro, según sea el caso, que apliquen sanciones conforme a la presente normativa, no se ajustan a la ley, podrán reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente, dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de la resolución que se impugna, para que las deje sin efecto. En el caso de la aplicación de la sanción de caducidad, la reclamación se interpondrá ante la Corte Suprema y se tramitará conforme a los incisos siguientes.

Acogido a tramitación, se regirá por las normas del procedimiento sumario establecidas en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil. Transcurrido el plazo sin que se hubiere interpuesto el recurso quedará a firme la multa y la resolución que la declare tendrá mérito ejecutivo para su cobro. La sentencia definitiva que dicte el tribunal ordinario será apelable para ante la Corte de Apelaciones de Santiago, a menos que se decrete la caducidad de una concesión, en cuyo caso la apelación se hará para ante la Corte Suprema.


La apelación deberá interponerse dentro de los diez días siguientes a la fecha de notificación de la resolución, ser fundada y, para su agregación a la tabla, vista y fallo, de ser de conocimiento de la Corte de Apelaciones, se regirá por las normas aplicables al recurso de protección. Si fuere de conocimiento de la Corte Suprema, se regirá por las normas del recurso de amparo.


La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días.


Artículo 42.- Corresponderá al Superintendente la ejecución de la resolución que ponga término al procedimiento administrativo sancionatorio.


Los efectos de la caducidad se producirán desde que se certifique que la resolución que la impuso se encuentra firme y ejecutoriada, sin perjuicio de la dictación posterior del acto administrativo que la declare o certifique.

Párrafo 5°

Normas generales


Artículo 43.- La Superintendencia deberá consignar las sanciones ejecutoriadas en un registro público en el cual se señalarán los nombres, apellidos, denominación o razón social de las personas naturales o jurídicas responsables y la naturaleza de las infracciones y sanciones.


El registro a que se refiere el inciso anterior deberá estar a disposición de cualquiera persona que lo requiera, debiendo permitirse su consulta también por vía electrónica.


El reglamento determinará la forma y modo en que deberá elaborarse el precitado registro, la actualización del mismo, así como cualquier otro aspecto que sea útil para el adecuado registro, acceso y publicidad de las sanciones impuestas.


Artículo 44.- La Superintendencia deberá eximir del monto de la multa al infractor que concurra a sus oficinas, por primera vez, y denuncie estar cometiendo, por sí, cualquiera infracción establecida en esta ley.


En caso que un infractor ya hubiese concurrido a autodenunciarse, la utilización por segunda y tercera vez de dicho mecanismo será considerado como circunstancia atenuante en el proceso administrativo sancionatorio respectivo.


Esta exención o atenuante sólo procederá cuando el infractor suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen infracción y ponga fin de inmediato a los mismos, adoptando todas las medidas necesarias para reducir o eliminar los efectos negativos.


Sin perjuicio de lo anterior, en caso que la Superintendencia hubiese iniciado el procedimiento administrativo sancionatorio respecto de los mismos hechos, la denuncia establecida en este artículo no producirá ningún efecto respecto del infractor.


Artículo 45.- Las autoridades o funcionarios de la Superintendencia deberán guardar la más estricta reserva de la información que conocieren en el ejercicio de sus funciones, relativa a los negocios de las personas sujetas a su fiscalización, y deberán abstenerse de utilizarlos en beneficio propio, o cederla o comunicarla a terceros.


La infracción de esta obligación se castigará con la pena de reclusión menor en cualesquiera de sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Asimismo, en el caso de las autoridades y funcionarios, dicha infracción dará lugar a responsabilidad administrativa y se sancionará con destitución.


Artículo 46.- El personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe respecto de los hechos constitutivos de infracciones a la normativa sectorial que consignen en el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta de fiscalización.


Los hechos referidos en el inciso anterior, así constatados por dicho ministro de fe, podrán constituir presunción legal.


Artículo 47.- Para el cómputo de los plazos de días hábiles contenidos en esta ley, se considerarán inhábiles los sábados, domingos y festivos. 


Las notificaciones que procedan según esta ley se realizarán por medios electrónicos, cuando el interesado así lo solicite de conformidad al reglamento o, en su defecto, conforme a lo dispuesto en los artículos 46 y 47 de la ley N° 19.880.

En todo lo no previsto por esta ley se aplicará supletoriamente la ley Nº 19.880.

TÍTULO IV

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 48.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


1. Deróganse los artículos 20; 31 bis; 36; 36 bis; 36 A; 36 B, letra a); 38; 39 y 39 bis.


2. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 2° por el siguiente:


Para los efectos de esta ley, y a menos de que se especifique lo contrario, cada vez que aparezcan los términos “Ministerio”, “Ministro”, “Subsecretaría”, “Subsecretario”, “Superintendencia” y “Superintendente” se entenderán hechas estas referencias al “Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones”, al “Ministro de Transportes y Telecomunicaciones”, a la “Subsecretaría de Telecomunicaciones”, al “Subsecretario de Telecomunicaciones”, a la “Superintendencia de Telecomunicaciones” y al “Superintendente de Telecomunicaciones”, respectivamente.


3. Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 6° por el siguiente:


“Artículo 6°.- Corresponderá al Ministerio, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la aplicación e interpretación administrativa de la presente ley y sus reglamentos, sin perjuicio de las facultades propias de la Superintendencia ejercidas dentro del ámbito de sus funciones y atribuciones, de las facultades de los Tribunales de Justicia y de la facultades de los organismos especiales creados por el decreto ley Nº 211, de 1973.”.


4. En el artículo 7°:


a) Reemplázase, en los incisos segundo, tercero y cuarto, la denominación “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


b) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:


“Las infracciones de las normas de calidad o de emisión establecidas en virtud del presente artículo serán sancionadas como infracciones gravísimas exclusivamente por la Superintendencia de Telecomunicaciones.”.


5. En el inciso primero del artículo 7° bis, reemplázase el punto seguido que precede a "Un reglamento" por un punto aparte, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser tercero y cuarto respectivamente.”.


6. En el artículo 8°:


a) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Se requerirá de concesión otorgada por decreto supremo, con la firma del Ministro y previo informe técnico de la Superintendencia, para la instalación, operación y explotación de los siguientes servicios de telecomunicaciones: a) públicos; b) intermedios que se presten a los servicios de telecomunicaciones por medio de instalaciones y redes destinadas al efecto, y c) de radiodifusión sonora. Los servicios limitados de televisión se regirán por las normas del artículo 9° de esta ley.”.


b) En el inciso cuarto, sustitúyese “Subsecretaría” por “Superintendencia”.

c) Derógase el inciso quinto.


d) Sustitúyense en el inciso final las expresiones “séptimo” por “sexto” y “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


7. En el artículo 9°, sustitúyese la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


8. En el artículo 13: 


a) En el inciso primero, agrégase entre el vocablo “público” y el punto aparte la siguiente oración: “, cuyas bases deberán sujetarse al Plan de uso del espectro radioeléctrico, Planes específicos y, en general, a la normativa técnica dictada por la Subsecretaría”.


b) En el inciso segundo, sustitúyense las expresiones “El Ministerio” por “La Superintendencia” y “Subsecretaría” por “Superintendencia”.

c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“Además, se deberá llamar a concurso con no menos de ciento ochenta días de anterioridad al vencimiento del plazo de vigencia de una concesión de radiodifusión, lo que podrá hacerse en cualquier concurso a que llame la Superintendencia, existiendo tal anticipación. No obstante, si se instruyese respecto de la concesión vigente un procedimiento administrativo sancionatorio, iniciado por alguna infracción que pudiese ameritar la caducidad de la concesión, el llamado a concurso se postergará hasta después de que haya quedado ejecutoriada la resolución que, poniendo término al procedimiento administrativo sancionatorio, no imponga dicha sanción, o hasta después que, imponiéndola, sea declarada la caducidad de la concesión por decreto supremo con la firma del Ministro.”.


9. En el artículo 13 A:


a) En el inciso primero, sustitúyese la expresión “al Ministerio” por “a la Superintendencia”. 


b) En los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto sustitúyese la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”. 


c) En el inciso sexto, sustitúyese la expresión “Ministro” por “Superintendente” y la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


d) En el inciso octavo, sustitúyese la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”. 


e) En el inciso noveno sustitúyese la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”, agrégase después de la palabra “traslado” la frase “y para el informe”, reemplázase “y recibido el informe de la Subsecretaría” por “o la Superintendencia” y sustitúyese la expresión “de recepción de este informe.” por “en que se hayan vencido dichos plazos.”. 


f) Reemplázase el inciso undécimo por el que sigue: 


“La resolución que resuelva la controversia podrá ser reclamada ante la Corte de Apelaciones competente conforme al artículo 13 B.”.


g) En el inciso final sustitúyese la expresión “el Ministro procederá a dictar el decreto supremo o la resolución que corresponda” por “la Superintendencia continuará el procedimiento dictando los actos administrativos que correspondan”.

10. Agrégase el siguiente artículo 13 B, nuevo:


“Las reclamaciones a que se refieren los artículos 13 A, 15 y 16 de la presente ley deberán realizarse ante la Corte de Apelaciones correspondiente, dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de la resolución que se impugna, para que las deje sin efecto.


La Corte deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del recurso. Admitido el recurso, la Corte de Apelaciones dará traslado de éste al Ministro, notificándolo por oficio, y éste dispondrá del plazo de quince días, contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para evacuar el informe respectivo.


Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para emitir su informe, la Corte ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días.”.


11. En el artículo 13 C:


a) En su inciso primero, sustitúyese la expresión "El Ministerio" por "La Superintendencia”, y agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la oración “Las bases de estos concursos deberán sujetarse al Plan de uso del espectro radioeléctrico, los Planes específicos y, en general, a la normativa técnica dictada por la Subsecretaría.”.


b) En el inciso final sustitúyese la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”.

12. En el artículo 14:


a) En los incisos cuarto y quinto sustitúyese la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


b) En el inciso sexto, sustitúyese la expresión “El Ministerio” por “La Superintendencia”.


c) En el inciso séptimo sustitúyese la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


13. En el artículo 15:


a) En el inciso primero, sustitúyese la expresión “el Ministerio” por “la Superintendencia”.


b) En el inciso segundo, sustitúyese la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


c) En el inciso cuarto, sustitúyese la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


d) En el inciso quinto sustitúyese la expresión “recibido el informe de la Subsecretaría” por “vencido el plazo para evacuar el informe a que se refiere el inciso anterior”; y reemplázase el párrafo que dice “Esta resolución podrá ser apelada para ante la Corte de Apelaciones de Santiago dentro de los diez días siguientes a la fecha de notificación. La apelación deberá ser fundada y para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno.” por el siguiente “Esta resolución podrá ser reclamada conforme a lo dispuesto en el artículo 13 B.”.


e) En el inciso séptimo reemplázase “apelar” por “reclamar” y “apelación” por “reclamación”.


f) En el inciso final, sustitúyese la expresión “Ministro” por “Superintendente”.

14. En el artículo 16 sustitúyese la expresión "Subsecretaría" por "Superintendencia" y reemplázase la oración que sigue a la expresión "Corte de Apelaciones" hasta el punto aparte por "conforme a lo dispuesto en el artículo 13 B".


15. Sustitúyese el artículo 16 bis por el siguiente:


“Artículo 16 bis.- Los plazos que contempla esta ley son fatales y de días hábiles, conforme a lo dispuesto en la ley N° 19.880. Sin embargo, los plazos que se establecen en el Título V de esta ley son de días corridos.


Las notificaciones que procedan según esta ley se harán de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 46 y 47 de la ley N° 19.880, sin perjuicio del uso de medios electrónicos conforme lo dispone la ley N° 19.799.”.


16. En el inciso primero del artículo 17 sustitúyese la expresión "El Ministerio" por "La Superintendencia".


17. Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 19 bis, “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


18. En el artículo 21 sustitúyese la expresión "Subsecretaría" por "Superintendencia".


19. En el artículo 22 sustitúyese la expresión "Subsecretaría" por "Superintendencia".


20. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 23 por el siguiente:


“La extinción se certificará por decreto supremo con la firma del Ministro o resolución exenta del Superintendente, según se trate de concesión o permiso. Tratándose de decreto supremo, éste deberá publicarse en el Diario Oficial.”.


21. En el artículo 24 bis, sustitúyese la expresión "Subsecretaría" por "Superintendencia".


22. En el artículo 24 A:


a) Sustitúyese la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual cuarto a ser quinto:


“En el caso de que la Superintendencia rechace una solicitud de recepción de obras por incumplimiento de lo establecido en el inciso segundo de este artículo, los concesionarios y permisionarios deberán solucionar las causas del rechazo y reingresar la solicitud de recepción de obras en el plazo que establezca el oficio que rechazó la primera solicitud, el que en todo caso no podrá exceder de los plazos de inicio de transmisiones cuando ellos constituyan elementos de la esencia de la respectiva concesión, ni los consignados en el respectivo decreto, de no haber mediado modificación.”.

c) Agrégase en el inciso final, entre las expresiones “respecto de” y “aquellas”, la siguiente frase: “los concesionarios y permisionarios que se ajustaren al procedimiento de aviso de inicio de servicio que se establezca en el reglamento ni”.

23. En el inciso segundo del artículo 24 B, reemplázase la expresión "Subsecretaría" por "Superintendencia".


24. En el artículo 24 I, sustitúyese la frase “el Ministerio, por medio de la Subsecretaría” por las palabras "la Superintendencia".


25. En el inciso quinto del artículo 25 bis sustitúyese la expresión "Subsecretaría" por "Superintendencia", y reemplázase el inciso séptimo por el siguiente:


“Las infracciones a las obligaciones legales o reglamentarias asociadas a la implementación y operación de la portabilidad de números telefónicos, que impidan o dificulten su funcionamiento o el legítimo ejercicio de los derechos que de ella derivan, en que incurran tanto los concesionarios de servicio público telefónico y del mismo tipo como el Organismo Administrador de la Portabilidad, serán sancionadas por la Superintendencia en conformidad a la ley. Lo anterior es sin perjuicio de las medidas provisionales que, con el solo objeto de resguardar la continuidad del servicio, corresponda adoptar a la Superintendencia en caso que el Organismo Administrador de la Portabilidad deba ser cesado en sus funciones de conformidad a la normativa vigente.”.


26. En el inciso tercero del artículo 26 sustitúyese la expresión "Subsecretaría" por "Superintendencia".


27. En el inciso primero del artículo 27 sustitúyese la expresión "Subsecretaría" por "Superintendencia".


28. En el artículo 28:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones deben mantener la continuidad del servicio. Su interrupción por más de tres días, sin permiso previo de la Superintendencia y siempre que no se deba a fuerza mayor, facultará a dicha Superintendencia para adoptar, a expensas del concesionario, todas las medidas que estime necesarias para asegurar la continuidad del servicio.”.


b) Elimínanse los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto.


29. Sustitúyese el artículo 28 bis por el siguiente:


“Artículo 28 bis.- Los reclamos que se formulen por los usuarios y suscriptores en contra de o entre concesionarios, permisionarios o licenciatarios y que se refieran a cualquier cuestión derivada de la presente ley, y de los reglamentos, planes y demás normas que la desarrollan, serán resueltos en sede administrativa por la Superintendencia de Telecomunicaciones de conformidad a la ley y al reglamento.”.

30. En el artículo 28 G sustitúyese la expresión "Subsecretaría" por "Superintendencia".


31. Intercálase en el inciso primero del artículo 30, entre las expresiones “fijados” y “por”, la siguiente expresión “, a través de la Superintendencia,”.


32. En el artículo 30 H, sustitúyese la expresión "Subsecretaría" por "Superintendencia".


33. En el artículo 30 I:


a) En el inciso segundo, sustitúyese la expresión “la Subsecretaría de Telecomunicaciones.” por “los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Economía, Fomento y Turismo, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.”; agrégase a continuación del vocablo “opinión”, la primera vez que aparece, la palabra “vinculante”, y sustitúyese la expresión “resolverá en definitiva respecto de” por el vocablo “aprobará”.


b) En el inciso final sustitúyese la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia", y la expresión “al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “a los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Economía, Fomento y Turismo.”.


34. En el artículo 30 J:


a) En el inciso primero sustitúyese la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia” la primera vez que aparece y reemplázase la expresión “a través de dicha Subsecretaría” por “previo informe de la Superintendencia”.


b) En el inciso segundo agrégase a continuación de “informe” la palabra “vinculante” y elimínase la expresión “resolverán en definitiva y”.


c) En el inciso sexto sustitúyese la expresión “el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones” por “la Superintendencia”.


d) Derógase el inciso octavo.

35. En el artículo 34:


a) En el inciso primero sustitúyese el punto aparte por una coma y agrégase la expresión “sin perjuicio de su aplicación por la Superintendencia de Telecomunicaciones.”.


b) Derógase el inciso segundo.


36. En el artículo 35:


a) Sustitúyense en el inciso segundo las expresiones “Subsecretaría” por “Superintendencia” y “Subsecretario” por “Superintendente”.


b) Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“Respecto de cada concesionario o permisionario y para estos solos efectos, tales derechos se devengarán y se harán exigibles, en su caso, a contar de la fecha en que la Superintendencia de Telecomunicaciones le notifique que se encuentra totalmente tramitado, por el procedimiento que corresponda a su naturaleza, el respectivo acto de autorización, y su monto será proporcional por cada uno de los meses que faltan para completar el año calendario, incluyendo el mes en que se efectúa la notificación.”.


37. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 37, “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


38. Agrégase, en el literal b) del inciso primero del artículo 39 A, después de la expresión “resolución fundada” la frase “, previo informe de la Superintendencia”.


Artículo 49.- Toda referencia contenida en  la normativa sectorial a las disposiciones del Título VII de la ley 18.168, se entenderá hecha, en lo que sea aplicable, a las disposiciones de esta ley.


Artículo 50.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 1.762, de 1977:


1. Sustitúyese, en el artículo 1°, la expresión “la tuición y la dirección técnica superiores” por “la dirección técnica superior”.


2. En el artículo 6°:


a) Sustitúyese el encabezado del inciso primero por el siguiente:


"Además de las funciones y atribuciones que en materia de telecomunicaciones establece la ley, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones tendrá las siguientes que ejercerá a través de la correspondiente Subsecretaría:".


b) Elimínase la letra c).


c) Sustitúyese la letra e) por la siguiente:


“e) Realizar la interpretación administrativa general de la ley N° 18.168, el presente decreto ley y sus normas complementarias;”.


d) Elimínase de la letra g) la expresión “y controlar su cumplimiento".


e) Elimínase la letra i).


f) Sustitúyese la letra k) por la siguiente:


“k) Formar y publicar las estadísticas del sector telecomunicaciones a partir de la información que con este fin le proporciona la Superintendencia de Telecomunicaciones.”.


g) Elimínase la letra l).


3. Derógase el artículo 7°.


4. Derógase el artículo 9°.


5. Derógase el artículo 13.


Artículo 51.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión:

1. Sustitúyese en el artículo 23° la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


2. Sustitúyese en el artículo 27° la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


3. Sustitúyese en el artículo 30° la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


4. Sustitúyese en el artículo 31° la expresión “Subsecretaría” por “Superintendencia”.


5. En el artículo 33°, inciso primero, número 4:


a) Elimínase el número 2 contenido en la letra d).


b) Agrégase, entre la expresión “esta ley” y el punto aparte, lo siguiente:


“; e) La infracción de los literales a), d), y n) del artículo 19 de la ley que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones, a solicitud del Superintendente previo procedimiento impetrado y conforme a dicho cuerpo legal.”.


Artículo 52.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana:


1. Incorpórase en el artículo 2° el siguiente inciso segundo:


“Los servicios a que se refiere la presente ley estarán dentro del ámbito de supervigilancia y fiscalización de la Superintendencia de Telecomunicaciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 17.”.


2. Reemplázase en el artículo 13, “Subsecretaría” por “Superintendencia”


3. Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 17, la potestad sancionatoria frente al incumplimiento de la presente ley y de la normativa sectorial, que resultare aplicable a los concesionarios de radiodifusión comunitaria, corresponderá a la Superintendencia de Telecomunicaciones.


Las infracciones gravísimas serán sancionadas con multa de hasta 5 UTA. Las infracciones graves serán sancionadas con multa de hasta 3 UTA. Las infracciones leves serán sancionadas con amonestación por escrito o con una multa de hasta 1 UTA.


Para los efectos de esta ley, serán consideradas como gravísimas, además de aquellas establecidas como tales en la normativa sectorial, las siguientes:


a) El incumplimiento de los fines del artículo 9º de la presente ley.


b) El incumplimiento reiterado del artículo 13 de la presente ley.


c) El incumplimiento del artículo 15 de la presente ley.


En caso de verificarse alguna de las situaciones descritas en las letras a), b) o c) anteriores,  se podrá, además, sancionar con la caducidad de la concesión, la que deberá ser declarada por decreto supremo con la firma del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones. 


Se entenderá que existe incumplimiento reiterado del artículo 13 de esta ley cuando un mismo concesionario sea condenado dos o más veces en razón de la causal establecida en la letra b) de este artículo, y por hechos de la misma naturaleza mediante resolución firme del juzgado de policía local competente, dentro de los tres años anteriores a la fecha en que sea notificado de la formulación de cargos, y será considerado una circunstancia agravante.”.


4. En el artículo 17:


a) Reemplázase  en el inciso quinto la expresión “5 a 100 UTM” por “hasta 5 UTA”. 


b) Sustitúyese en el inciso sexto “Subsecretaría” por “Superintendencia” y agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma lo siguiente: 


“a fin de que se formulen los respectivos cargos, si correspondiere, de conformidad a la normativa sectorial vigente para la aplicación de la sanción contemplada en el artículo 16 de esta ley.”.


c) Elimínase el inciso final.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Determinar la fecha de iniciación de actividades de la Superintendencia de Telecomunicaciones.


2. Fijar la planta de personal, el inicio de su vigencia y la dotación máxima de la Superintendencia de Telecomunicaciones, la que no estará sujeta a la limitación del inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, así como el régimen de remuneraciones que le será aplicable. El encasillamiento en esta planta considerará personal de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Del mismo modo, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la fijación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553, el artículo 5° de la ley N° 19.528,  el artículo 17 de la ley N° 18.091, cuando corresponda, en su aplicación transitoria. 


3. Establecer los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley Nº 19.882 y del artículo 8° de la ley N° 18.834 cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda; fijar las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y para el encasillamiento que realice, pudiendo determinar cargos de la planta que fije, que al quedar vacantes por cualquiera causa, se suprimirán por el solo ministerio de la ley. Del mismo modo, fijará las fechas de vigencia de los encasillamientos que practique. Los requisitos que se fijen no serán exigibles para el encasillamiento o asimilación que se disponga según las normas del número siguiente.


4. Determinar el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata desde la Subsecretaría de Telecomunicaciones a la Superintendencia de Telecomunicaciones, sin solución de continuidad y manteniendo la calidad jurídica que tenían al momento del traspaso manteniéndose en el intertanto tales calidades y cargos, en tanto, el grado de encasillamiento o de asimilación será aquel cuya remuneración total sea la más cercana a la que el funcionario percibe en la Subsecretaría, se trate de una diferencia positiva o negativa. Para su determinación se considerará la suma del total de haberes brutos mensualizados de cada funcionario percibidos en la Subsecretaría de Telecomunicaciones, excluidos sólo los pagos por trabajos extraordinarios y la asignación por funciones críticas cuando corresponda, comparándolas con el total de haberes brutos mensualizados que percibirá en la Superintendencia de Telecomunicaciones al momento del traspaso según la escala de remuneraciones que se determine incluyendo las rentas variables en su aplicación transitoria determinadas para el primer periodo de vigencia, según la facultad prevista en el número 2) anterior. Se transferirán asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por el traspaso. 


A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen y la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo mediante decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Tramitado el encasillamiento y traspaso conforme las disposiciones anteriores, se procederá respecto de las plantas señaladas en la letra a) del artículo 15 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, a aplicar las letras b) hasta g) de dicha disposición. El Presidente de la República podrá fijar las normas complementarias que se requieran para su aplicación.


5. Modificar la planta de personal de la Subsecretaría de Telecomunicaciones en atención a los traspasos de personal que se efectúen de conformidad al número anterior.


6. Traspasar los recursos y bienes  que  se  determinen desde la Subsecretaría de Telecomunicaciones a la Superintendencia de Telecomunicaciones.


7. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Del mismo modo, no podrá significar, bajo ninguna circunstancia, una disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquiera diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria a la que se le aplicará el porcentaje de reajuste que se fije anualmente para las remuneraciones de los funcionarios públicos en la forma dispuesta en el artículo 31 de la ley N° 20.642 y que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que corresponda al funcionario. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


b) Los funcionarios encasillados o contratados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


Cuando un funcionario traspasado tenga derecho al desahucio del artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, se utilizará la metodología dispuesta en el artículo 30 de la ley N° 20.642 para su cálculo, si se da la situación descrita en dicho artículo.

c) Los funcionarios traspasados que tengan la calidad de exclusiva confianza seguirán afectos a las normas que les fueron aplicables a la fecha del traspaso, hasta que se llame a concurso conforme el Título VI de la ley N° 19.882 o a la disposición permanente que rija los cargos que detentan. Del mismo modo, los funcionarios designados según el artículo 8° de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, conservarán dicha calidad hasta completar su período de nombramiento.


d) Los funcionarios de planta y a contrata que sean traspasados podrán conservar su afiliación a la asociación de funcionarios y al servicio de bienestar de la Subsecretaría de Telecomunicaciones hasta que la Superintendencia constituya su propia asociación de funcionarios y servicio de bienestar. Con todo, transcurridos dos años desde que dicha institución inicie sus funciones, cesará, por el solo ministerio de la ley, la posibilidad de mantener dichas afiliaciones a la institución de origen. 


El Servicio de Bienestar de la Superintendencia, en todo caso, podrá celebrar a través de la autoridad superior de la institución, convenios de colaboración con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y su Servicio de Bienestar con la finalidad de otorgar beneficios o actividades de bienestar social que, individualmente, no puedan proporcionar o resulten más onerosos. No obstante, no podrán traspasar entre ellos los aportes que efectúen tanto de los afiliados de cada sistema como de cada institución.


e) El traspaso no podrá importar cambio de la  residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


Artículo segundo.- El Presidente de la República podrá nombrar, transitoria y provisionalmente, al Superintendente de Telecomunicaciones, quien asumirá de inmediato, en tanto se fije la planta de la Superintendencia y se efectúe el proceso de selección pertinente que establece el Título VI de la ley N° 19.882, para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública. Mientras no inicie sus actividades la Superintendencia, la remuneración del Superintendente,  grado 1 Escala de Fiscalizadores, se financiará con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. 


Artículo tercero.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda modificará el presupuesto de la Subsecretaría de Telecomunicaciones y conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Telecomunicaciones de acuerdo a las funciones y obligaciones que se le transfieren en la presente ley, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes. 


La Superintendencia de Telecomunicaciones se constituirá para todos los efectos en el sucesor legal del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, respecto de actos administrativos, contratos, procesos licitatorios y otras actuaciones que se deriven del traspaso de funciones en materias de su competencia.


Artículo cuarto.- Al personal titular de planta que sea traspasado no le será aplicable lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley.

Artículo quinto.- El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo a la partida presupuestaria de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.


Artículo sexto.- Los procesos de otorgamiento o modificación de concesiones, permisos o licencias de cualquiera naturaleza que se hubieren iniciado antes de la entrada en vigencia de esta ley seguirán tramitándose por la Superintendencia cuando inicie sus actividades y se regirán por la ley vigente al momento de las respectivas solicitudes.


Artículo séptimo.- Los procedimientos de cargo infraccional que se hubieren iniciado antes de la entrada en vigencia de esta ley, se continuarán tramitando con sujeción a ella por la Superintendencia cuando inicie sus actividades. Se entenderá iniciado el procedimiento desde el momento en que el afectado ha sido legalmente notificado de la formulación de cargos en su contra.


De igual manera se procederá con los reclamos que se hubieren iniciado ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones en virtud del artículo 28 bis de la ley N° 18.168, vigente hasta antes de la fecha de publicación de esta ley. Se entenderá iniciado el procedimiento desde el momento en que se hubiere interpuesto insistencia ante la Subsecretaría por el usuario afectado.


Artículo octavo.- Las investigaciones iniciadas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, de oficio o en virtud de denuncia o reclamo, respecto de eventuales infracciones a la normativa sectorial, antes de la entrada en vigencia de esta ley, seguirán siendo tramitadas por la Superintendencia de Telecomunicaciones, cuando inicie sus actividades, si el Superintendente lo estima procedente. Para estos efectos, se estimará que una investigación está abierta hasta antes de que se haya iniciado el procedimiento de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo transitorio precedente.”.

- - - - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 19 de junio y 1 y 17 de julio de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a  26 de julio de 2013.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS, CON EL FIN DE PROMOVER LA INTERCONEXIÓN DE SISTEMAS DE ELÉCTRICOS INDEPENDIENTES 
(9022-08)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Minería y Energía tiene el honor de informaros en general, acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 9 de julio de 2013, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía.





Asistió a la sesión de la Comisión, además de sus miembros, la Honorable Senadora señora Isabel Allende Bussi.

- - -





Cabe hacer presente que este proyecto de ley se discutió sólo en general, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -





A la sesión en que se discutió el proyecto de ley en informe, asistió, especialmente invitado, el Ministro de Energía, señor Jorge Bunster.


Concurrieron, también, por dicha Secretaría de Estado, la señora Jessica Marticorena y el señor Jaime Espínola.





Asimismo, concurrieron las siguientes personas:


- El señor Sebastián Bernstein, Director de SYNEX Ingenieros Consultores.


- Las señoras Sara Larraín y Catalina Szigeti, de Chile Sustentable.


- La señorita Carla Foitzick, asesora jurídica de RAMFE S.A.


- El señor Tomás Jordán, abogado de la Asociación de Generadoras A.G.


- La señorita Javiera Espinoza, de la Fundación Terram.


- El señor Benjamín Rug, asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

- El señor Sergio Morales, abogado del Instituto Libertad y Desarrollo.


- El señor Gabriel de la Fuente, coordinador legislativo del Instituto Igualdad.


- La señorita Yasmina Viera, asesora parlamentaria.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Mediante la interconexión eléctrica que permite a la autoridad promover, persigue entregar al país un beneficio social cuyo valor neto alcanza un valor de entre 300 y 660 millones de dólares de los Estados Unidos de América. Adicionalmente, al aumentar el tamaño del mercado y el número de actores en el segmento de la generación eléctrica habrá mayor competencia y, por tanto, mejorará la oferta, reduciéndose en consecuencia los precios de la energía. Asimismo, se permitirá un mejor aprovechamiento de la generación de las centrales de menor costo de operación.
- - -

ANTECEDENTES

1.- Antecedentes legales.


1) Decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos.


2) Ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.

2.- Mensaje del Ejecutivo.


El Mensaje con que se origina este proyecto de ley hace presente que, en el marco de los esfuerzos del Gobierno por establecer medidas regulatorias que permitan contribuir a solucionar los problemas de estrechez energética que vive el país y que inciden en su competitividad y desarrollo económico y social, se estima indispensable contar con un mecanismo que asegure la interconexión de sistemas eléctricos independientes en forma oportuna.


Agrega que si bien la ley vigente contempla un mecanismo que permite desarrollar la interconexión de sistemas eléctricos independientes, éste no considera la opción para el Estado de promover tal interconexión, limitándola sólo a empresas eléctricas privadas.


Recuerda el Mensaje que la ley Nº 19.940, también llamada “Ley Corta I”, incorporó a la Ley General de Servicios Eléctricos una nueva regulación del servicio de transporte de electricidad que contempló, fundamentalmente y para cada sistema interconectado, instalaciones de transmisión troncal, adicional y de subtransmisión. En cuanto a la transmisión troncal esta ley incorporó importantes cambios, tales como considerarla un servicio público y otorgar respecto de sus instalaciones acceso abierto irrestricto. Asimismo, exigió la desintegración vertical en su propiedad con el fin de profundizar la competencia en el mercado eléctrico. 


Asimismo, la Ley Corta I incorporó normas especiales para la interconexión entre sistemas eléctricos independientes. Dichas normas facultan a cualquier empresa eléctrica interesada en desarrollar, operar o utilizar un sistema de interconexión entre sistemas eléctricos previamente establecidos a convocar a un proceso de negociación abierto, con el fin de ejecutarlo.


Sin embargo, añade el Mensaje, el Informe de la Comisión Asesora para el Desarrollo Eléctrico del año 2011 señaló que si bien la legislación actual prevé el desarrollo de interconexiones entre sistemas eléctricos sobre la base de proyectos gestados por los agentes privados, pueden existir beneficios desde el punto de vista del país que no sean percibidos por dichos agentes. Por lo anterior, recomendó realizar los estudios necesarios para determinar si los beneficios sociales superan o no a los costos de la interconexión del Sistema Interconectado Central (SIC) con el Sistema Interconectado del Norte Grande (SING).


En esa línea, comenta, la Comisión Nacional de Energía contrató a un consultor el estudio “Análisis Técnico y Económico de una Interconexión SING–SIC”, cuyo informe final, de marzo de 2012, recomienda desarrollar dicha interconexión. 


En base a éste y otros informes y recomendaciones, la Comisión Nacional de Energía emitió el Informe "Plan de Expansión del Sistema de Transmisión Troncal. Período 2012-2013", de 11 de enero de 2013, que señala que después de haberse evaluado la viabilidad técnica y económica de la interconexión SING–SIC, y considerando los costos y beneficios en un marco de planificación eléctrica, se muestra que este proyecto es económicamente rentable y muy necesario ante eventuales escenarios tales como atrasos de proyectos de generación o condiciones extremas definidas a partir de fallas de unidades generadores o sequías.

En ese marco, el objetivo principal de la interconexión eléctrica es entregar al país un beneficio social cuyo valor presente neto alcanza un valor de entre 300 y 660 millones de dólares de los Estados Unidos de América. 


Adicionalmente, se estima que al aumentar el tamaño del mercado y el número de actores en el segmento de la generación eléctrica, habrá mayor competencia y, por tanto, mejorará la oferta, reduciéndose en consecuencia los precios de la energía. Así también, se permitirá un mejor aprovechamiento de la generación de las centrales de menor costo de operación.


El Gobierno estima, además, que la interconexión SING–SIC presentará los siguientes beneficios: 


i) Permitirá establecer respaldos cruzados entre sistemas, lo que aumentará la seguridad del sector, disminuirá los costos de la energía y optimizará el despacho de centrales. De este modo, en períodos húmedos la interconexión permitirá que los sistemas con mayor generación hidroeléctrica aporten generación más económica a aquellos con mayor generación termoeléctrica. En períodos de sequía, la interconexión permitirá que los sistemas con una generación termoeléctrica más eficiente desplacen generación diésel y contribuyan a la seguridad y sustentabilidad del suministro eléctrico.

ii) Propenderá a un mejor aprovechamiento de los recursos renovables de generación disponibles en el país. Así, la posibilidad de que se disponga de la capacidad de regulación que entregan los embalses existentes y futuros facilitará la penetración de la energía solar y eólica, pudiendo aprovecharse el potencial de fuentes de Energías Renovables No Convencionales (ERNC) en el norte del país.


iii) Facilitará la integración energética de Chile con el resto de los países del cono sur, lo que constituye una de las metas de la Estrategia Nacional de Energía.


En base a estos antecedentes, dice el Mensaje, se considera que la Ley General de Servicios Eléctricos debe contemplar, además de la interconexión por iniciativa privada, un mecanismo que permita a la autoridad promover la construcción de obras de interconexión cuando considere, fundadamente, que ello es necesario para el mejor funcionamiento del sector eléctrico chileno.


Por último, este proyecto de ley permitirá impulsar la materialización de la interconexión de los sistemas de capacidad instalada mayor a 200 megawatts.
3.- Estructura del proyecto de ley.




La iniciativa consta de un artículo único, compuesto de ocho numerales que introducen diversas enmiendas al decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos.

El numeral 1 modifica el artículo 84, en el siguiente sentido:


a) Intercala en la letra b) del inciso primero, entre el vocablo “troncal” y el punto y coma (;) que le sigue, la frase “tales como líneas, interconexiones entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”, precedida de una coma (,).


b) Intercala en el inciso segundo, entre los vocablos “eléctrico” y “en”, la frase “o de los respectivos sistemas eléctricos, según sea el caso”.


El numeral 2 reemplaza, en el literal c) del inciso segundo del artículo 91, la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras”.


El numeral 3 modifica el artículo 95, de la siguiente manera:

a) Reemplaza, en el inciso primero, la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras” y elimina la palabra “obras” que actualmente aparece en el texto. 


b) Reemplaza, en el inciso segundo, la frase “líneas y subestaciones troncales nuevas” por “nuevas obras, tales como líneas, interconexiones entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”.


c) Sustituye, en el inciso tercero, la expresión “líneas” por “obras”


El numeral 4 modifica el artículo 96, como sigue:

a) Intercala, en el inciso primero, entre el término “respectivo” y la coma (,) que le sigue, la frase “o, tratándose de interconexión entre sistemas eléctricos independientes, a las correspondientes Direcciones de Peajes, en conjunto”.


b) Elimina, en el inciso segundo, la frase “conforme al respectivo estudio de transmisión troncal”.


El numeral 5 enmienda el artículo 97, en el siguiente sentido:


a) Intercala, entre el término “respectiva” y la coma (,) que le sigue, y entre la coma (,) que sigue a la palabra “Asimismo” y el vocablo “comunicará”, las expresiones “o, las Direcciones de Peajes, en conjunto, según sea el caso” y “se”, respectivamente.


b) Reemplaza los vocablos “deberá”, “adjudicará” y “e” por “deberán”, “adjudicarán” e “y se”, respectivamente.


c) Reemplaza, en la letra d), la frase “líneas o subestaciones” por el vocablo “obras”.


El numeral 6 intercala, en el artículo 98, entre las expresiones “conforme a lo establecido en” y “el artículo 117”, la frase “los artículos anteriores o en”.


El numeral 7 intercala, en el inciso cuarto del artículo 99, entre la primera y segunda de sus oraciones, la oración “En dicho plan, la Comisión podrá, adicionalmente, incorporar las obras de expansión que estime necesarias.”.


El numeral 8 intercala, en el inciso primero del artículo 116, entre las expresiones “nacional” y “se regirá”, la frase “cuyas instalaciones de transmisión no hubieren sido calificadas como troncales”, precedida y seguida de comas (,).
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciarse la discusión de esta iniciativa legal expuso ante la Comisión, en primer término el señor Ministro de Energía.


Con motivo de su exposición el personero de Gobierno explicó que existen razones para impulsar una interconexión entre el SIC y el SING. En este sentido, la Comisión Nacional de Energía (CNE) ha realizado estudios en torno a la factibilidad de una posible interconexión, sus costos y beneficios. Dichos estudios, que arribaron a cifras positivas, comprenden una evaluación del beneficio de la interconexión para el país y no para actores determinados. Se trata de una evaluación social a nivel del país que se realiza a través de una simulación, mediante la cual se comparan consumo, inversión y costos en distintos escenarios con y sin interconexión en un período de tiempo determinado. Análisis similares se efectúan en materia de transmisión eléctrica.


El personero sostuvo que la CNE elaboró tales estudios técnicos para caracterizar las alternativas de interconexión, definiendo las condiciones más relevantes de su diseño y el costo de inversión. El objetivo es la evaluación económica de la alternativa óptima de interconexión entre el SIC y el SING, considerando aspectos técnicos, eléctricos, económicos, regulatorios y normativos. Además se consideraron las opciones de corriente alterna y corriente continua, para una capacidad de transmisión de la línea de 1.000 MW y 1.500 MW (este estudio fue licitado y adjudicado a SYNEX Ingenieros Consultores).


Entre los principales beneficios identificados se cuentan los siguientes: menor costo de inversión en centrales generadoras, al optimizar el plan de obras; menor costo en la operación del sistema, debido a que las transferencias de energía permiten aprovechar mejor la generación de las centrales de menor costo de operación; sustitución de reserva en giro de centrales térmicas en el SING por reserva de centrales hidráulicas (de bajo costo de operación), que redunda en mayor seguridad del sistema ante el atraso de proyectos de generación.


En cuanto a costos de operación, dijo, al realizar el mismo ejercicio de simulación en que se presenta el escenario con y sin interconexión se comprueba que la integración de ambos sistemas genera menores costos. Así, en los escenarios analizados el beneficio alcanza a casi US$1.265 millones. Con todo, la ejecución de dicha integración conlleva una serie de inversiones que se estimaron en aproximadamente US$968 millones, lo cual implica un beneficio neto de US$300 millones. Cabe advertir que los flujos se están descontando a futuro a una tasa del 10%, de manera que de ser menor el beneficio neto se incrementaría.


Lo planteado, prosiguió el señor Ministro, a la luz de la metodología tradicional utilizada por la CNE para evaluar las líneas de transmisión, motivó al Gobierno a observar con interés la interconexión, que además traería aparejados otros beneficios, tales como la presencia de nuevos actores que hoy operan en distintas zonas del país y sólo en uno u otro sistema. En este orden de ideas, la interconexión generará un mayor respaldo entre ambos sistemas y evitará utilizar energía producida con carbón, especialmente en los años de sequía (y viceversa). También podría existir una mejoría en los mecanismos de distribución, lo cual facilitaría la integración de las ERNC, especialmente las intermitentes, que igualmente requieren un sistema de respaldo dependiendo del horario en que la energía se genere o se utilice.


Por último, la integración brindaría mayor seguridad a la operación de los sistemas eléctricos y permitiría una mayor utilización de medios ERNC que poseen fuentes de generación de alta variabilidad (eólica y solar).


Ante una consulta surgida en el seno de la Comisión referida a las tecnologías a aplicar en la interconexión, arguyó que se podría usar la corriente alterna (tecnología actual del sistema de transmisión troncal), con lo que se produciría un desafío en la operación dada la distinta naturaleza de los sistemas; o bien, corriente continua, que mantiene separada la operación de los subsistemas y posee menos pérdidas, pero podría ser más costosa y exige un mayor estudio técnico. 


Enseguida, el señor Ministro aludió al rechazo del Panel de Expertos a la idea de la expansión troncal mediante la interconexión del SIC y del SING, y subrayó que precisamente para subsanar este problema es que el Ejecutivo presentó la iniciativa en discusión.


Sobre el particular, destacó que la estrategia nacional de energía contempla la interconexión SIC-SING, con una extensión aproximada de 600 kilómetros (Cardones-Encuentro), para aprovechar mejor los recursos de generación disponibles en el país. Así, la interconexión permitiría abastecer el SING con hidroelectricidad del sur en períodos húmedos, y abastecer al SIC mediante la capacidad termoeléctrica eficiente del SING en períodos secos.


El representante del Ejecutivo comentó que hubo algunas empresas generadoras que estimaron, al igual que el Panel de Expertos, que el Gobierno no tenía facultad para impulsar la interconexión, sino que ella sólo podía ser decidida por los agentes privados. En tal sentido, dijo, no se trataría de un problema de competencia o potestades, sino de carencia de respaldo legal para incluir y ordenar una materia que no es objeto del procedimiento administrativo respectivo.


En lo que concierne al proyecto en discusión, el señor Ministro expresó que su propósito fundamental es conferirle al Estado la facultad de fomentar la interconexión, subsanándose así el defecto que sobre esta materia tiene la ley actual. Una vez que la evaluación de la CNE ponderó técnicamente los beneficios de la integración para el país y el resultado de esa evaluación es positivo, sólo queda facultar legalmente al Ejecutivo para promover la interconexión de los sistemas independientes.


La Honorable Senadora señora Allende hizo presente que si bien esta iniciativa se esperaba hace tiempo, quizás no exista todavía suficiente conciencia acerca de su relevancia.


Al respecto, la señora Senadora concordó en la necesidad de que el Estado cuente con una facultad que le permita impulsar distintas iniciativas en esta materia con una mirada amplia, de país. Sin embargo, manifestó su inquietud por lo que podría ocurrir en el evento de que hubiera una iniciativa privada coincidente con la del Estado o, más delicado aún, si esa iniciativa privada fuera incompatible con la pública. Esto exigiría, dijo, buscar mecanismos para resolver las diferencias en forma oportuna.

En relación con lo anterior, preguntó si la interconexión debiera realizarse en corriente continua o alterna, pues la elección entre ellas incide en los precios. De allí es que planteara dudas respecto de la licitación a la que ya se convocó, concebida a partir de la utilización de corriente alterna, en circunstancias que en el tramo norte debiera ser en corriente continua (según lo que en su momento expusieron expertos ante la Comisión).


El Honorable Senador señor Orpis señaló que ambos sistemas –SIC y SING- responden a realidades totalmente distintas: así, mientras en el SIC la mayoría de los clientes son regulados, en el SING los clientes son en su mayoría libres. Esta diferencia sugiere que los impactos de la integración también serán disímiles. A mayor abundamiento, dijo, en el caso del SIC los contratos ya están suscritos y, por ende, los precios se encuentran establecidos a largo plazo.


En razón de lo anterior, el señor Senador consultó si en el análisis previo a la iniciativa se habían considerado dichos contratos y el modo cómo el precio final podría impactar a los clientes libres. En todo caso, estimó conveniente conocer el impacto de la interconexión para los clientes de ambos sistemas.


Luego, expuso el especialista señor Sebastián Bernstein, Director de SYNEX Ingenieros Consultores.

El profesional explicó que, en principio, los costos de desarrollo de ambos sistemas eran similares y que la llegada del gas argentino hizo que perdurara dicha situación. En esa época, dijo, no existía mayor interés en fomentar la idea de la interconexión por su elevado costo. Empero, actualmente las cosas han cambiado y la interconexión parece posible desde un punto de vista económico.


Los costos de ambos sistemas, según el especialista, debieran haberlos hecho converger al carbón. Sin embargo, después de la anulación de Castilla aquello no ocurrió y están divergiendo: carbón o GNL en el SING y GNL en el SIC.


Existen beneficios asociados a la interconexión que podrían considerarse estratégicos, arguyó. Hay estudios que muestran beneficios de entre US$300 y 600 millones en valor presente y, además, existiría un apoyo potencial al SIC de 1.000 MW en ciclos combinados ya instalados en el SING. Existiría, asimismo, una capacidad de regulación del SIC (mediante embalses) para instalar energías solar y eólica en el SING (con capacidad de absorción actual reducida a unos 300 MW) y, por supuesto, se agregarían nuevos actores al SIC.


El especialista mencionó que de acuerdo a la Ley Corta I las interconexiones se desarrollan como iniciativa privada. Más tarde, los inversionistas que llevan adelante el proyecto deben ofrecer a otros interesados, a través de un proceso de “open season”, la oportunidad de que participen del mismo.


En su oportunidad, añadió, la Comisión Asesora para el Desarrollo Eléctrico (CADE) reconoció que podría haber externalidades positivas no consideradas en una evaluación privada de una interconexión, lo que hacía conveniente que el Estado pudiera promoverla siempre que se demostrara su conveniencia. Hasta mediados de 2012 no se expresó interés de los privados por la interconexión, situación que cambió a partir del enero de 2013 cuando la CNE propuso la interconexión como parte de las expansiones troncales a estudiar. Esta proposición fue objetada por el Panel de Expertos, basado en que la autoridad carecía de facultades para impulsar dicha integración.


El especialista recordó que el Grupo GDF Suez ha manifestado su interés por desarrollar la interconexión como iniciativa privada, con una capacidad de 1.000 MW en corriente alterna. Esta interconexión podría materializarse antes que el proyecto de la CNE (año 2018 versus año 2020), e inyectar energía al SIC proveniente de ciclos combinados del SING operados con GNL y, más adelante, desarrollar centrales a carbón que inyecten energía al SIC.


El señor Bernstein fue partidario de que el Estado disponga de una herramienta que le permita proponer una interconexión, como parte de las expansiones troncales que se estudian cada cuatro años y que se revisan cada año por el CDEC y la CNE. Pero ello, siempre que no exista una iniciativa privada y condicionado por un estudio de conveniencia económica que considere criterios de seguridad, flexibilidad y análisis de riesgo.


En su opinión, dados los elevados costos de una interconexión; la alta reversibilidad de los flujos de energía; la circunstancia de que los beneficiarios pueden estar localizados en ambos sistemas, y la volatilidad y variabilidad de los peajes troncales que tendrían que pagar los generadores, sería indispensable que el peaje anual asociado se impute como un cargo “estampilla” (es decir, como cargo único por MW generado) a todos los generadores del SIC y del SING. Según lo anterior, el valor correspondiente sería bajo, de alrededor de 1 US$/MWh, comparado con peajes troncales que actualmente pueden variar entre 1 y 6 US$/MWh y precios de la energía del orden de US$120/MWh.


El Honorable Senador señor Frei hizo presente que este tema comenzó a discutirse en el año 2008, época en que los precios lo hacían inviable. Sin embargo, habiendo variado las circunstancias, la interconexión se transformó en una prioridad respecto de la cual urge dar una solución, aun cuando deban preterirse criterios como el de la rentabilidad social del proyecto atendida la crítica situación energética que vive el país.


El señor Senador manifestó su preocupación por la disminución de las inversiones productivas como consecuencia de los problemas de energía. Esta situación, arguyó, es consecuencia directa de los años que se han dejado pasar sin tomar decisiones trascendentales en esta materia. Todo indica, añadió, que Chile se halla al borde de una crisis energética que debería cristalizar el año 2016. Lo dicho persuade acerca de la necesidad de apoyar decididamente el presente proyecto de ley para prevenir una reducción de las futuras inversiones, que afecte el crecimiento del país y su proceso de desarrollo.


Agregó que, a su parecer, no es rol del Senado abordar todos los aspectos técnicos del proyecto, como el referido a si debe utilizarse corriente alterna o continua. Empero, sí corresponde impulsar de manera efectiva esta iniciativa y tomar medidas urgentes frente a la precariedad que existe en el actual sistema de transmisión y en relación con los precios de la energía.


El Honorable Senador señor Orpis destacó que, en circunstancias que el proyecto otorga una facultad a la autoridad de la que hoy carece, la cuestión radica en precisar si también se debe modificar el sistema tarifario, es decir, establecer un valor fijo a los generadores de ambos sistemas.


Por otra parte, dijo, si ante un mayor crecimiento en términos competitivos uno de los sistemas deberá soportarlo (gas o carbón), se hace necesario esclarecer si en la práctica esto significará un mayor uso del carbón en el norte.


La Honorable Senadora señora Allende planteó sus dudas en materia de tarificación y preguntó por las alternativas para manejar las distintas posibilidades que pueden darse, esto es, el modo en que podrán acometerse iniciativas privadas y públicas en especial cuando tengan características diversas.

El Honorable Senador señor Prokurica señaló que la situación del país en materia energética ha alcanzado niveles críticos. A modo de ejemplo, recordó que en su región el 30% de los proyectos está suspendido a causa de la falta de energía. En tal circunstancia, consultó al Ejecutivo si se ha previsto alguna solución para el caso que se demore la interconexión, independientemente del otorgamiento de la facultad propuesta. Además, sugirió establecer algún incentivo o recompensa para el evento que, de ejecutarse la interconexión por empresas privadas, lo hagan en el menor tiempo posible.


Por otra parte, consultó si existe algún cálculo que permita proyectar la forma en que se beneficiaría el sistema desde el punto de vista del valor de la energía, que en el norte del país tiene un costo muy elevado.


Recogiendo algunas de las inquietudes planteadas, el señor Ministro de Energía enfatizó que al Gobierno le interesa que exista una interconexión a la brevedad: si es ejecutada por privados quizá no sea necesaria la facultad que se propone con la iniciativa en discusión, pero si ello no ocurre entonces es fundamental contar con esta herramienta legal.


El personero de Gobierno estimó que la discusión técnica acerca de los pormenores de la interconexión debe darse en la instancia correspondiente, y una vez que se pueda analizar la tecnología disponible frente a las alternativas concretas.


El personero explicó que ambos sistemas operando por separado han logrado estabilizar los precios: el SING lo ha hecho en aproximadamente 88 US$ por MW, y el SIC también ha logrado cierta estabilidad aun cuando en el último tiempo los precios se han incrementado a raíz de la sequía y de la precariedad en la transmisión. Con la interconexión los sistemas deberían confluir a los costos de desarrollo en el largo plazo de la tecnología más eficiente y factible de construir.


La Honorable Senadora señora Allende reiteró la importancia de definir si la interconexión se realizará en corriente alterna o continua, dados los planteamientos que sobre la materia hizo en su momento GDF Suez. Esta empresa planteó a la Comisión que su propuesta de interconexión SIC-SING, que utiliza corriente alterna, era más beneficiosa en ámbitos tales como el tecnológico, de capacidad, de longitud, de calificación ambiental e inversión, entre otros, pero especialmente en los aspectos técnico y económico. 


Por otra parte, solicitó precisar si se convocará a licitación independientemente de la facultad que se dé a la autoridad, y si existirá o no alguna recompensa o incentivo para quien pueda ejecutar el proyecto en el menor tiempo posible.


El especialista señor Bernstein indicó que la iniciativa de GDF Suez tiene a su favor la virtud de la rapidez, toda vez que ya cuenta con EIA y con un trazado. Además, tiene mayor flexibilidad y una gran motivación que dice relación con su capacidad instalada en el norte de ciclo combinado. En este sentido, dijo, sería oportuno revisar cómo está resultando el open season y si prospera o no.


En cuanto a si la interconexión debe hacerse en corriente alterna o continua, el especialista dijo que el análisis debe realizarse en su momento mediante estudios complementarios. No obstante, agregó, si bien la corriente alterna funciona, las dudas surgen a propósito del respaldo o estabilidad en condiciones extremas de falla. Como fuere, arguyó, todos los problemas tienen solución y no sólo la corriente continua ofrece mayor estabilidad.


Sobre las tarifas, insistió en que el peaje anual asociado (US$800-900 millones) debiera estructurarse como un cargo “estampilla”, es decir, cargo único por MW generado a todos los generadores del SIC y del SING. Esta opción podría incorporarse en éste o en otro proyecto de ley. De no escogerse esta modalidad, indicó, habría que calcular los cargos de inyección por sistema troncal para los generadores del norte y del sur. En el actual sistema de tarificación de la transmisión troncal el concepto general es que existe un área de mercado y los generadores que transmiten hacia dicha área deben hacerse cargo de sus inyecciones para acceder dicho mercado. Cuando los flujos van hacia los consumos, el cargo de transmisión lo pagan los consumidores (pagan la línea con la que se benefician por acceder al mercado). Cuando existe interconexión entre dos sistemas que están en relativo equilibrio se producen flujos variables en ambos sentidos  relacionados con la hidrología y también con el no uso de energía excedente en ciertos horarios (ERNC), por ello sostuvo que el “estampillado” permitiría prever el costo a pagar.


En lo que concierne al uso del carbón en el norte, hizo presente que allí hay capacidad para usar más GNL en este momento (BHP, proyecto Kelar de 500 MW; Codelco, proyecto Luz Minera de 700 MW –ambos sin desarrollar). No obstante, como hay proyectos autorizados para utilizar carbón si se ejecutan los proyectos de GNL se podría inyectar esa energía en el norte y hacia el sur y preterir los proyectos a carbón. De todas maneras, concluyó, de existir interconexión se facilitará la utilización de carbón.


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Orpis y Prokurica, y la abstención del Honorable Senador señor Gómez.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En concordancia con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de Minería y Energía recomienda aprobar en general el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifíquese el Decreto con Fuerza de Ley N° 4, del año 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, en el siguiente sentido:


1. En el artículo 84:

a) Intercálase en la letra b) del inciso primero, entre el vocablo “troncal” y el punto y coma (;) que le sigue, la frase “tales como líneas, interconexiones entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”, precedida de una coma (,).


b) Intercálase en el inciso segundo, entre los vocablos “eléctrico” y “en”, la frase “o de los respectivos sistemas eléctricos, según sea el caso”, seguida de una coma (,).


2. Reemplázase en el literal c) del inciso segundo del artículo 91, la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras”.


3. En el artículo 95:


a) En el inciso primero, reemplázase la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras” y elimínase la palabra “obras” que actualmente aparece en el texto. 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “líneas y subestaciones troncales nuevas” por “nuevas obras, tales como líneas, interconexiones entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “líneas” por “obras”


4. En el artículo 96:


a) Intercálase, en el inciso primero, entre el  término “respectivo” y la coma (,) que le sigue, la frase “o, tratándose de interconexión entre sistemas eléctricos independientes, a las correspondientes Direcciones de Peajes, en conjunto”.


b) Elimínanse, en el inciso segundo, la frase “conforme al respectivo estudio de transmisión troncal” y la coma (,) que la antecede. 


5. En el artículo 97:


a) Intercálanse, entre el término “respectiva” y la coma (,) que le sigue, y entre la coma (,) que sigue a la palabra “Asimismo” y el vocablo “comunicará”, las expresiones “o, las Direcciones de Peajes, en conjunto, según sea el caso” y  “se”, respectivamente.


b) Reemplázanse los vocablos “deberá”, “adjudicará” y “e” por “deberán”, “adjudicarán” e “y se”, respectivamente.


c) Reemplázase, en la letra d), la frase “líneas o subestaciones” por el vocablo “obras”.


6. Intercálase, en el artículo 98, entre las expresiones “conforme a lo establecido en” y “el artículo 117”, la frase “los artículos anteriores o en”.


7. Intercálase, en el inciso cuarto del artículo 99, entre la primera y segunda de sus oraciones, la oración “En dicho plan, la Comisión podrá, adicionalmente, incorporar las obras de expansión que estime necesarias.”.


8. Intercálase, en el inciso primero del artículo 116, entre las expresiones “nacional” y “se regirá”, la frase “cuyas instalaciones de transmisión no hubieren sido calificadas como troncales”, precedida y seguida de comas (,).”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 17 de julio de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Baldo Prokurica Prokurica (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, José Antonio Gómez Urrutia, Jaime Orpis Bouchon (Gonzalo Uriarte Herrera) y Gonzalo Uriarte Herrera.





Sala de la Comisión, a 19 de julio de 2013.
(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ADAPTA NORMAS LABORALES AL ÁMBITO DEL TURISMO

(8770-23)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.
La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 2 de julio de 2013, pasando a la Comisión de Economía.  
A una de las sesiones en que la Comisión discutió esta iniciativa asistió, además de sus integrantes, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Félix De Vicente Mingo.

Asimismo, a una o más de las sesiones en que la Comisión conoció este proyecto, asistieron las siguientes personas:
Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores; el Subsecretario de Turismo, señor Daniel Pardo; el Asesor Legislativo, señor Alejandro Arriagada, y el asesor, señor Gabriel Jiménez. 
Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: el Asesor Legislativo de la Ministra, señor Francisco del Río.

De la Federación de Turismo de Chile (FEDETUR): el Vicepresidente Ejecutivo, señor Eugenio Yunis, y la integrante del Directorio, señora Sofía Moreno. 
De la Asociación Chilena de Gastronomía, (ACHIGA): el primer Vicepresidente, señor Ricardo Mois. 
De la Confederación General de Trabajadores (CGT): los dirigentes señora Patricia Hernández y señores Juan Carlos Silvestre y Esteban Hidalgo.
- - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Perfeccionar y modernizar la normativa laboral en relación al sector turismo, adaptándola a las condiciones propias de dicha actividad. Con ese objeto propone las siguientes reformas: pactos de interrupción de la jornada diaria; especial regulación en materia de descanso semanal y distribución de la jornada semanal, y normas sobre propinas, entre otras.
- - - - - 

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Código del Trabajo. 

- Ley N° 19.973, que establece feriados.

B. ANTECEDENTES DE HECHO
La iniciativa en estudio tuvo origen en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.

El Mensaje con que se dio inicio a la tramitación de este proyecto señala que el turismo es una de las industrias de más rápido crecimiento en los últimos tiempos, la cual ha contribuido significativamente a la economía mundial. Además, es un importante motor del progreso socioeconómico, a través de la creación de numerosos empleos, empresas, emprendimientos e infraestructura.

En la actualidad, el turismo constituye un 3% del PIB mundial y genera el 3% del empleo en forma directa, cifras que aumentan sustancialmente si se consideran los efectos indirectos que produce esta industria sobre otras, alcanzando de esta manera un 9% del total del PIB mundial y similar cifra en relación al empleo. 

Dado el crecimiento que han mostrado diversas economías emergentes en los últimos años, se ha vuelto uno de los principales desafíos de la actividad turística el poder adaptar sus estructuras de funcionamiento técnico y laboral a los requerimientos de nuevos mercados cuantitativamente importantes, incluyendo a los de largo alcance, como son los de Brasil, China, India y Rusia.

Actualmente, la industria turística nacional ha pasado a ser una actividad de alta relevancia, contribuyendo con un 3,23% al PIB y se ha constituido en una importante fuente laboral. Además, se ha  transformado en el cuarto sector exportador de Chile, después de las industrias de la minería, frutícola y de celulosa y papel. Por otra parte, el turismo interno nacional es parte vital de la industria turística, toda vez que ayuda a sostener actividades durante la temporada media y baja, otorgándole mayor dinamismo a la industria y generando una plataforma para el desarrollo de una oferta turística exportable.

Considerando todas las actividades ligadas al turismo interno, receptivo y emisivo, se estima que esta industria genera aproximadamente USD$ 11 mil millones de ingresos para Chile al año. 

El Mensaje pone de relieve que, de acuerdo al ranking de competitividad económica 2011 del Foro Económico Mundial (WEF), Chile se sitúa en el lugar 30, de 139 países, superando a la mayoría de sus competidores directos. Sin embargo, en el ranking de competitividad turística, Chile desciende al puesto 57, lo que se explica en que, aun estando bien posicionado en aspectos estructurales tales como seguridad o reglas de política y regulación, falta avanzar en factores directamente relacionados con la industria turística, esto es, su infraestructura y la sustentabilidad del desarrollo del sector, entre otros.

El turismo no sólo es un motor económico, también es uno de los principales promotores de la conservación del medio ambiente, del patrimonio histórico y de la identidad cultural de las comunidades; elementos que constituyen su materia prima y fundamentan su enorme atractivo.

Los factores en que nuestro país presenta falencias son todos mejorables mediante una correcta política pública. La modernización del sector turismo requiere un conjunto de incentivos a las inversiones y voluntad pública para fortalecer esta actividad. 

También se hace necesario perfeccionar sus estructuras laborales, a fin de evitar que la falta de adecuación normativa inhiba el desarrollo del sector, el cual tiene una serie de particularidades que lo sitúan en un espacio respecto del cual la normativa general del Código del Trabajo no da cuenta suficiente. 

El reconocimiento de la necesidad de afrontar estos escenarios no es nuevo en nuestro ordenamiento laboral. El Código del Trabajo enfoca sus estructuras normativas a formas de contratación propias de la organización productiva de mediados del siglo XX, en base a una jornada regular y con remuneraciones asociadas al cumplimiento de aquélla, pero la organización productiva propia de nuestro siglo se encuentra atravesada por nuevas formas de contratación y de empleo. Por ende, el Código ha incorporado normativas especiales que tienen como eje ordenador el proteger los derechos del trabajador, adaptando las normas aplicables a las particularidades de la respectiva actividad comercial o productiva, como ocurre en los contratos especiales referidos a la actividad de técnicos y artistas de espectáculos, de tripulaciones de vuelo y de cabina en el transporte aéreo y de deportistas profesionales, sólo por nombrar los más significativos. 

El principal elemento que requiere ser modificado en el sector turismo dice relación con la jornada de trabajo y sus descansos. En este sentido, cabe mencionar que, para la generalidad de los trabajadores, sus servicios han finalizado a las 21 horas del día anterior al día de descanso semanal (domingo o festivo), situación que recoge la normativa laboral. Sin embargo, ciertas actividades, por su naturaleza, requieren proceder a su cierre en otros horarios.

En materia de descanso dominical, hay servicios que se encuentran exceptuados del descanso dominical, pero les son aplicables las disposiciones que prescriben un descanso de a lo menos dos domingos cada mes calendario, disposición que no da cuenta de la fuerte estacionalidad que marca al turismo.

El Mensaje aborda también el tema de las propinas, emolumento muchas veces esencial para los trabajadores de este sector, quienes han visto cómo se complejiza enormemente su percepción, dada la masificación de nuevos sistemas de pago, especialmente a través de tarjetas de crédito y de débito. En este punto, estima que no existen normas suficientes de protección al trabajador, toda vez que este emolumento no constituye remuneración.

Su Excelencia el Presidente de la República pone de relieve la necesidad de un perfeccionamiento normativo para el sector turismo, orientado a la modernización de las relaciones laborales. Ello conjugando adecuadamente la promoción de los derechos de los trabajadores, mejores oportunidades de empleo y de calidad de vida para aquéllos, junto a condiciones que propicien la productividad y competitividad de las empresas.

El Mensaje indica que se han considerado los siguientes ejes conceptuales:

1. Que el 60% de los empleos se realizan fuera de la Región Metropolitana; el 47% de los empleos en turismo son ocupados por mujeres, y que el 33% del total de empleos son ocupados por jóvenes de entre 18 y 29 años;  

2. Que la actividad económica asociada al turismo se disgrega a lo largo de nuestro territorio como no lo hace ninguna otra;

3. Que el legislador ya ha contemplado regímenes especiales para otras actividades laborales relevantes, como las de los trabajadores agrícolas de temporada, los trabajadores embarcados o gente de mar, y los trabajadores de artes y espectáculos, entre otras;

4. Que la marcada estacionalidad de la actividad turística, concentrada fundamentalmente en el período de vacaciones estivales y en menor medida en el invernal, así como las particularidades inherentes a sus propias características, requiere para su potenciación de condiciones especiales, las que actualmente la legislación laboral nacional no contempla; 

5. Que la demanda del sector es difícil de prever, concentrándose fundamentalmente en fines de semana, feriados, presentando incluso dentro de un mismo día también fuertes variaciones, gatillándose principalmente en los horarios de descanso de la ciudadanía, y  

6. Que la adaptación de normas laborales constituirá un fuerte incentivo a la contratación de mano de obra, en especial en regiones y entre los jóvenes y mujeres, quienes suelen ser más vulnerables en términos de ocupación y desempleo. Además, contribuirá a generar mayores ingresos para los trabajadores, quienes se desempeñarán en períodos de alta demanda.

El Mensaje propone cinco medidas destinadas a adaptar la legislación laboral al sector turismo, en relación a las siguientes materias:

- Pactos de interrupción de la jornada diaria;

- Descanso semanal;

- Distribución de la jornada semanal;

- Propinas, y

- Modificación a la ley N° 19.973, sobre feriados.

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Félix De Vicente, realizó una presentación general del proyecto, y expresó su satisfacción porque la Comisión esté conociendo la presente iniciativa, aprobada unánimemente en la Cámara de Diputados. Puso de relieve que este proyecto de adaptabilidad laboral se construyó con el empuje y la participación de la ex Subsecretaria de Turismo, señora Jacqueline Plas, y varios señores Diputados, entre ellos el Honorable Diputado señor Andrade. El proyecto va a beneficiar a todos los trabajadores de la industria del turismo, hotelería y gastronomía, y permitirá a los empresarios un mejor funcionamiento. En este punto, destacó que la industria del turismo, en un 90%, es una industria pyme o micro pyme.
Luego, el Subsecretario de Turismo, señor Daniel Pardo, explicó que el proyecto fue fruto de un trabajo de más de un año, proceso en el que se escuchó tanto a los trabajadores del turismo como a los empresarios, dando como resultado la iniciativa que se presentó a la Cámara de Diputados.

En lo fundamental, contempla 5 medidas destinadas a adaptar la normativa laboral al ámbito del turismo. Agregó que el proyecto experimentó algunas modificaciones en la Cámara de Diputados, donde fue aprobado por unanimidad, tanto en las Comisiones de Turismo y de Trabajo, como por la Sala.

Como antecedente, manifestó que el turismo emplea a un 3,72% de la fuerza laboral de Chile, y está creciendo a tasas sumamente agresivas. Es una actividad que trabaja mientras los demás descansan, y precisamente para hacer de ese descanso un momento agradable y placentero.
La legislación laboral, en algunos aspectos, no es compatible con la protección de los trabajadores y las necesidades de la industria turística. En razón de lo anterior, el proyecto propone las siguientes 5 medidas: 
1) La primera medida es contemplar la discontinuidad de la jornada diaria. Propone autorizar a los trabajadores de este sector a pactar por escrito la interrupción de la jornada diaria por más de media y hasta por 5  horas bajo las siguientes condiciones:

- Que el pacto sea acordado con el sindicato en caso de haberlo; en forma colectiva, si no hay sindicato; o individual, solamente si son menos de 8 trabajadores;

- Cada hora de interrupción debe ser remunerada de común acuerdo sobre la base de un valor hora no inferior 1,5 ingresos mínimos mensuales (IMM). Esto por sobre la hora de colación/almuerzo si es que corresponde. Se trata en consecuencia de horas remuneradas, que no cuentan para el cómputo de la jornada semanal;
- El empleador deberá costear el transporte durante las horas de interrupción, es decir, que el trabajador pueda ir a su casa y volver.
- Que se trate de trabajadores que atiendan público. Si no lo son, en casos específicos, el empleador debe justificar a la Dirección del Trabajo las circunstancias que ameritan el pacto de interrupción, como por ejemplo, el maestro de cocina, que si bien no atiende público, su presencia en las horas de mayor afluencia de público es muy necesaria.
2) En segundo lugar, cambios relativos al término de labores antes de un feriado o descanso semanal. Actualmente las labores del trabajador el día antes de un feriado o descanso semanal terminan  a más tardar a las 24:00 horas del día anterior al mismo. Atendido que la industria del turismo trabaja generalmente hasta más tarde, esta iniciativa propone que, en casos justificados, se pueda pactar por escrito para superar esa hora bajo la condición de que se asegure un descanso continuo posterior de 33 horas, y que las horas sobre las 24:00 del día de descanso se paguen con recargo de un 50%.
Puso de relieve que esta reforma se origina en importante medida en lo que se ha observado en la práctica, trabajadores que deben dejar el turno antes de poder cerrar la mesa y por tanto pierden la propina.
3) La tercera medida se refiere al descanso dominical. Se asegura que los trabajadores puedan gozar del derecho a descanso dominical, bajo dos modalidades a acordar con el empleador:
- Estacionalizar 25 domingos de descanso cada año calendario o 12 por semestre. Esto significa que los dos domingos mensuales que le corresponden los pueda calendarizar, optando, por ejemplo, trabajar más domingos en la temporada alta de un destino turístico, y tener más domingos de descanso durante la temporada baja.
- Trabajar 3 domingos al mes con un recargo del 100% de la remuneración ordinaria en uno de ellos.
Esto nace de la necesidad de la industria de contar con su personal los fines de semana y la temporada alta, sobretodo en zonas extremas del país donde la estacionalidad es muy marcada. 
Si las partes no llegan a  un acuerdo, rigen las normas generales, es decir, el trabajo que asegure dos domingos de descanso cada mes.
4) La cuarta medida se refiere a las propinas. La norma protege al trabajador en la recepción de propinas, estableciendo que el empleador no puede participar en la distribución de las mismas. En relación a la propina dejada en tarjetas de débito y crédito y cheques, establece que deben liquidarse y pagarse por el empleador dentro del mes en que se originaron, o a más tardar dentro del mes siguiente, y sin descuento alguno que afecte su monto original. Esto de manera que no haya retraso en el pago de las propinas, y asegurar el derecho que tienen los trabajadores sobre la distribución de esa propina.
5) Finalmente, la quinta medida dice relación con el descanso en feriados de la ley N° 19.973, esto es, feriados que son irrenunciables para todos los trabajadores con algunas excepciones, entre ellas, los trabajadores del sector turismo. Los trabajadores de este sector se encuentran exceptuados del descanso obligatorio en los  feriados del  1 de enero, 1 de mayo, 18 de septiembre y 25 de diciembre. 
De acuerdo a este proyecto, los trabajadores tendrán derecho a los feriados señalados a lo menos una vez cada dos años respecto del mismo empleado. Por ejemplo, si trabajó la última Navidad, mediante el sistema de turnos garantizar que no trabaje el próximo año. Con la legislación actual, un trabajador podía trabajar el 25 de diciembre, durante diez años continuos.
Asimismo, incorpora a este descanso a los trabajadores de tiendas de conveniencia, que antes no estaban incluidos.
Por otra parte, incorpora a este régimen excepcional a los trabajadores del comercio de los aeropuertos, dado que los servicios comerciales que prestan adquieren especial importancia para turistas extranjeros en días festivos.

Intervino a continuación el Asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, quien enfocó su exposición en el significado laboral del proyecto, que se inscribe en el capítulo de la “adaptabilidad laboral”. Señaló que, habitualmente, existen concepciones erróneas respecto a la “adaptabilidad laboral”, como entenderla como una facultad para que el empleador pueda cambiar unilateralmente el contrato. Ello no es así, la verdadera adaptabilidad laboral se basa en dos pilares fundamentales: el acuerdo entre las partes y las compensaciones al trabajador. 
El proyecto va en la línea de la adaptabilidad de jornada a las condiciones especiales y temporalidad de la actividad turística y gastronómica. Por esta vía, el empleador mejora su productividad, y ésta mejor productividad que el empleador logra al acotar sus horas de funcionamiento, se comparte sustantivamente con el trabajador a través de su remuneración.
La iniciativa es la conclusión de un trabajo conjunto con la CGT (Confederación General de Trabajadores), FEDETUR (Federación de Empresas de Turismo de Chile) y la Subsecretaría de Turismo, la cual ha sido apoyada por Ministerio del Trabajo y Previsión Social, para el diseño y  la redacción de la iniciativa legal. Ello permitió su aprobación por la unanimidad de los parlamentarios de las Comisiones de Turismo, y de Trabajo y Seguridad Social, de la Cámara de Diputados.
El Honorable Senador señor Tuma celebró el proyecto, dado que aborda una materia que se ha planteado con fuerza hace tiempo. Actualmente la normativa laboral es muy rígida y no considera las características propias del sector turismo, lo que hace necesario introducir una cierta flexibilidad.
Le preocupa que la iniciativa en estudio, en particular lo relativo a los turnos cortados, se enfoca en aquellos trabajadores que atienden público, y consultó la razón de lo anterior. En su parecer, podría considerarse también a otros trabajadores, que si bien no atienden público, ejercen funciones estrechamente ligadas con los que sí atienden público, por ejemplo, un maestro de cocina. 

El señor Francisco del Río explicó que un pilar básico de la jornada de trabajo en Chile es que sea continua. Sin embargo, la naturaleza de la actividad de ciertos establecimientos, como los restoranes, hace que se justifique, productivamente, la interrupción de la jornada por 4 o 5 horas (entre 3 y 7 de la tarde aproximadamente). En este esquema no están los restoranes de comida rápida, las fuentes de soda, entre otros. Sí se incluye a los restoranes de alta gama, de autor, que necesitan distinguirse por la ejecución de la cocina de una determinada forma.
Dada la naturaleza propia de este tipo de locales el proyecto abre la posibilidad de cortar el turno, lo que se puede hacer en forma restringida. La CGT propuso en las mesas de trabajo que la discontinuidad en los términos planteados solamente sea para el personal que atienda público, petición que fue acogida y se plasma en el proyecto. En el caso de otros trabajadores que pareciera que debieran ir a la par, como un maestro de cocina, existe la posibilidad de pactar el turno cortado, siempre que el empleador demuestre ante la Dirección del Trabajo que se trata de personal de difícil reemplazo, calificación que puede ser observable tanto por las partes como por la Dirección del Trabajo. 

Hizo presente que el Código del Trabajo contempla una norma similar. En efecto, el artículo 27 establece la posibilidad de extender la jornada para el sector gastronómico que atiende público, cuando hay poca afluencia de público. Es la Dirección del Trabajo la encargada de calificar los casos de poca afluencia de público.
Reiteró que lo esencial en el pacto de corte o interrupción de jornada es el acuerdo entre las partes.

Luego, el señor Del Río hizo entrega de una minuta, que está a disposición de los Honorables Senadores en la Secretaría de la Comisión, referida a las medidas que consagra el proyecto.

Intervinieron a continuación representantes de la Confederación General de Trabajadores Gastronómicos y del Turismo (CGT), quienes además hicieron llegar a la Secretaría de la Comisión de Economía una minuta con sus planteamientos, la que se encuentra a disposición de los Honorables señores Senadores.
El señor Esteban Hidalgo agradeció la oportunidad de ser oídos por la Comisión y excusó la presencia del Presidente de la Confederación. Hizo presente que la CGT es reconocida por los empresarios del turismo como la organización más representativa de los empleados del sector, agrupando a casi el 80% de los trabajadores sindicalizados. Afirmó que la CGT siempre ha estado disponible para buscar consensos, puntos de encuentro entre las partes. Agregó que, efectivamente, se formó una mesa para tratar esta iniciativa, pero no se llegó a acuerdo. Manifestó que la propuesta de reforma legal presentada por el Ejecutivo y que está siendo analizada por la Comisión, en caso alguno satisface las demandas laborales del sector. El proyecto es, en su opinión, regresivo para los derechos laborales, lo que se explica detalladamente en la minuta que hicieron llegar a la Comisión, y a todos los señores Parlamentarios.
Abordó la propuesta relativa a los turnos cortados. En su parecer perjudica a los trabajadores y daña a sus familias. El proyecto de ley afectará gravemente la estabilidad familiar y el contacto fluido que debe existir entre padres e hijos, y lesionará también la relación en el matrimonio.

El señor Hidalgo afirmó que establecer turnos cortados vulnera la Constitución Política de la República en cuanto al deber del Estado de proteger la familia y promover el mayor desarrollo de la persona humana, consagrado en los incisos segundo y cuarto del artículo 1° de la Carta Fundamental.

Expresó que, en nuestro país, por años se ha utilizado el turno partido o cortado. Este mecanismo ha implicado siempre que en los momentos de alta venta los garzones corten su jornada por 3 o 4 horas, con el fin de atender en el almuerzo y la cena. Lo mismo se ha aplicado en bares y otros similares. Se trata de una práctica no escrita e ilegal, que ha sido rechazada por la Dirección del Trabajo en dictámenes emitidos a solicitud de la CGT. Es factible de aplicar por el bajo nivel de organización y conocimiento de la legislación por parte de los trabajadores y también porque sin duda es un incentivo perverso para el trabajador, ya que este sistema le permite recibir buenas y abundante propinas, que van a mejorar sueldos que generalmente son bajos, en comparación con el esfuerzo y el trabajo diarios.
Le preocupa que, si bien es cierto la norma se focaliza principalmente en los trabajadores que atienden público, existe la posibilidad de extenderlo a trabajadores que realizan otras labores, si son de difícil reemplazo o su experiencia es requerida. Es una norma demasiado abierta. 
Legalizar el turno cortado va a generar, en parecer de la CGT, una gran cesantía. Como señaló el Subsecretario de Turismo, los trabajadores de este sector ascienden a un 3,7% de la fuerza laboral, y de ese porcentaje casi el 80% de los trabajadores sindicalizados están en la CGT, quienes podrían negociar los pactos de turnos cortados. Pero en Chile hay apenas un 8% de los trabajadores sindicalizados. Es ilusorio pensar que existirá realmente un acuerdo de voluntades entre el trabajador y el empleador. Sin duda, será una obligación impuesta por el empleador, bajo  amenaza implícita de que el trabajador pierda su trabajo.

Atendido que, en ciertas ocasiones, el turno cortado es necesario, su propuesta es legalizarlo exclusivamente para los trabajadores que atienden público, sólo los fines de semana y los días previos a los festivos.

El señor Juan Carlos Silvestre, también representante de la CGT, se refirió a la medida relativa a las propinas que contempla el proyecto.
Explicó que la propuesta tiene su base en el reclamo permanente de los trabajadores en orden a que los empleadores los obligan a depositar sus propinas en un lugar determinado, las que luego son distribuidas por el patrón entre todos los trabajadores. En su parecer debe corresponder a quienes prestan el servicio la decisión de distribuir o no las propinas. Por otra parte, también hay casos de retención excesiva de las propinas cuando el pago es con tarjetas de crédito o débito.
Su propuesta en este ámbito es establecer que, tratándose de medios de pago distintos al efectivo, la propina deba ser enterada al trabajador en un plazo máximo de siete días. La única excepción podría ser el caso de eventos, en los que a veces se pacta el pago por el servicio a 30 o 60 días.
El señor Hidalgo complementó lo expresado. Afirmó que muchas veces los empleadores “trabajan” con el dinero de las propinas; y se ha generalizado la tendencia de que los empleadores estén controlando la propina, obligando a los trabajadores a dejar su propina en un lugar especial para que los empleadores dispongan de ella, incluso entregando una parte a empleados que no han atendido a público. Lo anterior ha sido denunciado ante la Subsecretaria de Turismo, el Ministerio del Trabajo y la Dirección del Trabajo. En relación al cheque, no hay razón para que esté incluido en esta disposición, pues es pago efectivo. Si un cliente entrega una propina el 1 de junio, de acuerdo a la norma propuesta, el trabajador podrá recibirla a más tardar el 31 de julio, lo que a todas luces es excesivo.
Manifestó su disposición a estudiar la situación en el caso de los eventos. Asimismo, se debe indicar un mecanismo para que los trabajadores tengan acceso a conocer el monto de la propina que se deja en estos eventos especiales. 

El señor Hidalgo señaló que la CGT está de acuerdo con la medida relativa a la extensión de los turnos, el día previo al festivo, pero siempre que se pague adicionalmente a las horas extras. Puntualizó que al día de hoy los turnos hasta las 24:00 horas no están genéricamente autorizados, sino sólo en casos excepcionales.
No obstante, se mostró contrario a la posibilidad de extender la jornada más allá de las 24:00 horas.

Respecto de las modificaciones que contiene el proyecto del Ejecutivo relativas al descanso dominical, se mostró de acuerdo con aquella alternativa que permite trabajar 3 domingos al mes con un recargo del 100% de la remuneración ordinaria en uno de ellos, opción que, según indicó, fue propuesta por la CGT. Pero la segunda posibilidad, referida a la anualización de los días domingos implica, en su parecer, desnaturalizar el descanso dominical, y podría traducirse en una explotación a los trabajadores en temporada alta.

Finalmente, en relación a la modificación a la ley que establece feriados irrenunciables, expresó su alegría, pues históricamente han estado excluidos del derecho a descansar esos días especiales, que gozan casi la totalidad de los trabajadores del país. En este punto sólo hay que precisar que al menos el 50% de los trabajadores de planta deben tener derecho a descansar un feriado determinado, año por medio.
Por otra parte, consultó la situación en que se encontrarían con esta iniciativa los trabajadores de locales de comida rápida, fuentes de soda y otros. En su parecer, de la lectura del texto resulta que están incorporados en la posibilidad de pactar turnos cortados.
Concluyó señalando que, como trabajadores del sector turismo, han estado muy preocupados por la tramitación de esta iniciativa. Agregó que se trata de un sector muy sensible para la economía del país, y si se generaliza la posibilidad de cortar turnos, del modo que está plasmado en el proyecto, se va a producir un problema de cesantía en el país. Puso de relieve que es el único sector con una jornada de 60 horas, que no tenía derecho a feriados irrenunciables, y respecto del cual, además, no se ha legalizado el tema de la propina legal. 
Reiteró que se trata de una iniciativa regresiva para los derechos de los trabajadores, salvo en aquella parte de sus propuestas que han sido recogidos, como el pago de la locomoción en el caso de los turnos cortados o lo del trabajo del tercer domingo al mes.
El señor Francisco del Río se refirió a algunos de los aspectos planteados, reafirmando que el proyecto apunta a resguardar el sector, sobre la base de la naturaleza y particularidades de la actividad turística.
En relación al entero de las propinas por parte del empleador, hizo presente que se establece en la ley un tope que antes no existía. Ello no obsta en ningún caso que, si se ha estipulado un plazo distinto entre el empleador y los trabajadores, éste deba respetarse, y el empleador no puede modificarlo unilateralmente. Se trata de una norma que ambas partes deben acatar, aunque no esté escrita, pues en materia laboral prima lo que ocurre en la práctica.
En relación al “turno cortado”, destacó que uno de los requisitos básicos para que sea procedente es que el trabajador no permanezca en el lugar de trabajo, de modo que no se trate de una forma de burlar el tope de la jornada semanal.

Luego, el Honorable Senador señor Zaldívar consideró que se trata de una iniciativa que hay que estudiar en profundidad. Efectivamente, el sector turismo presenta un sistema de trabajo distinto, y es plausible que tenga una regulación diferente.
En relación a las propinas, se mostró partidario de volver a establecer la norma del 10% obligatorio. 
Consideró que invocar el acuerdo de las partes en cuanto a la liquidación de las propinas es ilusorio, pues las partes son desiguales. Hay que buscar una fórmula distinta, pues el empleador, tratándose de la tarjeta de débito, recibe el dinero en 48 horas, y lo mismo  ocurre tratándose de los cheques, que es prácticamente un pago al contado. Recordó que la propina es una suma de dinero que el cliente entrega al trabajador por la atención recibida.

Intervino luego el Vicepresidente de la Federación de Empresas de Turismo de Chile, FEDETUR, señor Eugenio Yunis, quien en primer término agradeció la invitación a exponer sus puntos de vista en relación a este proyecto de ley. 
Luego, manifestó que la iniciativa es el resultado de un largo debate, del cual fueron impulsores, y que FEDETUR está en general de acuerdo con las reformas que se plantean, incluidas las concesiones que se otorgaron a los trabajadores como resultado de la mesa de trabajo.
Puso de relieve que el trasfondo del proyecto es asegurar una mejora continua de la calidad en la prestación de servicios en turismo. La calidad es esencial para que un país sea exitoso en este sector que es de servicios, pues la gente que va a hoteles y restoranes busca una atención agradable y de calidad. Explicó que la norma actual es muy inflexible, y obliga a reemplazar a los trabajadores por otros que no son del negocio en momentos de alta afluencia de público o en temporada alta, lo que se traduce en que el servicio prestado es de inferior calidad. Los trabajadores que llegan no están adaptados al estilo de la empresa ni a su filosofía, y eso redunda en una pérdida de calidad.
Manifestó su desacuerdo con lo planteado por la CGT en orden a que esta disposición generará cesantía. Al contrario, el empleador pactará esta flexibilidad de jornada, estas horas extraordinarias o trabajar un domingo adicional al mes, justamente para retener a sus buenos trabajadores.
Hoy día, ante ese escenario, pueden darse dos hipótesis: se establecen estas jornadas especiales fuera del marco legal, y que por tanto no son compensadas debidamente a los trabajadores, o se deben traer trabajadores de afuera con el perjuicio que ello implica. Además, muchas veces un trabajador de un determinado local trabaja adicionalmente en algún otro negocio cercano, con lo que no se le protege ni a él ni a la calidad del servicio.
Puso de relieve que este proyecto entrega a los trabajadores una serie de beneficios que hoy no reciben.
Abordó lo relativo a las propinas. No es partidario de establecer una propina obligatoria, como lo planteó el Honorable Senador señor Zaldívar, pues la propina voluntaria está ligada al servicio que recibe el consumidor y a su calidad. Si no existe este estímulo, es probable que se experimente un desmejoramiento en la atención. Hay pocos países en que la propina es obligatoria. Excepcionalmente, en algunos países se incluye en el precio y luego se le entrega al trabajador.

Expuso también el Vicepresidente de la Asociación Chilena de Gastronomía, ACHIGA, señor Ricardo Mois. Manifestó que esta iniciativa de ley constituye un mínimo necesario para poder efectuar su labor; en ese sentido, hizo presente que otros países de la región tienen legislaciones laborales bastante más flexibles. Si se quiere lograr que Chile sea una potencia turística, y atendido que tiene todas las condiciones naturales para lograrlo, es imprescindible adecuar la legislación laboral.

Normas básicas como los denominados “turnos cortados”, manejados y regulados en forma adecuada, van en beneficio directo del trabajador. Lo mismo ocurre con la posibilidad de trabajar un domingo adicional en el mes. Cuando se entra a trabajar en el sector turismo, se tiene conciencia que se deberá trabajar en momentos en que otros descansan y disfrutan.
En relación a las propinas, coincidió que, en esencia, constituyen un premio por la calidad del servicio, por lo que obligar al cliente a entregar una determinada suma por concepto de propina no parece adecuado. Independientemente que hoy día normalmente se entrega una nota al cliente sugiriéndole una propina de un 10% del consumo.

Ahora bien, le parece razonable que el entero de la propina al trabajador, cuando el pago se ha efectuado por un medio distinto del efectivo, se haga en un plazo más breve que el señalado en la iniciativa en estudio.
Este proyecto de ley en caso alguno generará cesantía. Por el contrario, en el sector turismo es necesaria mucha gente, más de la con que se cuenta, lo que explica que haya tantos extranjeros trabajando en este rubro. El desempleo en el sector no existe.
Insistió en que si se quiere entregar un servicio adecuado, y velar por los trabajadores, esta iniciativa constituye un piso necesario.

Al terminar la sesión, el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo expresó que a Chile y particularmente al sector turismo le hace falta esta ley, para lograr la meta de crecer a más del 6%, superando ampliamente el 3,7% actual, y generando, además, una gran oportunidad de desarrollo laboral.
En una nueva sesión, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, puso en votación general el proyecto.

-- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, el proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Kuschel, Novoa, Tuma y Zaldívar.

- - - - -


TEXTO DEL PROYECTO

A continuación, se transcribe el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que la Comisión de Economía propone aprobar en general.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:

1) Intercálase, a continuación del artículo 34, el siguiente artículo 34 bis:

“Artículo 34 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hotelería, restaurantes y similares, que atiendan directamente al público, podrán pactar la interrupción de la jornada diaria por más de media y hasta por cinco horas, siempre que el trabajador no permanezca en el lugar de trabajo y en tanto la suma de las horas efectivamente trabajadas no sobrepase los límites diarios y semanales señalados en los artículos 22 y 28. Las referidas horas de interrupción no serán imputables a la jornada diaria, pero su exceso sobre una hora deberá remunerarse de común acuerdo entre las partes en el pacto referido en este inciso, sin que pueda acordarse un monto inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual en base a una jornada de cuarenta y cinco horas semanales; en caso que el período de colación fuere imputable a la jornada de trabajo, no corresponderá  remunerarse conforme a este inciso el tiempo que ya estuviese imputado a la jornada. Asimismo, el empleador deberá costear el transporte de ida y regreso del trabajador a otro lugar, dentro del radio urbano respectivo, durante las horas de interrupción. El pacto referido en este inciso deberá constar por escrito y podrá extenderse hasta por tres meses, período que podrá ser renovado de común acuerdo. Este pacto deberá ser acordado con la o las organizaciones sindicales a las que pertenezcan los trabajadores involucrados, caso en el cual tendrá una vigencia de seis meses. En caso de no existir aquellas, o respecto de los trabajadores no sindicalizados, el acuerdo deberá celebrarse en forma colectiva con dichos trabajadores y su aprobación deberá constar en la forma que lo determine la Dirección del Trabajo. Si los trabajadores involucrados fueren menos de ocho, el acuerdo podrá celebrarse en forma individual. Esta distribución de la jornada no será compatible con aquella señalada en el artículo 27.

Los trabajadores de los establecimientos señalados en el inciso precedente que, sin atender directamente al público, sean de difícil reemplazo, en atención a su condición técnica, profesional o a su experiencia en una determinada especialidad y a las características de la prestación de sus servicios, podrán pactar la interrupción de su jornada en los términos señalados en el inciso anterior. Al efecto, el empleador deberá remitir a la Dirección del Trabajo copia del respectivo pacto y de los antecedentes que acrediten las circunstancias señaladas en este inciso.”.

2) Agregáse en el artículo 36 el siguiente inciso segundo:

“En el caso de los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares, las labores realizadas en el día anterior a un día de descanso deberán finalizar, a más tardar, a las 00:00 horas. En casos justificados, se podrá traspasar dicho límite hasta en tres horas, las que deberán pagarse con el mismo recargo establecido en el artículo 32. Con todo, el trabajador deberá tener un descanso no inferior a treinta y tres horas continuas, a partir del término de los servicios en la jornada que antecede a un día de descanso.”.

3) Modifícase el artículo 38 de la siguiente forma:

i) Intercálase, a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando sus actuales incisos quinto a séptimo, a ser sexto a octavo, respectivamente:

“En el caso de los trabajadores de casinos de juego, hotelería, pubs, discotecas, restaurantes, clubes, bares y similares, y tour operadores, la distribución de la jornada ordinaria semanal deberá sujetarse a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto, salvo que las partes acuerden alguna de las siguientes modalidades:

a) Distribuir la jornada semanal de tal forma que el trabajador cuente con a lo menos veinticinco domingos de descanso en el lapso de un año, o bien con doce domingos de descanso en el lapso de seis meses. La distribución de los días domingos en esta modalidad deberá ser acordada por escrito en el contrato de trabajo o en un anexo del mismo. 

Si a la fecha de terminación del contrato el trabajador hubiere prestado servicios por más de la mitad del período de un año o de seis meses señalado en el párrafo anterior, tendrá derecho al pago de los días domingos necesarios para que aquellos correspondan, efectivamente, al número señalado en dicho párrafo. Este pago deberá efectuarse con el recargo contemplado en el inciso tercero del artículo 32 y no podrá ser imputado al pago del feriado proporcional, en su caso. No existirá la obligación del presente párrafo cuando la terminación del contrato se produjere por culpa o por la sola voluntad del trabajador.

b) Distribuir la jornada ordinaria semanal de tal forma que el descanso recaiga, a lo menos, en un domingo dentro de cada mes calendario. Al efecto, el empleador deberá pagar uno de los domingos trabajados con un recargo no inferior al 100% sobre el valor del sueldo convenido para la jornada ordinaria. Las partes podrán pactar la distribución de los domingos de descanso considerados bajo esta modalidad por un período de doce meses, acuerdo que deberá estar expresamente consignado en el contrato de trabajo.”.

ii) Reemplázase en su inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, la expresión “tercero y cuarto” por “tercero, cuarto y quinto”.

4) Intercálase, en el Capítulo VI denominado “De la protección a las remuneraciones”, a continuación del artículo 65, el siguiente artículo 65 bis:

“Artículo 65 bis.- Los trabajadores de hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares, tendrán derecho a percibir todas aquellas sumas que, por concepto de propinas, entreguen los clientes de dichos establecimientos, sea en forma directa y en dinero en efectivo al trabajador, como también a través de los medios de pago aceptados por el empleador, tales como tarjetas de crédito, de débito, cheques u otros títulos de crédito. En estos casos, el empleador deberá liquidar y enterar dichas sumas en la fecha en que acuerde con sus trabajadores, plazo que no podrá exceder del mes siguiente a aquél en que se recibieron del cliente. El empleador no podrá efectuar descuentos de ninguna naturaleza sobre dichos emolumentos, y deberá entregarlos íntegramente a los trabajadores.

Cuando la propina se entere a través de tarjetas de crédito, débito, cheques u otros títulos de crédito, el empleador deberá entregar al trabajador copia del vale o comprobante en que conste la cantidad total pagada y el valor del servicio o producto adquirido. Tampoco tendrá facultades para disponer ni distribuir las propinas, facultad que sólo recae en quienes las reciben del cliente.”.

Artículo 2°.- Modifícase el artículo 2° de la ley N° 19.973, de la siguiente forma:

1) En el inciso primero:


i) Agrégase, a continuación de la expresión “casinos de juego”, la frase “locales comerciales en los aeródromos civiles públicos y aeropuertos”, precedida de una coma (,).

ii) Agrégase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración:

“Las tiendas de conveniencia asociadas a establecimientos de venta de combustibles podrán atender público en la medida que coexista la actividad de venta directa de los productos que allí se ofrecen, con la elaboración y venta de alimentos preparados, que pueden ser consumidos por el cliente en el propio local.”.

2) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Los trabajadores que, conforme a lo dispuesto en el inciso anterior, se encuentran exceptuados de los descansos allí señalados, tendrán derecho a los mismos, a lo menos, una vez cada dos años respecto de un mismo empleador, pudiendo pactar con este la rotación del personal necesario para este fin.”.”.
- - - - -
Acordado en sesiones celebradas los días 10 y 17 de julio de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), José García Ruminot, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín.

Sala de la Comisión, a 23 de julio de 2013.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LAGOS, LETELIER Y QUINTANA, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE UN SISTEMA PROPORCIONAL DE ELECCIÓN DE LOS PARLAMENTARIOS Y REDUCE LOS QUÓRUM DE APROBACIÓN DE LAS NORMAS CONSTITUCIONALES Y LEGALES
(9038-07)

Honorable Senado:


Tan desigual como la distribución del ingreso económico en Chile es la representación de la sociedad en el Congreso Nacional. 



Como todos sabemos, una de las herencias que nos legó la Dictadura del General Pinochet es el sistema electoral binominal, conforme al cual la representación parlamentaria queda entregada a los dos coaliciones de partidos políticos mayoritarias del país, en una lógica donde la que detenta un 35% de los votos tiene la misma fuerza que aquella que obtiene el 60%, pues para realizar modificaciones constitucionales o legales relevantes, se requieren quórum supramayoritarios de los 2/3, 3/5 o 4/7.

Se justifica la existencia de este sistema electoral binominal en la necesidad de otorgarle gobernabilidad al país, en el entendido que la representación de las minorías en el parlamento dificultaría la adopción de acuerdos, al extremo de generar una situación de ingobernabilidad.

El gran problema de este sistema, es que al cabo de más de 20 años, lo que ha conseguido es que todos los temas sociales no resueltos en el parlamento sean reconducidos por vías no institucionales, a través de movilizaciones y protestas sociales, en una senda de cada más álgida.
Así como el economista Gini, que junto con crear una fórmula para medir la desigualdad económica de los países, advierte la generación de graves conflictos sociales, en la medida que la desigualdad económica no sea corregida, estamos seguros que lo mismo aplica al sistema político, que según podemos advertir ha generado graves conflictos sociales precisamente frente a la falta de representación política que permita a esos sectores participar en la toma de decisiones.

Por ello es que proponemos, en primer lugar, una reforma constitucional, que establezca, como principio, un sistema electoral proporcional, de manera que todas las fuerzas políticas estén debidamente representadas en el parlamento. Proponemos establecer el principio de representación territorial del Senado, de manera que todos los territorios estén debidamente representados en el Congreso, con una fórmula que considera la cantidad de población de cada región. Asimismo proponemos establecer el principio de representación popular o poblacional de la Cámara de Diputados, de manera que cada diputado sea representante de una determinada cantidad de electores, lo que asegurará la igualdad del voto entre los ciudadanos.

Chile, hasta el año 1973, sobre la base del principio de representatividad popular de la Cámara de Diputados, llegó a elegir a 150 diputados, en consideración a la cantidad total de habitantes, y a 50 senadores  que representaban, en aquello entonces a las provincias en que se dividía el país, en una lógica de representación de los territorios.
No resulta razonable que un chile de 9 millones de habitantes, que era la población al año 1973, eligiera una Cámara de 150 diputados, mientras hoy, que somos más del doble, tengamos una cifra de 120 miembros, o lo mismo en el Senado, que en 1973 tenía 50 miembros y hoy 38.
No como consecuencia del temor ante la opinión ciudadana, que es fruto de una mirada crítica hacia la política, vamos a cercenar la posibilidad de incorporar a todos los sectores políticos al parlamento. Lo que el país hoy requiere son más actores y más opiniones, en unan lógica de inclusión, que evidentemente requiere más parlamentarios.

Hoy la cantidad de diputados -120- está fija en la Constitución, en la lógica del binominal, que elige a 2 por cada distrito electoral, pero no así la cantidad de senadores, que dependen de las circunscripciones electorales que establece la ley.

Nuestra propuesta entonces, en esta materia, consiste en eliminar el guarismo 120, de manera que se elijan tantos diputados como electores existan en los distritos que la ley señala. 

Proponemos además modificar los quórum de aprobación de leyes orgánicas constitucionales y de reforma a la Constitución, considerando que, junto al sistema electoral binominal son la fórmula que ha evitado a las mayorías introducir diversos cambios en distintas materias, como educacionales, de previsión, etc.

POR TANTO, 




Los senadores patrocinantes y demás adherentes, vienen en someter a la consideración de este H. Congreso Nacional, el siguiente:
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único.- Introducense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República de Chile:

1) Agregase al artículo 18, el siguiente inciso tercero nuevo: "Las elecciones tanto de la Cámara de Diputados como del Senado, se realizarán a través de un sistema proporcional. La primera será de representación popular, mientras el Senado será de representación de las regiones del país.”
2) Suprímase en el artículo 47 la expresión “120”.

3) Remplazase el artículo 66 por el siguiente: Artículo 66. Las normas legales que interpreten preceptos constitucionales necesitarán, para su aprobación, modificación o derogación, de las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio. Las normas legales a las cuales la Constitución confiere el carácter de ley orgánica constitucional o de quórum calificado requerirán, para su aprobación, modificación o derogación, la mayoría absoluta de los diputados y senadores en ejercicio. Las demás normas legales requerirán la mayoría de los miembros presentes de cada Cámara, o las mayorías que sean aplicables conforme a los artículos 68 y siguientes.
4) Remplazase el inciso segundo del artículo 127 por el siguiente: El proyecto de reforma necesitará para ser aprobado en cada Cámara el voto conforme de las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio.
5) Agregase la siguiente disposición transitoria nueva: “Vigésima primera.- Los cambios a la Ley Orgánica sobre Votaciones Populares y Escrutinios que materializa la presente reforma, modificando el actual sistema binominal, deberá dictarse en el plazo de un año a contar de la publicación en el Diario Oficial de esta reforma.
(Fdo.): Ricardo Lagos Weber, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LAGOS, LETELIER Y QUINTANA, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS, QUE REESTRUCTURA LOS DISTRITOS Y CINCUNSCRIPCIONES ELECTORALES Y DISPONE UN NUEVO MECANISMO DE ELECCIÓN 
(9039-07)

Honorable Senado:


Complementando la reforma constitucional presentada con esta misma fecha, que establece un sistema electoral proporcional, de manera que todas las fuerzas políticas estén debidamente representadas en el parlamento, y junto a ello el principio de representación territorial del Senado y de representación popular o poblacional de la Cámara de Diputados, venimos en presentar el siguiente proyecto de reforma a la Ley 18.700 sobre Votaciones Populares y Escrutinios, elaborado en base al proyecto del diputado Jorge Burgos Varela, cuyos fundamentos, en sintonía con nuestra reforma constitucional, plantean “generar condiciones para una competencia efectiva entre las fuerzas políticas… Nos parece nefasto prolongar el empate institucionalizado del sistema electoral binominal. El actual modelo crea condiciones para una política elitista e inmovilista, la cual, a su vez, abona el terreno para el surgimiento de liderazgos personalistas y populistas y afecta el prestigio del sistema democrático.

Para definir a los candidatos ganadores proponemos, al igual que el proyecto Burgos aplicar el sistema de cuociente electoral o cifra repartidora, de larga historia en Chile, y que es, por lo demás, el método que se aplica actualmente en la elección de concejales.

Particularmente interesante es la incorporación del  mecanismo de actualización periódica de la distribución de los escaños entre los distintos distritos. Se trata de una regla esencial a efectos que los cambios demográficos o migratorios no tengan el efecto de alterar la igualdad de sufragio. Se ha cuidado, en todo caso, y por la vía de asegurar a todo distrito tres diputados a todo evento, que dicha actualización no tenga el efecto de concentrar excesivamente el poder en  las zonas urbanas del centro del país. El método escogido garantiza, además, que los cambios de distribución de escaños respondan a circunstancia objetivas y se apliquen sin mirar el beneficio o perjuicio de ningún sector político en particular.

El diputado Burgos, refiere la defensa del sistema binominal explicando cómo han insistido en los efectos políticos positivos que habría tenido. Se arguye, entonces, que esta fórmula habría contribuido a fortalecer dos grandes coaliciones relativamente estables, una oferta política fundamentalmente moderada y condiciones adecuadas para los acuerdos. 

Nuestra convicción, señala Jorge Burgos, es que las circunstancias anotadas responden no a una, sino a múltiples causas. No negamos, entonces, que el sistema electoral haya sido uno de tales factores. Creemos, sin embargo, que los avances políticos y sociales de la última década  se deben mucho más a la madurez cívica del pueblo chileno, a la capacidad de los Presidentes Aylwin, Frei, Lagos y Bachelet y, por qué no decirlo,  al patriotismo de los dirigentes de los partidos políticos. Y si en algún momento las ataduras del sistema binominal reforzaron actitudes responsables, esos “beneficios” están hoy más que contrarrestados por los muchísimos costos en legitimidad y eficacia que genera un mecanismo que frustra la participación ciudadana.

Así como no podemos sino reconocer que existen personas que se han convencido de buena fe de las bondades del sistema binominal, tenemos claro, en todo caso, que el apoyo firme, decidido e invariable que un sector del espectro político le brinda al binominal, más que provenir del terreno de las ideas, deriva simplemente del cálculo político interesado.

Esto no debe sorprender, pues la génesis del Binominal está marcada –precisamente- por las necesidades de un determinado sector de la política chilena.

Veamos.

En 1984, tres años después de la entrada en vigencia de la actual Constitución, el gobierno del General Pinochet designó una Comisión de especialistas encargada de elaborar la legislación complementaria de carácter político. Desde que la Comisión inició su trabajo, pudo advertirse que uno de los temas más polémicos y delicados era la definición de la forma en que habrían de ser elegidos los 120 miembros de la Cámara de Diputados.

Varios de los comisionados eran partidarios de instaurar un sistema mayoritario sobre la base de distritos uninominales (a la Inglesa o norteamericana). Una fórmula como esa calzaría, en efecto, con una filosofía constitucional que coloca especial énfasis en los fines de la estabilidad y la exclusión de las minorías más radicales. Agréguese, y esto ya es una especulación, que al adoptarse un sistema mayoritario se colocaba en una situación muy incómoda a la oposición de entonces pues, a falta de pactos electorales, se produciría una natural división de los votos de la DC y la ex UP. A menos, claro está que todos ellos formaran un partido único, con el consiguiente efecto de regalar votos centristas a la derecha. (el recuerdo de las luchas entre la DC y el gobierno del Presidente Allende todavía estaba fresco).

No están muy claras las razones por las cuales se abandonó finalmente la alternativa mayoritaria uninominal. Estamos convencidos, en todo caso, que la opción final por binominal estuvo influida, más que por la convicción filosófica,  por los avatares del proceso político. En efecto, nos parece que la única forma de entender que la dictadura haya terminado por aceptar los pactos electorales –contra los cuales los iuspublicistas del régimen habían formulado en la década anterior duros reproches- es considerando el hecho que a fines de 1987 terminó por frustrarse el sueño de un gran partido de la derecha. Así, la violenta ruptura entre quienes habían concurrido a formar originalmente Renovación Nacional (Segio Onofre Jarpa, Andrés Allamand y Jaime Guzmán) obligó a los juristas de derecha a contemplar en la ley la posibilidad de pactos. De no haberse adoptado esa providencia, la entonces pequeña UDI (9%) hubiera quedado sin representación parlamentaria.

Aceptados los pactos, la idea de los distritos uninominales se volvía engorrosa y peligrosa. Si se agrega a lo anterior el hecho que iba quedando claro que había una clara mayoría del país que rechazaba a la dictadura, se volvía improbable que el régimen abrazara un sistema mayoritario. Es en ese contexto que el binominal hace su irrupción. En efecto, fue hacía fines de 1987, y después de ponderar varias fórmulas alternativas, que la Comisión de Estudios optó por proponer la creación de sesenta distritos electorales que eligen dos diputados cada uno ("Binominalismo"). Con posterioridad al Plebiscito presidencial de Octubre de 1988, sin embargo, el gobierno decidió modificar el trazado específico de los sesenta distritos propuesto previamente por la Comisión asesora. En un ejercicio que no puede ser considerado inocente, el nuevo distritaje “castigó” a aquellas zonas en que había triunfado el NO (se le restaron 10 diputados a las Regiones Metropolitana y del BioBio), “premiando” las localidades en que el SI había tenido un buen resultado (así,  las Regiones Primera, Tercera, Cuarta, Sexta y Novena fueron bonificadas con diez parlamentarios adicionales).

El antecedente recordado confirma nuestra convicción en el sentido que el sistema binominal no fue el fruto de una reflexión general sobre el futuro de la política chilena. Fue un esquema pensado y diseñado para favorecer a los amigos políticos de quienes detentaban, entonces, un poder político sin límites.

Las críticas no se dejaron esperar. No podía dejar de llamar la atención que se hubiera escogido un mecanismo que, salvo el caso de Irak, no reconoce ningún otro paralelo o antecedente en el derecho comparado.     

Respecto a la configuración de los distritos electorales y a su carácter binominal, un grupo de profesores de Derecho Público solicitó al Tribunal Constitucional la declaración de inconstitucionalidad de las normas respectivas por cuanto éstas atentarían contra los principios de representatividad democrática e igualdad en la participación.

El escrito en cuestión fue presentado por los profesores Carlos Andrade, Francisco Cumplido, Humberto Nogueira, Jorge Precht, Germán Urzúa y Mario Verdugo. En la presentación, estos profesores  afirmaron que para los efectos de diseñar los distritos electorales el legislador se encuentra sujeto a las normas constitucionales que establecen la igualdad de oportunidades para participar en la vida nacional (Artículo 1º), el carácter democrático de la República Chilena (artículo 4º), la igualdad del sufragio (artículo 15) y la igualdad en y ante la ley (artículo 19 números 1 y 2).

De ello, el "Téngase Presente" desprende que: "Es por lo tanto imprescindible para cumplir con el mandato constitucional no sólo que cada ciudadano disponga de un sufragio de igual valor al de cualquier otro ciudadano, sino que, a la par, cada sufragio tenga la misma posibilidad de ganar o tener éxito, es decir, que tenga un poder igualitario en el resultado, o igualdad de oportunidades para decidir quienes son las autoridades elegidas".

La presentación incluyó un anexo estadístico en que se mostraban las "muy significativas diferencias poblacionales por distrito electoral". En base a tal análisis estadístico el escrito destaca los casos de desproporción más notables: "...si asignamos valor 1 al distrito con menor población (distrito 59) a la población del distrito 18 (Comunas de Cerro Navia, Quinta Normal y Lo Prado) le correspondería un valor 5,58 y ambos distritos eligen, sin embargo, los mismos 2 diputados. Si se entiende que para los efectos estadísticos el distrito 59 (Comunas de Coyhaique, Aysen, General Carrera y General Prat) es atípico, podemos tomar como distrito de menor población el distrito 15 (Provincia de San Antonio y Comuna de Casablanca) y asignarle valor 1, en cuyo caso a la población del distrito 18 le correspondería un valor de 3.43, eligiendo ambos 2 diputados cada uno".

 A juicio del "Téngase Presente", tal desproporción rebasa, con mucho, los límites que razonablemente pueden ser tolerados. Agrega el libelo: "Si tomamos países con sistemas mayoritarios y examinamos la jurisprudencia de los órganos de control de Constitucionalidad, encontramos en ellos una constante repulsa por inconstitucionalidad de las diferencias distritales de tal envergadura. Mientras en el sistema propuesto la diferencia promedio de población de los distritos electorales es de 49,1% en el proyecto de ley en estudio, en Francia sólo se tolera el 20% y en Alemania el 30% (1 a 1.2 en Francia; 1 a 1.3 en Alemania). De aplicarse el criterio del Tribunal de Karlsruhe al caso chileno en estudio, 40 de los 60 distritos serían declarados inconstitucionales por no igualitarios y de aplicarse el criterio francés 49 sobre 60 distritos (más del 80% de los distritos también lo serían".

Desgraciadamente, el Tribunal Constitucional de entonces no se hizo cargo de estas muy razonables objeciones. Transcurridos 22 años desde la configuración inicial de los distritos, el distinto desarrollo demográfico ha ensanchado aún más la distorsión, volviéndola, en muchos casos, francamente escandalosa. Piénsese, por ejemplo, en el caso de los 850.000 habitantes de Maipú o los 730.000 habitantes de Puente Alto que deben resignarse a una representación equivalente a la de 150.000 compatriotas de otras localidades. 

La disparidad anotada no tiene nada que ver con vocaciones descentralizadoras. Las democracias interesadas en potenciar el desarrollo de las periferias o las zonas extremas acuden a la profundización de la regionalización (llegando incluso al federalismo) o contemplan un Senado de representación territorial (donde la población no es un factor). Lo que no se hace en ninguna democracia es desvirtuar el peso de la representación ciudadana en la Cámara Política. Urge corregir esta grave violación al derecho a la igualdad. Proponemos hacerlo con este proyecto.

LA LARGA MARCHA DE ESTA REFORMA

Al presentar esta Moción estamos insistiendo en una demanda reiterada. El proyecto que hoy presentamos constituye el intento número 20 por modificar el sistema electoral. En efecto, son 19 los proyectos que, sobre esta materia, se han discutido en sede parlamentaria en las últimas dos décadas. Varios de ellos muy concretos.

Nos parece útil recordar en este momento algunas de las iniciativas que, en esta materia, patrocinaron los distintos gobiernos de la Concertación. 

El primer proyecto lo presentó el Presidente Aylwin en Junio de 1992. Fue aprobado en la Cámara con los votos a favor de la Concertación y los votos en contra de la UDI y Renovación Nacional. En Enero de 1993, fue rechazado en el Senado por la mayoría que formaban, entonces, la derecha más los designados.

El Presidente Frei, por su parte, presentó un primer proyecto en 1994 que no llegó a votarse. En Octubre de 1995, su gobierno patrocina una segunda iniciativa que tenía, supuestamente, el apoyo de RN (incluyendo a los actuales Presidente de la República y Ministro de Defensa). Luego de su aprobación por la Cámara, sin embargo, fue rechazado en el Senado.

El Presidente Lagos insistió una y otra vez en la necesidad de reformar el binominal, tanto es así que en algún momento llegó a condicionar la aprobación de los muchos e importantes otros acuerdos a que se arribó en 2005 (senadores designados, COSENA, TC) al cambio electoral. Al final, debió contentarse con que esta regulación saliera de la Carta Fundamental. En todo caso, el 20 de Diciembre de 2005 presentó, igual, un proyecto de reforma.

El 2006 la Presidenta Bachelet le pidió a Edgardo Boeninger que dirigiera una Comisión que propusiera alternativas concretas. El grupo así lo hizo. Se creía que las promesas de campaña del candidato Sebastián Piñera y las ofertas de Renovación Nacional al Partido Comunista habían creado condiciones, finalmente, para un acuerdo. No fue así. 


Siempre han existido, por supuesto, las voces que reclaman que iniciativas como ésta no interesan a las personas. Son los que abogan por una política dedicada a resolver los problemas concretos de la gente. Se equivocan, sin embargo, al desvincular la solución a los desafíos de la salud, la seguridad ciudadana, la educación o el empleo de la legitimidad y eficacia de la institucionalidad democrática encargada de procesar tales demandas.  

Todas las últimas encuestas demuestran, además, que existe una gran mayoría ciudadana que exige estas reformas. Nuestra voluntad es hacernos eco de ese reclamo. Nos parece importante, en este sentido, que cada sector político se haga cargo las promesas que ha hecho en el pasado y asuma la responsabilidad por sus actos. 

LOS PRINCIPIOS QUE INSPIRAN EL PROYECTO

Quisiéramos  sintetizar los principios que han guiado la elaboración de este proyecto.

Este no es un saludo a la bandera. Nos parece esencial aprobar esta reforma. Por lo mismo, el proyecto se construye desde el realismo. Sabemos que sería muy difícil que el Congreso diera su aprobación a un proyecto que alterara de manera demasiado brusca y radical una estructura distrital que ya cumple 20 años. Por lo mismo, los nuevos 28 distritos que se proponen se construyen a partir de los actuales 60 distritos. En otras palabras, ninguno de los actuales distritos es fraccionado o destruido.

En algunos casos, es un mismo distrito actual que, de elegir  2 diputados pasa a elegir 4 o 6. En otros casos, lo que se propone es agrupar dos o tres distritos actuales de manera de conformar un distrito nuevo que elija 5, 6, 7 u 8 diputados; lo cual, como sabemos, permite una mejor representación de las distintas visiones que coexisten en nuestra sociedad.

En nuestra propuesta, el número de escaños del nuevo distrito no es nunca inferior al número de escaños sumados de los viejos distritos que se han agrupado. Estamos conscientes que, en algunos casos, el aplicar este criterio implica sacrificar parcialmente las exigencias de la proporcionalidad. Lo hemos hecho, sin embargo, en el ánimo de evitar que la preocupación de comunidades,  partidos o incumbentes afectados por la disminución en el número de escaños disponibles para su territorio se constituya en fuente sospechas, temores o ansiedades que dificulten el análisis reflexivo de la reforma.

No obstante, nuestro proyecto estipula que esos casos de distorsión que hoy se aceptan se corregirán en 2021 cuando entre a funcionar el sistema de actualización independiente a que se refiere el nuevo artículo 179 Bis que se propone. Nos parece tiempo suficiente para que las localidades, colectividades y parlamentarios concernidos ajusten sus expectativas y proyecciones.

También se ha conservado intacto el principio según el cual los distritos se enmarcan siempre dentro de los límites de las Regiones. Esta, por supuesto, es una restricción que dificulta a veces alcanzar niveles óptimos de proporcionalidad. No obstante, nos ha parecido importante respetar este criterio, pues creemos que resulta ser coherente con el propósito de acentuar las identidades regionales.

Si se examina el texto del nuevo artículo 179 se observará que se proponen distritos que elegirán entre 3 y 8 diputados. Hemos optado, por ende,  por no considerar distritos uninominales ni binominales aún cuando estrictas consideraciones de proporcionalidad pudieran arrojar ese resultado (p.e , para Arica, Iquique, Aysen y Punta Arenas).  Nos ha parecido, en efecto, que la aspiración de simetría en el valor del voto debía conciliarse con el objetivo de evitar situaciones en que se perpetuara el duopolio empatado entre primera y segunda mayoría. Para evitar el otro extremo, esto es la atomización de la representación, hemos definido que en lo inmediato ningún distrito elegirá más de ocho diputados. A futuro, se establece que los distritos tendrán un límite de 9 diputados.

¿Cuán proporcional es el sistema que se propone?

Evidentemente, se trata de una fórmula mucho más proporcional que el sistema actual. Aún cuando es difícil hacer proyecciones abstractas, puede decirse que bajo el diseño que se propone, fuerzas políticas que no quieren o no pueden pactar con las grandes coaliciones, y  que tienen entre el 5% y el 15% de los votos –porcentaje que bajo el binominal las condena a la exclusión-, pueden razonablemente aspirar a la elección de 4 o 5 diputados. También puede señalarse que un sistema como el propuesto le permitiría a una tercera fuerza significativa, p.e. del 20% de los votos, alcanzar por sí misma una representación parlamentaria significativa (de entre 10 y 15 diputados).

Se equivocaría, sin embargo, quien pensara que esta propuesta promoverá la atomización de las fuerzas políticas, alentará artificialmente la proliferación de grupúsculos e impedirá la formación de grandes coaliciones. 

La verdad es que la proporcionalidad que se propone es moderada. Una comparación con otros modelos proporcionales avalará esta afirmación.

Aún cuando existen algunos sistemas proporcionales que se construyen sobre la base de un distrito nacional único (Israel) o de un segundo voto por partido (Alemania), nuestra propuesta se funda en la existencia de una multiplicidad de distritos plurinominales. En este sentido, se recoge la experiencia histórica de Chile y la práctica hispanoamericana (p.e. España, Argentina y Brasil).

Ahora bien, si se compara la propensión a la proporcionalidad efectiva de la fórmula que proponemos con la propensión a la proporcionalidad del sistema chileno pre 1973 o el de otros sistemas plurinominales, se comprueba la moderación de este proyecto.

Vamos a definir propensión a la proporcionalidad efectiva como la existencia de posibilidades reales que una fuerza política minoritaria, pero importante (p.e. del 10%) obtenga representación parlamentaria significativa. Los estudiosos de la ciencia política coinciden en que esa posibilidad está en directa relación a la llamada  “Magnitud de los Distritos” (MD). Mientras más diputados se elijan por distrito, mayores serán las posibilidades que las minorías tengan representación más o menos equivalente a su peso.

Para efectos de nuestro análisis afirmaremos que los distritos auténticamente accesibles por minorías del 10% son aquellos que eligen 7 o más diputados. Siempre será posible, por supuesto, que un candidato de un partido del 10%, o un independiente, se haga elegir en distritos de 2, 3, 4 o 5 diputados. Ello, sin embargo, será una excepción, determinada por el arrastre personal del candidato y las peculiares circunstancias de ese distrito.

En términos de sistema, no obstante, la “Magnitud de los Distritos” parece ser un buen criterio para evaluar la verdadera proporcionalidad de un sistema. 

Si se toma, por ejemplo, el sistema electoral chileno entre 1925 y 1973 se comprobará que el 42% del total de escaños eran potencialmente accesibles a fuerzas minoritarias (6 de los 29 distritos, 46 de los 150 asientos).

Al practicar el mismo ejercicio al sistema electoral español actual –que también se funda en distritos plurinominales- se observa que 17 de los 52 distritos eligen más de siete diputados, arribándose al efecto que el 58% de los asientos son potencialmente accesibles a fuerzas minoritarias.

Más acentuado es el proporcionalismo del sistema electoral bajo el cual se elige la Cámara de Diputados en la República Argentina. En el país transandino, los 28 distritos electorales se corresponden a las Provincias (y al Distrito Federal), existiendo, por ende, un amplio rango que va desde un Megadistrito que elige   70 diputados (Provincia de Buenos Aires) hasta 10 distritos que eligen apenas 5 diputados cada uno. El balance global, sin embargo, es ampliamente hospitalario con las fuerzas minoritarias. En efecto, el 75.9% de los 257 escaños totales resulta ser accesible a fuerzas minoritarias (esto es, corresponden a Provincias que eligen 7 o más diputados).

El sistema brasileño, finalmente, constituye una manifestación de la proporcionalidad más acentuada. En efecto, la ley electoral de dicho país, que ha establecido que los diputados se elijan en base a los distintos Estados, determina que así como ningún estado grande podrá elegir más de 70 de los 513 diputados totales, ningún estado pequeño podrá elegir menos de 8 diputados. De acuerdo a esa fórmula, entonces, el 100% de los escaños son potencialmente accesibles a fuerzas minoritarias. No puede sorprender, por tanto, el alto grado de fragmentación partidista del Parlamento brasileño, sin fuerzas hegemónicas y con diez partidos con más de 20 diputados.

Examinado nuestro proyecto a la luz de los sistemas comparados revisados se comprueba, claramente, que se trata de una forma de proporcionalidad moderada. En efecto, las mejores posibilidades para las fuerzas minoritarias se concentran en aquellos 6 distritos que eligen 7 o más diputados. En total, ello se traduce en la existencia de uno 46 escaños accesibles para los partidos pequeños (un 31% del total).

Ahora bien, la proporcionalidad efectiva de un modelo no se puede juzgar solamente por la existencia de más o menos distritos con alta magnitud. Igualmente importante es verificar cuántos son los distritos con baja magnitud (entre uno y cuatro diputados). En este segundo aspecto, el proyecto es más proporcional de que era el sistema chileno pre 1973 y es bastante comparable con el sistema español. 

El esquema que proponemos no contempla ningún distrito uninominal, erradica los binominales y apenas el 24% de los diputados se elige en distritos de tres o cuatro. En el modelo chileno pre 1973, conviene recordarlo, existían cuatro distritos binominales (Copiapó, Arauco, Aysén y Magallanes) y un buen 25% adicional de los diputados se elegían en distritos de tres y cuatro. En el caso español, existen en la actualidad dos distritos uninominales (Ceuta y Melilla), un binominal (Soria) y 17 adicionales que eligen 3 o 4,  todo lo cual significa que un buen 18% de los escaños de las Cortes están reservados, en la práctica, para la primera y la segunda fuerza.

En suma, el proyecto propone crear nuevos 28 distritos a partir de los actuales 60 distritos. 
El número de escaños del nuevo distrito no será nunca inferior al número de escaños sumados de los antiguos distritos que se han agrupado. 
Se conserva intacto el principio según el cual los distritos se enmarcan siempre dentro de los límites de las Regiones. 
No se consideran distritos uninominales ni binominales aun cuando estrictas consideraciones de proporcionalidad pudieran arrojar ese resultado (por ejemplo, Arica, Iquique, Aysén y Punta Arenas).
La aspiración de simetría en el valor del voto debe conciliarse con el objetivo de evitar situaciones en que se perpetuara el duopolio empatado entre primera y segunda mayoría. Para evitar el otro extremo, esto es la atomización de la representación, hemos definido que en lo inmediato ningún distrito elegirá más de ocho diputados. A futuro, se establece que los distritos tendrán un límite de 9 diputados.
El siguiente cuadro muestra la diferencia que se produciría con respecto a la situación actual de aprobarse el proyecto que proponemos:

CUADRO RESUMEN

Región 

 % de la población     Número de Diputados (%)    Número de Senadores (%)   Población 




      2010 (est.)              actual                    proyecto     actual                   proyecto    2012

de Arica y Parinacota             1.1%                  2 ( 1.7%)                 3 (2%)         --                 2 (4.0%) 

213.816

de Tarapaca                             1.8%                  2 ( 1.7%)                 3 (2%)
    2 (5.3%)      2 (4.0%)

300.021

de Antofagasta                        3.3%   
         4 ( 3.4%)                 5 (3.3%)      2 (5.3%)      2 (4.0%)

547.463

de Atacama                              1.6%                  4 ( 3.4%)                 4 (2.7%)      2 (5.3%)      2 (4.0%)

292.054

de Coquimbo                           4.2%                  6 ( 5.0%)                 6 (4.0%)      2 (5.3%)      2 (4.0%)

707.654

de Valparaiso                         10.3%                12 (10.0%)              16 (10.7%)   4 (10.6%)    5 (10.0%)

1.734.917

Metropolitana                        40.2%                32 (26.7%)              49 (32.7%)   4 (10.6%)     8 (16.0%)

6.685.685

de OHiggins                             5.2%                  8 ( 6.7%)                 8 (5.3%)     2 (5.3%)       3 (6.0%)

877.784

del Maule 

            5.9%                10 ( 8.3%)               10 (6.7%)     4 (10.6%)     5 (10.0%)     
968.336

del Biobio                                12.0%                14 (11.7%)              18 (12.0%)   4 (10.6%)     5 (10.0%)

1.971.998

de la Araucanía                        5.7%                10 (8.3%)                10 (6.7%)     4 (10.6%)     5 (10.0%)

913.065

de Los Rios                               2.2%                  4  (3.4%)                  4 (2.7%)    2 (5.3%)       2 (4.0%)

364.592

de Los Lagos                            4.9%                  8 (6.7%)                   8 (5.3%)    2 (5.3%)       3 (6.0%) 

798.141

de Aysen                                   0.6%                  2  (1.7%)                  3 (2.0%)    2 (5.3%)        2 (4.0%)

99.609

de Magallanes                          0.9%                  2  (1.7%)                  3 (2.0%)    2 (5.3%)        2 (4.0%) 

159.468

TOTAL

                                          120
                  150          38                     50

* *

POR TANTO, 




Los senadores patrocinantes y demás adherentes, vienen en someter a la consideración de este H. Congreso Nacional, el siguiente:
PROTECTO DE LEY

Artículo primero.- Introducense las siguientes modificaciones en  la Ley 18.700 Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:

1. Reemplácense los artículos 179 y 180 de la, por los siguientes:

Artículo 179.- Los distritos electorales serán los siguientes: 

1er. distrito, constituido por las comunas de Arica, Camarones, Putre y General Lagos; que elegirá 3 diputados.

2° distrito, constituido por las comunas de Iquique, Huara, Camiña, Colchane, Pica y Pozo Almonte; que elegirá 3 diputados.

3er. distrito, constituido por las comunas de Tocopilla, María Elena, Calama, Ollague, San Pedro de Atacama, Antofagasta, Mejillones, Sierra Gorda y Taltal; que elegirá 5 diputados.

4° distrito, constituido por las comunas de Chañaral, Diego de Almagro, Copiapó, Caldera, Tierra Amarilla, Vallenar, Freirina, Huasco y Alto del

Carmen; que elegirá 4 diputados.

5° distrito, constituido por las comunas de La Serena, La Higuera, Vicuña, Paihuano y Andacollo, Coquimbo, Ovalle, Río Hurtado, Combarbalá, Punitaqui, Monte Patria, Illapel, Salamanca, Los Vilos y Canela; que elegirá 6 diputados.

6° distrito, constituido por las comunas de La Ligua, Petorca, Cabildo, Papudo, Zapallar, Puchuncaví, Quintero, Nogales, Calera, La Cruz, Quillota, Hijuelas, Los Andes, San Esteban, Calle Larga, Rinconada, San Felipe, Putaendo, Santa María, Panquehue, Llaillay, Catemu, Olmué, Limache, Villa Alemana y Quilpué; que elegirá 8 diputados.

7° distrito, constituido por las comunas de Valparaíso, Juan Fernández, Isla de Pascua, Viña del Mar, Concón, San Antonio, Santo Domingo, Cartagena, El Tabo, El Quisco, Algarrobo y Casablanca; que elegirá 8 diputados.

8° distrito, constituido por las comunas de Colina, Lampa, Tiltil, Quilicura, Pudahuel, Cerro Navia, Quinta Normal y Lo Prado; que elegirá 6 diputados.

9° distrito, constituido por las comunas de Santiago, Recoleta, Independencia, Conchalí, Renca y Huechuraba; que elegirá 6 diputados.

10° distrito, constituido por las comunas de Estación Central, Cerrillos y Maipú; que elegirá 7 diputados.

11° distrito, constituido por las comunas de Providencia, Ñuñoa, Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea, La Reina y Peñalolén; que elegirá 7 diputados. 

12° distrito, constituido por las comunas de Macul, San Joaquín, La Granja y La Florida; que elegirá 6 diputados.

13° distrito, constituido por las comunas de El Bosque, La Cisterna, San Ramón, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel y Lo Espejo; que elegirá 6 diputados.

14° distrito, constituido por las comunas de Puente Alto, Pirque, San José de Maipo y La Pintana; que elegirá 6 diputados.

15° distrito, constituido por las comunas de San Bernardo, Buin, Paine y Calera de Tango, Talagante, Peñaflor, El Monte, Isla de Maipo, Melipilla, María Pinto, Curacaví, Alhué , San Pedro y Padre Hurtado; que elegirá 5.

16° distrito, constituido por las comunas de Rancagua, Mostazal, Graneros, Codegua, Machalí, Requínoa, Rengo, Olivar, Doñihue, Coinco, Coltauco, Quinta de Tilcoco y Malloa; que elegirá 4 diputados.

17° distrito, constituido por las comunas de San Fernando, Chimbarongo, San Vicente, Peumo, Pichidegua, Las Cabras, Placilla, Nancagua, Chépica, Santa Cruz, Lolol, Pumanque, Palmilla, Peralillo, Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe y Paredones; que elegirá 4 diputados.

18° distrito, constituido por las comunas de Curicó, Teno, Romeral, Molina, Sagrada Familia, Hualañé, Licantén, Vichuquén, Rauco, Talca, Curepto, Constitución, Empedrado, Pencahue, Maule, San Clemente, Pelarco, Río Claro y San Rafael; que elegirá 6 diputados.

19° distrito, constituido por las comunas de Linares, Colbún, San Javier, Villa Alegre, Yerbas Buenas, Longaví, Retiro, Parral, Cauquenes, Pelluhue y Chanco; que elegirá 4 diputados.

20° distrito, constituido por las comunas Chillán, Coihueco, Pinto, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay, Chillán Viejo, San Fabián, Ñiquén, San Carlos, San Nicolás, Ninhue, Quirihue, Cobquecura, Treguaco, Portezuelo, Coelemu, Ranquil, Quillón, Bulnes, Cabrero y Yumbel; que elegirá 5 diputados. 

21° distrito, constituido por las comunas de Talcahuano, Concepción, San Pedro de la Paz, Chiguayante, Tomé, Penco, Florida, Hualqui, Coronel y Santa Juana; que elegirá 8 diputados.

22° distrito, constituido por las comunas de Lota, Lebu, Arauco, Curanilahue, Los Alamos, Cañete, Contulmo, Tirúa, Los Angeles, Tucapel, Antuco, Quilleco, Santa Bárbara, Quilaco, Mulchén, Negrete, Nacimiento, San Rosendo y Laja; que elegirá 5 diputados. 

23° distrito, constituido por las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Ercilla, Los Sauces, Purén, Lumaco, Traiguén, Victoria, Curacautín, Lonquimay, Melipeuco, Vilcún, Lautaro, Perquenco y Galvarino; que elegirá 4 diputados.

24° distrito, constituido por las comunas de Temuco, Padre Las Casas, Carahue, Nueva Imperial, Saavedra, Teodoro Schmidt, Freire, Pitrufquén, Cunco, Pucón, Curarrehue, Villarrica, Loncoche, Gorbea y Toltén; que elegirá 6 diputados.

25° distrito, constituido por las comunas de Valdivia, Lanco, Mariquina, Máfil, Corral, Panguipulli, Los Lagos, Futrono, Lago Ranco, Río Bueno, La Unión y Paillaco; que elegirá 4 diputados.

26° distrito, constituido por las comunas de Osorno,San Juan de la Costa, San Pablo, Puyehue, Río Negro, Purranque, Puerto Octay, Fresia, Frutillar, Llanquihue, Puerto Varas, Los Muermos, Puerto Montt, Cochamó, Maullín, Calbuco, Castro, Ancud, Quemchi, Dalcahue, Curaco de Vélez, Quinchao, Puqueldón, Chonchi, Queilén, Quellón, Chaitén, Hualaihué, Futaleufú y Palena; que elegirá 8 diputados.

27° distrito, constituido por las comunas de Coihaique, Lago Verde, Aisén, Cisnes, Guaitecas, Chile Chico, Río Ibáñez, Cochrane, O'Higgins y Tortel; que elegirá 3 diputados.

28° distrito, constituido por las comunas de Natales, Torres del Paine, Punta Arenas, Río Verde, Laguna Blanca, San Gregorio, Porvenir, Primavera, Timaukel, Navarino y La Antártica; que elegirá 3 diputados.

Artículo 180.- 

El Senado se integra con 50 miembros.

Para la elección de los senadores, cada región constituirá una circunscripción senatorial, excepto la Metropolitana de Santiago; que se dividirá en dos circunscripciones senatoriales. 

Cada Circunscripción elegirá el número de senadores que se indica a continuación. 

1a., Circunscripción, constituida por la XV Región de Arica y Parinacota; que elegirá 2 senadores. 

2ª. Circunscripción, constituida por la I Región de Tarapaca; que elegirá 2 senadores.

3a. Circunscripción, constituida por la II Región, de Antofagasta; que elegirá 2 senadores. 

4a. Circunscripción, constituida por la III Región, de Atacama; que elegirá 2 senadores

5a. Circunscripción, constituida por la IV Región, de Coquimbo; que elegirá 2 senadores. 

6a. Circunscripción, constituida por la V Región de Valparaiso; que elegirá 5 senadores

7a. Circunscripción, constituida por los distritos electorales Nos. 8, 9, 10  y 15 de la Región Metropolitana de Santiago; que elegirá 4 senadores.

8a. Circunscripción, constituida por los distritos electorales Nos. 11, 12, 13 y 14 de la Región Metropolitana de Santiago; que elegirá 4 senadores

9a. Circunscripción, constituida por la VI Región, del Libertador General Bernardo O'Higgins; que elegirá 3 senadores

10a. Circunscripción, constituida por la VII Región, del Maule; que elegirá 5 senadores.

11a.Circunscripción, constituida por la VIII Región del Biobio; que elegirá 5 senadores

12a.Circunscripción, constituida por la IX Región de la Araucanía, que elegirá 5 senadores.

13a. Circunscripción, constituida por la XIV Región, de Los Ríos; que elegirá 2 senadores

14a. Circunscripción, constituida por la X Región, de Los Lagos; que elegirá 3 senadores.

15a. Circunscripción, constituida por la XI Región, Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo,  que elegirá 2 senadores

16a. Circunscripción, constituida por la XII Región, de Magallanes y de la Antártica Chilena, que elegirá 2 senadores.

2. Para incorporar un Artículo 179 bis.-
Artículo 179 bis.- Cada diez años, la asignación de los 150 escaños de diputados entre los 28 distritos establecidos en el artículo anterior se realizará de la siguiente manera:
a)
Los primeros 84 escaños se asignarán de modo igualitario entre los 28 distritos, correspondiendo tres diputados a cada uno de ellos, independientemente de su población.

b)
Los restantes 66 diputados se distribuirán proporcionalmente entre los 28 distritos en consideración a la población de cada uno de ellos y en base a la última estadística demográfica oficial disponible. 

c)
No obstante lo anterior, ningún distrito podrá elegir más de 9 diputados. En el caso que, en virtud del cálculo de la letra anterior, uno o más distritos superen dicho límite, los escaños excedentes volverán a distribuirse en forma proporcional a la población entre los distritos que no hubieren alcanzado el tope.

3. Sustitúyase el artículo 109 Bis por los siguientes:

Artículo 109 Bis.-  En el caso de las elecciones de diputados y senadores, el Tribunal Calificador de Elecciones proclamará electos a los candidatos de acuerdo al procedimiento que detallan los artículos siguientes: 

Artículo 109 Ter.-  En el caso de las circunscripciones que eligen dos senadores, el Tribunal proclamará elegidos a los dos candidatos de una misma lista, cuando esta alcanzare el mayor número de sufragios y tuviere un total de votos que excediere el doble de los que alcanzare la lista o nómina que le siguiere en número de sufragios.

Si ninguna lista obtuviere los dos cargos, elegirá un cargo cada una de las listas o nóminas que obtengan las dos más altas mayorías de votos totales de lista o nómina, debiendo el Tribunal proclamar elegidos Senadores a aquellos candidatos que, dentro de cada lista o nómina, hubieren obtenido las más altas mayorías. 

Si el segundo cargo por llenar correspondiere con igual derecho a dos o más listas o nóminas, el Tribunal proclamará electo al candidato que hubiere reunido mayor cantidad de preferencias individuales. En caso de empate entre candidatos de una misma lista o entre candidatos de distintas listas o nóminas, que a su vez estuviesen empatadas, el Tribunal procederá, en audiencia pública, a efectuar un sorteo entre ellos, y proclamará electo al que salga favorecido.

Artículo 109 Quáter.- Para determinar los diputados y senadores elegidos en las Circunscripciones y distritos que eligen tres o más parlamentarios, el Tribunal Calificador de Elecciones deberá seguir el siguiente procedimiento:

a)
En primer término, se procederá a sumar las preferencias emitidas a favor de cada uno de los candidatos de una misma lista. El total corresponde a los votos de lista.

b)
En segundo lugar, se calculará el cuociente electoral. Para este efecto, los votos de lista se dividirán sucesivamente por uno, dos, tres, cuatro, y así sucesivamente, hasta formar tantos cuocientes por cada lista como diputados o senadores corresponda elegir. Todos estos cuocientes se colocarán en orden decreciente hasta tener un número de ellos igual al de cargos por elegir. El cuociente que ocupe el último de estos lugares será el cuociente electoral o cifra repartidora y permitirá determinar cuántos son los elegidos en cada lista mediante la división del total de votos de la misma por dicho cuociente.

c)
No obstante lo anterior, y en el caso que el número de candidatos de 

una o más listas es inferior al de diputados o senadores que le haya  correspondido, el cuociente electoral pasará a ser el que siga en el orden decreciente a que se refiere la letra anterior  si el  cargo sobrante fuera uno, o el que le siga, si fueren dos y así sucesivamente, si fueren más.

Artículo 109 Quinquies. - Para determinar los candidatos a diputados o senadores  elegidos dentro de cada lista se observarán las siguientes reglas:

a)
Si a una lista corresponde igual número de parlamentarios que el de candidatos presentados, se proclamará elegidos a todos éstos.

b)
Si el número de candidatos presentados es mayor que el de los parlamentarios que a la lista corresponda, se proclamará elegidos a los que hubieren obtenido las más altas mayorías individuales, a menos que la lista corresponda a un pacto electoral, caso en el cual se aplicará la norma del artículo siguiente.

c)
Si, dentro de una misma lista, un cargo correspondiere con igual derecho a dos o más candidatos, resultará elegido aquel que haya obtenido el mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá por el tribunal electoral regional al sorteo  del cargo en audiencia pública.

d)
Si el último cargo por llenar correspondiere con igual derecho a dos o más listas o candidaturas independientes,  resultará elegido el candidato de la lista o independiente que haya obtenido mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá por el tribunal electoral regional al sorteo del cargo en  audiencia pública.

Artículo 109 Sexies.- Para determinar los candidatos elegidos en una lista en la cual existan pactos o subpactos, se procederá a sumar las preferencias de los candidatos  incluidos en cada uno de los partidos o de los subpactos, según sea el caso.

El total de votos válidamente obtenidos por cada partido o subpacto se dividirá por uno, dos, tres, cuatro, y así sucesivamente,  hasta formar por cada uno de los partidos o subpactos tantos cuocientes como cargos corresponda elegir a la lista. Todos esos cuocientes se ordenarán en forma decreciente y el que ocupe el ordinal correspondiente al último de los cargos por elegir por la lista será el cuociente de los partidos o subpactos de la misma. El total de votos de cada partido o subpacto deberá dividirse por dicho cuociente para determinar cuántos cargos corresponderá elegir al respectivo partido o subpacto.

Si el número de candidatos de algún partido o subpacto fuere inferior al de parlamentarios que les correspondiere, o si el candidato independiente que no se hubiere integrado a un subpacto, obtuviere votos suficientes para elegir más de un cargo, el cuociente aplicable pasará a ser el que siga en el orden decreciente a que se refiere el inciso anterior, si el cargo sobrante fuera uno, o, el que le siga, si fueren dos y así sucesivamente.

Dentro de cada partido o subpacto, los candidatos preferirán  entre sí según el número de votos que hubieren obtenido.
Artículo Segundo. El mayor gasto que genere la presente ley se financiará con cargo a los recursos ordinarios que considera el presupuesto del Congreso Nacional, quedando facultados, tanto el Senado como la Cámara de Diputados, para realizar los traspasos y reasignaciones presupuestarias internas necesarias, de conformidad con lo establecido en el artículo 68 de la Ley 18.918 Orgánica Constitucional de Congreso Nacional.
(Fdo.): Ricardo Lagos Weber, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA SENADORA SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN, CON EL QUE PIDE A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE MODIFIQUE LOS DECRETOS SUPREMOS N°s 94 Y 212, AMBOS DEL MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, EN MATERIA DE SEGURIDAD DE LOS USUARIOS EN LOS TERMINALES DE LOCOMOCIÓN
(S 1588-12)
1.- Luego de analizar la legislación nacional en relación a la seguridad de los terminales de buses, cuando se trata de servicios no urbanos, se encuentra regulado a nivel municipal, por medio de las ordenanzas locales respectivas.

2.- Sin embargo, a nivel nacional sólo existe el Decreto Supremo N°94 del año 1985, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

3.- El referido decreto aprueba la Política Nacional de Terminales para Servicios de Locomoción Colectiva no urbana.

4.- En relación a la regulación de los terminales de servicios urbanos, encontramos el Decreto' Supremo N° 212 del año 1992, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, Reglamento de los Servicios Nacionales de Transporte Público de Pasajeros.

5.- Nuestros terminales de buses durante mucho tiempo han venido teniendo algunos problemas de seguridad en su interior y si bien es cierto existe fiscalización, es necesario aumentar las medidas de seguridad con el objeto de proteger a los usuarios de estos servicios.

6.- La mayoría de los terminales actualmente son concesionados por empresas privadas o bien son administrados por las municipalidades, principalmente en materia de locomoción colectiva no urbana.

7.- No existe mucha legislación en materia de seguridad en terminales de buses, salvo un plan nacional de seguridad y las ordenanzas municipales que regulan materias de seguridad y otros como las señaladas precedentemente, por lo que es necesario introducir normas tendientes a fortalecer y fiscalizar que se cumplan las medidas de seguridad existentes o bien implementar mayores medidas de seguridad como en otros países como Perú, donde es obligación para todos los terminales tanto de administración pública como privada, contar con detectores de metales y exigir la cédula de identidad al momento de comprar los pasajes y además se revisan los equipajes para que nadie pueda subir armas o drogar al bus y con ello poner en peligro a los demás pasajeros.

8.- Es necesario que exista una regulación uniforme para los terminales de buses de las mismas características, que permita establecer normas de seguridad al interior para evitar situaciones lamentables que han ocurrido a lo largo de la historia y que últimamente se han hecho cada vez más conocidas a través de las redes sociales.

En mérito de lo señalado precedentemente, propongo el siguiente:

Proyecto de acuerdo
Solicitar a Su Excelencia, el Presidente de la República, que en uso de su potestad reglamentaria efectúe las siguientes modificaciones a los Decretos Supremos N° 94 Y 212, ambos del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones:

Agrégase al Decreto Supremo N° 94 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones del año 1985 que aprueba la política nacional de terminales para servicios de locomoción colectiva no urbana la siguiente letra e) en su artículo 2°.
Artículo 2 letra E)

“Serán responsables de la seguridad de los usuarios al interior de los terminales de locomoción colectiva no urbana, los concesionarios privados o bien la autoridad municipal que administre estos servicios de transporte”.

Agrégase al reglamento de servicios nacionales de transporte público de pasajeros, decreto supremo N° 212 del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, el siguiente inciso segundo a su artículo 87°.

Artículo 87°.2

“Además, tanto los inspectores municipales como los del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, deberán fiscalizar que se adopten las medidas que resguarden la seguridad de los usurarios al interior de los terminales, informando oportunamente a carabineros o a la autoridad competente en caso de que el terminal no cumpla con estas medidas de seguridad que protejan la integridad de las personas”.

(fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES GARCÍA-HUIDOBRO, PROKURICA, ROSSI, TUMA Y SABAG, CON EL QUE SOLICITAN AL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES HAGA LLEGAR AL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA, EL RECHAZO ENÉRGICO DEL SENADO A LAS INJURIAS FORMULADAS EN CONTRA DEL SENADOR SEÑOR NOVOA POR SU JEFE DE ESTADO.

(S 1589-12)

Considerando:

Que recientemente, a raíz de la visita del líder opositor venezolano, don Henrique Capriles, a Chile, el Presidente de Venezuela, don Nicolás Maduro, formuló inaceptables declaraciones en contra del Honorable Senador de la República de Chile, don Jovino Novoa.
El Senado de la República acuerda:
Rechazar en la forma más categórica las injuriosas declaraciones del Presidente Maduro en contra del Honorable Senador don. Jovino Novoa, y solicitar al Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile que haga llegar al Gobierno de Venezuela la protesta de esta Corporación por tales expresiones.
(Fdo.): Alejandro García-Huidobro, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.
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